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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 2 de setiembre de 2011. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
sesión ordinaria, el próximo martes 6 de setiembre, 
a la hora 9:30, a fin de informarse de los asuntos 
entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


1% Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solici- 
ta la venia correspondiente para designar en calidad 
de Vicepresidente del Directorio del Banco Hipote- 
cario del Uruguay, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 187 de la Constitución de la Repú- 
blica y el artículo 1”, literal a) de la Ley N* 15.740, 
de 8 de abril de 1985, al economista Fernando Antía 
Behrens. 

Carp. N* 644/2011 - Rep. N* 378/2011 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


2?) por el que se modifica la Ley N* 18.446, de 24 
de diciembre de 2008, sobre el Instituto Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 

Carp. N* 627/2011 - Rep. N* 377/2011 


3) por el que se promueve la conexión domicilia- 
ria a las redes de saneamiento. 
Carp. N* 607/2011 - Rep. N* 379/2011 - Anexo I 


4%) por el que se establecen modificaciones a la 
Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, sobre 
Abreviación de los Procesos Laborales. 

Carp. N* 497/2011 - Rep. N* 381/2011 - Anexo l 


5) por el que se modifica el artículo 269 de la Ley 
N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, sobre Obras de 
Infraestructura de Puertos bajo la órbita de la Admi- 
nistración Nacional de Puertos. 

Carp. N* 397/2010 - Rep. N* 375/2011 


6”) por el que se modifica el artículo 2” de la Ley 
N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987 y se deroga el 
artículo 102 de la Ley N” 18.083, de 27 de diciembre 
de 2006, relativo al desarrollo de actividades de per- 
sonas jurídicas titulares de empresas instaladas en 
Zona Franca. 

Carp. N* 615/2011 - Rep. N* 380/2011 


7% Informe de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación relacionado con el Oficio remitido por el 
Juzgado Letrado en lo Penal y de Menores de Cuarto 
Turno de Salto, por el que solicita la suspensión de los 
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fueros parlamentarios del señor Eduardo Muguruza 
Galvalisi. 
Carp. N* 375/2010 - Rep. N* 374/2011 


8%) Informe de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionado con la solicitud de venia remitida 
por el Poder Ejecutivo, a fin de destituir de su cargo a 
un funcionario del Ministerio de Salud Pública, Cen- 
tro Departamental de Paysandú (Plazo constitucional 
vence el 18 de octubre de 2011). 

Carp. N* 617/2011 - Rep. N* 376/2011 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Amorín, Antognazza, Bordaberry, Chiruchi, 
Couriel, Da Rosa, Dalmás, Gallinal, Gallo 
Imperiale, Gamou, Gandini, Heber, Lacalle 
Herrera, Lorier, Martínez, Michelini, Moreira 
(Carlos), Pasquet, Penadés, Rondeau, Rubio, 
Saravia, Solari, Tajam, Topolansky, Viera y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores 
Larrañaga, Moreira (Constanza), Nin Novoa y 
Rosadilla. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 9 y 35 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
“El Poder Ejecutivo remite Mensajes por los que comu- 
nica la promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se declara de interés nacional la me- 
jora de las condiciones de acceso a la vivienda de in- 
terés social. 


- por el que se aprueba el Convenio de Seguridad 
Social entre la República Oriental del Uruguay y la 
República de Austria, suscrito en Viena el 14 de ene- 
ro de 2009. 


- por el que se autoriza la entrada y la salida del 
territorio nacional de efectivos de la Fuerza Aérea Ar- 
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gentina, desde el 15 de agosto hasta el 2 de setiembre 
de 2011, a efectos de participar en el Ejercicio Militar 
Combinado “Tanque 2011”. 

- AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


- por el que solicita la venia correspondiente a fin 
de acreditar en calidad de Embajador Extraordinario 
y Plenipotenciario de la República, de acuerdo con 
lo dispuesto por el numeral 12 del artículo 168 de 
la Constitución de la República, ante el Gobierno de 
la República Socialista de Vietnam, al doctor Carlos 
Irigaray Santana. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


- por el que solicita la venia correspondiente para 
destituir de sus cargos a dos funcionarios del Minis- 
terio de Economía y Finanzas. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRA- 
TIVOS. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva 
informado un proyecto de ley por el que se estable- 
cen modificaciones a la Ley N* 18.572, de 13 de se- 
tiembre de 2009, sobre Abreviación de los Procesos 
Laborales. 

- HA SIDO REPARTIDO Y ESTÁ INCLUIDO EN EL 
ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Junta Departamental de Flores remite copia 
de la versión taquigráfica de las palabras pronuncia- 
das por el señor Edil Carlos Mecol, relacionadas con 
actividades educativas desarrolladas por el grupo “A 
Babor” en la ciudad de Trinidad. 

- TÉNGASE PRESENTE.” 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedi- 
do de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Pedro Bordaberry, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicita se curse un 
pedido de informes con destino a los Ministerios de 
Economía y Finanzas y de Industria, Energía y Mi- 
nería, relacionado con los contratos de inversión que 
han sido firmados en el marco de lo dispuesto por el 
Decreto N* 47'7/008, de 7 de octubre de 2008, sobre 
normas que regulan los proyectos de inversiones en 
nuestro país.” 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


CÁMARA DE SENADORES 


397-C.S. 


(Texto del pedido de informes: ) 
“Montevideo, 31 de agosto de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


En ejercicio de la facultad que me confiere el 
artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito tenga a bien remitir el siguiente pedido de 
informes a los Ministerios de Economía y Finanzas y 
de Industria, Energía y Minería. 


Introducción. Las disposiciones del Decreto 
N* 477/008, de 7 de octubre de 2008, confieren al 
Poder Ejecutivo la facultad de negociar con empresas 
que prevén realizar en el Uruguay inversiones de alto 
monto, la celebración de negociaciones a efectos de 
determinar los compromisos que asumirá el inversor 
así como el propio Estado uruguayo (inversiones a 
realizar, beneficios fiscales, autorizaciones, etc.), te- 
niendo como corolario la suscripción de un Contrato 
de Inversión. Si bien la norma no establece, en nin- 
gún caso, la posibilidad de que dicho contrato tenga 
el carácter de reservado o confidencial, recientemen- 
te se ha tomado conocimiento que el Poder Ejecuti- 
vo había dado tal carácter al contrato firmado con la 
empresa MONTES DEL PLATA. 


Por tanto, es de suponer, que puedan existir otros 
Contratos de Inversión que han sido rotulados de tal 
forma y, por tanto, su contenido permanece descono- 
cido para la opinión pública en general y los Legisla- 
dores en particular. 


Es por ello que resulta imperativo contar con in- 
formación veraz y fehaciente en relación a otros Con- 
tratos de Inversión que se pudieran haber firmado 
hasta la fecha. 


En tal sentido, se solicita la siguiente información: 


1. Cuántos Contratos de Inversión se han firmado 
en el marco de lo dispuesto por el Decreto N* 477/008, 
de 7 de octubre de 2008, con qué empresas, en qué 
fecha y cuál es el objeto de la inversión, en particu- 
lar, las vinculadas a minería, puertos, mineroductos, 
o cualquier otra temática que tenga alto impacto en 
el medio ambiente. 


2. En particular, si se ha firmado un Contrato 
de Inversión con la empresa ARATIRÍ, ZAMIN FE- 
RROUS u otras empresas vinculadas a dicha explo- 
tación minera que se proyecta realizar en el Uruguay. 
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3. Se remita copia de los contratos respectivos. 
Sin otro particular, lo saludo muy atentamente. 
Pedro Bordaberry. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pe- 
dido de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Francisco Gallinal, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicita se curse un 
pedido de informes con destino a la Presidencia de 
la República y, por su intermedio, a la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto y al Instituto Nacional de 
Estadística, relacionado con el Censo de Población 
2011.” 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes: ) 
“Montevideo, 30 de agosto de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


En ejercicio de la facultad que me confiere el art. 
118 de la Constitución de la República, solicito se 
curse el siguiente pedido de informes con destino a 
la Presidencia de la República y por su intermedio a 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto e Instituto 
Nacional de Estadística para que informen: 


1% a partir del próximo 1” de setiembre en toda 
la República, se realizará el censo de población 2011 
por lo que solicitamos saber por qué y en base a qué 
norma se pregunta el nombre y apellido del o los cen- 
sados, 


27) si se pregunta número de cédula de identidad 
y/o credencial cívica de las personas, 


3%) si la norma establece alguna sanción para el 
censado que no quiera aportar alguno de estos datos, 
como ser nombre, cédula de identidad y/o credencial 
cívica, 


4%) si además de los funcionarios del INE, hay 
funcionarios de otras reparticiones del Estado, como 
ser Ministerio del Interior y Defensa Nacional y/o es- 
tudiantes universitarios como voluntarios o contrata- 
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dos, y en caso afirmativo cómo hace cumplir el INE la 
Ley N* 16.616 de 31 de octubre de 1994, en cuanto a 
la violación del “secreto estadístico”, 


5) si el nombre y apellido de la persona van a ser 
incorporados a la base de datos, 


65) qué garantías tiene la persona censada que esa 
información no va a ser utilizada con otros destinos. 


Francisco Gallinal. Senador.” 


5) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se comunica al Cuerpo 
que, en virtud de la licencia concedida al señor Se- 
nador Rosadilla el día 3 de agosto por un período de 
noventa días, el señor Carlos Gamou ha presentado 
nota de desistimiento por el día 8 de setiembre, infor- 
mando que por esta vez no acepta la convocatoria a 
integrar el Cuerpo. 

- OPORTUNAMENTE SE CONVOCARÁ AL SU- 
PLENTE RESPECTIVO. 


6) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias a las anteriores convocatorias del Cuerpo y de 
sus Comisiones: 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- A la sesión extraordinaria del Senado del día 31 
de agosto faltaron, con aviso, los señores Senadores 
Heber y Moreira (Carlos); y, sin aviso, el señor Sena- 
dor Malaquina. 


A la sesión de la Comisión de Presupuesto integra- 
da con Hacienda del 24 de agosto faltaron, con aviso, 
los señores Senadores Couriel, Peña y Rubio. 


A la sesión matutina de la Comisión de Presupues- 
to integrada con Hacienda del 1% de setiembre falta- 
ron, con aviso, los señores Senadores Amorín y Peña. 


A la sesión vespertina de la Comisión de Presu- 
puesto integrada con Hacienda del 1% de setiembre 
faltaron, con aviso, los señores Senadores Amorín, 
Larrañaga, Martínez y Peña. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 30 
de agosto faltó, con aviso, el señor Senador Moreira. 
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A la sesión de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación del 31 de agosto faltó, con aviso, el señor 
Senador Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Interna- 
cionales del 1% de setiembre faltó, con aviso, el señor 
Senador Larrañaga. 


7) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 1” de setiembre de 2011 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente solicito al Cuerpo 
se me otorgue licencia del día 7 al 9 de setiembre del 
2011, y se convoque a mi suplente correspondiente, 
de conformidad con la Ley 17.827, Artículo 1%, lite- 
ral D, que establece la causal “ausencia en virtud de 
obligaciones notorias, cuyo cumplimiento sea de inte- 
rés público, inherentes a su investidura académica o 
representación política dentro o fuera del país”. 


Motiva la solicitud la invitación que se me ha 
hecho para participar en la XI Asamblea General 
de la Confederación Parlamentaria de las Américas 
(COPA), que se llevará a cabo en la ciudad de Que- 
bec, Canadá, del 6 al 9 de septiembre del corriente 
año. 

Se adjuntan las referidas invitaciones. 

Sin otro particular, le saluda muy atentamente, 


Carlos Baráibar. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-14 en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consecuencia, queda convocado el señor Ale- 


jandro Echeverría, a quien ya se ha tomado la prome- 
sa de estilo. 
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8) “EL FUTURO DE LA INTEGRACIÓN 
LATINOAMERICANA” 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
Media Hora Previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: los pasados 
días 25 y 26 de agosto participamos de un seminario 
en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, llamado: 
“El futuro de la integración latinoamericana”, que se 
realizó en el Aula Magna de la Facultad de Derecho 
de la Universidad de Buenos Aires. Se trata de un 
edificio que recomiendo visitar a aquellos que no lo 
conozcan, dada su magnificencia y la impresionante 
dinámica de trabajo que hay allí: téngase en cuenta 
que en la Facultad de Derecho de la UBA hay treinta 
mil alumnos. 


El objetivo de este Seminario era generar un es- 
pacio de encuentro y reflexión sobre los principales 
desafíos que deben afrontar los países de Latinoamé- 
rica y la región, así como construir una red plural y 
horizontal de intercambio de experiencias y elaborar 
propuestas y líneas de acción políticas para fomentar 
la integración regional, la igualdad de oportunidades, 
el desarrollo sustentable y la inclusión social. 


El primer tema fue: “Desafíos de la integración 
latinoamericana”. Estuvo coordinado por Jorge Cue- 
llo, Secretario, y estuvieron presentes los señores 
Roberto Mangabeira Unger, ex Ministro de Asuntos 
Especiales y Planificación Estratégica de Brasil; Gas- 
tón Ain, Asesor Regional en Prevención de Conflictos 
del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo 
-PNUD-; Ricardo Gil Lavedra, Diputado Nacional de 
la UCR en Argentina; Hugo Cacece, del Programa de 
Integración Energética Regional -PNUD- de Para- 
guay; Eduardo Suplicy, Senador Nacional del PT de 
Brasil y Rubén Giustiniani, Senador Nacional del PS, 
Presidente de la Comisión de Educación del Senado 
de la Nación Argentina y Presidente del Partido So- 
cialista. Por supuesto que participó quien habla en 
representación de Uruguay, de manera informal, por- 
que no había ido nadie en representación oficial. 


El día viernes se trató el tema: “Organización Po- 
lítica para la Integración”, donde se incluía además: 
“Los desafíos de la representación política, sindical y 
estudiantil. El rol de los jóvenes en la construcción 
del futuro. Hacia una sociedad latinoamericana de 
activa participación ciudadana. De los estados nacio- 
nales a la integración regional. El rol de los órganos 
políticos del Mercosur y la Unasur”. 


Esta Mesa fue coordinada por el doctor Ricardo 
Ferrer y participaron Santiago Nino, Presidente de la 
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Comisión del Mercosur del Senado de la Provincia de 
Buenos Aires; María José Lubertino, Legisladora del 
Encuentro Popular para la Victoria - Argentina; Car- 
los Custer, Miembro del Consejo Directivo Nacional 
de ATE y la Junta Directiva del partido por la Unidad 
Popular; Fernando Iglesias, Diputado Nacional por la 
Coalición Cívica, Parlamentario del Mercosur y Di- 
rector de la Cátedra Altiero Spinelli en Argentina. 


Asimismo, se trató el tema: “Desarrollo sustenta- 
ble para la integración económica y social” en otra de 
las Mesas Redondas, donde participó el compañero 
Mariano Arana, con quien compartimos dos días, le- 
jos de suponer la difícil situación que vive en estos 
momentos. También digo, para dar una idea a aque- 
llos que quieran analizar su currículum y el enrique- 
cimiento que pudiera haber tenido, que anduvimos 
en taxi y en ómnibus -valga la aclaración-, y nos alo- 
jamos en un hotel bastante modesto de la ciudad de 
Buenos Aires. 


En esta Mesa también participaron Sergio Buil, 
Intendente Municipal de Rivadavia, Provincia de 
Buenos Aires; Claudio Lozano, Diputado Nacional, 
Proyecto Sur, Argentina; Margarita Stolbizer, Dipu- 
tada Nacional del GEN, Argentina; y Aldo Neri, Ex 
Ministro de Salud y Acción Social, y Ex Diputado Na- 
cional por la UCR. 


Finalmente, se trató el tema relativo a la “Edu- 
cación para la inclusión y la integración”, donde se 
analizó, por ejemplo, la educación del futuro, pensan- 
do en la sociedad del siglo XXII. En esta oportunidad 
participaron Pablo Fernández, Vicepresidente de la 
Federación Universitaria Argentina; Gonzalo Álvarez, 
Director de Editorial de la UBA; Pablo Javkin, Dipu- 
tado Provincial, Santa Fe, Coalición Cívica; Mario 
Oporto, Director General de Cultura y Educación de 
la Provincia de Buenos Aires, Argentina; Pablo Álva- 
rez, Director General del Ministerio de Educación y 
Cultura de Uruguay y María Eugenia Vega, Diputada 
Nacional, Secretaria de la Comisión de Educación 
HCDN, ex Ministra de Educación de Jujuy. 


Debo decir que este Seminario se podría conside- 
rar como uno más, pero tuvo la singularidad de ser 
organizado por la Cátedra José Gervasio Artigas, de la 
Universidad de La Plata, que fue fundada en el año 
2010 y ha tenido una activa promoción. 


Tengo en mi poder la resolución de la Universidad 
de La Plata por la que se crea esta Cátedra con el fin 
de difundir y hacer conocer en la Argentina, tanto el 
ideario como la figura de José Gervasio Artigas. En 
una próxima Sesión informaré -ahora no dispongo de 
tiempo- sobre lo actuado hasta el presente por la Cá- 
tedra José Gervasio Artigas para la Integración -tengo 
un informe de gestión-, que ha desplegado una ini- 
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ciativa muy fuerte y que es bueno que sea conocida 
en el Uruguay. 


Señor Presidente: solicito que la versión taquigrá- 
fica de mis palabras sea enviada al Ministerio de Edu- 
cación y Cultura, a la Universidad de la República, a 
las Comisiones de Educación y Cultura del Senado y 
de la Cámara de Representantes, a la Embajada de 
Argentina en Uruguay y a la Embajada de Uruguay 
en Argentina. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-19 en 20. Afirmativa. 


9) CLAUSURA DE EMERGENCIA MÓVIL EN 
SOLÍS DE MATAOJO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero poner en conoci- 
miento del Cuerpo y, a través del Senado, de distin- 
tas autoridades, una peculiar situación en materia 
de salud que se está dando en la localidad de Solís 
de Mataojo, 2* Sección Judicial del Departamento de 
Lavalleja. Un conjunto de vecinos -quienes me trans- 
mitieron su inquietud- se viene movilizando desde 
hace varios días con el propósito de revertir la situa- 
ción a través de distintas entrevistas que están soli- 
citando con las autoridades del Ministerio de Salud 
Pública y de ASSE. 


Estos vecinos nos señalaban que el Gobierno ha 
dispuesto la clausura de una emergencia móvil en 
Solís de Mataojo -de la misma manera que lo viene 
llevando a cabo en distintos puntos del país-, porque 
aparentemente no cumple con ciertos requisitos, 
como el de tener una incubadora. Asimismo, se es- 
tablece un régimen horario de turnos de seis horas, 
cuando lo importante es que esté cubierta las veinti- 
cuatro horas. 


Los habitantes de esta localidad consideran que el 
Ministerio de Salud Pública debería recorrer las dis- 
tintas localidades de interior para comprobar si puede 
adaptar a ellas la normativa, sobre todo en lugares 
como este, que tienen una población menor a cinco 
mil habitantes y que, a su vez, están distantes de la 
capital departamental, porque al perder un servicio 
de estas características pierden el más importante 
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con el que cuentan en materia de atención sanitaria, 
sobre todo en casos de emergencia. 


La emergencia a la que nos referimos se identifi- 
ca con la sigla SOEM y cuenta con un profesional a 
cargo que es el único médico intensivista, que está 
considerado como un excelente profesional; con él 
están conformes todos los habitantes de la ciudad de 
Solís de Mataojo. Más de la mitad de la población está 
afiliada a esta emergencia, que es cien por ciento efi- 
ciente y que, según dicen los vecinos, brinda tranqui- 
lidad a todos sus usuarios, especialmente por dispo- 
ner de una excelente e inmediata atención. 


Los vecinos de esta localidad redactaron una nota 
en la que señalan: “No podemos exigir los mismos 
requisitos que se exigen en una ciudad como Mon- 
tevideo, en un pueblo de 3.000 habitantes, y todos 
sabemos que si existe un decreto, el mismo se puede 
modificar con otro posterior. No son de la mejor cali- 
dad los servicios que se prestan tanto de parte de la 
salud pública como de parte de la salud privada y, en 
consecuencia, hoy, en toda la localidad, no solamente 
no estamos recibiendo la atención correspondiente 
sino que, además, los más de los días no se cuenta ni 
siquiera con servicios de ambulancia; no los tiene la 
mutualista, no los tiene Salud Pública. La única con 
la que se contaba en la localidad, la perteneciente a 
SOEM, ahora está fuera de servicio como consecuen- 
cia de las disposiciones adoptadas por el Ministerio de 
Salud Pública”. 


Señor Presidente: sinceramente, no habíamos te- 
nido noticia de que se estuviera procediendo, en el 
transcurso de las últimas semanas, a la clausura de 
emergencias móviles en distintas partes del país. 


Quizás desde el punto de vista reglamentario pue- 
dan existir algunos vacíos que lleven a que no cumpla 
en un todo con la reglamentación que se exige en 
la materia, pero quiero aclarar que esta emergencia 
hace trece años que está trabajando en la localidad 
y -esto me parece significativo- más de la mitad de 
sus habitantes están afiliados a ella. Además, prácti- 
camente es el único servicio inmediato de atención 
sanitaria con que cuentan los habitantes de Solís 
de Mataojo. Por este motivo, queremos alertar a las 
autoridades y buscar su sensibilidad para tratar de 
adaptarse a las realidades. Si SOEM funciona bien en 
Solís de Mataojo, parece muy injusto que se tome una 
decisión de estas características. 


Señor Presidente: solicito que la versión taquigrá- 
fica de mis palabras sea enviada al señor Ministro de 
Salud Pública, a la Dirección General de Salud del 
Ministerio, a las autoridades de ASSE, a las autorida- 
des departamentales de Lavalleja en materia de salud 
dependientes tanto del Ministerio de Salud Pública 
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como de ASSE, a la Junta Departamental de Lavalleja 
y ala Junta Local de Solís de Mataojo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) SISTEMA INFORMÁTICO DE ESCRITORIO 
MÉDICO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra la señora Senadora 
Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- En muchas ocasiones utiliza- 
mos esta Media Hora Previa en función de demandas 
que nos llegan; en otras, para difundir aspectos po- 
sitivos que acercan derechos a los ciudadanos y que 
no se conocen suficientemente. Concretamente, nos 
vamos a referir al plan “SIEMBRA”, que es el Sis- 
tema Informático de Escritorio Médico basado en la 
Red Asistencial. En realidad, poco o nada se sabe de 
este plan en algunos círculos pero, sin duda, donde 
está comenzando a utilizarse revoluciona la forma de 
trabajo de los médicos del primer nivel de atención 
y, además, la llegada de las personas a la atención de 
calidad. 


En el mes de mayo asistí a la firma del convenio 
entre ASSE y Antel por el que todos los médicos 
del país, progresivamente, recibirán una netbook 
con conexión 3G, en donde podrán tener las histo- 
rias clínicas de todos sus pacientes. Una vez más, 
se trata del resultado de la conjunción de esfuer- 
zos dentro del Estado, en particular, entre ASSE 
y Antel. Cabe aclarar que “Siembra” no es solo un 
proyecto de entrega de computadoras, sino de me- 
jora de la atención de salud a través del uso de un 
software. El objetivo es universalizar la llegada de 
estas herramientas para incorporarlas en la forma 
de atender, mejorando así la calidad de vida de la 
gente. Por el momento, los destinatarios de estas 
netbook son los médicos del primer nivel de aten- 
ción, y si se cuenta con los procedimientos adecua- 
dos y con la capacitación de las personas que lo 
llevan adelante, pueden resolverse más del 80% de 
las consultas. 


Estos emprendimientos son buenos para la socie- 
dad, porque a quien padece cualquier situación de 
salud, lo mejor que le puede pasar -sin duda- es re- 
solverla rápidamente, pero también lo es para la eco- 
nomía de un país, porque si bien debe invertir, luego 
ahorra muchos recursos en materia asistencial. 
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Esta iniciativa permitirá llevar una historia elec- 
trónica -que, además, incluirá la mayor cantidad de 
elementos externos a las cuestiones específicamente 
médicas-, posibilitará la realización de interconsultas 
y mantendrá alerta al médico de ese programa sobre si- 
tuaciones que pueden darse, como por ejemplo no tener 
resultados de exámenes pedidos en el tiempo previsto. 


Creo que esta es una forma de trabajar hacia la 
promoción y la prevención de la salud, mejorando el 
primer nivel de atención en esta instancia, y modi- 
ficando con ello algo que hemos proclamado desde 
hace muchas décadas pero en lo que poco hemos po- 
dido hacer, como es el cambio efectivo de un mode- 
lo de atención en el que se deben superar algunas 
situaciones de déficits de recursos humanos con la 
tecnología disponible. 


Los médicos reciben capacitación y luego la net- 
book -se entregarán más de 1.500 equipos a la Red 
Asistencial del Primer Nivel del país-, por lo que, en 
el futuro, posiblemente se trabaje con la receta elec- 
trónica. Sin duda que esto, junto con la telemedicina, 
representa la incorporación de la tecnología con una 
dimensión de cuyos efectos positivos quizás hoy no 
somos conscientes. 


Como sucedió con el Plan Ceibal, el Programa co- 
menzó por el interior del interior, en los pueblos de Arti- 
gas, pero hoy ya se extiende a varios departamentos, in- 
cluso a algunos lugares de Montevideo. Tal es el caso del 
barrio Santa Catalina y Pediatría del Hospital Saint Bois. 


Además, se ha realizado un convenio adicional en- 
tre ASSE y las gremiales médicas, SMU y FEMI, por 
el cual la institución recibe un plus por la atención de 
cada usuario -niño, niña o adolescente- que se asista en 
el marco del programa. De esta manera, se focaliza el 
cuidado especial en materia de prevención de la salud 
de quien concentra la mayor pobreza en nuestro país. 


Para terminar, señor Presidente, diré que esta es la 
reafirmación de un concepto de inclusión en las polí- 
ticas sociales que, sin duda, debe caracterizarlas para 
encararlas efectivamente desde una óptica de derechos. 


Por lo expuesto, solicito que la versión taquigráfi- 
ca de mis palabras sea enviada al Ministerio de Salud 
Pública, a ASSE y a Antel. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por la señora Senadora. 


(Se vota:) 


-22 en 23. Afirmativa. 
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11) USO EFICIENTE DE LA ENERGÍA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: progresi- 
vamente -aunque no con la velocidad que desearía- 
mos y que a esta altura creemos necesaria- en nues- 
tro país se va tomando conciencia de que la energía 
es un bien valioso y cada día más caro, por lo que 
se hace preciso extremar los cuidados e intentar ser 
cada vez más eficientes en su utilización. 


El país viene trabajando -reitero que no lo hace 
con el ritmo que a nuestro juicio sería necesario- en 
la implementación de diversas normas que apuntan, 
justamente, a que seamos más eficientes en el uso de 
la energía. Entre ellas se encuentra la Ley N* 18.585 
“Energía Solar Térmica”, publicada en octubre de 
2009, que aún permanece sin reglamentar. 


Una de las posibilidades para ser más eficientes 
radica en el mejor uso que se le dé en las viviendas. 
En tal sentido, en el día de hoy deseamos referir al 
concurso que organizaran conjuntamente la Facultad 
de Arquitectura de la Universidad ORT y la empresa 
Bromyros S.A., denominado: “Mejor anteproyecto de 
vivienda energéticamente eficiente”. Es el primero de 
su tipo que se realiza en nuestro país y procura que 
los futuros arquitectos asuman la importancia del uso 
racional de la energía desde el mismo momento en 
que se gestan y se proyectan las obras. 


Junto a los organizadores, el jurado estuvo presi- 
dido por el arquitecto Ariel Cagnoli e integrado por 
calificados profesionales y empresarios del sector, así 
como por un representante de la Oficina de Eficien- 
cia Energética del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería. 


El primer premio del concurso fue obtenido por el 
equipo conformado por la arquitecta María Fernanda 
Laguarda y la licenciada Ivana Barros, egresadas de 
la Facultad de Arquitectura de la ORT. A la vez que 
felicitamos a ambas jóvenes por su valioso aporte al 
desarrollo de la arquitectura, queremos expresar nues- 
tro reconocimiento a dicha Facultad y a la empresa 
Bromyros S.A. por el esfuerzo, así como por la inicia- 
tiva en ese sentido, que a nuestro juicio debería ser 
imitada por todo el sistema educativo nacional en sus 
diferentes áreas. 


Se trata de una iniciativa en la que se conjugan 
esfuerzos para fomentar la innovación y el desarro- 
llo en una materia que es cada vez más importante 
y que, a la vez, abre oportunidades a los jóvenes 
para que muestren su valía y se prueben a sí mis- 
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mos en una competencia justa y transparente con 
sus colegas. 


Reiteramos la importancia de que este tipo de em- 
prendimientos -que en esta oportunidad parte de una 
Universidad privada y de la empresa Bromyros S.A.- 
se pueda generalizar a todo el sistema educativo y la 
necesidad de que la Universidad de la República lleve 
adelante planes similares, entusiasmando a otras em- 
presas a que se sumen en el marco de los programas 
de responsabilidad social empresarial, porque ello 
redundará en beneficio de nuestro país en su con- 
junto y, en el caso de la utilización responsable de la 
energía, en economías que, más temprano que tarde, 
tendrán que empezar a asumir con otro tipo de com- 
promiso. 


Entendimos oportuno resaltar este ejemplo en el 
Senado de la República para que sirva de incentivo 
y el programa se siga realizando en años venideros, 
así como para que otras instituciones educativas se 
sigan plegando a la promoción del uso responsable de 
la energía. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea enviada a la Universidad ORT y a su Facultad de 
Arquitectura, a la empresa Bromyros S.A., a la Uni- 
versidad de la República y a su Facultad de Arquitec- 
tura, al Codicen, al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería, a la arquitecta María Fernanda Laguarda 
y a la licenciada Ivana Barros, y a la Asociación de 
Promotores Privados de la Construcción del Uruguay. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-22 en 23. Afirmativa. 


12) PROGRAMA “DOBLE SOLIDARIDAD” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Gallo Imperiale. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
ha culminado la primera etapa del Programa “Doble 
Solidaridad”, promocionado por el Patronato Nacional 
de Encarcelados y Liberados y apoyado por el Ministe- 
rio del Interior, que se comenzó a implementar en tres 
departamentos -Canelones, Rocha y Maldonado- con el 
objetivo de dar oportunidad de trabajo extramuros a un 
grupo de personas privadas de libertad, fomentando así 
la inserción social y la rehabilitación del penado. 
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El balance hecho por las autoridades policiales, 
judiciales y municipales ha sido muy favorable. La 
oportunidad de la reinserción laboral remunerada 
en tareas comunitarias o productivas representa un 
avance muy importante en las políticas de rehabili- 
tación de quienes están privados de libertad o han 
sido liberados, porque tener actividad les hace sen- 
tirse útiles, a la vez que los prepara para una futura 
incorporación a la sociedad. 


En esta etapa, más de cincuenta reclusos fueron 
afectados a tareas de limpieza de predios con el fin 
de prevenir incendios -organizadas por el Sistema 
Nacional de Emergencias-, siendo remunerados con 
$ 3.700 y alimentados en Centros Comunales Zonales. 
Esas tareas fueron coordinadas por las Intendencias 
y contaron con la participación de las Jefaturas de 
Policía respectivas y del Patronato Nacional de 
Encarcelados y Liberados, entre otras instituciones. 
Los programas continuarán desarrollándose en 2011 
y en 2012. 


A nuestro juicio, las acciones emprendidas repre- 
sentan el ejemplo de una política más consciente y 
responsable en lo que respecta a la criminalidad; per- 
miten comprobar cómo reacciona la sociedad ante la 
atención de una disfunción social incorporada, como 
el delito y quien lo comete. En este caso, se promueve 
desde el sector público, pero también es un ejemplo a 
seguir por otros. Y deseo hacer hincapié en el concep- 
to de que la sociedad puede aportar desde lo privado, 
otorgando una oportunidad laboral a través de em- 
presas que demandan trabajo y están avaladas por el 
éxito empresarial del mercado, beneficiando solida- 
riamente con sus recursos a aquellos sectores donde 
se concentra la postración social junto con el anhelo 
y la necesidad de la reivindicación en beneficio perso- 
nal. Se trata, también, de ayudar a la propia sociedad 
y de revertir los índices indeseados de delincuencia e 
inseguridad que estamos viviendo. Creemos que esto 
debe ser una tarea a desarrollar a través de los pro- 
gramas de responsabilidad social empresarial. 


En los próximos días vamos a reiterar dos plantea- 
mientos a través de sendas minutas de comunicación 
-porque es necesaria la iniciativa del Poder Ejecuti- 
vo-, dado que los mismos ya fueron realizados cuando 
integrábamos la Cámara de Representantes. Uno re- 
fería a que la mano de obra en la construcción reali- 
zada por una persona recluida o recién liberada fuera 
considerada dentro del instituto del beneficio fiscal 
de mano de obra benévola, utilizando la demanda que 
tiene este oficio dentro de la población carcelaria o 
liberada, junto al alto aporte tributario comprometi- 
do por las empresas de la construcción, que es de 
un 98% de la remuneración. Estamos hablando de 
una herramienta verdadera y eficaz de generación de 
oportunidades. 
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El otro planteamiento está referido a crear un sis- 
tema de mecenazgo para apoyar proyectos basados 
en los criterios de responsabilidad social empresarial, 
extendiendo el actual sistema -recientemente apro- 
bado por nuestro Parlamento-, que hoy es exclusivo 
para proyectos culturales y deportivos. Considero que 
esta estrategia de responsabilidad social empresa- 
rial -puesta en marcha por decenas de empresas en 
nuestro país y coordinada por Deres- es un valiosí- 
simo instrumento coordinador de oportunidades de 
mejora de la sociedad, donde los proyectos inciden en 
específicos microescenarios y generan la cultura de 
devolución de resultados. 


Por ello, señor Presidente, hoy quiero reconocer 
y destacar el enorme valor de la experiencia laboral 
con reclusos y liberados que se puso en marcha con el 
Programa “Doble Solidaridad” practicado en Maldo- 
nado, Rocha y Canelones y que constituye un verda- 
dero y efectivo involucramiento con el sector público 
en este saturado tema de la inseguridad ciudadana. 
Al mismo tiempo, desde esta banca vamos a trabajar 
propugnando su extensión e interesando a otras áreas 
de la sociedad -fundamentalmente la empresarial y 
la sindical, en esta tarea profundamente solidaria de 
rehabilitación-, sin temor a malas experiencias pun- 
tuales que pudieran existir por la propia condición 
humana. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis expre- 
siones sea enviada al Ministerio del Interior, a las 
Jefaturas de Policía de Canelones, de Maldonado y 
de Rocha, al Sistema Nacional de Emergencias, a 
la Suprema Corte de Justicia, a las Intendencias de 
Canelones, de Maldonado y de Rocha, al Patronato 
Nacional de Encarcelados y Liberados, a Deres, a la 
Asociación Cristiana de Dirigentes de Empresas, al 
PIT-CNT y al Comisionado Parlamentario. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
13) NECESIDAD DE LOCAL PARA UNA ONG DE 
SORIANO 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 


Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: gracias a la 
oportunidad que nos da la Media Hora Previa de traer 
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temas que no figuran en el Orden del Día, queremos 
distraer la atención del Senado para comentar una 
entrevista que mantuvimos el viernes pasado en So- 
riano, donde el Directorio de nuestro de Partido estu- 
vo reunido con la sociedad mercedaria. En esa opor- 
tunidad conversamos con padres de chicos autistas 
que habían establecido una ONG en ese departamen- 
to, quienes nos contaron que, si bien están organiza- 
dos, carecen de local para desarrollar sus actividades. 
Frente a este comentario comencé a preocuparme y a 
pensar cómo ayudar a que esta ONG funcionara bien, 
porque hay que tener en cuenta que está cumplien- 
do una tarea muy importante en el departamento, ya 
que hay muchos chicos en esta situación que, por su- 
puesto, necesitan atención. 


Los padres nos plantearon que la oficina de Adua- 
nas que está ubicada en Mercedes -no sé cuál es el 
motivo de tener un local en esta ciudad, porque debe- 
ría estar, como parece que sucederá, al lado del puen- 
te, controlando el ingreso de mercaderías y de perso- 
nas- se trasladará a Fray Bentos. Estos son ejemplos 
de un Estado en el que se puede apreciar que no 
prima una concepción general de la sociedad y me- 
nos del Estado, sino que la gente que está a su fren- 
te se mueve en función de la chacra y de cuidar un 
bien -como en este caso- que no se sabe si tiene valor 
económico importante o relevante para la Dirección 
Nacional de Aduanas. Lo cierto es que no quieren 
desprenderse del bien o quieren obtener dinero por 
su usufructo. Se trata de una casa que no está en 
buenas condiciones, por lo que los padres que actúan 
en esta ONG se comprometen a arreglarla y a ponerla 
en funcionamiento, aunque el Ministerio respectivo 
y el Estado no la quieren ceder a nadie, o aparen- 
temente quieren generar un recurso. Entonces, nos 
preguntamos: ¿la Dirección Nacional de Aduanas no 
tiene local en Fray Bentos? Sí, tiene. ¿Acaso el local 
no está en condiciones como para permitirle cumplir 
sus funciones? Sí, está en condiciones. Entonces, ¿a 
santo de qué no le dan a esta ONG la oportunidad de 
poder trabajar en dicho local? No se desprenden del 
bien ni lo dan para el usufructo de una misión social. 


La verdad, señor Presidente, es que hoy traigo 
este tema al Senado con el ánimo de que este se haga 
eco de nuestras palabras y, a la vez, remita la versión 
taquigráfica de nuestra intervención al Ministerio 
de Economía y Finanzas, a la Dirección Nacional de 
Aduanas y a la Intendencia y a la Junta Departamen- 
tal de Soriano. 


Repito que estamos pidiendo que el Estado dé en 
usufructo a esta ONG un local que va a abandonar y 
que no vale absolutamente nada en el mercado como 
para que sea un recurso de importancia para la Di- 
rección Nacional de Aduanas. Por lo tanto, esperamos 
que lo ceda, pues estamos ante un fin social. En de- 
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finitiva, señor Presidente, de eso se trata: de que el 
Estado apoye a la gente que quiere ayudar, para que 
quien precise esa ayuda, la reciba. 


Levantamos nuestra voz para que se haga esta 
suerte de donación de usufructo y para que, de al- 
guna manera, esta vocación de servicio que tienen 
los padres de niños y adolescentes autistas -que tanto 
precisan de nuestra ayuda- se haga realidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


14) RÉGIMEN DE TRABAJO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que el Se- 
nado ingrese a la consideración del Orden del Día. 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA DALMÁS.- Señor Presidente: con el fin 
de colaborar con el orden de trabajo de la sesión voy 
a presentar dos mociones de orden. 


En primer lugar, solicito que el Senado suspenda 
las sesiones ordinarias del Plenario en virtud del fun- 
cionamiento de la Comisión de Presupuesto integrada 
con la de Hacienda y, en segundo término, que tam- 
bién suspenda las sesiones de las Comisiones, dando 
la posibilidad al señor Presidente de autorizar las de 
aquellas que así lo soliciten. Formulo este pedido en 
función de que somos 16 los Senadores que estamos 
trabajando en esta Comisión de Presupuesto hasta fi- 
nalizar el tratamiento del Proyecto de Rendición de 
Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada por la señora Senadora Dalmás en el sen- 
tido de suspender las sesiones ordinarias del Senado 
durante el período que dure el tratamiento del pro- 
yecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal - Ejercicio 2010, y facultar al 
Cuerpo para autorizar el funcionamiento de las Co- 
misiones que lo soliciten, cuya actividad regular tam- 
bién sería suspendida. 


(Se vota:) 


-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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15) SEÑOR UBERFIL MONZÓN. PENSIÓN 
GRACIABLE 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA DALMÁS.- Mociono para que se declare 
urgente y se considere de inmediato la solicitud en- 
viada por el Poder Ejecutivo a los efectos de otorgar 
una pensión graciable al señor Uberfil Monzón, habi- 
da cuenta de la urgencia que tiene el asunto y de que 
no habrá más sesiones ordinarias, por lo menos hasta 
el 6 de octubre. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Ya se ha repartido el ma- 
terial correspondiente. 


Se va a votar la declaración de urgencia solicitada. 

(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consecuencia, se pasa a considerar el asunto 
cuya urgencia fue votada: “Proyecto de ley por el que 
se concede una pensión graciable al señor Uberfil 
Monzón. (Carp. N* 638/2011)”. 

(Antecedentes:) 

“Carp. N* 638/2011 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 

Proyecto de Ley 

Artículo 1”.- Concédese una pensión gracia- 
ble al señor Uberfil Monzón, cédula de identidad 
N* 650.351-9, equivalente a 8 BPC (ocho Bases de 


Prestaciones y Contribuciones). 


Artículo 2*.- Precísase que la erogación resultan- 
te será atendida por Rentas Generales. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 9 de agosto de 2011. 


Horacio Yanes, 3er. Vicepresidente; Virginia 
Ortiz, Secretaria.” 
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COMISIÓN DE 
SEGURIDAD SOCIAL 


INFORME 


— 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Seguridad Social, por unanimidad de sus 
miembros, recomienda la aprobación del proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo, 
en el que se establece conceder una pensión graciable al señor Uberfil Monzón, 
equivalente a ocho Bases de Prestaciones y Contribuciones. 


La pensión graciable en nuestro ordenamiento jurídico, ha sido 
concebida como un beneficio personal de carácter económico o recompensa pecuniaria, 
“acordada a aquellas personas que han realizado aportes relevantes a la República, ya 
porque han prestado grandes servicios al país, ya porque se han destacado en distintas 
actividades científicas, artísticas o culturales. 


Este es el caso del señor Uberfil Monzón, quien forma parte del 
clero secular desde el 15 de agosto de 1962, desde que se ordenó como sacerdote, como 
tal ha cumplido tareas en parroquias, así como un continuo trabajo comunitario y social. 


La presente solicitud resulta justificada, habida cuenta de la 
importancia de la permanente actuación del señor Uberfil Monzón desde su trabajo 
parroquial y comunitario, en defensa de los derechos humanos. Sin duda se ha constituido 
en una figura que ha proyectado su alcance más allá de su sacerdocio. 


Es un luchador social conocido por su trabajo comunitario a 
efectos "de lograr e instrumentar una forma de trabajo que reúna las fuerzas vivas y los 
sectores más pobres vayan teniendo la oportunidad de plantearse su propia realidad y ver 
la salida a esa situación, procurando una sociedad que ponga énfasis:en la libertad del ser 


humano". 


De la prueba agregada en el expediente surge acreditada la 
magnitud del trabajo social y enseñanzas del promotor que han merecido su 
reconocimiento nacional e internacional, sumado a su lucha por los derechos humanos 
también reconocido por nuestra sociedad. : 


En virtud de la trayectoria antes reseñada fue designado Director 
del Instituto Nacional de Alimentación (INDA) del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
en el periodo de gobierno 2005 a 2010. Actualmente se desempeña en forma honoraria 
como Presidente del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados. 


Ante la situación económica en que se encuentra el señor 
Monzón, y su avanzada edad, entendemos un acto de reconocimiento y justicia otorgar en 
vida, una pensión graciable a su favor, 
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Por los motivos expuestos, la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de 
Representantes, aconseja la aprobación del proyecto de ley que se informa, 


Sala de la Comisión, 13 de julio de 2011. 


DIONISIO VIVIAN 
MIEMBRO INFORMANTE 
DANIEL LÓPEZ VILLALBA 
ALMA MALLO CALVIÑO 
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“PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 6 de junio de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Asamblea General 
Cr. Danilo Astori 
Sr. Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse 
a ese Cuerpo con el objeto de someter a su 
consideración el adjunto proyecto de ley, por el que 
se concede una pensión graciable a favor del señor 
Uberfil Monzón, en virtud de su trayectoria como 
luchador social. 


El proyecto de ley en su artículo primero incluye 
el nombre del beneficiario así como el monto de 
la pensión. En su artículo segundo, establece que 
la erogación resultante será atendida por Rentas 
Generales. 


Asimismo a efectos de la tramitación ante el Ban- 
co de Previsión Social, se incluye en el texto el núme- 
ro de la Cédula de Identidad del beneficiario. 


El Poder Ejecutivo saluda al Presidente de la 
Asamblea General con su más alta consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Ricardo 
Ehrlich, Fernando Lorenzo. 


Exposición de Motivos 


La pensión graciable en nuestro ordenamiento 
jurídico, ha sido concebida como un beneficio 
personal de carácter económico o recompensa 
pecuniaria, acordada a aquellas personas que han 
realizado aportes relevantes a la República, ya porque 
han prestado grandes servicios al país, ya porque se 
han destacado en distintas actividades científicas, 
artísticas o culturales. 


Este es el caso del señor Uberfil Monzón quien 
forma parte del clero secular desde el 15 de agosto 
de 1962, desde que se ordenó como sacerdote, como 
tal ha cumplido tareas en parroquias, así como un 
continuo trabajo comunitario y social. 


La presente solicitud resulta justificada, 
habida cuenta de la importancia de la permanente 
actuación del Sr. Uberfil Monzón desde su trabajo 
parroquial y comunitario, en defensa de los 
derechos humanos. Sin duda se ha constituido en 
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una figura que ha proyectado su alcance más allá 
de su sacerdocio. 


Es un luchador social conocido por su trabajo co- 
munitario a efectos “de lograr e instrumentar una 
forma de trabajo que reúna las fuerzas vivas y que los 
sectores más pobres vayan teniendo la oportunidad 
de plantearse su propia realidad y ver la salida a esa 
situación. Procurando una sociedad que ponga énfa- 
sis en la libertad del ser humano”. 


De la prueba agregada en el expediente surge 
acreditado la magnitud del trabajo social y enseñan- 
zas del promotor que han merecido su reconocimien- 
to nacional e internacional. Sumado a su lucha por 
los derechos humanos también reconocido por nues- 
tra sociedad. 


En virtud de la trayectoria antes reseñada fue 
designado Director del Instituto Nacional de Ali- 
mentación del Trabajo y Seguridad Social -INDA- 
en el Período de Gobierno 2005 a 2010. Actual- 
mente se desempeña en forma honoraria como 
Presidente del Patronato Nacional de Encarcela- 
dos y Liberados. 


Ante la situación económica en que se encuen- 
tra el Sr. Monzón, y su avanzada edad, entendemos 
un acto de reconocimiento y justicia, otorgar en vida, 
una pensión graciable a su favor. 

Proyecto de Ley 

Artículo Primero.- CONCÉDESE una pensión 
graciable, al señor Uberfil Monzón, cédula de 
identidad N* 650.351-9, equivalente a ocho bases de 


prestación. 


Artículo Segundo.- PRECÍSASE que la eroga- 
ción resultante, será atendida por Rentas Generales. 


Artículo Tercero.- COMUNÍQUESE, publíquese, 
etc. 


Ricardo Ehrlich, Fernando Lorenzo.” 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee.) 

-En discusión. 
Se pasará a tomar la votación en la forma de estilo. 
Repártanse las bolillas de votación. 


(Así se hace.) 
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16) DESIGNACIÓN DEL ECONOMISTA 
FERNANDO ANTÍA BEHRENS COMO 
VICEPRESIDENTE DEL DIRECTORIO DEL 
BANCO HIPOTECARIO DEL URUGUAY 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al 
Orden del Día con la consideración del asunto que 
figura en primer término: “Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo por el que solicita la venia correspondiente para 
designar en calidad de Vicepresidente del Directorio 
del Banco Hipotecario del Uruguay, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 187 de la Constitu- 
ción de la República y el artículo 1%, literal a) de la 
Ley N* 15.740, de 8 de abril de 1985, al economista 
Fernando Antía Behrens. (Carp. N* 644/2011 - Rep. 
N* 378/2011)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 644/2011 
Rep. N* 378/2011 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 23 de agosto de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 


El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Mi- 
nistros tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 187 de 
la Constitución de la República y artículo 1”, literal 
a) de la Ley N* 15.740, de 8 de abril de 1985, a los 
efectos de solicitar la venia para designar en el Direc- 
torio del Banco Hipotecario del Uruguay en calidad 
de Vicepresidente al Ec. Fernando Antía. 


Los antecedentes con las condiciones personales, 
funcionales y técnicas de la precitada persona se ad- 
juntan al presente Mensaje. 
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El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su 
mayor consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Roberto 
Kreimerman, Luis Almagro, Fernando Lorenzo, 
Héctor Lescano, Eduardo Brenta, Enrique 
Pintado, Ricardo Ehrlich, Jorge Venegas, 
Daniel Olesker, Eduardo Bonomi, Graciela 
Muslera, Tabaré Aguerre.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora 
Senadora Dalmás. 


SEÑORA DALMÁS.- Señor Presidente: el 
Poder Ejecutivo formula esta solicitud de venia 
fundamentada en el excelente currículum del señor 
Fernando Antía Behrens, quien posee estudios 
superiores en Economía. Tiene una Licenciatura en 
Economía, cursada en la Universidad del Salvador, 
en Buenos Aires -título que fue revalidado por su 
equivalente de la Facultad de Ciencias Económicas y 
de Administración de la Universidad de la República- 
y también hizo una Maestría en Economía en el 
Centro de Investigación y Docencia Económicas 
(CIDE), en México D.F 


En el plano laboral tiene una vasta actuación pro- 
fesional, así como de docencia e investigación, cuyo 
detalle figura en el material que fue repartido a los 
señores Senadores. Ha ocupado cargos en los que 
demostró su eficiencia y su hombría de bien, como 
por ejemplo el de Asesor de la Oficina de Programa- 
ción y Política Agropecuaria (OPYPA) en el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca durante el perío- 
do 1995-2005, y el de Director General de Comercio 
del Ministerio de Economía y Finanzas desde 2005 a 
2011. 


Como dije, en base a su vasto currículum el 
Poder Ejecutivo solicita la venia correspondiente 
para desempeñar este cargo, por entender que es la 
persona más adecuada para ello. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: la Banca- 
da del Partido Nacional va a votar afirmativamente 
esta solicitud de venia, porque entiende que el señor 
Fernando Antía Behrens reúne condiciones persona- 
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les y profesionales que aseguran y garantizan un muy 
buen desempeño en la Vicepresidencia del Banco Hi- 
potecario del Uruguay. No conozco su filiación polí- 
tica, pero me alcanza con conocer su persona y con 
haber tenido la posibilidad de participar en algunos 
foros y seminarios de Economía, para señalar que en 
ellos dejó claramente de manifiesto sus profundos co- 
nocimientos en la materia. 


Desde nuestro partido, sí conocemos a su familia. 
Su padre, el arquitecto Enrique Antía, fue militante 
de todas las horas dentro del Partido Nacional, fer- 
viente y fervoroso militante dentro del wilsonismo, y 
tuvimos la oportunidad de iniciarnos en la militancia 
política acompañando su importante trabajo, desarro- 
llado desde las coordinadoras. Su madre, Consuelo 
Behrens de Antía, es una referente de mujer dentro 
de nuestra sociedad: es reconocida por el afecto, la 
dedicación y el entusiasmo con que aborda todas sus 
acciones, por ser hoy jefa de una hermosa familia y, 
además, por ser activa militante dentro de nuestras 
filas -lo que, por supuesto, nos enorgullece- con sus 
jóvenes ochenta y tantos años de edad, no sé cuántos 
pero poco importa. También conocemos a los herma- 
nos de Fernando, en particular al ingeniero Enrique 
Antía -quien fuera Intendente Municipal de Maldo- 
nado y hoy Director de UTE en representación de 
nuestra colectividad-, a su hermana Mercedes -tam- 
bién es militante del Partido Nacional en el departa- 
mento de San José-, y a su hermano Alfredo. En defi- 
nitiva, toda la familia Antía es merecedora de nuestro 
afecto y nuestro aprecio. 


Por todo lo expuesto, en especial lo relacionado 
con la persona propuesta para este cargo, vamos a 
votar esta solicitud de venia. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.-Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: vamos a 
apoyar esta solicitud de venia de designación, entre 
otros motivos por el conocimiento personal que tene- 
mos con Fernando Antía. 


Cuando tuvimos que volver del exilio, en 1984, 
nos reintegramos al Centro de Investigaciones Eco- 
nómicas (CINVE), donde Fernando Antía era inves- 
tigador. Allí lo conocimos y supimos de la calidad de 
sus trabajos. Sin lugar a dudas, es un economista 
muy reconocido en el país; ha hecho especializa- 
ción desde la investigación en materia de coyun- 
tura económica pero, a su vez, ha tenido diversas 
tareas y múltiples cargos, al frente de los cuales ha 
mostrado una extraordinaria capacidad, la que le 
permitirá cumplir de la mejor manera esta nueva 
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tarea en el Banco Hipotecario del Uruguay. ¡Ojalá 
así sea, y desde aquí le estamos deseando mucha 
suerte! 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 
solución. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo 
la venia solicitada para designar en calidad de Vice- 
presidente del Directorio del Banco Hipotecario del 
Uruguay, al economista Fernando Antía Behrens.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

-25 en 26. Afirmativa. 

Queda aprobado el proyecto de resolución, que se 
comunicará al Poder Ejecutivo. 
17) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 


CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 6 de setiembre de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 

Don Danilo Astori 

Presente 

De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia al amparo del artículo 1”, literal D, de 
la Ley N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, desde 
el 19 al 23 de setiembre de 2011, para participar de 
la convocatoria de la Unión Parlamentaria en el Pa- 
nel Parlamentario en el marco del Foro Público de la 
OMC, “En busca de respuestas a los desafíos comer- 
ciales mundiales”, a realizarse en la ciudad de Gine- 
bra, Suiza. 
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Sin otro particular, saluda al Señor Presidente 
muy atentamente, 
Alberto Couriel. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Yamandú Orsi y 
Daniel Garín han presentado nota de desistimiento, 
informando que por esta vez no aceptan la convocato- 
ria a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado 
el señor Daniel Montiel, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


18) INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS 
HUMANOS Y DEFENSORÍA DEL PUEBLO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar 
el asunto que figura en segundo término del Orden 
del Día: “Proyecto de ley por el que se modifica la 
Ley N* 18.446, de 24 de diciembre de 2008, sobre el 
Instituto Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo. (Carp. N* 627/2011 - Rep. N* 377/2011)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 627/2011 
Rep. N% 377/2011 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 

Proyecto de Ley 


Artículo 1?.- Modifícase el artículo 1? de la Ley 
N* 18.446, de 24 de diciembre de 2008, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 1". (Creación).- Créase la Instituci- 
ón Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo, como una institución del Poder Legislativo, 
la que tendrá por cometido, en el ámbito de compe- 
tencias definido por esta ley, la defensa, promoción 
y protección en toda su extensión, de los derechos 
humanos reconocidos por la Constitución de la Repú- 
blica y el Derecho Internacional”. 


Artículo 2”.- Agrégase al artículo 36 de la Ley 
N* 18.446, de 24 de diciembre de 2008, como inciso 
segundo, el siguiente texto: 
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“La remuneración de los miembros del Consejo 
Directivo será equivalente al 75 (setenta y cinco por 
ciento) del sueldo nominal de un Senador de la Re- 
pública”. 


Artículo 3%.- Modifícase el artículo 75 de la Ley 
N* 18.446, de 24 de diciembre de 2008, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 75. (Presupuesto - Procedimien- 
to).- El Consejo Directivo elaborará el proyecto de 
presupuesto de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo y lo elevará al Pre- 
sidente de la Asamblea General a efectos de incluirlo 
en el Presupuesto de la Comisión Administrativa del 
Poder Legislativo, para su consideración por la Cáma- 
ra de Senadores, de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 108 de la Constitución de la Republica” 


Artículo 4”.- Modifícase el artículo 76 de la Ley 
N* 18.446, de 24 de diciembre de 2008, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 76. (Rendición de Cuentas).- La Ins- 
titución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo rendirá cuentas anualmente a la Asamblea 
General y, asimismo, podrá proponer las modificacio- 
nes presupuestales que estime indispensables, dentro 
de los plazos previstos en el inciso segundo del artícu- 
lo 108 de la Constitución de la República”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 2 de agosto de 2011. 


Horacio Yanes, 3er. Vicepresidente; José Pedro 
Montero, Secretario. 


Comisión de Derechos Humanos 
Informe 
Señores Representantes: 


El proyecto de ley que ponemos a consideración 
del Cuerpo es complementario de la Ley N* 18.446, 
promulgada por el Poder Ejecutivo, con fecha 24 de 
diciembre de 2008, por la cual se creó la Institución 
Nacional de Derechos Humanos. La misma no contó, 
en la oportunidad, con los mecanismos que permitie- 
ran su funcionamiento debido a lo dispuesto por el 
artículo 229 de la Constitución de la República. 


La Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo, tal como ahora se propone, 
mantiene una distancia real del gobierno, contribu- 
ye a los esfuerzos del país por proteger las libertades 
fundamentales de sus habitantes y da énfasis a una 
cultura integral en la promoción y plena vigencia de 
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los derechos humanos, en su concepción de un todo 
independiente e indivisible -derechos civiles, políti- 
cos, económicos, sociales y culturales- con el cometi- 
do fundamental de observar y controlar la efectiva vi- 
gencia de los derechos humanos en el plano nacional. 


Esta Institución no sustituye ni desplaza las com- 
petencias de los distintos Poderes del Estado, no 
ejerce función jurisdiccional ni tiene facultades para 
revocar actos administrativos y no desempeñará fun- 
ciones ejecutivas o legislativas. 


Sus cometidos serán la colaboración en el diseño 
y ejecución de políticas públicas que tengan como eje 
fundamental el paradigma de los derechos humanos, 
no solo como obligado referente jurídico sino en toda 
su dimensión y potencialidad ética y filosófica. 


La existencia de esta Institución Nacional de De- 
rechos Humanos y Defensoría del Pueblo es la de- 
fensa, promoción y protección, en toda la extensión 
de los derechos reconocidos por la Constitución de 
la República y el Derecho Internacional, desde una 
Institución estatal independiente. 


La aprobación del presente proyecto de ley, que 
recomendamos al Cuerpo, será la culminación de un 
proceso iniciado en el año 2005 con la iniciativa de 
un grupo de trabajo integrado por Legisladores de 
todos los partidos políticos, representantes del Poder 
Ejecutivo, de la sociedad civil organizada y de la aca- 
demia, con el apoyo del PNUD. El mismo permitirá 
la instalación y efectivo funcionamiento de la Insti- 
tución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo, y será un paso trascendente en la cons- 
trucción de una cultura integral de los derechos hu- 
manos en nuestro país. 


Sala de la Comisión, 20 de julio de 2011. 


Daniela Payssé, Miembro Informante; Gonzalo 
Novales, Gustavo A. Espinosa, Esteban Pérez. 


Proyecto de Ley 


Artículo 1*.- Modifícase el artículo 1? de la Ley 
N* 18.446, de 24 de diciembre de 2008, que quedará 
redactado como sigue: 


“ARTÍCULO 1”. (Creación).- Créase la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo INDDHH), como una institución del Poder 
Legislativo, la que tendrá por cometido, en el ámbi- 
to de competencias definido por esta ley, la defensa, 
promoción y protección en toda su extensión, de los 
derechos humanos reconocidos por la Constitución y 
el derecho internacional”. 
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Artículo 2*.- Agrégase al artículo 36 de la Ley 
N* 18.446, de 24 de diciembre de 2008, como inciso 
segundo, el siguiente: 


“La remuneración de los miembros del Consejo 
Directivo será equivalente al 75% (setenta y cinco por 
ciento) del sueldo nominal de un Senador de la Re- 
pública”. 


Artículo 3.- Modifícase el artículo 75 de la Ley 
N* 18.446, de 24 de de diciembre de 2008, el que 
quedará redactado como sigue: 


“ARTÍCULO 75. (Presupuesto-procedimiento).- 
El Consejo Directivo elaborará el proyecto de pre- 
supuesto de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo (INDDHH) y lo 
elevará al Presidente de la Asamblea General a efec- 
tos de incluirlo en el Presupuesto de la Comisión Ad- 
ministrativa del Poder Legislativo, para su considera- 
ción por la Cámara de Senadores, de acuerdo con lo 
dispuesto por el artículo 108 de la Constitución de la 
República”. 


Artículo 4”.- Modifícase el artículo 76 de la Ley 
N* 18.446, de 24 de diciembre de 2008, que quedará 
redactado como sigue: 


“ARTÍCULO 76. (Rendición de Cuentas).- La Ins- 
titución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo ((NDDHH), rendirá cuentas anualmente 
a la Asamblea General y asimismo podrá proponer 
las modificaciones presupuestales que estime indis- 
pensables, dentro de los plazos previstos en el inciso 
segundo del artículo 108 de la Constitución de la Re- 
pública”. 


Artículo 5”.- Derógase a partir del 13 de julio de 
2015, la Ley N* 17.684, de 29 de agosto de 2003, 
por la cual se instituyó el Comisionado Parlamentario 
para asesorar al Poder Legislativo en su función de 
control del cumplimiento de la normativa constitu- 
cional, legal o reglamentaria vigente, y de los con- 
venios internacionales ratificados por la República, 
referidos a la situación de las personas privadas de 
libertad en virtud de proceso judicial, y supervisar la 
actividad de los organismos encargados de la admi- 
nistración de los establecimientos carcelarios y de la 
reinserción social del recluso o liberado. 


A partir del 13 de julio de 2015, los cometidos a 
que hace referencia el inciso anterior se asignan a la 
Institución de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo (NDDHH) creada por la Ley N* 18.446, de 
24 de diciembre de 2008. 


Artículo 6”.- A los efectos del cumplimiento de lo 
dispuesto en el inciso segundo del artículo anterior, 
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la Institución de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo (INDDHH) tendrá las siguientes atribuciones: 


A) Promover el respeto de los derechos humanos 
de todas las personas sometidas a un procedimiento 
judicial del que se derive su privación de libertad. 


B) Solicitar información a las autoridades carcela- 
rias respecto a las condiciones de vida de los reclusos 
y, en particular, de las medidas adoptadas que puedan 
afectar sus derechos. 


C) Formular recomendaciones a las autoridades 
carcelarias para que se modifiquen o dejen sin efecto 
medidas adoptadas o se incorporen otras que tiendan 
al cumplimiento de las normas constitucionales y le- 
gales vigentes. 


D) Recibir denuncias sobre violaciones de los de- 
rechos de los reclusos, de acuerdo con el procedi- 
miento que se establece. En tal caso, deberá oír los 
descargos de la autoridad correspondiente antes de 
formular las recomendaciones que estime convenien- 
tes con la finalidad de corregir los procedimientos y 
restablecer los derechos lesionados. 


E) Realizar inspecciones de carácter general a los 
establecimientos carcelarios, debiendo anunciar su 
visita a la autoridad correspondiente con no menos 
de 24 (veinticuatro) horas de anticipación. Cuando se 
trate de verificar una denuncia concreta podrá reali- 
zar una inspección, a ese solo efecto, sin previo aviso. 


F) Preparar y promover los estudios e informes 
que considere conveniente para el mejor desempeño 
de sus funciones. 


G) Pedir informes a organismos públicos, oficinas, 
abogados defensores, organizaciones de asistencia 
y otras análogas, con fines de asesoramiento y pro- 
moción. Se excluye de esta atribución todo informe 
relativo a materia o competencia de carácter juris- 
diccional. 


H) Rendir anualmente un informe ante la Asam- 
blea General, en el que se analizará la gestión cum- 
plida con expresa mención de las recomendaciones y 
sugerencias formuladas a las autoridades administra- 
tivas. El informe podrá contener, asimismo, recomen- 
daciones de carácter general. 


Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo 
aconsejen, podrá brindar un informe extraordinario. 


Los informes no incluirán datos personales que 
permitan la identificación de los interesados en el 
procedimiento investigador y serán publicados en el 
Diario Oficial. 
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I) Interponer los recursos de habeas corpus o am- 
paro. 


J) Proceder a la denuncia penal correspondiente 
cuando considere que existen delitos. 


K) Cooperar con los organismos u organizaciones 
nacionales e internacionales que promuevan el res- 
peto de los derechos humanos y asistan y defiendan 
los derechos de los encausados. 


Artículo 7”.- Desígnase como órganos de visitas 
(mecanismo nacional de prevención) a la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo (INDDHH) y al Comisionado Parlamentario, 
en cumplimiento de lo dispuesto por el Protocolo Fa- 
cultativo de la Convención Contra la Tortura y otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y Degradantes, 
ratificado por la Ley N* 17.914, de 25 de octubre de 
2005. Hasta la entrada en vigencia de la derogación 
dispuesta en el artículo 5” de la presente ley, ambas 
instituciones coordinarán entre sí para cumplir con 
los cometidos establecidos a este respecto. 


Montevideo, 31 de mayo de 2011. 


Daniela Payssé, José A. Amy, Esteban Pérez, 
Iván Posada, Ana Lía Piñeyrúa. 


Exposición de Motivos 


El 24 de diciembre de 2008 el Poder Ejecutivo 
promulgó la Ley N* 18.446, por la cual se creó la Ins- 
titución Nacional de Derechos Humanos, institucio- 
nalidad estatal dedicada a la promoción, difusión y 
protección de los derechos humanos. 


En el artículo 79 de la citada ley se plantea: 
Los miembros del primer Consejo Directivo de la 
INDDHH deberán ser electos en la Legislatura 
siguiente a la promulgación de esta ley. 


Para que dicha institución se instale, es necesario 
agregar algunos requisitos que no pudieron ser vota- 
dos en dicha oportunidad para dar cumplimiento al 
impedimento constitucional de fijar partidas salaria- 
les en años preelectorales según lo indica el artículo 
229 de la Constitución de la República. 


Es por ello y para corregir y complementar esos 
aspectos que ponemos a consideración este proyecto 
de ley que contiene 6 artículos que complementan la 
Ley N” 18.446. 


En el artículo 1? denominamos a dicha institución 
Instituto Nacional de Derechos Humanos y Defenso- 
ría del Pueblo, ya que una de sus principales carac- 
terísticas estriba en su accesibilidad, por lo que su 
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nombre debe colaborar a una mejor publicidad de su 
acción en el conjunto de la población. 


En el artículo 2? se fija la remuneración de los 
miembros del Consejo Directivo, ya que no pudo vo- 
tarse la misma en la Cámara de Diputados por los 
impedimentos constitucionales mencionados ante- 
riormente. 


En los artículos 3* y 4”, se corrigen errores de re- 
dacción, refiriendo a la citada institución a la Asam- 
blea General y no a la Cámara de Diputados o de Re- 
presentantes, como se establece en los artículos 75 y 
76 de la Ley N* 18.446. 


En el artículo 5”, se establece la incorporación 
de la institución Comisionado Parlamentario para el 
Sistema Carcelario al Instituto Nacional y Defensoría 
del Pueblo, generando un período de transición para 
llevarla a cabo. 
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En el artículo 6” se agregan atribuciones a la 
INDDHH y Defensoría del Pueblo a partir de la en- 
trada en vigencia de esta ley. 


En el artículo 7” se establece que, hasta tanto no 
finalice dicha transición, el Instituto Nacional de De- 
rechos Humanos y Defensoría del Pueblo coordinará 
con el Comisionado Parlamentario para el Sistema 
Carcelario las funciones del Mecanismo Nacional de 
Prevención contra la Tortura, y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes. 


Cumplidos estos requisitos, nuestro país podrá 
contar con un mecanismo de contralor democrático 
política y socialmente necesario para construir una 
sociedad más justa e incluyente. 


Montevideo, 31 de mayo de 2011. 


Daniela Payssé, José A. Amy, Esteban Pérez, 
Iván Posada, Ana Lía Piñeyrúa.” 
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Disposiciones Citadas 


CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 


SECCION VI 
DE LAS SESIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL 


DISPOSICIONES COMUNES A AMBAS CAMARAS DE LA COMISION 
PERMANENTE 


CAPITULO Il 


Artículo 108.- Cada Cámara aprobará, dentro de los doce primeros meses de 
cada Legislatura, sus presupuestos por tres quintos de votos del total de sus 
componentes y lo comunicará al Poder Ejecutivo para que los incluya en el 
Presupuesto Nacional. Estos presupuestos se estructurarán por programas y 
se les dará, además, amplia difusión pública. 


Dentro de los cinco primeros meses de cada periodo legislativo, podrá, por el 
mismo quórum, establecer las modificaciones que estime indispensables. 


Si vencidos los plazos el presupuesto no hubiera sido aprobado, continuará 
rigiendo el anterior. 
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Ley N* 18,446, 
de 24 de diciembre de 2008 


INSTITUCIÓN NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS 


CAPÍTULO 1 
CREACIÓN 


Articulo 1%, (Creación).- Créase la Institución Nacional de Derechos Humanos 
(INDDHH), como una institución del Poder Legislativo, la que tendrá por cometido, 
en el ámbito de competencias definido por esta ley, la defensa, promoción y 
protección en toda su extensión, de los derechos humanos reconocidos por la 
Constitución y el derecho internacional, 


Artículo 2. (Autonomía).- La INDDHH no se hallará sujeta a jerarquía y tendrá un 
funcionamiento autónomo no pudiendo recibir instrucciones ni órdenes de ninguna 
autoridad. 


CAPÍTULO II 
COMPETENCIA 


Artículo 3%. (Efectos de las resoluciones).- Las resoluciones de la INDDHH tendrán 
el carácter de recomendaciones y, consecuentemente, no podrán modificar ni anular 
actos administrativos o jurisdiccionales. 


Artículo 4%. (Competencia).- La INDDHH será competente para: 


A) Proponer la suscripción, aprobación, ratificación, adhesión e implementación de 
tratados internacionales relacionados con derechos humanos. 


B) Proponer la denuncia de tratados internacionales que a juicio de la INDDHH 
sean violatorios de los derechos humanos. 


C) Promover la adopción de las medidas que considere adecuadas para que el 
ordenamiento jurídico y las prácticas administrativas e institucionales se 
armonicen con los instrumentos internacionales relacionados con derechos 
humanos en los que el Estado sea parte. 


D) Emitir opiniones y recomendaciones sobre los informes que el Estado se 
proponga presentar o que hubiere presentado a los órganos encargados del 
contralor internacional de las obligaciones contraídas por el Estado, en virtud de 
tratados internacionales relacionados con derechos humanos y sobre las 
observaciones que dichos órganos internacionales de contralor hubieran emitido 
respecto de los informes del Estado. 


E) Colaborar con las autoridades competentes en los informes que el Estado deba 
presentar a los órganos encargados del contralor internacional de las 
obligaciones contraídas por el Estado, en virtud de tratados internacionales 
relacionados con los derechos humanos. 
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F) Realizar, con el alcance y extensión que considere pertinente, estudios e 
informes sobre la situación nacional, departamental o zonal, relacionados con 
los derechos humanos, sobre derechos humanos especialmente considerados y 
sobre cuestiones específicas relacionadas con los derechos humanos. 


G) Recomendar y proponer la adopción, supresión o modificación de prácticas 
institucionales, prácticas o medidas administrativas y criterios utilizados para el 
dictado de actos administrativos o resoluciones, que a su juicio redunden en una 
mejor protección de los derechos humanos, 


H) Emitir opiniones, recomendaciones y propuestas sobre proyectos de ley o 
propuestas de reformas constitucionales relacionados con los derechos 
humanos. 


l) Recomendar a las autoridades competentes la aprobación, derogación o 
modificación de las normas del ordenamiento jurídico que a su juicio redunden 
en una mejor protección de los derechos humanos. 


J) Conocer e investigar presuntas violaciones a los derechos humanos, a petición 
de parte o de oficio, de acuerdo al procedimiento que se establece en la 
presente ley. 


K) Proponer a las autoridades competentes la adopción de las medidas que 
considere pertinentes para poner fin a la violación de derechos humanos que 
haya constatado, establecer el plazo en el cual deberán ser cumplidas y sugerir 
las medidas reparatorias que estime adecuadas, sin perjuicio de realizar 
recomendaciones generales para eliminar o prevenir situaciones similares o 
semejantes. 


L) Proponer a las autoridades competentes, en el curso de una investigación que 
esté realizando de oficio o a denuncia de parte, la adopción de las medidas 
provisionales de carácter urgente que considere pertinentes para que cese la 
presunta violación de los derechos humanos, impedir la consumación de 
perjuicios, el incremento de los ya generados o el cese de los mismos. 


M) Cooperar, para la promoción y protección de los derechos humanos, con los 
órganos internacionales encargados del contralor internacional de las 
obligaciones contraídas por el Estado, con instituciones U organizaciones 
internacionales regionales o instituciones nacionales, que sean competentes en 
la promoción y protección de los derechos humanos. 


N) Colaborar con las autoridades competentes en la educación en derechos 
humanos en todos los niveles de enseñanza y, especialmente, colaborar con la 
Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura en los 
programas generales y especiales de formación y capacitación en derechos 
humanos destinados a los funcionarios públicos, particularmente en los 
previstos en el articulo 30 de la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 2006. 


O) Informar y difundir de la forma más amplia posible a la opinión pública, los 
derechos humanos, las normas nacionales e internacionales que los regulan y 
los mecanismos de protección nacional e internacional. 
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Artículo 5” (Alcance).- La competencia de la INDDHH, con las excepciones que 
expresamente se establecen, se extiende a todos los Poderes y organismos públicos 
cualesquiera sea su naturaleza jurídica y función, sea que actúen en el territorio 
nacional o en el extranjero. 


Quedan comprendidas en la competencia de la INDDHH las entidades 
paraestatales, sociedades de economia mixta, personas públicas no estatales y 
entidades privadas que presten servicios públicos o sociales. 


La competencia de la INDDHH en relación con personas privadas se entenderá 
con los organismos públicos de su contralor y supervisión, conforme a los 
procedimientos establecidos en la presente ley. 


Artículo 6*. (Inhibición).- La INDDHH no tendrá competencia en, asuntos que se 
encuentren en trámite de resolución en la vía jurisdiccional ante los organismos 
competentes o ante el Contencioso Administrativo. En caso de denuncias, procederá 
de acuerdo a lo establecido en el articulo 19 de esta ley. Sin perjuicio, la INDDHH 
tendrá competencia para efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar 
informes o emitir opiniones en relación con la función administrativa de los 
organismos con función jurisdiccional y su organización, 


Artículo 7*. (Impugnabilidad).- Las resoluciones de la INDDHH que correspondan al 
ámbito de las competencias establecido en el articulo 4% de esta ley, deberán ser 
fundadas y no admitirán recurso; los demás actos administrativos podrán ser 
impugnados con los recursos y acciones previstos en la Constitución de la 
República. 


Artículo 8*. (Difusión pública de resoluciones). Cuando la INDDHH emita 
recomendaciones, opiniones o propuestas sin haber mediado solicitud previa de los 
organismos involucrados en las mismas y considere que no se verifican situaciones 
graves o urgentes a resolver, dichas recomendaciones, opiniones o propuestas se 
comunicarán a las autoridades u organismos involucrados sin que la INDDHH le dé 
difusión pública durante el plazo que ésta determine para cada caso. 

Lo dispuesto precedentemente no aplicará ante supuestos de denuncias que se 
regularán por el procedimiento correspondiente, ni cuando la INDDHH sesione en 
Asamblea Nacional de Derechos Humanos o cuando se trate de brindar informes 
anuales o especiales a la Asamblea General. 


Artículo 9*. (Principio de buena fe).- La INDDHH y sus miembros deberán actuar 
de buena fe. La violación del principio de buena fe implicará falta grave a los 
deberes inherentes al cargo. 

Los miembros del Consejo Directivo de la INDDHH -que se crea por el artículo 36 
de la presente ley- estarán impedidos de emitir, en forma pública y a título personal, 
opiniones, recomendaciones o propuestas sobre temas que sean competencia 
específica de la INDDHH sin expresa autorización previa del Consejo Directivo de la 
INDDHH. La prohibición no aplicará respecto de casos en que el Consejo Directivo 
de la INDDHH hubiere adoptado resoluciones que sean públicas, cuando la INDDHH 
funcione en régimen de Asamblea Nacional de Derechos Humanos o en el supuesto 
previsto en el inciso tercero del articulo 68 de esta ley. 
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La violación de la prohibición establecida en el inciso precedente se considerará 
falta grave a los deberes inherentes al cargo. 


Artículo 10. (Coordinación).- La INDDHH deberá coordinar sus funciones con el 
Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, los Defensores del Vecino y 
demás instituciones similares que se establezcan en el futuro. 


CAPÍTULO Il 
PROCEDIMIENTO DE DENUNCIAS 


Artículo 11. (Legitimación activa).- Las denuncias- de parte: por presuntas 
violaciones a los derechos humanos podrán formularse al Consejo Directivo de la 
INDDHH por cualquier persona fisica o juridica sin limitación alguna, incluidos los 
órganos estatales. Especialmente, podrán formular denuncias al Consejo Directivo 
de la INDDHH, las Comisiones Parlamentarias, las respectivas Cámaras legislativas, 
la Asamblea General y la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de 
Educación y Cultura. 


No constituirá impedimento para formular denuncias la minoría de edad, la 
discapacidad intelectual, la nacionalidad o la vinculación jerárquica o funcional con el 
Estado en cualquiera de sus dependencias. 


Articulo 12. (Reserva).- Se le garantizará al denunciante la reserva de su identidad 
excepto cuando exista dispensa expresa del denunciante, requerimiento judicial o 
corresponda que el Consejo Directivo de la INDDHH ponga en conocimiento de la 
justicia la violación de los derechos humanos involucrados. 


Artículo 13. (Forma y requisitos).- La presentación de las denuncias al Consejo 
Directivo de la INDDHH se podrá hacer por escrito fundado y firmado sin otras 
formalidades especiales, debiendo contener los datos de nombre y domicilio del 
denunciante, o bien en forma oral en las oficinas de la INDDHH; en este último caso 
el funcionario que la reciba labrará un acta con la constancia de nombre y domicilio, 
la que será firmada por el denunciante y el receptor. Si el denunciante no supiere o 
no pudiere firmar, se dejará constancia de ello en el acta respectiva. En defecto del 
domicilio del denunciante, se consignará el lugar donde pueda ser contactado o 
ubicado. 

Cuando se trate de violaciones graves a los derechos humanos o el denunciante 
no pueda trasladarse por cualquier razón, las denuncias podrán dingirse a la 
INDDHH por cualquier medio de comunicación, sin perjuicio de ser ratificadas por el 
denunciante de conformidad a lo previsto en el artículo precedente. 


No se admitirán denuncias anónimas, sin perjuicio de las facultades del Consejo 
Directivo de la INDDHH para proceder de oficio. 


El trámite será gratuito y no requerirá asistencia letrada. 


El Consejo Directivo de la INDDHH recibirá las denuncias cualquiera fuera la hora 
de su presentación, aun fuera de horarios de oficinas o en días inhábiles. 


Artículo 14. (Plazo).- El plazo para la presentación de las denuncias o para la 
actuación de oficio, será de seis meses contado a partir de haberse tomado 
conocimiento de los actos o hechos que la motivan. 


En casos debidamente fundados y cuando se trate de violaciones graves a los 


derechos humanos, dicho plazo podrá ser ampliado por el Consejo Directivo de la 
INDDHH. 
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Cuando se trate de violaciones a los derechos humanos que puedan ser 
consideradas genocidio, crimenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, no 
existirá limitación de plazo para la presentación de las denuncias. 


Artículo 15. (Protección de la comunicación).- Queda prohibida la detención, 
demora, registro, examen, intercepción, censura, violación, alteración o destrucción 
de cualquier comunicación de o hacia la INDDHH. Tampoco podrán ser objeto de 
escucha o interferencia las conversaciones personales, telefónicas o de cualquier 
otro tipo, entre la INDDHH y las personas. 


Su violación será considerada de acuerdo a lo previsto en el artículo 296 del 
Código Penal y demás normas concordantes y complementarias. 


Artículo 16, (Efectos de la presentación de denuncias).- La presentación de una 
denuncia ante la INDDHH no será obstativa para el ejercicio de las demás vías 
legales que el ordenamiento jurídico pone a disposición del denunciante. 


La presentación de denuncias ante la INDDHH no suspenderá ni interrumpirá los 
términos de prescripción o caducidad de plazos para el ejercicio de las demás 
acciones legales correspondientes. Tales circunstancias deberán ser puestas en 
conocimiento del denunciante. 


Artículo 17. (Rechazo de denuncias).- El Consejo Directivo de la INDDHH 
rechazará sin más trámite la denuncia cuando la misma fuera presentada fuera de 
los plazos previstos en el inciso primero del artículo 14 de esta ley, o sea 
notoriamente improcedente por incompetencia, inadmisibilidad manifiesta, falta de 
fundamentos o evidente mala fe, 


Artículo 18. (Formalidades del rechazo).- El Consejo Directivo de la INDDHH 
notificará de inmediato al denunciante la resolución que rechaza la denuncia o las 
limitaciones para su intervención ante el supuesto previsto en el artículo precedente 
y le brindará información para que acuda ante los organismos correspondientes, la 
cual se consignará en la resolución, 


En el caso que la denuncia sea rechazada por falta de fundamentos, el Consejo 
Directivo de la INDDHH otorgará al denunciante un plazo razonable para su 
fundamentación. 


Artículo 19. (Casos en trámite).- Cuando la denuncia refiera a hechos que estén en 
trámite de resolución jurisdiccional ante los organismos competentes o ante el 
Contencioso Administrativo, la INDDHH no intervendrá en el caso concreto, pero ello 
no impedirá la investigación sobre los problemas generales planteados en la 
denuncia. La INDDHH velará por que los órganos con función jurisdiccional, 
Contencioso Administrativo o la Administración, en su caso, resuelvan 
expresamente, en tiempo y forma, las demandas, denuncias o recursos que hayan 
sido formuladas o interpuestas. 


Artículo 20. (Sustanciación).- Admitida la denuncia, el Consejo Directivo de la 
INDDHH realizará una investigación inmediata de carácter sumario, informal y 
reservada, tendiente a esclarecer los hechos denunciados. 


Cuando el Consejo Directivo de la INDDHH resuelva actuar de oficio ante 
presuntas violaciones de los derechos humanos, procederá de acuerdo a las normas 
previstas en este capítulo en cuanto sean de aplicación. 
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El Consejo Directivo de la INDDHH labrará acta de todas sus actuaciones cuando 
las circunstancias así lo requieran. y 


Artículo 21. (Relacionamiento con el organismo denunciado).- En todos los casos, 
el Consejo Directivo de la INDDHH se pondrá en contacto en un plazo máximo de 
cinco días hábiles con las máximas autoridades del organismo o entidad involucrado 
en la denuncia. El Consejo Directivo de la INDDHH estará facultado además, si lo 
estima pertinente, para comunicarse e informar el motivo de su intervención a las 
personas denunciadas o involucradas en la denuncia, quienes con asistencia letrada 
obligatoria, podrán efectuar descargos, aportar pruebas y articular defensas. Las 
autoridades del organismo al cual pertenezcan las personas denunciadas o 
involucradas en la denuncia, no podrán prohibir a los funcionarios denunciados o 
involucrados, responder o entrevistarse con el Consejo Directivo de la INDDHH. 


Las máximas autoridades del organismo o entidad involucrado en la denuncia 
deberán informar por escrito a la INDDHH sobre la materia objeto de la 
investigación, proporcionando fundamentos, motivaciones y demás elementos 
relacionados con el asunto, remitiendo, además, copia de todos los antecedentes. 
Asimismo, podrá informar a la INDDHH sobre las medidas correctivas que se 
proponga adoptar en relación con la violación de los derechos humanos denunciada. 


El plazo para informar será determinado por el Consejo Directivo de la INDDHH en 
función de la gravedad de los hechos, pudiendo conceder prórrogas cuando exista 
fundamento razonable para las mismas; dicho plazo, incluidas las prórrogas, nunca 
excederá de treinta días hábiles. 


Artículo 22. (Respuesta al denunciante).- El Consejo Directivo de la INDDHH 
comunicará al denunciante las respuestas que diere el organismo o entidad 
involucrado en la denuncia. El denunciante estará facultado a realizar las 
observaciones que convengan a su interés. 


Artículo 23. (Negativa de colaboración).- La negativa a presentar el informe o su 
omisión podrá ser considerada por la INDDHH como una obstrucción en el 
cumplimiento de sus funciones y, sin perjuicio de las responsabilidades legales de la 
autoridad respectiva y de las personas involucradas, el Consejo Directivo de la 
INDDHH podrá dar la más amplia publicidad al hecho con mención expresa de los 
nombres y cargos de las autoridades y otros funcionarios que hayan adoptado tal 
actitud. El incumplimiento será incluido en el Informe Anual o Especial, 
independientemente de que la INDDHH prosiga investigando la denuncia por las 
vías que considere adecuadas. 


Artículo 24. (Medidas provisionales urgentes).- En cualquier instancia del trámite, el 
Consejo Directivo de la INDDHH podrá proponer a los organismos o entidades 
involucrados en la denuncia, la adopción de medidas provisionales de carácter 
urgente con el fin de que cese la presunta violación a los derechos humanos objeto 
de la investigación, impedir la consumación de perjuicios o el incremento de los ya 
generados o el cese de los mismos. Si la autoridad respectiva omitiera adoptar las 
medidas de urgencia recomendadas, el Consejo Directivo de la INDDHH podrá 
proceder de conformidad a lo previsto en el artículo anterior. Sin perjuicio, el Consejo 
Directivo de la INDDHH estará facultado, en cualquier momento, para recurrir ante el 
Poder Judicial a efectos de solicitar las medidas cautelares que entienda del caso, 
interponer recursos de amparo o de hábeas corpus. 
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Artículo 25. (Medidas definitivas).- Finalizada la investigación, si existiera mérito, el 
Consejo Directivo de la INDDHH propondrá a las autoridades competentes la 
adopción de las medidas que considere pertinentes para poner fin a la violación de 
derechos humanos que hubiere constatado y establecerá el plazo en el cual deberán 
ser cumplidas, sugiriendo las medidas reparatorias que estime adecuadas. 


Artículo 26. (Alcance de recomendaciones y propuestas).- Las recomendaciones y 
propuestas del Consejo Directivo de la INDDHH se referirán al objeto concreto de la 
denuncia, pero, además, podrá realizar recomendaciones generales para eliminar o 
prevenir situaciones iguales o semejantes a las que motivaron la denuncia. 


Artículo 27. (Archivo de las actuaciones).- En caso de no existir mérito para la 
denuncia, se procederá a su archivo, comunicándolo al denunciante, a las 
autoridades respectivas y a los funcionarios denunciados o involucrados en la 
denuncia si los mismos hubiesen sido contactados por el Consejo Directivo de la 
INDDHH o comparecido en las actuaciones. 


Si en el curso de la investigación se lograra una solución satisfactoria por la cual el 
organismo o entidad involucrado se obliga a adoptar medidas que a juicio del 
Consejo Directivo de la INDDHH puedan subsanar la violación de los derechos 
humanos denunciada, se consignará en acta por escrito y la INDDHH archivará las 
actuaciones, sin perjuicio de controlar el efectivo cumplimiento de las obligaciones 
asumidas. En ningún caso el acuerdo será obstativo para la reapertura de la 
investigación por incumplimiento o por reiteración de los hechos denunciados. El 
acuerdo se comunicará al denunciante y a los funcionarios denunciados o 
involucrados si los mismos hubiesen sido contactados por la INDDHH o comparecido 
en las actuaciones. 


Artículo 28. (Publicidad de los incumplimientos).- Si las autoridades respectivas 
incumplen las obligaciones que habían asumido, no aceptan las propuestas de la 
INDDHH o incumplen total o parcialmente su implementación en los plazos 
establecidos, la INDDHH dará la más amplia difusión pública al texto de las 
recomendaciones efectuadas y sus antecedentes o, en su caso, a las obligaciones 
que las autoridades habían asumido, todo con mención expresa de los nombres y 
cargos de las autoridades y otros funcionarios que hayan adoptado tal actitud y sin 
perjuicio de su inclusión en el Informe Anual o, en su caso, en el Informe Especial 
que resuelva presentar. 


Artículo 29. (Relación con personas no estatales). Si las denuncias se 
relacionaran con servicios prestados por personas públicas no estatales o por 
personas privadas, las actuaciones y las recomendaciones se entenderán con las 
autoridades competentes para su contralor y supervisión, a quienes el Consejo 
Directivo de la INDDHH podrá instar al ejercicio de las facultades de inspección y 
sanción que pudieran corresponder. 

Artículo 30. (Denuncia penal).- Cuando, por la naturaleza de los hechos 
denunciados o en virtud de sus investigaciones, el Consejo Directivo de la INDDHH 
considere que se verificaría un supuesto presumiblemente delictivo, lo deberá poner 
en conocimiento de la justicia competente. 


Artículo 31. (Suspensión de la intervención).- Cuando estando en curso la 
investigación de una denuncia, el caso se someta a resolución jurisdiccional ante los 
organismos competentes o ante el Contencioso Administrativo, el Consejo Directivo 
de la INDDHH suspenderá su intervención en el asunto comunicándoselo al 
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denunciante, al organismo o entidad denunciado o involucrado en la denuncia y a los 
funcionarios denunciados o involucrados si los mismos hubiesen sido contactados 
por la INDDHH o comparecido en las actuaciones. Sin perjuicio, el Consejo Directivo 
de la INDDHH proseguirá la investigación, siendo de aplicación lo previsto en el 
artículo 19 de esta ley. 


Artículo 32. (Criterio para adoptar resoluciones).- Las resoluciones del Consejo 
Directivo de la INDDHH se adoptarán en base a elementos de convicción suficientes 
considerando la totalidad de los elementos probatorios del caso, 


Artículo 33. (Registro estadístico).- El Consejo Directivo de la INDDHH llevará un 
registro estadístico de todas las denuncias que reciba, los casos en que intervenga 
de oficio y las resoluciones que adopte. 


Artículo 34. (Protección a los denunciantes).- Ninguna autoridad ordenará, aplicará, 
permitirá o tolerará sanción alguna contra una persona u organización por haber 
comunicado a la INDDHH cualquier información, resulte verdadera o falsa, y ninguna 
de estas personas u organizaciones sufrirá perjuicios de ningún tipo por este motivo. 


CAPÍTULO IV 
FACULTADES 


Artículo 35. (Facultades).- En ejercicio de sus funciones, el Consejo Directivo de la 
INDDHH tiene facultades para: 


A) Efectuar, con o sin previo aviso, visitas de inspección a cualquier lugar o sector 
de actividad de los organismos y entidades objeto de su competencia, pudiendo 
concurrir con peritos, asesores o con quien estime del caso, estando habilitada a 
registrar la inspección o visita por los medios y con los soportes tecnológicos 
que estime pertinentes. 


B) Entrevistarse con cualquier autoridad, pedir informes, examinar expedientes, 
archivos y todo tipo de documento, realizar interrogatorios o cualquier otro 
procedimiento razonable, todo ello sin sujeción a las normas de procedimiento 
que rigen la producción de la prueba siempre que no afecte los derechos 
esenciales de las personas. 


C) Entrevistarse con cualquier persona y solicitarle el aporte: de informes o 
documentación que fuere necesaria para dilucidar el asunto en el cual 
intervenga y realizar todas las demás acciones tendientes al esclarecimiento de 
los hechos. 


D) Solicitar, ante quien corresponda, la adopción de cualquier medida cautelar con 
el fin de impedir la consumación de perjuicios, el incremento de los ya 
generados o el cese de los mismos, 


E) Presentar denuncias penales e interponer recursos de hábeas corpus o amparo, 
sin perjuicio de solicitar otras medidas judiciales cautelares que considere 
pertinentes. 


F) Ingresar, con o sin previo aviso a los lugares de detención, hospitales, 
establecimientos militares y cualquier otro establecimiento en que existan 
personas privadas de libertad o en régimen de internación. 
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G) Mantener contacto y suscribir acuerdos de cooperación con comités u 
organismos encargados del contralor internacional de las obligaciones 
contraídas por el Estado en virtud de tratados de derechos humanos, 
organizaciones no gubernamentales de defensa y promoción de los derechos 

humanos, organizaciones académicas, organizaciones sociales y con expertos 
independientes, todo para el mejor ejercicio de sus funciones. 


H) Suscribir convenios con las Juntas Departamentales, Juntas Locales o con las 
Intendencias Departamentales en todo lo que sea necesario para el mejor 
desempeño de sus funciones. 


1) Adoptar e interpretar las resoluciones y reglamentos que entienda pertinentes 
para el mejor funcionamiento interno de la INDDHH. 


CAPÍTULO V 
ESTRUCTURA DE LA INDDHH 


Artículo 36. (Composición).- La INDDHH estará presidida por un órgano colegiado 
de cinco miembros que se denominará Consejo Directivo y que tendrá a su cargo la 
dirección y representación de la Institución, sin perjuicio de las facultades que se le 
otorgan por la presente ley. En su integración se procurará asegurar la 
representación pluralista de las fuerzas sociales de la sociedad civil interesadas en 
la promoción y protección de los derechos humanos, conforme a los principios de 
equidad de género y no discriminación, 


Artículo 37. (Sistema de elección).- Los miembros del Consejo Directivo de la 
INDDHH serán elegidos por dos tercios de votos del total de componentes de la 
Asamblea General especialmente convocada al efecto. Si no se obtuviera ese 
número de sufragios en dos votaciones sucesivas, se citará a la Asamblea General a 
una nueva sesión dentro de los veinte días corridos siguientes, en la cual los 
miembros del Consejo Directivo de la INDDHH serán electos por mayoría absoluta 
de votos del total de componentes de la Asamblea General, pudiendo celebrarse 
hasta dos votaciones sucesivas. 


A los efectos de la votación: 


A) Se marcará claramente, en la nómina de los candidatos habilitados, aquellos por 
quienes se vota, hasta el número de cargos que deban elegirse, 


B) Será obligatorio, al marcar candidatos en la nómina, respetar la representación 
equilibrada de mujeres y hombres. 


Serán nulos los votos que se emitan en contravención con lo dispuesto en el 
inciso precedente. 

Si realizado el escrutinio aún restan para elegir miembros del Consejo Directivo de 
la INDDHH, se procederá de acuerdo al inciso primero para los pendientes, 
eliminándose los candidatos que no hubieran superado un quinto del total de votos 
de componentes de la Asamblea General. Sin perjuicio, se mantendrán para la 
votación sucesiva, por lo menos, los diez candidatos más votados, no rigiendo a su 
respecto la eliminación prevista en el inciso precedente. 

Artículo 38. (Elección de la totalidad de cargos).- No se admitirá la elección parcial. 
Resultarán electos como miembros del Consejo Directivo de la INDDHH los 
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candidatos que hubieren recibido el número de votos requerido según la votación 
que se trate, siempre y cuando se hubieren obtenido las mayorías para cubrir la 
totalidad de los cargos elegibles. 

Si finalizado el proceso de elección no se hubiesen obtenido las mayorías para 
cubrir la totalidad de los cargos elegibles aunque algún candidato hubiere obtenido 
el número de votos requerido, no resultará electo ningún miembro para el Consejo 
Directivo de la INDDHH, debiendo procederse de conformidad a lo previsto en el 
artículo 44 de esta ley. 

Artículo 39, (Proposición de candidatos).- Podrán proponer candidatos a la 
Asamblea General las organizaciones sociales habilitadas a participar en las 
sesiones extraordinarias de la INDDHH, y los parlamentarios y las parlamentarias 
podrán recibir propuestas y formular una lista de candidatos. 


Los candidatos deberán aceptar por escrito su postulación, declarando si tienen o 
no incompatibilidades para el ejercicio del cargo. Para el caso en que sí tuvieran 
incompatibilidades, las detallarán y manifestarán su voluntad de hacerlas cesar si 
resultan electos. 

Los mismos podrán ser propuestos hasta veinte días hábiles antes de la primera 
sesión de la Asamblea General convocada para la elección. 


Artículo 40. (Comisión Especial).- Para la elección de los miembros del Consejo 
Directivo de la INDDHH, la Asamblea General designará una Comisión Especial con 
integrantes de todos los partidos políticos con representación parlamentaria. 


La Comisión Especial recibirá la postulación de candidatos y eliminará los que no 
reúnan los requisitos exigidos por el artículo 45 de esta ley. Las resoluciones en la 
Comisión se adoptarán por mayoría de votos de sus miembros y no serán 
susceptibles de recurso alguno. 


Dicha Comisión podrá recibir a los postulantes y oir sus propuestas para el 
funcionamiento del Consejo Directivo de la INDDHH. 

Asimismo, esta Comisión elaborará la nómina de candidatos habilitados, la que 
será comunicada a la Presidencia de la Asamblea General, hasta cinco días hábiles 
antes de la primera sesión de la Asamblea General convocada para la elección. 


Artículo 41. (Duración del mandato).- Los miembros del Consejo Directivo de la 
INDDHH serán elegidos para un período de cinco años y podrán ser reelectos para 
el inmediato sucesivo. 

Si hubiesen sido reelectos de conformidad a lo dispuesto en el inciso precedente, 
para volver a ser miembro del Consejo Directivo de la INDDHH se requerirá que 
hayan transcurrido cinco años desde la fecha de su cese. 

En ocasión de la renovación de los miembros del Consejo Directivo de la INDDHH, 
se procurará que algunos sean reelectos a los efectos de garantizar continuidad en 
la experiencia de gestión de la INDDHH. 

Artículo 42. (Oportunidad de la elección).- La elección de los miembros del Consejo 
Directivo de la INDDHH no podrá extenderse más allá de los primeros cinco meses 
del tercer período legislativo de cada Legislatura. 

Cuando sea necesario llenar una vacante, la elección se llevará a cabo dentro de 
los cuarenta y cinco días corridos siguientes a la fecha en que se haya producido, 
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salvo que la misma se haya verificado en el período de seis meses previo a la fecha 
de la elección ordinaria, en cuyo caso se resolverá en ésta. 


El miembro que resulte electo para cubrir una vacante, lo será hasta finalizar el 
período quinquenal que estuviese corriendo. Si el lapso fuese menor a la mitad del 
periodo no será impedimento para la posterior elección y reelección sucesiva, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 41 de esta ley. 


Artículo 43. (Posesión de cargos).- Los miembros del Consejo Directivo de la 
INDDHH asumirán funciones dentro de los cuarenta y cinco días corridos posteriores 
a su elección. Los que terminan su mandato, continuarán en el ejercicio de sus 
funciones hasta que asuman los sustitutos. 

Artículo 44. (Segunda elección).- Si mo hubiesen sido elegidos los nuevos 
miembros del Consejo Directivo de la INDDHH o cubierto una vacante por no 
haberse obtenido las mayorías requeridas y sin perjuicio de que los miembros que 
terminan su mandato continúen en el ejercicio de sus funciones hasta que asuman 
los sustitutos, el proceso de elección recomenzará conforme a lo previsto en los 
artículos 37 a 40 de esta ley, transcurridos cuarenta y cinco días corridos desde la 
finalización del proceso de elección que le haya precedido. 


Artículo 45. (Requisitos para ser miembro del Consejo Directivo de la INDDHH).- 
Los miembros del Consejo Directivo de la INDDHH deberán reunir los siguientes 
requisitos: 


A) Ser personas de alta autoridad moral. 
B) Contar con experiencia y notoria versación en materia de derechos humanos. 


C) Ser ciudadanos uruguayos, naturales o legales. En este último caso deberán 
tener un mínimo de diez años de ciudadanía. 


D) Estar en el pleno goce de los derechos cívicos. 


E) No haber desempeñado cargos públicos electivos o de particular confianza 
política durante los dos años anteriores a su designación. Exceptúanse los 
cargos electivos de la Universidad de la República. 


Artículo 46. (Incompatibilidades).- El cargo de miembro del Consejo Directivo de la 
INDDHH es incompatible con: 


A) El ejercicio de actividades que pudieran afectar su independencia, su 
imparcialidad o la dignidad o prestigio de la INDDHH. 


B) El ejercicio de otra actividad remunerada, pública o privada, salvo la docencia, la 
investigación académica y actividades de capacitación en materia de la 
INDDHH. 


C) El ejercicio de funciones o cargos directivos o de asesoramiento en partidos 
políticos, sindicatos, comisiones, asociaciones, sociedades civiles O 
comerciales, fundaciones o similares. 


D) La actividad política partidaria y gremial o sindical, con excepción del voto. 
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Artículo 47. (Cese de incompatibilidades).- Si la persona designada como miembro 
del Consejo Directivo de la INDDHH estuviera afectada por alguna de las 
incompatibilidades referidas en el artículo precedente, no podrá tomar posesión del 
cargo hasta tanto haga cesar la actividad que determina la incompatibilidad. 


Si ocupara algún cargo público, quedará comprendido en lo establecido por el 
artículo 21 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005. 


En caso que durante la vigencia del mandato del miembro del Consejo Directivo de 
la INDDHH surgieren incompatibilidades supervinientes, deberá renunciar al cargo o 
hacer cesar la incompatibilidad en el plazo de diez días hábiles durante el cual se 
abstendrá de participar en el Consejo Directivo de la INDDHH. 


Artículo 48. (Decisión sobre incompatibilidades).- En caso de que no se procediera 
de acuerdo a lo previsto en el inciso final del artículo precedente, el Consejo 
Directivo de la INDDHH con el voto afirmativo de la mayoría absoluta de sus 
miembros, determinará si existe una situación de incompatibilidad, sin perjuicio de 
las facultades de destitución de la Asamblea General, 


El Consejo Directivo de la INDDHH antes de tomar una decisión, oirá al miembro al 
que se le atribuye la incompatibilidad. 


La decisión sobre incompatibilidad, con todos sus antecedentes, será remitida al 
Presidente de la Asamblea General a los efectos previstos en el literal F) del 
artículo 52 de esta ley. 


Artículo 49. (Declaración jurada).- Los miembros del Consejo Directivo de la 
INDDHH y los funcionarios rentados de carácter no administrativo de la INDDHH, 
deberán presentar declaraciones juradas de bienes en los términos requeridos por la 
Ley N” 17,060, de 23 de diciembre de 1998. 

Artículo 50. (Inhibición posterior al cese).- Los miembros del Consejo Directivo de 
la INDDHH no podrán, hasta transcurridos tres años desde la fecha del cese, ocupar 
cargos públicos de particular confianza política, ser candidatos a cargos públicos 
electivos o asesores de personas que hubieran estado involucradas en denuncias 
ante la INDDHH, como denunciantes o denunciados. 


Artículo 51. (Actuación independiente).- Los miembros del Consejo Directivo de la 
INDDHH no estarán sujetos a mandato imperativo, ni recibirán instrucciones de 
ninguna autoridad, debiendo desempeñar sus funciones con plena autonomía, de 
acuerdo a su criterio y bajo su responsabilidad, 


Artículo 52. (Cese del cargo).- El cargo de miembro del Consejo Directivo de la 
INDDHH cesará por: 


A) Expiración del plazo de su nombramiento, sin perjuicio de los casos en que se 
extienda hasta que asuma un nuevo miembro. 


B) Fallecimiento. 
C) Incapacidad superviniente. 
D) Renuncia aceptada. 


E) Por haber sido condenado, mediante sentencia firme, por delito doloso; durante 
el procesamiento quedará automáticamente suspendido en sus funciones. 
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F) Destitución por el mismo número de votos por los que fueron electos, en sesión 
especial de la Asamblea General convocada al efecto, procediendo la misma en 
los siguientes casos: 


1) Por asumir una conducta que lo hiciere indigno de sú investidura. 


ii) Por actuar con notoria negligencia en el cumplimiento de las obligaciones y 
deberes del cargo. 


iii) Por haber incurrido en falta grave a los deberes inherentes al cargo. 


iv) Por incompatibilidad superviniente en caso de que no hubiera presentado 
renuncia o dejado sin efecto la misma. 


En caso de renuncia la misma deberá presentarse al Consejo Directivo de la 
INDDHH quien, de aceptarla, la comunicará a la Presidencia de la Asamblea 
General. z 


En cualquiera de las hipótesis de cese se procederá a designar un sustituto de 
conformidad al procedimiento previsto para cubrir vacantes y, hasta tanto no se 
produzca la designación, el Consejo Directivo de la INDDHH funcionará con el 
número de miembros restante. 


Artículo 53. (Presidencia de la INDDHH).- El Consejo Directivo de la INDDHH 
designará de entre sus miembros, por mayoría absoluta de votos, al Presidente de la 
INDDHH quien tendrá las funciones señaladas en esta ley y en el Reglamento de la 
INDDHH. 


Si para la elección resultare necesario efectuar más de una votación, se eliminarán 
sucesivamente los nombres que reciban menor número de votos. 


El Presidente de la INDDHH durará en sus funciones un año y su cargo será de 
rotación obligatoria entre los miembros del Consejo Directivo de la INDDHH, 


Si el Presidente renunciare al cargo o dejare de ser miembro del Consejo Directivo 
de la INDDHH, ésta elegirá en la primera sesión que celebre con posterioridad a la 
fecha de la renuncia o vacancia, a un sucesor para desempeñar el cargo, por el 
tiempo que reste de mandato. Si dicho periodo fuese inferior a tres meses, podrá ser 
reelecto para el período ordinario sucesivo. 


Artículo 54, (Atribuciones del Presidente).- Son atribuciones del Presidente de la 
INDDHH: ' 


A) Representar a la INDDHH. 


B) Convocar a las sesiones ordinarias del Consejo Directivo y extraordinarias de la 
INDDHH, de conformidad con la presente ley y el Reglamento de la INDDHH. 


C) Dirigir las sesiones de la INDDHH, someter a su consideración las materias que 
figuren en el orden del día, conceder el uso de la palabra y decidir las 
cuestiones de orden que se susciten durante las sesiones de la INDDHH. 


D) Hacer cumplir las decisiones de la INDDHH. 


6 de setiembre de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


E) Ejercer cualquiera otras funciones que le sean conferidas por esta ley o por el 
Reglamento de la INDDHH. 


CAPÍTULO VI 
FUNCIONAMIENTO DE LA INDDHH 


Artículo 55. (Sesiones ordinarias).- El Consejo Directivo de la INDDHH se reunirá 
en sesiones ordinarias las veces que sean necesarias para el mejor cumplimiento de 
sus funciones, conforme al Reglamento que el propio Consejo Directivo de la 
INDDHH adopte por mayoría absoluta de votos. Las reuniones serán privadas, a 
menos que el Consejo Directivo de la INDDHH determine lo contrario. 


Artículo 56. (Quórum para sesionar).- Para constituir quórum para sesionar será 
necesaria la presencia de la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del 
Consejo Directivo de la INDDHH. 


Artículo 57. (Quórum para adoptar resoluciones).- Las resoluciones del Consejo 
Directivo de la INDDHH se adoptarán por el voto de la mayoría de los miembros 
presentes, con excepción del supuesto previsto en el inciso tercero del artículo 67 de 
la presente ley, o de los casos en que la presente ley exija mayoría absoluta. 


Artículo 58. (Actas).- De toda sesión se levantará un acta resumida en la que 
constará día y hora en que la misma se celebró, los nombres de los miembros 
presentes, los asuntos tratados, los acuerdos adoptados, los nombres de los que 
votaron a favor y en contra y cualquier declaración especialmente hecha para que 
conste en acta. 


Artículo 59. (Voto fundado).- Los miembros, estén o no de acuerdo con las 
decisiones de la mayoria, tendrán derecho a presentar el fundamento de su voto por 
escrito, el cual deberá incluirse a continuación de la resolución. Si la decisión versare 
sobre un informe, propuesta o recomendación, se incluirá a continuación de dicho 
informe, propuesta o recomendación. Cuando la decisión -no conste en un 
documento separado, se transcribirá en el acta de la sesión, a continuación de la 
decisión de que se trate. 


Artículo 60. (Excusación).- Los miembros del Consejo Directivo de la INDDHH no 
podrán participar en la discusión, investigación, deliberación o decisión de una 
denuncia sometida a consideración de la INDDHH en el caso en- que tuvieran un 
interés particular en el asunto o que previamente hubieran participado o actuado 
como asesores o representantes del denunciante o del organismo o institución 
involucrada en la denuncia o hubieran ocupado un cargo jerárquico en el mismo. 
Cualquier miembro del Consejo Directivo de la INDDHH podrá solicitar la inhibición 
de otro miembro. El Consejo Directivo de la INDDHH decidirá si es procedente la 
inhibición. 

Artículo 61. (Sesiones extraordinarias - Asamblea Nacional de Derechos 
Humanos).- El Consejo Directivo de la 'INDDHH estará facultado, en cualquier 
momento, para convocar períodos de sesiones extraordinarias y públicas de la 
INDDHH, en las cuales participarán con voz «pero sin derecho a voto, las 
organizaciones sociales y organismos gubernamentales, en la forma y condiciones 
que determina la presente ley y el Reglamento de la INDDHH, 


Los períodos de sesiones extraordinarias de la INDDHH se denominarán 
"Asamblea Nacional de Derechos Humanos". 
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Artículo 62, (Periodicidad de sesiones extraordinarias).- La INDDHH, celebrará, por 
lo menos, un periodo de sesiones extraordinarias en el año. Sin perjuicio, estará 
además obligada a convocar a otro período de sesiones extraordinarias en el año, 
cuando así se lo solicite por escrito, con indicación del temario a tratar, una mayoría 
superior al veinte por ciento del total de las organizaciones sociales habilitadas a 
participar en las sesiones extraordinarias de la INDDHH, 


El derecho de las organizaciones sociales a solicitar la convocatoria de un período 
de sesiones extraordinarias de la INDDHH sólo podrá ejercerse una vez por año y 
transcurrido el primer año de funcionamiento de la INDDHH. 


Artículo 63. (Organizaciones sociales).- Estarán habilitadas a participar en las 
sesiones extraordinarias de la INDDHH: 


A) Las organizaciones sociales nacionales que estén afiliadas a una organización 
internacional con estatuto consultivo ante organismos internacionales del 
sistema Naciones Unidas, de la Organización de Estados Americanos o del 


MERCOSUR. 


B) Las organizaciones sociales nacionales, excluidas los partidos políticos, que 
reúnan acumulativamente los siguientes requisitos: 


1) Reconocida reputación y trayectoria en su esfera particular de competencia, 
especialmente aquellas cuya finalidad sea la defensa y promoción de los 
derechos humanos. 


ii) Sin finalidad de lucro, no siendo indispensable la personería juridica. 


ii) No estén comprendidas en ninguno de los supuestos previstos en el 
numeral 6?) del artículo 80 de la Constitución de la República. 


C) Sin perjuicio, podrán igualmente participar aquellas organizaciones sociales que 
sin contar con alguno de los requisitos enunciados en los numerales ¡) y ii) del 
literal precedente, sean especialmente autorizadas por la INDDHH; su 
participación se limitará a los términos que disponga la INDDHH. 


Las organizaciones sociales que deseen participar en las sesiones extraordinarias 
de la INDDHH deberán registrarse ante el Consejo Directivo de la INDDHH de la 
forma y con la antelación que establezca el Reglamento de la INDDHH. 


El Consejo Directivo de la INDDHH podrá denegar en forma fundada y por mayoría 
absoluta de votos, la participación de una organización social que hubiere solicitado 


su registro. 


Artículo 64. (Organismos gubernamentales y otras entidades).- Todos los 
organismos y entidades objeto del contralor de la INDDHH sean o no de carácter 
estatal, estarán habilitados a participar en las sesiones extraordinarias de la 
INDDHH, si conviniera a su interés hacerlo, de conformidad a lo que establezca el 
Reglamento. No se requerirá autorización del Consejo Directivo de la INDDHH, 
Estarán facultados para participar, especialmente, representantes de las Comisiones 
parlamentarias, Comisionados parlamentarios y Defensores del Vecino. 
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Artículo 65. (Orden del día de sesiones extraordinarias).- El orden del día y 
programa de trabajo de los periodos de sesiones extraordinarias será el establecido 
por el Consejo Directivo de la INDDHH. Para las sesiones extraordinarias 
convocadas a solicitud de las organizaciones sociales, el programa de trabajo 
deberá comprender el temario presentado en la solicitud de convocatoria, 


Artículo 66. (Período entre sesiones extraordinarias).- Durante el período entre 
sesiones extraordinarias, el Consejo Directivo de la INDDHH preparará: 


A) El programa de trabajo que será tratado en la próxima sesión extraordinaria, el 
cual difundirá a la ciudadanía con antelación suficiente a la misma. 


B) Los proyectos de informes, relatorías, propuestas, recomendaciones, estudios y 
otros trabajos que estime pertinentes, pudiendo designar al efecto expertos 
independientes o Grupos de Trabajo integrados por miembros de la INDDHH 
que los presidirán, representantes de organizaciones sociales, de organismos o 
instituciones estatales o de objeto del contralor de la INDDHH, en cuanto 
correspondan por la temática a la que se refieran. 


Artículo 67. (Funcionamiento especial del Consejo Directivo de la INDDHH en 
recepción e instrucción de denuncias).- El Consejo Directivo de la INDDHH 
designará dos de los miembros titulares excluido el Presidente, quienes, 
alternadamente, en régimen de turnos mensuales y de acuerdo a lo que determine el 
Reglamento de la INDDHH, tendrán a su cargo la recepción e instrucción de las 
denuncias conforme al procedimiento dispuesto en esta ley. 


Sin perjuicio del régimen de turnos que se establece, los miembros del Consejo 
Directivo de la INDDHH que tendrán a cargo la recepción e instrucción de denuncias, 
A A A 
establezca expresamente el Reglamento. 

A O se deban recomendar 

E ESA ERAN AOS de ER OA Poder Judicial para 
solicitar medidas cautelares, deducir recursos de amparo o de hábeas corpus, y no 
fuere posible tomar resolución en sesión del Consejo Directivo de la INDDHH, 
cualquier miembro del mismo que haya participado en la recepción o instrucción de 
la denuncia, estará facultado para resolver y actuar en nombre de la INDDHH. 

Cuando proceda de acuerdo al inciso precedente, el miembro del Consejo 
Directivo de la INDDHH dará noticia inmediata al Presidente de la INDDHH, 

Artículo 68. (Informe anual).- El Consejo Directivo de la INDDHH presentará un 
informe anual a la Asamblea General dentro de los primeros ciento veinte días de 
cada año. A tales efectos, el Consejo Directivo de la INDDHH será recibido y 
escuchado en sesión especial de la Asamblea General. 


Artículo 69. (Contenido del informe anua!).- El informe anual contendrá: 

A) Recomendaciones, propuestas, opiniones, estudios, relatorias e informes que el 
Consejo Directivo de la INDDHH entienda pertinente en relación con cualquiera 
de los temas de su competencia. 


8) Memoria de las Asambleas Nacionales de Derechos Humanos celebradas en el 
año, sus resoluciones, recomendaciones, propuestas y conclusiones en relación 
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con estudios, informe y relatorías. 


C) Detalle circunstanciado de las resoluciones adoptadas por el Consejo Directivo 
de la INDDHH en todos los ámbitos de su competencia durante el año al que 
refiera el informe, de las actividades realizadas durante el período y las 


planificadas para el año siguiente. 


D) Detalle y análisis estadístico de las denuncias recibidas durante el año al que 
refiera el informe y sus características, incluyendo las denuncias que fueron 
rechazadas y sus causas, las que fueron objeto de investigación y su resultado, 
y las que se encuentren en trámite y su estado. No se incluirán datos personales 


de los denunciantes. 


E) Detalle circunstanciado de los casos en que existió negativa a presentar 
informes a la INDDHH (artículo 23 de esta ley); omisión en adoptar medidas de 
urgencia solicitadas por la INDDHH (artículo 24 de esta ley); no se hayan 
aceptado propuestas de la INDDHH o se constate incumplimiento, total o 
parcial, de obligaciones asumidas por las autoridades (artículo 28 de esta ley); o 
se hubiese negado acceso a documentación invocando el carácter secreto o 
reservado (inciso tercero del artículo 72 de esta ley). 


F) Detalle circunstanciado de las recomendaciones y propuestas de la INDDHH 
que hayan sido cumplidas. 


G) Cualquier otro tema relacionado con aspectos de funcionamiento interno de la 
INDDHH, de relacionamiento institucional o de modificaciones legales a su 
régimen vigente. 


Artículo 70. (Informes especiales).- Sin perjuicio del Informe Anual, el Consejo 
Directivo de la INDDHH podrá presentar a la Asamblea General, en cualquier 


momento, los informes especiales que entienda pertinente. 


Artículo 71. (Publicidad).- El informe anual será publicado de forma tal que se 
asegure su más amplia difusión nacional. Sin perjuicio, el Consejo Directivo de la 
INDDHH podrá ordenar, además, la publicación y amplia difusión de informes 
especiales, comunicados, propuestas, recomendaciones, opiniones, relatorías o 
cualquier otro tema relativo a su actividad o competencia, salvo en los casos en que 
la presente ley disponga lo contrario. 

Artículo 72. (Obligación de colaborar con la INDDHH).- Todos los funcionarios de 
organismos objeto de la competencia de la INDDHH, tienen la obligación de 
colaborar con la INDDHH. 


A los efectos previstos en el inciso anterior, todos los organismos e instituciones 
públicas harán conocer entre sus funcionarios la presente obligación y harán efectiva 
la responsabilidad disciplinaria para el caso de incumplimiento. Asimismo deberá 
comunicarse idéntica obligación a las empresas de servicios públicos tercerizados o 
concesionarios en el acto mismo del contrato a celebrarse, debiendo constar a texto 
expreso en los documentos que se suscriban. 


Los organismos públicos sólo podrán negarse a la exhibición de aquellos 
documentos que hubiesen sido calificados como secretos, reservados O 
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confidenciales, mediante resolución expresa y fundada del jerarca máximo del 
organismo. 

El Consejo Directivo de la INDDHH pondrá este hecho en conocimiento inmediato 
de la Asamblea General a través de su Presidente e incluirá la relación de la 
situación planteada en su Informe Anual o en Informe Especial producido a esos 
efectos, 

Artículo 73. (Funcionamiento permanente).- La actividad de la INDDHH no se verá 
interrumpida por el receso de las Cámaras, ni por su disolución de acuerdo al 
mecanismo previsto en la Sección VII! de la Constitución de la República. En tales 
casos la relación de la INDDHH con el Poder Legislativo se realizará a través de la 
Comisión Permanente. Tampoco interrumpirá su actividad en los casos de 
suspensión de la seguridad individual (artículo 31 de la Constitución de la República) 
o de adopción de medidas prontas de seguridad (numeral 17) del artículo 168 de la 
Constitución de la República). 

CAPÍTULO Vil 
PRESUPUESTO 


Artículo 74. (Principio general).- El presupuesto de la INDDHH deberá ser el 
adecuado para garantizar su funcionamiento autónomo y deberá asegurar la 
infraestructura y dotación de personal necesaria para el buen desempeño de la 
INDDHH en todos los ámbitos de su competencia. 


Artículo 75. (Presupuesto - Procedimiento).- El Consejo Directivo elaborará el 
proyecto de presupuesto de la INDDHH, el que será puesto a consideración de la 
Cámara de Representantes dentro de los primeros noventa días de haber asumido 
la nueva dirección de la INDDHH. 


La Cámara de Representantes no podrá modificar el proyecto de presupuesto, 
salvo en disminuir su monto con el voto conforme de la mayoría absoluta de sus 


- integrantes. 


Si transcurridos treinta días corridos desde que el día en que el proyecto de 
presupuesto fue puesto a consideración de la Cámara de Representantes sin que 
ésta hubiese alcanzado la mayoría de votos pará su disminución, se considerará 
fictamente aprobado el proyecto de presupuesto propuesto por la INDDHH, el cual 
deberá ser incluido y aprobado en la consideración del presupuesto quinquenal de 
dicha Cámara o de sus modificaciones, según la instancia más próxima, 
considerando lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 108 de la 
Constitución de la República. 

Artículo 76. (Rendición de cuentas).- La INDDHH rendirá cuentas anuales a la 
Cámara de Representantes. 

En ocasión de la rendición de cuentas anual, la INDDHH podrá solicitar ampliación 
presupuestal para lo cual se seguirá el procedimiento previsto en el artículo 75 de 
esta ley. 

Artículo 77. (Otros recursos).- La INDDHH podrá obtener recursos provenientes de 
convenios de asistencia y cooperación de organizaciones internacionales o 
extranjeras en tanto correspondan al ámbito de sus competencias, dando cuenta 
inmediata a la Asamblea General, al Ministerio de Relaciones Exteriores y a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 
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La INDDHH podrá recibir donaciones, herencias o legados, dando cuenta 
inmediata a la Asamblea General, quien dispondrá lo pertinente para que el 
producido de dichos bienes sea en beneficio de la INDDHH. 


CAPÍTULO VIII 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y ESPECIALES 


Artículo 78.- Para la primera elección de miembros del Consejo Directivo de la 
INDDHH, las organizaciones sociales que podrán proponer candidatos serán las 
que, a juicio de la Comisión Especial prevista en el artículo 40, reúnan los requisitos 
establecidos en los literales A) y B) del artículo 63 de esta ley. 


Artículo 79.- Los miembros del primer Consejo Directivo de la INDDHH deberán ser 
electos en la Legislatura siguiente a la promulgación de esta ley. El mandato de los 
miembros del primer Consejo Directivo de la INDDHH será hasta el Tercer Período 
Legislativo de la XLVIII Legislatura. 


Artículo 80.- Serán de cargo de Rentas Generales los recursos necesarios para la 
instalación de la INDDHH hasta tanto resulte aprobado y disponible su presupuesto. 
El Poder Ejecutivo afectará, como sede de la INDDHH, un inmueble emblemático y 
simbólico para la naturaleza de la función que desarrollará. p 


Artículo 81.- Dentro de los treinta dias corridos desde la primera elección del 
Consejo Directivo, la Asamblea General llamará a concurso de oposición y méritos 
entre funcionarios públicos, preferentemente especializados en derechos humanos, 
para cubrir hasta veinte cargos administrativos y tres cargos técnicos, 


Sin perjuicio y además, el Consejo Directivo de la INDDHH dispondrá de la facultad 
de solicitar en comisión hasta diez funcionarios públicos de cualquier dependencia o 
Poder del Estado, todo de acuerdo a lo que establece el artículo 67 de la Ley 
N* 17,556, de 18 de setiembre de 2002, no rigiendo la prohibición establecida en el 
artículo 507 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, 


Artículo 82.- La INDDHH celebrará, durante su primer año de funcionamiento, por 
lo menos dos períodos de sesiones extraordinarias. 


Artículo 83.- La INDDHH llevará a cabo, en coordinación con el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, las funciones del mecanismo nacional de prevención al que 
se refiere el Protocolo Facultativo de la Convención Contra la Tortura y otros Tratos 
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, Tratado Internacional del que la 
República es parte. 


A tal efecto, la INDDHH deberá cumplir con las exigencias que, para el mecanismo 
nacional, prevé el mencionado Protocolo dentro de sus competencias y atribuciones. 
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Comisión de Constitución y Legislación 


ACTA N* 50 


En Montevideo, el día veintitrés de agosto del año 
dos mil once, a la hora catorce y cuarenta minutos, se 
reúne la Comisión de Constitución y Legislación de la 
Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señores Senadores Fran- 
cisco Gallinal, Carlos Gamou, Eduardo Lorier, Rafael 
Michelini, Carlos Moreira, Rodolfo Nin Novoa y Ope 
Pasquet. 

Faltan con aviso la señora Senadora Constanza 
Moreira y el señor Senador Eber Da Rosa. Concu- 
rre el doctor Hugo Barreto, asesor del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Preside el señor Senador 
Francisco Gallinal, Presidente de la Comisión. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de Comisión, 
señora Teresa Paredes y el señor Prosecretario subro- 
gante, Alejandro Aguerre. 

Asuntos entrados: Por Secretaría se da cuenta del 
siguiente: 

- Nota remitida por el señor Presidente de la Cá- 
mara de Senadores, de 16 de agosto del corriente 
año, por la que adjunta la Sentencia N” 2089 de la 
Suprema Corte de Justicia, de 27 de junio de 2011, 
en autos caratulados “Lawlor Montaño, Jorge Luis C/ 
Poder Legislativo y otro” relacionada con la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta contra el artículo 70 
de la Ley N” 11.029, de 12 de enero de 1948, en la 
redacción dada por el artículo 15 de la Ley N” 18.187, 
de 2 de noviembre de 2007. 

ORDEN DEL DÍA 

El señor Senador Michelini solicita que se trate 
en primer lugar el proyecto de ley relacionado con el 
Instituto Nacional de Derechos Humanos y Defenso- 
ría del Pueblo. Así se acuerda. 

1) Carpeta N* 627/2011. INSTITUTO NACIONAL 
DE DERECHOS HUMANOS Y DEFENSORÍA DEL 
PUEBLO. Se modifica la Ley N* 18.446, de 24 de di- 
ciembre de 2008. Proyecto de ley aprobado por la Cá- 
mara de Representantes. (Distribuido N* 948/2011). 

El señor Senador Michelini informa respecto al 
articulado del proyecto de ley. 

El señor Presidente pone a votación los artículos 
en bloque. 

Artículos 1” a 4”. Se votan en bloque: 6 en 6. Afir- 
mativa. UNANIMIDAD. 

A propuesta del señor Senador Michelini, se de- 
signa Miembro Informante al señor Senador Rodolfo 
Nin Novoa, quien lo hará en forma verbal. Se vota. 5 
en 6. Afirmativa. 

2) Carpetas Nos. 223/2010 y 497/2011. ABREVIA- 
CIÓN DE LOS PROCESOS LABORALES. Se modi- 
fica la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009. 
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Proyecto de ley con exposición de motivos del señor 
Senador Sergio Abreu y Mensaje y proyecto de ley re- 
mitido por el Poder Ejecutivo, respectivamente. 

Se reparte el Distribuido N” 1008/2011, que con- 
tiene un comparativo entre el texto de la Ley vigen- 
te, el proyecto de ley del Poder Ejecutivo, el proyecto 
de ley del señor Senador Sergio Abreu, la propuesta 
realizada por la Suprema Corte de Justicia y la reali- 
zada por los Magistrados con competencia en materia 
laboral, que oportunamente fuera entregado en los 
respectivos despachos. 

El señor Senador Lorier informa que los señores 
Senadores integrantes de la Bancada del Frente Am- 
plio trabajarán sobre la base del proyecto de ley remi- 
tido por el Poder Ejecutivo. El señor Senador Pasquet 
expresa su desacuerdo, fundamenta que al segregar 
el proceso laboral del proceso en general se genera in- 
seguridad jurídica y analiza la problemática a que se 
enfrentan los aplicadores de la ley. Propone trabajar 
sobre la propuesta remitida por la Suprema Corte de 
Justicia. 

El señor Senador Michelini solicita que ingrese a 
Sala un integrante del Poder Ejecutivo a efectos de 
que evacue las consultas que se le planteen. Se vota: 
7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Ingresa a Sala el Dr. Hugo Barreto, asesor del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

El señor Presidente pone a votación el artículo 1” del 
proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo. 

Artículo 1”. Se vota sin modificaciones. 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2*. 

Artículo 2*.- Se vota sin modificaciones. 7 
en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 3”. Se acuerda considerar 
por su orden cada sustitución de disposiciones de la 
Ley vigente. 

El señor Senador Pasquet manifiesta que el plazo 
de 10 días para contestar la demanda es insuficiente 
y propone sustituirlo por 30 días como establece el 
Código General del Proceso. El señor Senador Lorier 
solicita la opinión del doctor Barreto. 

El doctor Barreto expresa que los plazos estableci- 
dos hacen a la esencia de la necesidad de abreviar los 
procesos laborales. Asimismo, dice que los artículos 
1? y 2? que se aprobaron constituyen un gran avance 
en la información de las partes. 

El señor Presidente consulta si los señores Sena- 
dores se avienen a llevar el plazo a 20 días. 

El señor Senador Pasquet lee el artículo 7* del Po- 
der Ejecutivo. 

Finalmente se acuerda sustituir el 
término de “diez días” por “quince días”. 

Artículo 3”. Acápite e incisos primero y segundo. Se 
vota con modificaciones: 7 en 7. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

En consideración el inciso tercero que 

sustituye el artículo 11 de la Ley vigente. 
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Luego de un intercambio de opiniones, 
se acuerda sustituir el plazo de “tres días 
hábiles” por “cinco días hábiles”. 

Artículo 3%, inciso tercero. Se vota con modificacio- 
nes: 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el inciso cuarto que sustituye el 
artículo 13 de la Ley vigente. 

El señor Senador Pasquet propone agregar el tér- 
mino “provisionalmente” a continuación de “el tribu- 
nal fijará”; asimismo, expresa que hay que sustituir 
el artículo “la” por “los” delante de la expresión “que 
corresponda” dado que se refiere a los medios proba- 
torios. 

El señor Presidente señala que debe corregirse 
el artículo “la” poniéndolo en plural ya que refiere a 
“excepciones”. 

El señor Senador Pasquet plantea que deberían 
discriminarse las dos hipótesis que plantea la dis- 
posición con consecuencias diferentes, se trate del 
allanamiento total o cuando no se hubiera contestado 
la demanda; sostiene que en el segundo caso debe 
diligenciarse la prueba. 

El señor Senador Lorier solicita la opinión del 
doctor Barreto. 

El doctor Barreto expresa que la disposición esta- 
blece directamente el dictado de la sentencia porque 
no hay oposición planteada. 

El señor Senador Michelini solicita que el Miem- 
bro Informante exprese en Sala las consideraciones 
realizadas. 

Artículo 3%, incisos cuarto y quinto. Se votan 
con modificaciones. 6 en 6. Afirmativa. UNANIMI- 
DAD. 

En consideración el artículo 4* por incisos. 

El señor Senador Gallinal propone eliminar la ex- 
presión “o sus representantes” en el inciso primero y 
armonizarla con el inciso final. 

El señor Senador Pasquet fundamenta su pro- 
puesta de tomar la redacción de los Magistrados la- 
borales. 

Consultado, el doctor Barreto manifiesta que for- 
man parte de los elementos centrales del proyecto de 
ley y explica la relación procesal asimétrica que rige 
en materia laboral. Afirma que el Código General del 
Proceso prevé una solución muy gravosa para el tra- 
bajador y que la redacción del Poder Ejecutivo da más 
garantías, que existían hasta el año 1989 en que se 
sustituyó la norma por el Código General del Proceso. 

El señor Senador Michelini propone dejar la ex- 
presión “o sus representantes” en el inciso primero y 
agregar en el inciso final “la inasistencia no justifica- 
da de cualquiera de las partes implicará que se con- 
voque a una audiencia en un plazo no mayor de seis 
días”. Y a continuación, prever la hipótesis de que se 
produzca nuevamente la inasistencia. 

El señor Senador Lorier consulta la opinión del 
doctor Barreto, quien sostiene que en este caso hay 
una excepción al principio de inmediación articulada 
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con el principio de desigualdad compensatoria. Se- 
ñala que el inciso final refiere a alguna de las partes. 

El señor Senador Michelini solicita al doctor Ba- 
rreto que aporte -por Secretaría- una redacción al- 
ternativa. 

En consideración el numeral 2). 

El señor Senador Pasquet propone que se agregue, 
luego de la expresión “esta resolución será apelable”, 
la frase “de acuerdo con el régimen de las sentencias 
definitivas”. Se acuerda que aporte la redacción. 

El señor Senador Pasquet propone agregar en el 
numeral 4), luego de “así como la que fija” el término 
“definitivamente”. 

El señor Senador Gamou señala que debe agregar- 
se una coma a continuación de los términos “medios 
probatorios”. 

En el numeral 5), el señor Senador Pasquet pro- 
pone eliminar la última frase. 

El señor Senador Michelini sugiere que se diga 
“las partes deberán” en sustitución de “las Partes po- 
drán”. 

El señor Senador Gallinal propone que se diga 
“cinco días hábiles para cada parte por su orden” en 
sustitución de “el plazo que fije el tribunal”. 

El doctor Barreto expresa que la intención es pri- 
vilegiar el alegato en la audiencia, en concordancia 
con el artículo 1. Respecto al plazo expresa que se 
trata de días corridos porque es un plazo dentro del 
que tiene el juez para resolver. 

El señor Senador Pasquet propone establecer seis 
días hábiles para alegar. 

El señor Senador Gallinal propone que se esta- 
blezca “en un plazo máximo de seis días”. Respecto 
al numeral 6), el señor Senador Pasquet señala que 
se trata de un plazo insuficiente y propone sustituirlo 
por sesenta días. 

El señor Senador Gallinal propone para el párrafo 
final, la frase “podrá prorrogarse por más de treinta 
días y vencido ese plazo, en caso que el tribunal con- 
sidere vital el diligenciamiento, se podrá prorrogar 
por treinta días más”. 

El señor Senador Michelini solicita que además 
del ya solicitado, el doctor Barreto redacte un inciso 
final para el numeral 6) y otro para el numeral 2). 

En relación al numeral 7), el señor Senador Pas- 
quet señala que se establecen plazos que en la prácti- 
ca no se pueden cumplir. 

Los señores Senadores acuerdan coordinar con la 
Comisión de Presupuesto que tendrá a consideración 
el proyecto de Rendición de Cuentas, a efectos de vol- 
ver a reunirse el próximo martes 30 para continuar 
con la consideración del proyecto de ley a estudio. 

El artículo 3%, aprobado con modificaciones, que- 
da redactado de la siguiente manera: 

“Artículo 3*.- Modifícanse los artículos 9%, 11 y 13 
de la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, los 
que quedarán redactados de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 9. (Traslado, emplazamiento y con- 
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testación de la demanda). Interpuesta la demanda en 
forma, el Tribunal decretará el traslado y emplaza- 
miento al demandado. 

El demandado contestará por escrito en la forma 
prevista en el artículo 130 del Código General del 
Proceso, dentro del término de quince días debien- 
do oponer al mismo tiempo, si las tuviere, todas las 
excepciones referidas en el artículo 133 del Código 
General del Proceso.” 

“ARTÍCULO 11. (Traslado de las excepciones).- 
De las excepciones opuestas se dará traslado al actor 
por el plazo de cinco días hábiles. Vencido el plazo 
o evacuado el traslado, se convocará audiencia o se 
dictará resolución si correspondiere.” 

“ARTÍCULO 13. (Convocatoria a audiencia y dili- 
genciamiento de la prueba). Dentro de las cuarenta y 
ocho horas de recibido el escrito de contestación de 
demanda o de traslado de las excepciones, o vencido 
el término, el tribunal fijará provisionalmente el ob- 
jeto del proceso y de la prueba, se pronunciará sobre 
los medios probatorios y ordenará el diligenciamiento 
de los que corresponda, instrumentando todo lo que 
sea necesario para agotar su producción en la audien- 
cia única que será convocada dentro de un plazo no 
mayor a los sesenta días, contados a partir de la fecha 
de la contestación de la demanda o del traslado de las 
excepciones o del vencimiento del término. 

En caso de allanamiento total a la pretensión o 
cuando no se hubiera contestado la demanda en 
tiempo, y sin necesidad de diligenciar otra prueba el 
tribunal fijará fecha para el dictado de la sentencia 
definitiva.” 

3) Sin Carpeta. INFORME PAÍS DE URUGUAY 
AL COMITÉ DE LOS DERECHOS DEL NIÑO. 
Disposición de la Presidencia de la Cámara de 
Senadores que la Comisión asesore a efectos de su 
elaboración. 

El señor Presidente propone aprobar el Informe 
contenido en los Distribuidos Nos. 863 y 957/2011. 
Se vota: 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido N* 1014/2011 que forma parte 
de la presente. 

A la hora diecisiete y quince minutos se levanta 
la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Francisco Gallinal, Presidente; Teresa Paredes, 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 


-En discusión general. 
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Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: este proyec- 
to de ley contiene apenas cuatro artículos y pretende 
modificar la Ley de Creación del Instituto Nacio- 
nal de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, 
aprobada en diciembre de 2008. Esperamos que se le 
dé trámite rápidamente, para que las Comisiones de 
la Asamblea General puedan elegir a los cinco miem- 
bros que integrarán el Consejo Directivo del Insti- 
tuto, lo que luego deberá ser aprobado por la propia 
Asamblea General. A mi juicio, es una institución 
muy necesaria, por lo que aspiro a que cuente con el 
consenso nacional. 


El proyecto de ley consta de apenas cuatro artícu- 
los. El artículo 1% modifica el nombre, estableciéndo- 
se que su nueva denominación será Instituto Nacio- 
nal de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


El artículo 2% dispone un agregado al artículo 36 
de la Ley N* 18.446, por el cual se fija la remunera- 
ción de los cinco miembros del Consejo Directivo. 


Los artículos 3% y 4” refieren al presupuesto de 
este Instituto. El artículo 3% introduce una modifi- 
cación al artículo 75 de la Ley N” 18.446, que dis- 
pone que el presupuesto sea elevado al Presidente 
de la Asamblea General, para ser incluido en el Pre- 
supuesto de la Comisión Administrativa del Poder 
Legislativo para su consideración por la Cámara de 
Senadores. Por su parte, el artículo 4% también in- 
troduce una modificación y establece que el Institu- 
to deberá rendir cuentas anualmente a la Asamblea 
General y podrá proponer modificaciones presu- 
puestales. 


Teniendo en cuenta que este proyecto de ley fue 
aprobado por la unanimidad de los miembros de la 
Comisión de Constitución y Legislación y la necesi- 
dad de que finalmente sea sancionado y promulgado 
rápidamente -dado que la iniciativa data del 2008-, 
solicitamos a la Cámara de Senadores su aprobación 
y, a su vez, también proponemos que se suprima la 
lectura de los artículos y se vote en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
- 23 en 26. Afirmativa. 
Se va a votar la moción presentada por el señor 


Senador Gamou en el sentido de suprimir la lectura 
de los artículos. 
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(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en 
bloque todos los artículos del proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-25 en 27. Afirmativa. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: nosotros no 
queríamos demorar la sanción de este proyecto y por 
eso no intervinimos en la discusión en general. Nos 
parece que estas modificaciones que fueron aproba- 
das por unanimidad en la Cámara de Representantes 
son correctas y que el Instituto Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo que ahora se está 
implementando con estas modificaciones -ubicándolo 
además en el presupuesto de la Comisión Administra- 
tiva, adecuando su nombre a lo que queremos y, sobre 
todo, estableciendo la posibilidad de que la Asamblea 
General y su Comisión Bicameral puedan seleccio- 
nar a las personas que integrarán ese Instituto-, dará 
las garantías necesarias en lo que tiene que ver con 
los derechos humanos, por lo que su implementación 
nos parece trascendente. 


En general, siempre que hablamos del tema de 
derechos humanos nos referimos a la violación de la 
que fueron objeto en la época de la dictadura y enten- 
demos que este Instituto instala este tema como algo 
fundamental en la vida y el desarrollo de las perso- 
nas en la actualidad. Considero que esto es relevante, 
porque derechos humanos también son el acceso a la 
información o la posibilidad de educarse. Por tanto, 
pienso que la sociedad uruguaya debe desarrollar el 
concepto del cuidado de los derechos humanos como 
una garantía esencial para la convivencia, ya que mu- 
chas veces se violan aunque no lo veamos. 


Creemos que el Instituto es esencial para la vida 
de los uruguayos porque nos da garantías de Derecho 
y de protección, sobre todo para el más débil y des- 
amparado. Por lo tanto, para el Partido Nacional es 
esencial que este proyecto de ley se haya aprobado, y 
comprometemos nuestro trabajo a efectos de que rá- 
pidamente la Asamblea General y la Comisión respec- 
tiva comiencen a hacer la selección de los miembros y 
que el Instituto sea una realidad y comience a funcio- 
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nar cuanto antes, ya que esto ayuda a la convivencia 
en nuestra sociedad. 


Muchas gracias. 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: por nuestra 
parte, también nos congratulamos por la aprobación 
de estos ajustes a la ley votada en el año 2008 y por 
la culminación de un trabajo que se inició en el 2005 
con el objetivo de crear este Instituto. Creemos que 
el mismo es fundamental y que demuestra la forma 
en que hemos trabajado durante todos estos años 
en un tema tan trascendente, buscando los mayores 
consensos. Cuando se crea este tipo de instituciones 
siempre surgen algunas versiones negativas, por pen- 
sar que la democracia no requiere esfuerzos econó- 
micos. Respecto a este Instituto va a haber un esfuer- 
zo económico, pero entendemos que la democracia 
vale la pena y también lo vale la defensa de los dere- 
chos humanos de las personas. Esperamos que con el 
mismo espíritu con el que hemos trabajado, buscando 
consensos entre todas las colectividades políticas, la 
Comisión ya designada pueda prontamente ponerse 
de acuerdo sobre las personas que llevarán adelante 
esta institución. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: nosotros 
también hemos votado afirmativamente el proyecto 
de ley en consideración, tal como sucedió en la Cá- 
mara de Representantes y en la Comisión de Cons- 
titución y Legislación -ámbito en el que se estudió 
el texto respecto al cual hoy el Senado está toman- 
do posición-, donde la iniciativa fue aprobada por 
unanimidad. Me interesa señalar que, a nuestro jui- 
cio, este Instituto Nacional de Derechos Humanos 
y Defensoría del Pueblo refuerza la protección de 
estos derechos, que ya existe en el ordenamiento 
institucional de la República. De ninguna manera 
pensamos que con esto estamos creando una pro- 
tección que antes no existía, porque sería espantoso 
llegar a la conclusión de que luego de 180 años de 
vida independiente, recién ahora estamos crean- 
do este instrumento. Obviamente, esto no es así y 
nadie cree tal cosa, porque los derechos humanos 
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están protegidos básicamente por el Poder Judicial 
que existe desde 1830. Sin embargo, como en estos 
temas siempre se puede avanzar y todo lo humano 
es perfectible, nosotros concurrimos con nuestro 
voto a la creación de este instrumento que va a re- 
forzar la protección de los derechos humanos. De 
todos modos, tenemos la absoluta tranquilidad de 
que desde siempre estos derechos han sido objeto 
de preocupación, cuidado, atención y protección de 
parte de las instituciones republicanas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda sancionado el 
proyecto de ley, que se comunicará al Poder Ejecutivo 
para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado por ser igual al considerado.) 


19) SEÑOR UBERFIL MONZÓN. PENSIÓN 
GRACIABLE 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta del resulta- 
do de la votación correspondiente a la pensión gracia- 
ble a conceder al señor Uberfil Monzón. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- Han sufragado veintinueve señores Senadores; 
veintitrés lo han hecho por la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, el re- 
sultado de la votación es: Afirmativa. 


Léase el artículo 2*. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “ARTÍCULO 2*.- Precísase que la erogación re- 
sultante será atendida por Rentas Generales.” 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda sancionado el proyecto de ley, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo a los efectos de su pro- 


mulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado por ser igual al considerado.) 


CÁMARA DE SENADORES 


439-C.S. 


20) CONEXIÓN A LAS REDES PÚBLICAS DE 
SANEAMIENTO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a consi- 
derar el asunto que figura en tercer término del Or- 
den del Día: “Proyecto de ley por el que se promueve 
la conexión domiciliaria a las redes de saneamiento. 
(Carp. N* 607/2011 - Rep. N* 379/2011 - Anexo 1)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 607/2011 
Rep. N* 379/2011 
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Comisión de Vivienda y Ordenamiento 
Territorial 


Proyecto de Ley Sustitutivo 


CONEXIÓN A LAS REDES PÚBLICAS DE 
SANEAMIENTO 


Artículo 1*.- De acuerdo con lo establecido en 
el artículo 47 de la Constitución de la República, se 
declara de interés general la conexión a las redes pú- 
blicas de saneamiento existentes en el país o que se 
construyan en el futuro. 


Artículo 2*.- Es obligatoria la conexión a dichas 
redes para todos los propietarios o promitentes com- 
pradores de los inmuebles con frente a la red pública 
de saneamiento, que cumplan con una de las siguien- 
tes condiciones: 


A) Tengan construcciones con abastecimiento de 
agua, cualquiera sea su origen. 


B) Que posean construcciones de cualquier tipo 
susceptibles de ser utilizadas para el uso humano. 


C) Que requieran algún tipo de instalación sanitaria. 


Solo podrán excepcionarse aquellos inmuebles 
que por la cota no sean idóneos para el saneamiento 
por gravedad. 


Artículo 3”.- La Administración de las Obras Sa- 
nitarias del Estado o la Intendencia de Montevideo, 
según sus competencias territoriales, deberán efec- 
tuar publicaciones dentro del plazo de dos meses de 
promulgada la presente ley. En las mismas se detalla- 
rán las calles por las cuales pasan las redes de sanea- 
miento existentes y lo mismo harán con las redes que 
se construyan en el futuro, dentro de los dos meses de 
habilitadas las obras. 
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Las publicaciones deberán efectuarse durante 
diez días corridos en dos diarios de circulación nacio- 
nal, en el Diario Oficial y en la facturación mensual. 
Sin perjuicio de ello, los citados organismos deberán 
dar la más amplia difusión a las obras y a los planes 
de financiación, si existieren. 


Artículo 4”.- El plazo para la conexión a las redes 
de saneamiento será el siguiente: 


A) Cuando se trate de edificaciones construidas 
en terrenos con frente a la red pública de saneamien- 
to existente el plazo será de un año, contado a partir 
del último día de la publicación referida en el artículo 
precedente. 


B) Cuando se trate de edificaciones en terrenos 
por cuyo frente se construya una red de saneamiento, 
el plazo será de dos años contados a partir del último 
día de la publicación a que refiere el artículo 3*. 


La Administración de las Obras Sanitarias del Esta- 
do o la Intendencia de Montevideo en su caso, podrán 
conceder prórrogas a la obligación de conexión prevista 
en el presente artículo con un plazo máximo de veinti- 
cuatro meses. Para ello se contemplarán las situaciones 
de índole socioeconómicas mediante procedimientos 
de evaluación basados en indicadores objetivos que se 
establecerán en las reglamentaciones que se dicten. 


Artículo _5.- Cuando se trate de proyectos de 
construcción en terrenos con frente a la red de sa- 
neamiento existente o en construcción, las Intenden- 
cias no podrán otorgar permiso de construcción sin la 
presentación del certificado expedido por la autori- 
dad competente que acredite la solicitud de conexión 
a dicha red. 


Artículo 6”.- En caso de propietarios o promi- 
tentes compradores de inmuebles con destino a ca- 
sa-habitación que incumplan con lo dispuesto en la 
presente ley, la Administración de las Obras Sanita- 
rias del Estado o la Intendencia de Montevideo en 
su caso, quedan facultados a imponerles una multa 
mensual equivalente al 100% (cien por ciento) de los 
consumos de agua de cada mes en cuestión, hasta 
que regularicen su situación. En caso de no existir 
conexión de agua, la multa mensual equivaldrá a tres 
cargos fijos del servicio de agua y de saneamiento, 
según la tarifa que rija en cada mes en cuestión. 


El monto de la presente multa en ningún caso 
superará el 50% (cincuenta por ciento) del valor de 
aforo del inmueble. 


Artículo 7*.- En caso de propietarios o promiten- 
tes compradores de inmuebles con destino comercial, 
industrial o servicios que incumplan con lo dispuesto 
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en la presente ley, la Administración de las Obras Sa- 
nitarias del Estado o la Intendencia de Montevideo en 
su caso, quedan facultados a imponerles una multa 
mensual equivalente al 100% (cien por ciento) de los 
consumos de agua de cada mes en cuestión, hasta 
que regularicen su situación. 


En caso que tengan abastecimiento propio de 
agua, aun cuando tengan servicio de la Administra- 
ción de las Obras Sanitarias del Estado e incumplan 
con lo dispuesto en la presente ley, el cálculo de la 
multa referida en el inciso primero del presente ar- 
tículo, se hará en base a la estimación técnica del 
consumo mensual. 


Dicha estimación se hará tomando en cuenta los 
metros cúbicos de agua potencialmente utilizados de 
acuerdo con los criterios técnicos que establezca la 
Administración. 


La estimación correspondiente será realizada por 
los servicios de la Administración de las Obras Sani- 
tarias del Estado o de la Intendencia de Montevideo 
en su caso, de acuerdo con las directivas de la Direc- 
ción Nacional de Aguas, en función de las disposicio- 
nes establecidas en este artículo. 


Si el establecimiento tuviera solamente servicio 
de la Administración de las Obras Sanitarias del Esta- 
do, el cálculo se hará según lo dispuesto en el inciso 
primero del presente artículo. Si el establecimiento 
tuviera servicio de la Administración de las Obras Sa- 
nitarias del Estado y abastecimiento propio de agua, o 
solamente abastecimiento propio de agua, el cálculo 
se hará según lo dispuesto en los incisos segundo y 
siguientes del presente artículo. 


Artículo 8”.- La Administración de las Obras Sa- 
nitarias del Estado o la Intendencia de Montevideo en 
su caso, podrán establecer líneas de financiamiento 
de largo plazo con fondos propios o de terceros, de 
bajo costo, a los efectos de facilitar las obras de co- 
nexión interna de las viviendas que deban realizar los 
usuarios de escasos recursos. 


Podrán asimismo establecer subsidios totales o par- 
ciales para las situaciones de vulnerabilidad, que se es- 
tablecerán mediante la reglamentación correspondien- 
te que dictará el Poder Ejecutivo, sin perjuicio de las 
potestades de los Gobiernos Departamentales. 


Artículo 9”.- Las obras descriptas precedente- 
mente serán evaluadas mediante procedimientos ba- 
sados en indicadores objetivos que se establecerán en 
la reglamentación correspondiente. 


Dichas obras estarán exceptuadas del régimen de 
aportación previsto en el Decreto-Ley N* 14.411, de 7 
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de agosto de 1975, sus modificativas y concordantes, 
siempre y cuando cumplan con las siguientes condi- 
ciones: 


A) Que su costo total no supere las UR 120 (ciento 
veinte unidades reajustables), para cada unidad ha- 
bitacional. 


B) Que el costo salarial total no supere el equiva- 
lente a treinta jornales de medio oficial albañil (Cate- 
goría V) del Subgrupo 01 del Grupo 09 de los Conse- 
jos de Salarios (Decreto N* 138/005, de 19 de abril de 
2005), establecida, según correspondiere, por laudo 
de Consejos de Salarios, convenio o decreto del Poder 
Ejecutivo. 


C) Que tengan como único fin la adaptación y 
conexión de la sanitaria interna a la red de sanea- 
miento. Estarán comprendidas las obras accesorias 
de reparación de pisos, caminería, paredes y otras 
acciones asociadas que resulten de la realización de 
la misma. 


D) Que se encuentren disociadas del proceso in- 
tegral de obra al cual acceden y se realicen sobre una 
instalación sanitaria ya existente pero cuya condición 
técnica impida acceso a la red. 


E) Que las obras referidas sean contratadas me- 
diante convenios celebrados con instituciones públi- 
cas o privadas sin fines de lucro, cooperativas, peque- 
ñas y medianas empresas (unipersonales o no) que 
se encuentren regularmente inscriptos. También go- 
zará de la exoneración el titular de la obra que realice 
la misma mediante personal contratado registrado, 
siempre que sea usuario del servicio. 


Artículo 10.- Cumpliéndose con las condiciones 
previstas en el artículo anterior, las obligaciones de 
seguridad social se regularán conforme al régimen 
general de las actividades de industria y comercio. La 
modificación del régimen de aportación a la seguri- 
dad social por la respectiva actividad, no afectará la 
categoría salarial ni demás condiciones de los trabaja- 
dores de la construcción afectados a la obra. 


Artículo 11.- El certificado que expida la In- 
tendencia correspondiente respecto de la necesidad 
y viabilidad de la obra será suficiente para acreditar 
ante los organismos correspondientes el amparo de la 
exoneración establecida en la presente ley, sin perjui- 
cio de las potestades inspectivas del Banco de Previ- 
sión Social a los efectos de controlar la veracidad de 
las declaraciones y la regularidad de las obras. 


Artículo 12.- La Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado y la Intendencia de Montevi- 
deo deberán presentar anualmente a la Dirección 
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Nacional de Aguas, información sobre la cantidad de 
conexiones a la red de saneamiento, así como los sub- 
sidios aplicados. 


Artículo 13.- Incorpórase al Código Penal el 
artículo 224 Bis, el que quedará redactado de la 
siguiente forma: 


“ARTÍCULO 224 Bis.- El que para provecho pro- 
pio o de un tercero realice cualquier modalidad de 
conexión en forma clandestina a la red pública de 
alcantarillado, sea de vertimiento de aguas servidas o 
pluviales, será castigado con una pena de tres a vein- 
ticuatro meses de prisión. Constituyen circunstancias 
agravantes y la pena será aumentada de un tercio a 
la mitad: 


A) Si la conducta se realiza mediante la produc- 
ción de un daño a la red existente. 


B) Si la conducta ocasionare un perjuicio o per- 
turbación del servicio a otros usuarios. 


C) Cuando el agente revista la calidad de funcio- 
nario o ex funcionario de la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado o de la Intendencia de 
Montevideo relacionada a la actividad”. 


Artículo 14.- La Administración de las Obras Sa- 
nitarias del Estado o la Intendencia de Montevideo en 
su caso, podrán realizar en los inmuebles con frente a 
la red pública de saneamiento las inspecciones nece- 
sarias para comprobar la existencia de transgresiones 
a lo dispuesto para esta ley, requiriendo las autoriza- 
ciones judiciales que correspondiere. 


Artículo 15.- El Registro Público de la Propiedad 
Inmueble no inscribirá ningún documento en que se 
transmita por cualquier título el dominio de inmue- 
bles con construcciones sin la constancia notarial de 
que se obtuvo el certificado de la Administración de 
las Obras Sanitarias del Estado o de la Intendencia 
de Montevideo en su caso. Dicho certificado deberá 
acreditar: 


A) la conexión a la red pública de saneamiento, o 
B) que no existe colector al frente del inmueble, o 
C) que el inmueble por su ubicación encuentre 
graves dificultades para su conexión de acuerdo al 


artículo 2” de la presente ley. 


Esta exigencia regirá a partir del tercer año de 
promulgada la presente ley. 


Artículo 16.- Deróganse el artículo 4” de la Ley 
N?* 10.690, de 20 de diciembre de 1945; el artículo 5* 
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del Decreto-Ley N* 14.497, de 3 de febrero de 1976; 
el artículo 61 de la Ley N* 17.555, de 18 de setiembre 
de 2002, y, en general, todas las disposiciones que 
directa o indirectamente se contrapongan a la pre- 
sente ley. 


Sala de la Comisión, 23 de agosto de 2011. 


Eduardo Lorier, Miembro Informante; Pedro 
Bordaberry (con salvedades); Héctor Tajam, 
Lucía Topolansky. 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo 1”.- De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 47 de la Constitución de la República, se de- 
clara de interés general la conexión a las redes pú- 
blicas de saneamiento existentes en el país o que se 
construyan en el futuro. 


Artículo 2*.- Es obligatoria la conexión a dichas re- 
des para todos los propietarios o promitentes compra- 
dores de los inmuebles con frente a la red pública de 
saneamiento, que cumplan con una de las siguientes 
condiciones: 


A) Tengan construcciones con abastecimiento de 
agua, cualquiera sea su origen. 


B) Que posean construcciones de cualquier tipo 
susceptibles de ser utilizadas para el uso humano. 


C) Que requieran algún tipo de instalación sanitaria. 


Solo podrán excepcionarse aquellos inmuebles 
con destino a casa-habitación que por la cota no sean 
idóneos para el saneamiento por gravedad, o si de- 
muestran sus titulares que no tienen la disponibilidad 
jurídica del bien. 


Artículo 3”.- La Administración de las Obras Sa- 
nitarias del Estado, o la Intendencia de Montevideo, 
según sus competencias territoriales, deberán efec- 
tuar publicaciones dentro del plazo de dos meses de 
promulgada la presente ley, detallando las calles por 
las cuales pasan las redes de saneamiento existentes 
y lo mismo harán con las redes que se construyan 
en el futuro, dentro de los dos meses de habilitadas 
las obras. Las publicaciones deberán efectuarse du- 
rante diez días corridos en dos diarios de circulación 
nacional y en el Diario Oficial. Sin perjuicio de ello, 
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los citados organismos deberán dar la más amplia di- 
fusión a las obras y a los planes de financiación, si 
existieren. 


Artículo 4*”.- El plazo para la conexión a las redes 
de saneamiento será el siguiente: 


A) Cuando se trate de edificaciones construidas 
en terrenos con frente a la red pública de saneamien- 
to existente, el plazo será de un año contado a partir 
del último día de la publicación referida en el artículo 
precedente. 


B) Cuando se trate de edificaciones en terrenos 
por cuyo frente se construya una red de saneamiento, 
el plazo será de dos años contados a partir del últi- 
mo día de la publicación a que refiere el artículo 3*. 
La Administración de las Obras Sanitarias del Estado 
(OSE) o la Intendencia de Montevideo en su caso, 
podrán conceder prórrogas con un plazo máximo de 
veinticuatro meses a la obligación de conexión pre- 
vista en el presente artículo, de acuerdo a situaciones 
de índole socioeconómicas mediante procedimientos 
de evaluación basados en indicadores objetivos que se 
establecerán en las reglamentaciones que se dicten. 


Artículo 5”.- Cuando se trate de proyectos de cons- 
trucción en terrenos con frente a la red de sanea- 
miento existente o en construcción, las Intendencias 
no podrán otorgar permiso de construcción sin la pre- 
sentación del certificado expedido por la autoridad 
competente que acredite la solicitud de conexión a 
dicha red. 


Artículo 6”.- En caso de propietarios o promitentes 
compradores de inmuebles con destino a casa-habita- 
ción, que incumplan con lo dispuesto en la presen- 
te ley, la Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado o la Intendencia de Montevideo en su caso, 
quedan facultados a imponerles una multa mensual 
equivalente al 100% (cien por ciento) de los consu- 
mos de agua de cada mes en cuestión, hasta que re- 
gularicen su situación. En caso de no existir conexión 
de agua, la multa mensual equivaldrá a tres cargos 
fijos del servicio de agua y de saneamiento, según la 
tarifa que rija en cada mes en cuestión. 


El monto de la presente multa en ningún caso 
superará el 50% (cincuenta por ciento) del valor de 
aforo del inmueble. 


Artículo 7”.- Para el caso de propietarios o promi- 
tentes compradores de inmuebles con destino comer- 
cial o industrial que tengan abastecimiento propio de 
agua aun cuando tengan también servicio de la Ad- 
ministración de las Obras Sanitarias del Estado y que 
incumplan con las disposiciones de la presente ley, 
el cálculo de la multa referida en el inciso primero 
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del artículo anterior, se hará en base a la estimación 
técnica del consumo mensual. 


Dicha estimación se hará tomando en cuenta los 
metros cúbicos de agua potencialmente utilizados en 
función del tipo de producción o actividad comercial, 
la cantidad de personal utilizado, el tránsito de la 
clientela del caso y el promedio de la producción del 
último semestre. Si el establecimiento tuviera sola- 
mente servicio de OSE, el cálculo se hará de acuerdo 
al artículo precedente. 


La estimación correspondiente será realizada por 
los servicios de OSE o de la Intendencia de Monte- 
video en su caso, de acuerdo a las directivas de la 
Dirección Nacional de Aguas, en función de las dis- 
posiciones establecidas en este artículo. 


Artículo 8”.- La Administración de las Obras Sa- 
nitarias del Estado o la Intendencia de Montevideo 
en su caso, podrán establecer líneas de financiamien- 
to de largo plazo con fondos propios o de terceros, 
de bajo costo, a los efectos de facilitar las obras de 
conexión interna de las viviendas que deban realizar 
los usuarios de escasos recursos, pudiendo establecer 
subsidios totales o parciales para las situaciones de 
vulnerabilidad, las que se establecerán mediante la 
reglamentación correspondiente que dictará el Poder 
Ejecutivo, sin perjuicio de las potestades de los Go- 
biernos Departamentales. 


Artículo 9”.- Las obras descriptas precedentemen- 
te que serán evaluadas mediante procedimientos ba- 
sados en indicadores objetivos que se establecerán 
en la reglamentación correspondiente, estarán ex- 
ceptuadas del régimen de aportación previsto en el 
Decreto-Ley N* 14.411, de 7 de agosto de 1975, sus 
modificativas y concordantes, siempre y cuando cum- 
plan con las siguientes condiciones: 


A) Que su costo total no supere las UR 90 (no- 
venta unidades reajustables), para cada unidad ha- 
bitacional. 


B) Que el costo salarial total no supere el equiva- 
lente a treinta jornales de medio oficial albañil (Cate- 
goría V) del Subgrupo 01 del Grupo 09 de los Conse- 
jos de Salarios (Decreto N* 138/005, de 19 de abril de 
2005), establecida, según correspondiere, por laudo 
de Consejos de Salarios, convenio o decreto del Poder 
Ejecutivo. 


C) Que tengan como único fin la adaptación y 
conexión de la sanitaria interna a la red de sanea- 
miento. Estarán comprendidas las obras accesorias 
de reparación de pisos, caminería, paredes y otras 
acciones asociadas que resulten de la realización de 
la misma. 
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D) Que se encuentren disociadas del proceso in- 
tegral de obra al cual acceden y se realicen sobre una 
instalación sanitaria ya existente pero cuya condición 
técnica impida acceso a la red. 


Artículo 10.- Para gozar de la exoneración prevista 
en el artículo anterior, las obras referidas deberán ser 
contratadas mediante convenios celebrados con insti- 
tuciones públicas o privadas sin fines de lucro, coope- 
rativas, pequeños empresarios contratistas (uniper- 
sonales o no) pero que se encuentren regularmente 
inscriptos, o mediante la contratación de personal de- 
pendiente registrado por el titular de la obra, siempre 
que este último opere como usuario del servicio. 


Artículo 11.- Cumpliéndose con las condiciones 
precedentes, las obligaciones de seguridad social se 
regularán conforme al régimen general de las acti- 
vidades de industria y comercio. La modificación del 
régimen de aportación a la seguridad social por la res- 
pectiva actividad, no afectará la categoría salarial ni 
demás condiciones de los trabajadores de la construc- 
ción afectados a la obra. 


Artículo 12.- El certificado que expida la Inten- 
dencia correspondiente, respecto de la necesidad y 
viabilidad de la obra, será suficiente para acreditar 
ante los organismos correspondientes, el amparo de 
la exoneración establecida en la presente ley, sin per- 
juicio de las potestades inspectivas del Banco de Pre- 
visión Social a los efectos de controlar la veracidad de 
las declaraciones y la regularidad de las obras. 


Artículo 13.- La Administración de las Obras Sani- 
tarias del Estado y la Intendencia de Montevideo de- 
berán presentar anualmente a la Dirección Nacional 
de Aguas, información sobre la cantidad de conexio- 
nes a la red de saneamiento, así como los subsidios 
aplicados. 


Artículo 14.- Incorpórase al Código Penal el 
artículo 224 Bis, el que quedará redactado de la 
siguiente forma: 


“ARTÍCULO 224 Bis.- El que para provecho pro- 
pio o de un tercero realice cualquier modalidad de 
conexión en forma clandestina a la red pública de 
alcantarillado, sea de vertimiento de aguas servidas o 
pluviales, será castigado con una pena de tres a vein- 
ticuatro meses de prisión. Constituyen circunstancias 
agravantes y la pena será aumentada de un tercio a 
la mitad: 


A) Si la conducta se realiza mediante la produc- 
ción de un daño a la red existente. 


B) Si la conducta ocasionare un perjuicio o per- 
turbación del servicio a otros usuarios. 
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C) Cuando el agente revista la calidad de funcio- 
nario o ex funcionario de la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado o de la Intendencia de 
Montevideo relacionada a la actividad”. 


Artículo 15.- La Administración de las Obras Sani- 
tarias del Estado o la Intendencia de Montevideo en 
su caso, podrán realizar en los inmuebles con frente a 
la red pública de saneamiento las inspecciones nece- 
sarias para comprobar la existencia de transgresiones 
a lo dispuesto por esta ley, requiriendo las autoriza- 
ciones judiciales que correspondiere. 


Artículo 16.- A partir del tercer año de promul- 
gada esta ley, el Registro Público de la Propiedad In- 
mueble no inscribirá ningún documento en que se 
transmita por cualquier título el dominio de inmue- 
bles con construcciones sin la constancia notarial de 
que se obtuvo el certificado de la Administración de 
las Obras Sanitarias del Estado o de la Intendencia 
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de Montevideo en su caso, que acredite la conexión 
a la red pública de saneamiento o que no existe co- 
lector al frente del inmueble, o que el inmueble por 
su ubicación encuentre graves dificultades para su 
conexión de acuerdo al artículo 2* de la presente ley. 


Artículo 17.- Deróganse el artículo 4” de la Ley 
N?* 10.690, de 20 de diciembre de 1945; el artículo 5* 
del Decreto-Ley N* 14.497, de 3 de febrero de 1976; 
el artículo 61 de la Ley N* 17.555, de 18 de setiembre 
de 2002, y, en general, todas las disposiciones que 
directa o indirectamente se contrapongan a la pre- 
sente ley. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 5 de julio de 2011. 


Daisy Tourné, 1* Vicepresidenta; José Pedro 
Montero, Secretario.” 
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Disposiciones citadas 


CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 


Artículo 47.- La protección del medio ambiente es de interés general. Las personas 
deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o 
contaminación graves al medio ambiente. La ley reglamentará esta disposición y podrá 
prever sanciones para los transgresores. 


El agua es un recurso natural esencial para la vida. 


El acceso al agua potable y el acceso al saneamiento, constituyen derechos 
humanos fundamentales. 


1) La política nacional de aguas y saneamiento estará basada en: 


a) el ordenamiento del territorio, conservación y protección del Medio Ambiente 
y la restauración de la naturaleza. 


b) la gestión sustentable, solidaria con las generaciones futuras, de los recursos 
hídricos y la preservación del ciclo hidrológico que constituyen asuntos de 
interés general. Los usuarios y la sociedad civil, participarán en todas las 
instancias de planificación, gestión y control de recursos hídricos; 
estableciéndose las cuencas hidrográficas como unidades básicas. 


c) . establecimiento de prioridades para el uso po e por mo: cuencas 
partes de ellas, primera 
A TO ARO; MO 


d) el principio por el cual la prestación del servicio de agua potable y 
saneamiento, deberá hacerse anteponiendo las razones de orden social a las 
de orden económico. 


Toda autorización, concesión o permiso que de cualquier manera vulnere las 
disposiciones anteriores deberá ser dejada sin efecto. 


2) Las aguas superficiales, así como las subterráneas, con excepción de las 
pluviales, integradas en el ciclo hidrológico, constituyen un recurso unitario, 
subordinado al interés general, que forma parte del dominio público estatal, como 
dominio público hidráulico. 


3) El servicio público de saneamiento y el servicio público de abastecimiento de agua 
para el consumo humano serán prestados exclusiva y directamente por personas 
jurídicas estatales. 


4) La ley, por los tres quintos de votos del total de componentes de cada Cámara, 
podrá autorizar el suministro de agua, a otro país, cuando éste se encuentre 
desabastecido y por motivos de solidaridad. 
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Decreto-Ley N* 14,411 
de 7 de agosto de 1975 


INDUSTRIA DE LA CONSTRUCCION 
SE ESTABLECE UN NUEVO REGIMEN DE APORTES SOCIALES 


Artículo 1%.- Las aportaciones patronales y obreras correspondientes a la 
industria de la construcción, por concepto de Jubilación, Asignaciones 
Familiares, Seguros de Enfermedad, Seguro por Accidentes de Trabajo y 
Fondo Nacional de Viviendas, de acuerdo a las leyes 9.196 de 11 de enero de 
1934; 12.571 de 23 de octubre de 1958; 11.618 de 20 de octubre de 1950; 
12.572 de 23 de octubre de 1958; 12.949 de 23 de noviembre de 1961; 13.728 
de 17 de diciembre de 1968 y 14.407 de 22 de julio de 1975 y sus modificativas 
y concordantes, así como todas aquellas análogas o similares que se 
establezcan en el futuro relativas a la mencionada industria, quedarán 
sometidas al régimen creado por la presente ley. 


A esos efectos declarase obligatoria la afiliación al Banco de Previsión Social, 
al Consejo Central de Asignaciones Familiares, al Banco de Seguros del 
Estado y a los Seguros de Enfermedad de todas las empresas y trabajadores 
de la construcción. Para éste y demás fines establecidos en la presente ley, el 
Consejo Central de Asignaciones Familiares, asumirá las funciones de 
organismo registrador y recaudador. 


En esa calidad, el Consejo Central de Asignaciones Familiares exigirá a las 
empresas comprendidas en esta ley, constancia de su inscripción en la 
Dirección General Impositiva. 


Artículo 2”.- Mantiénese el Registro de la Construcción, donde deberá 
inscribirse toda obra o trabajo relativos a construcción, refacción, reforma o 
demolición que se realicen en propiedades públicas o privadas. 


El Registro de la Construcción funcionará en las dependencias que determine 
el Consejo Central de Asignaciones Familiares. Las inscripciones en dicho 
Registro serán gratuitas. 


Estarán habilitados para realizar obras o trabajos de construcción, refacción, 
reforma o demolición, quienes cumplan con lo establecido en la presente ley, lo 
que será acreditado mediante el certificado de situación regular expedido por el 
Consejo Central de Asignaciones Familiares, dentro del plazo de treinta días, a 
partir de la fecha de la solicitud. 


La no expedición en plazo de este certificado permitirá la iniciación de la obra 
sin que puedan aplicarse multas o sanciones por ese motivo. 
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Artículo 3”.- Esta ley comprende aquellas actividades de la industria de la 
construcción que desarrolle cualquier persona fisica o jurídica y que estén 
destinadas a la construcción, refacción, reforma o demolición, para sí o para 
terceros, en carácter de constructor. 


El Poder Ejecutivo, dentro del término de sesenta días de la vigencia de esta 
ley y con informe del Consejo Central de Asignaciones Familiares, queda 
facultado para extender el régimen a aquellos subcontratistas que desarrollen 
en forma principal su actividad en la obra. 


Quedan expresamente excluidos de este régimen, los sub-contratistas de 
taller y las fábricas de materiales. 


Artículo 4*.- El régimen especial a que se refiere esta ley comprende 
exclusivamente al personal de la industria de la construcción que cumpla 
directamente en obra las actividades descritas en el artículo anterior. 


El Poder Ejecutivo podrá extenderlo a aquellos pequeños empresarios que 
trabajen personalmente en obra y que tengan un reducido número de personal 
obrero. 


Artículo 5*.- Las aportaciones por concepto de seguridad social a que se 
refiere el artículo 1? originadas por las construcciones, refacciones, reformas o 
demoliciones que se realicen conforme a las condiciones establecidas en el 
artículo 3, serán de cargo del propietario del inmueble o del titular de derechos 
reales o posesorios sobre el mismo serán calculadas sobre la base de 
presupuesto de mano de obra en las tasas porcentuales que fije el Poder 
Ejecutivo, con la opinión previa del Consejo Central de Asignaciones 
Familiares. 


También serán de su cargo las aportaciones que correspondan por licencia 
anual, sumas para el mejor goce de la licencia y sueldo anual complementario, 
siempre que tengan el mismo origen que el establecido en el inciso anterior, las 
que serán calculadas sobre el presupuesto de mano de obra de acuerdo a las 
tasas porcentuales que fije el Poder Ejecutivo con la opinión del Consejo 
Central de Asignaciones Familiares. El Consejo Central de Asignaciones 
Familiares deberá abonar estos beneficios a los trabajadores comprendidos en 
la presente ley. 


Artículo 6*.- Las aportaciones a que refiere el artículo 5% serán pagadas en 
cuotas mensuales y consecutivas, que deberán hacerse efectivas dentro del 
plazo de ejecución de las obras, previsto en el respectivo presupuesto. Dicho 
plazo será aprobado por el Consejo Central de Asignaciones Familiares en 
base a criterios de orden técnico y financiero. A solicitud de parte, tal plazo 
podrá ser modificado por el Consejo Central de Asignaciones Familiares por 
razones debidamente justificadas. 


Para adecuar las aportaciones pendientes en los casos de modificaciones 
salariales, el Consejo Central de Asignaciones Familiares reajustará 
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automáticamente las cuotas fijadas para las obras o trabajos de acuerdo a los 
ajustes salariales que se apliquen en la industria de la construcción. 


Artículo 7*.- Para establecer el monto tota! de aportaciones de cada obra o 
trabajo, se tendrá en cuenta el Presupuesto de mano de obra conforme al 
acuerdo suscrito por el propietario o titular de un derecho real o poseedor y las 
empresas correspondientes. 


Este presupuesto será presentado ante el Consejo Central de Asignaciones 
Familiares conjuntamente con el proyecto definitivo y la memoria descriptiva en 
el momento de inscripción de la obra y en la forma y condiciones que lo 
establezca la reglamentación. El Consejo Central de Asignaciones Familiares lo 
aceptará o no, según corresponda, de acuerdo a los criterios técnicos que 
establezca la reglamentación. 


Asimismo, la reglamentación establecerá las condiciones y formas de 
contralor de la ejecución de dicho presupuesto. 


SÍ de la información suministrada por el presupuesto de mano de obra 
surgiera una cifra de jornales distinta a la que resulte de las planillas previstas 
en el artículo 17, se procederá de la siguiente forma: 


a) Si la diferencia fuera por defecto y motivada por razones injustificadas a 
juicio del Consejo Central de Asignaciones Familiares, será de cargo de 
quien realice la obra o trabajo, ya sea constructor o subcontratista, 


b) Si la diferencia fuera por exceso, el Consejo Central de Asignaciones 
Familiares efectuará la devolución correspondiente. 


En todos los casos de obras de la Administración Central, Gobiernos 
Departamentales, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Organismos 
Paraestatales, a los efectos de la determinación de la aportación de cargo del 
propietario de acuerdo con el artículo 5” se tomarán en cuenta exclusivamente 
las fórmulas paramétricas correspondientes a cada contrato de obra. 


Artículo 8.- No se considerarán empresas de la construcción aquellas cuyo 
giro principal es ajeno a la misma. Tampoco se considerarán trabajadores de la 
construcción a quienes presten servicios para estas empresas. Unas y otros 
quedan excluidos del régimen de la presente ley. 


Artículo 9*.- El crédito por concepto de aportaciones, sus Intereses, recargos 
y multas, gravará el inmueble donde se realice la obra o trabajo con derecho 
real a favor del Consejo Central de Asignaciones Familiares. 


En caso de demolición, total o parcial, el gravamen subsistirá sobre el 
inmueble, pero se podrá exigir la sustitución por otra garantía a satisfacción del 
acreedor, o por su refuerzo en caso de insuficiencia. 
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El gravamen referido tendrá derecho de preferencia, sin perjuicio de los que 
se hayan constituido con anterioridad. 


Para las obras o trabajos iniciados con anterioridad a la publicación de esta 
ley en el "Diario Oficial", se mantendrá el régimen legal de garantía vigente a 
esa fecha. 


En los casos en que las obligaciones del propietario fueran pagadas por 
terceros, éstos gozarán de las mismas garantías del Consejo Central de 
Asignaciones Familiares, al que subrogarán en el crédito. 


Artículo 10.- Una vez declarada por decisión administrativa firme la existencia 
del crédito por aportaciones, su cobro se proseguirá por vía judicial por el 
procedimiento que fija el artículo 211 del Código de Procedimiento Civil. 


Artículo 11.- Los propietarios y demás titulares de derecho mencionados en 
el artículo 5%, no podrán hipotecar, enajenar o arrendar los bienes inmuebles 
gravados u obtener la habilitación de nuevos servicios por parte de UTE, 
ANTEL y OSE, sin presentar certificado de situación regular expedido por el 
Consejo Central de Asignaciones Familiares. En el caso de transferirse el 
dominio sin dicho certificado, subsistirá la garantía real, sin perjuicio de la 
responsabilidad solidaria de enajenantes y adquirentes. 


El funcionario o profesional que intervenga en cualesquiera de los casos o 
contratos mencionados precedentemente deberá exigir, bajo su 
responsabilidad, la presentación de dicho certificado. 


El certificado de situación regular deberá ser expedido dentro del plazo de 
diez días hábiles a contar de la fecha en que se presente la respectiva solicitud. 
Vencido este plazo, el interesado, mediante telegrama colacionado dirigido al 
Consejo Central de Asignaciones Familiares o constancia notarial, quedará 
liberado de la obligación de presentar dicho certificado. Las partes de los 
contratos referidos en el inciso primero (con excepción de los arrendatarios), 
los funcionarios y los profesionales intervinientes, serán civil y solidariamente 
responsables. 


El certificado correspondiente a aportes parciales tendrá vigencia por noventa 
días. 


Artículo 12.- El Consejo Central de Asignaciones Familiares resolverá la 
suspensión de las obras o trabajos cuando se haya dejado de pagar tres 
cuotas mensuales consecutivas. 


La suspensión, salvo notificación personal, deberá comunicarse por telegrama 
colacionado, en el lugar en que la obra se está realizando, al encargado de la 
dirección o ejecución de los trabajos, sin necesidad de designarlo 
personalmente, y al dueño o dueños y arrendatarios que realicen obras. 


El contratista podrá optar por la continuación de la obra en cuyo caso 
notificará su decisión al Consejo Central de Asignaciones Familiares y quedará 
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obligado a pagar regularmente las aportaciones pendientes y posteriores. 
Cuando se haga uso de la opción a que se refiere este Inciso, el contratista se 
subrogará en todos los derechos que el crédito por aportaciones genere a favor 
de aquel organismo. 


A tales efectos, el Consejo Central de Asignaciones Familiares podrá requerir 
el auxilio de la fuerza pública. 


Artículo 13.- El Estado, en calidad de propietario, depositará las cuotas 
mensuales referidas en el artículo 6*, en el Consejo Central de Asignaciones 
Familiares. 


En caso de que el Estado no pague tres cuotas mensuales consecutivas, será 
de aplicación lo dispuesto en el artículo 91 de la ley 12.761, de 23 de agosto de 
1960. 


Artículo 14.- Los trabajadores amparados en la ley 13.893, de 19 de octubre 
de 1970 y que por la aplicación de la presente queden excluidos del régimen 
que se crea, continuarán percibiendo igual retribución liquida a la que recibían 
a la fecha de esta ley. A tales efectos, deberá ajustarse en oportunidad el 
nominal correspondiente. 


Las aportaciones correspondientes a los trabajadores a que se refiere el 
inciso anterior, ya sean obreras o patronales, así como el pago y percepción de 
licencia anual, suma para el mejor goce de la licencia y sueldo anual 
complementario de los mismos, se regirán de acuerdo al régimen legal vigente 
para la actividad privada. 


Todas las aportaciones y obligaciones que surjan por la reincorporación al 
régimen general, en función de los incisos anteriores, se trasladarán 
integramente a los precios de los respectivos productos o servicios. 


Artículo 15.- El Consejo Central de Asignaciones Familiares verificará y 
recaudará todos los aportes a que se refieren los artículos 1? y 5* y las multas y 
recargos correspondientes, siendo subrogante en esta materia de los 
organismos tributarios. Dicho Organismo podrá efectuar acuerdos con los 
Entes mencionados en el artículo 1*. 


Lo recaudado por los conceptos referidos en el inciso anterior será vertido en 
la cuenta "Fondo de Seguridad Social para la Construcción" que administrará el 
Consejo Central de Asignaciones Familiares. 


Artículo 16.- El Poder Ejecutivo determinará los porcentajes de las 
aportaciones a que refiere el artículo 5” que correspondan a los organismos 
mencionados en el artículo 1?, teniendo en cuenta su origen y destino. 


Artículo 17.- Las empresas comprendidas en esta ley presentarán al Consejo 
Central de Asignaciones Familiares y a la Inspección General del Trabajo y 
Seguridad Social, las planillas de personal discriminado por obra y control de 
actividades de los trabajadores incluidos en las mismas. 
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En dicha planilla constará: número de registro de obra o trabajo, número de 
registro de afiliación de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 1% y una relación 
de trabajadores indicando su número de individualización, jornales trabajados 
con su importe correspondientes o sueldos devengados. 


Artículo 18.- El Consejo Central de Asignaciones Familiares expedirá los 
certificados de situación regular a las empresas comprendidas en esta ley. 


Artículo 19.-Las infracciones a la presente ley se regirán, en cuanto 
corresponda, por lo dispuesto en los artículos 640 a 643 del Texto Ordenado de 
la ley 14.100, de 29 de diciembre de 1972. 


Artículo 20.- Las multas serán Impuestas y cobradas por el Consejo Central 
de Asignaciones Familiares, de oficio o por denuncia, rigiendo a esos efectos 
los procedimientos establecidos en la ley 10.940, de 19 de setiembre de 1947. 


Artículo 21.- Las decisiones del Consejo Central de Asignaciones Familiares 
podrán ser impugnadas mediante el recurso establecido en los artículos 87 y 
88 de la ley 12.997, de 28 de noviembre de 1961. 


Las multas serán apelables dentro del término de diez días de su notificación 
en la capital y de veinte días en el Interior de la República ante el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Este recurso tiene, efecto suspensivo, pero el 
Consejo Central de Asignaciones Familiares podrá adoptar las medidas 
cautelares que considere convenientes. 


La notificación se hará personalmente o por telegrama colacionado al último 
domicilio que haya acreditado el infractor ante el Consejo Central de 
Asignaciones Familiares. 


Artículo 22.- El producido de las multas y recargos establecidos en los 
artículos anteriores será destinado al "Fondo de Seguridad Social para la 
Construcción" a que se refiere el artículo 15 de esta ley 


Artículo 23.- Estarán exoneradas de los aportes previstos en el inciso 1” del. 


artículo 5% de la presente ley. las instituciones a que se refieren el artículo 134 
de la ley 12.802, de 30 de noviembre de 1960 y demás textos concordantes. 


Igual exoneración regirá para los Hogares de Ancianos que gocen de 
personería jurídica y no tengan fin de lucro, con referencia a las obras 
necesarias para el cumplimiento de sus fines. Las construcciones de viviendas 
realizadas conforme a lo expresado en el artículo 137 de la ley 13.728, de 17 
de diciembre de 1968 y los trabajos de mano de obra benévola estarán 
exonerados de los aportes establecidos en los incisos 1? y 2* del artículo 5* de 
la presente ley. 


Fuente: Artículo 1? del Decreto-Ley N* 15.286, de 14 de junio de 1982 
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Artículo 24.- El Poder Ejecutivo coordinará con las Intendencias Municipales 
las medidas tendientes a la obtención de las informaciones vinculadas con las 
denuncias de obras que se realicen en sus respectivos departamentos. 


Artículo 25.- El Consejo Central de Asignaciones Familiares adoptará las 
medidas tendientes a un adecuado control de la ejecución, de la presente ley, 
proporcionando en forma periódica al Poder Ejecutivo las informaciones 
correspondientes, en la forma que establezca su reglamentación. 


Artículo 26.- La presente ley se aplicará a las nuevas obras o trabajos a que 
se refiere el artículo 2” que se registren debidamente a partir de la fecha de su 
reglamentación. 


Las obras o trabajos iniciados bajo el régimen de la ley 13.893, de 19 de 
octubre de 1970 y que hayan sido registrados debidamente antes de la fecha 
referida en el inciso anterior, continuarán rigiéndose de acuerdo con la 
mencionada ley 13.893, con los ajustes de cuotas correspondientes. 


Artículo 27.- El Poder Ejecutivo regulará las situaciones y procedimientos que 
durante la transición entre el régimen de la ley 13.893 y el que se establece en 
la presente, se refieran a: 


1% La fijación de nuevos precios de los materiales y elementos de 
construcción como resultado de la incidencia directa de las obligaciones 
emergentes del artículo 14. 


2% El producido por las diferencias de precios en los materiales y elementos 
de construcción en poder de los fabricantes, talleres, barracas, empresas 
constructoras o cualquier otro poseedor. 


3” El pago de los obligaciones emergentes del artículo 14 por parte de las 
empresas y, en particular, para el caso de licencias, suma para el mejor 
goce de la misma y sueldo anual complementario, en cuanto a la forma de 
integrarlos con los complementos que, por los meses transcurridos, 
correspondan aún al régimen que se deroga. 


4% La coexistencia para las empresas constructoras de dos regímenes 
distintos, según sus empleados están directamente afectados a la obra o 
no. (Artículo 49). 


5% La simultaneidad, para una misma empresa, de la construcción de diversas 
obras que se regulen: unas, por el régimen anterior (Artículo 26) y otras por 
el que se crea por la presente ley. 


6” La Individualización y control sobre los productos o servicios de empresas 
que eludan o evadan las nuevas obligaciones y creen así condiciones de 
competencia desleal sobre las que cumplan con la totalidad de ellas. 
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7” La influencia del cambio de régimen para aquellas empresas que elaboren 
productos incluidos en la ley 13,893, que se destinen fundamentalmente a 
la exportación. 


8 La forma de aplicación de las nuevas normas a fin de atenuar y hacer 
progresivos los efectos que puedan incidir sobre la Industria de la 
construcción y aquellas otras que tiendan a los mismos fines. 


Artículo 28.- El Consejo Central de Asignaciones Familiares tendrá un plazo 
de hasta sesenta días a partir de la reglamentación de la presente ley para 
poner en funcionamiento los mecanismos administrativos necesarios para su 
aplicación. 


Artículo 29.- Derógase la ley 13.893, de 19 de octubre de 1970. 


Artículo 30.- El Poder Ejecutivo, dentro del plazo de treinta dias de su 
promulgación, reglamentará la presente ley. 


Artículo 31.- Comuniquese etc. 
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Ley N* 10.690 
de 20 de diciembre de 1945 


PLAN DE OBRAS PÚBLICAS 


SE AMPLIA LA DEUDA INTERNA DE LA LEY 10.589 QUE ESTRUCTURA EL PLAN AQUEL 
ATENDIENDOSE LOS APROVISIONAMIENTOS DE AGUA POTABLE, 
CREANDOSE RECURSOS, ETC 


Artículo 4?.- Declárase obligatoria la construcción de las obras sanitarias 
interiores para el uso del agua potable y la evacuación de las aguas servidas, 
así como la conexión de aquéllas con las redes exteriores de cloacas y 
cañerías de distribución de agua, en todo edificio particular, nacional o 
municipal por cuyo frente pase la cañería ya construida o que se construya en 
el futuro. 


6 de setiembre de 2011 CÁMARA DE SENADORES 459-C.S. 


Decreto-Ley N* 14,497 


de 3 de febrero de 1976 


BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO 


SE APRUEBA UN CONTRATO DE PRESTAMO PARA MEJORAMIENTO DE SISTEMAS DE AGUA 
POTABLE. 


Artículo 4*. - Los propietarios de inmuebles por cuyo frente la Administración 
de las Obras Sanitarias del Estado (OSE) construya redes de agua, de acuerdo 
al programa indicado en del artículo 1”, deberán abonar directamente a dicho 
Ente el costo de esas obras, conforme a la reglamentación que el mismo dicte 
al respecto. Los importes que perciba OSE por este concepto los destinará a la 
construcción de nuevas ampliaciones de redes de agua. Facúltase a OSE a 
otorgar facilidades para el pago a plazos de las cuentas correspondientes, así 
como también para proceder a su ajuste anual en la misma proporción en que 
aumente el costo de las obras. 


Artículo 5”. - A los efectos indicados en el artículo anterior, grávanse con 
derecho real en favor de OSE los inmuebles con frente a las redes de agua que 
construya dicho Ente a los efectos de garantizar el pago del costo de esas 
obras incluida su financiación. Constituyen título ejecutivo para OSE los 
testimonios de las liquidaciones efectuadas por su Departamento Financiero o 
quien haga sus veces, aprobadas por acto administrativo del Directorio. 

La mora de los pagos que deban efectuarse se producirá de pleno derecho por 
el solo vencimiento de los plazos estipulados y será sancionada con el recargo 
por mora que le fije su Directorio hasta el máximo previsto en el artículo 94 del 

Código Tributario. 


Artículo 6”. - Las disposiciones previstas en los artículos 4* y 5” de esta ley 
también serán de aplicación, en lo pertinente, a todos los demás casos de 
construcción de redes de agua y alcantarillados que realice OSE por su 
iniciativa. 
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Ley N' 17.555 
de 18 de setiembre de 2002 


LEY DE REACTIVACIÓN ECONÓMICA 


Artículo 61.- Es obligatorio para todos los propietarios de inmuebles que no 
se conecten a las redes de servicio de saneamiento, el pago de una tarifa, cuyo 
cargo fijo sólo será exigible a partir de la realización de dicha conexión. 


Quienes a la fecha de promulgación de la presente ley dispusieran de acceso 
a la red de servicios de saneamiento, tendrán un plazo de dos años a contar de 
dicha fecha para realizarla. Quienes puedan acceder en el futuro a la conexión 
de referencia, dispondrán de un plazo de dos años para conectarse. En ambos 
casos, transcurrido el plazo respectivo sin que se haya verificado la conexión, 
se podrá imponer una multa de entre 20 (veinte) y 200 (doscientas) UR 
(unidades reajustables), de acuerdo con lo que establezca la reglamentación. 


Las obligaciones de pago previstas en el presente artículo no comprende a 
los servicios de saneamiento cuyas tarifas sean superiores a las de la 
Administración de las Obras Sanitarias del Estado (OSE). 


OSE determinará con la autorización del Poder Ejecutivo, la tarifa mencionada 
en el primer inciso del presente artículo, teniendo en cuenta los costos de 
inversión, mantenimiento y administración, la que podrá ser asignada a nuevas 
obras que realicen dicho organismo o las empresas concesionarias. 


OSE exonerará total o parcialmente de la obligación de pago de la tarifa de 
saneamiento a los propietarios alcanzados por la presente disposición en 
función de sus capacidades contributivas. 


En las actuales concesiones el cargo fijo no integra los derechos del 
concesionario. 
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Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial 
ACTA N? 33 


En Montevideo, el veintitrés de agosto de dos mil 
once, a la hora dieciséis y treinta minutos, en la Sala 
Esc. Dardo Ortiz, se reúne la Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Lucía 
Topolansky y señores Senadores Pedro Bordaberry, 
Eduardo Lorier y Héctor Tajam. 

Falta con aviso el señor Senador Juan A. Chiru- 
chi. 

Preside la señora Senadora Lucía Topolansky, Pre- 
sidenta de la Comisión. 

Actúan en Secretaría la señora Carla Buoncristia- 
no y el señor Martín Secco, Secretaria y Prosecretario 
de la Comisión respectivamente. 

ORDEN DEL DÍA: Carpeta N* 607/2011. CO- 
NEXIÓN A LAS REDES PÚBLICAS DE SANEA- 
MIENTO. Normas. Proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes. Distribuido N* 872/2011. 

Abierto el acto la señora Presidenta propone con- 
siderar y votar el articulado; los Senadores presentes 
se manifiestan de acuerdo. 

Artículo 1”. En consideración. Se vota: 3 en 3. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 2”. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 3”. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 4”. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 5”. En consideración. Se vota: 4 en 4. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 6”. En consideración. Se vota: 4 en 4. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 7”. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 8”. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 9”. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 10. En consideración. El Senador Lorier 
propone eliminar el artículo e incluir su texto con 
modificaciones como literal E) del artículo 9*. 

Artículo 9”, literal E). En consideración. Se vota: 
3 en 4. Afirmativa. 

Artículo 10. Se vota: O en 4. Negativa. 

Artículo 11. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 3 en 4. Afirmativa. 

Artículo 12. En consideración. Se vota: 3 en 4. 
Afirmativa. 

Artículo 13. En consideración. Se vota: 4 en 4. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Artículo 14. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 15. En consideración. Se vota: 4 en 4. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 16. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 17. En consideración. Se vota: 4 en 4. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa Miembro Informante (verbal) al señor 
Senador Eduardo Lorier. 

El texto del proyecto sustitutivo aprobado es el si- 
guiente: 

Artículo 1”.- De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 47 de la Constitución de la República, se de- 
clara de interés general la conexión a las redes pú- 
blicas de saneamiento existentes en el país o que se 
construyan en el futuro. 

Artículo 2*.- Es obligatoria la conexión a dichas re- 
des para todos los propietarios o promitentes compra- 
dores de los inmuebles con frente a la red pública de 
saneamiento, que cumplan con una de las siguientes 
condiciones: 

A) Tengan construcciones con abastecimiento de 
agua, cualquiera sea su origen. 

B) Que posean construcciones de cualquier tipo 
susceptibles de ser utilizadas para el uso humano. 

C) Que requieran algún tipo de instalación sani- 
taria. 

Solo podrán excepcionarse aquellos inmuebles 
que por la cota no sean idóneos para el saneamiento 
por gravedad. 

Artículo 3%.- La Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado o la Intendencia de Montevideo, 
según “sus competencias territoriales, deberán 
efectuar publicaciones dentro del plazo de dos meses 
de promulgada la presente ley. En las mismas se 
detallarán las calles por las cuales pasan las redes 
de saneamiento existentes y lo mismo harán con las 
redes que se construyan en el futuro, dentro de los 
dos meses de habilitadas las obras. Las publicaciones 
deberán efectuarse durante diez días corridos en dos 
diarios de circulación nacional, en el Diario Oficial 
y en la facturación mensual. Sin perjuicio de ello, 
los citados organismos deberán dar la más amplia 
difusión a las obras y a los planes de financiación, si 
existieren. 

Artículo 4*.- El plazo para la conexión a las redes 
de saneamiento será el siguiente: 

A) Cuando se trate de edificaciones construidas 
en terrenos con frente a la red pública de saneamien- 
to existente el plazo será de un año, contado a partir 
del último día de la publicación referida en el artículo 
precedente. 

B) Cuando se trate de edificaciones en terrenos 
por cuyo frente se construya una red de saneamiento, 
el plazo será de dos años contados a partir del último 
día de la publicación a que refiere el artículo 3*. 

La Administración de las Obras Sanitarias del Es- 


458-C.S. 


tado o la Intendencia de Montevideo en su caso, po- 
drán conceder prórrogas a la obligación de conexión 
prevista en el presente artículo con un plazo máxi- 
mo de veinticuatro meses. Para ello se contemplarán 
las situaciones de índole socioeconómicas mediante 
procedimientos de evaluación basados en indicadores 
objetivos que se establecerán en las reglamentaciones 
que se dicten. 

Artículo 5”.- Cuando se trate de proyectos de cons- 
trucción en terrenos con frente a la red de sanea- 
miento existente o en construcción, las Intendencias 
no podrán otorgar permiso de construcción sin la pre- 
sentación del certificado expedido por la autoridad 
competente que acredite la solicitud de conexión a 
dicha red. 

Artículo 6”.- En caso de propietarios o promitentes 
compradores de inmuebles con destino a casa-habi- 
tación que incumplan con lo dispuesto en la presen- 
te ley la Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado o la Intendencia de Montevideo en su caso, 
quedan facultados a imponerles una multa mensual 
equivalente al 100% (cien por ciento) de los consu- 
mos de agua de cada mes en cuestión, hasta que re- 
gularicen su situación. En caso de no existir conexión 
de agua, la multa mensual equivaldrá a tres cargos 
fijos del servicio de agua y de saneamiento, según la 
tarifa que rija en cada mes en cuestión. 

El monto de la presente multa en ningún caso 
superará el 50% (cincuenta por ciento) del valor de 
aforo del inmueble. 

Artículo 7?.- En caso de propietarios o promiten- 
tes compradores de inmuebles con destino comercial, 
industrial o servicios que incumplan con lo dispuesto 
en la presente ley, la Administración de las Obras Sa- 
nitarias del Estado o la Intendencia de Montevideo en 
su caso, quedan facultados a imponerles una multa 
mensual equivalente al 100% (cien por ciento) de los 
consumos de agua de cada mes en cuestión, hasta 
que regularicen su situación. 

En caso que tengan abastecimiento propio de 
agua, aun cuando tengan servicio de la Administra- 
ción de las Obras Sanitarias del Estado e incumplan 
con lo dispuesto en la presente ley, el cálculo de la 
multa referida en el inciso primero del presente ar- 
tículo, se hará en base a la estimación técnica del 
consumo mensual. 

Dicha estimación se hará tomando en cuenta los 
metros cúbicos de agua potencialmente utilizados de 
acuerdo con los criterios técnicos que establezca la 
Administración. 

La estimación correspondiente será realizada por 
los servicios de las Obras Sanitarias del Estado o de 
la Intendencia de Montevideo en su caso, de acuerdo 
con las directivas de la Dirección Nacional de Aguas, 
en función de las disposiciones establecidas en este 
artículo. Si el establecimiento tuviera solamente ser- 
vicio de la Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado, el cálculo se hará según lo dispuesto en el 
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inciso primero del presente artículo. Si el estableci- 
miento tuviera servicio de la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado y abastecimiento propio 
de agua, o solamente abastecimiento propio de agua, 
el cálculo se hará según lo dispuesto en los incisos 
segundo y siguientes del presente artículo. 

Artículo 8?.- La Administración de las Obras Sani- 
tarias del Estado o la Intendencia de Montevideo en 
su caso, podrán establecer líneas de financiamiento 
de largo plazo con fondos propios o de terceros, de 
bajo costo, a los efectos de facilitar las obras de co- 
nexión interna de las viviendas que deban realizar los 
usuarios de escasos recursos. 

Podrán asimismo establecer subsidios totales o par- 
ciales para las situaciones de vulnerabilidad, que se 
establecerán mediante la reglamentación correspon- 
diente que dictará el Poder Ejecutivo, sin perjuicio de 
las potestades de los Gobiernos Departamentales. 

Artículo 9”.- Las obras descriptas precedentemen- 
te serán evaluadas mediante procedimientos basados 
en indicadores objetivos que se establecerán en la re- 
glamentación correspondiente. 

Dichas obras estarán exceptuadas del régimen de 
aportación previsto en el Decreto-Ley N* 14.411, de 7 
de agosto de 1975, sus modificativas y concordantes, 
siempre y cuando cumplan con las siguientes condi- 
ciones: 

A) Que su costo total no supere las UR 120 (ciento 
veinte unidades reajustables), para cada unidad ha- 
bitacional. 

B) Que el costo salarial total no supere el equiva- 
lente a treinta jornales de medio oficial albañil (Cate- 
goría V) del Subgrupo 01 del Grupo 09 de los Conse- 
jos de Salarios (Decreto N” 138/005, de 19 de abril de 
2005), establecida, según correspondiere, por laudo 
de Consejos de Salarios, convenio o decreto del Poder 
Ejecutivo. 

C) Que tengan como único fin la adaptación y 
conexión de la sanitaria interna a la red de sanea- 
miento. Estarán comprendidas las obras accesorias 
de reparación de pisos, caminería, paredes y otras 
acciones asociadas que resulten de la realización de 
la misma. 

D) Que se encuentren disociadas del proceso in- 
tegral de obra al cual acceden y se realicen sobre una 
instalación sanitaria ya existente pero cuya condición 
técnica impida acceso a la red. 

E) Que las obras referidas sean contratadas me- 
diante convenios celebrados con instituciones públi- 
cas o privadas sin fines de lucro, cooperativas, peque- 
ñas y medianas empresas (unipersonales o no) que 
se encuentren regularmente inscriptos. También go- 
zará de la exoneración el titular de la obra que realice 
la misma mediante personal contratado registrado, 
siempre que sea usuario del servicio. 

Artículo 11.- Cumpliéndose con las condiciones 
previstas en el artículo anterior, las obligaciones de 
seguridad social se regularán conforme al régimen 
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general de las actividades de Industria y comercio. 
La modificación del régimen de aportación a la segu- 
ridad social por la respectiva actividad, no afectará la 
categoría salarial ni demás condiciones de los traba- 
jadores de la construcción afectados a la obra. 

Artículo 12.- El certificado que expida la Inten- 
dencia correspondiente respecto de la necesidad y 
viabilidad de la obra será suficiente para acreditar 
ante los organismos correspondientes el amparo de la 
exoneración establecida en la presente ley, sin perjui- 
cio de las potestades inspectivas del Banco de Previ- 
sión Social a los efectos de controlar la veracidad de 
las declaraciones y la regularidad de las obras. 

Artículo 13.- La Administración de las Obras Sani- 
tarias del Estado y la Intendencia de Montevideo de- 
berán presentar anualmente a la Dirección Nacional 
de Aguas, información sobre la cantidad de conexio- 
nes a la red de saneamiento, así como los subsidios 
aplicados. 

Artículo 14.- Incorpórase al Código Penal el 
artículo 224 Bis, el que quedará redactado de la 
siguiente forma: 

“ARTÍCULO 224 Bis.- El que para provecho pro- 
pio o de un tercero realice cualquier modalidad de 
conexión en forma clandestina a la red pública de 
alcantarillado, sea de vertimiento de aguas servidas o 
pluviales, será castigado con una pena de tres a vein- 
ticuatro meses de prisión. Constituyen circunstancias 
agravantes y la pena será aumentada de un tercio a 
la mitad: 

A) Si la conducta se realiza mediante la produc- 
ción de un daño a la red existente. 

B) Si la conducta ocasionare un perjuicio o per- 
turbación del servicio a otros usuarios. 

C) Cuando el agente revista la calidad de funcio- 
nario o ex funcionario de la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado o de la Intendencia de 
Montevideo relacionada a la actividad”. 

Artículo 15.- La Administración de las Obras Sani- 
tarias del Estado o la Intendencia de Montevideo en 
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su Caso, podrán realizar en los inmuebles con frente a 
la red pública de saneamiento las inspecciones nece- 
sarias para comprobar la existencia de transgresiones 
a lo dispuesto por esta ley, requiriendo las autoriza- 
ciones judiciales que correspondiere. 

Artículo 16.- El Registro Público de la Propiedad 
Inmueble no inscribirá ningún documento en que se 
transmita por cualquier título el dominio de inmue- 
bles con construcciones sin la constancia notarial de 
que se obtuvo el certificado de la Administración de 
las Obras Sanitarias del Estado o de la Intendencia 
de Montevideo en su caso. Dicho certificado deberá 
acreditar: 

A) la conexión a la red pública de saneamiento, o 

B) que no existe colector al frente del inmueble, o 

C) que el inmueble por su ubicación encuentre 
graves dificultades para su conexión de acuerdo al 
artículo 2* de la presente ley. 

Esta exigencia regirá a partir del tercer año de 
promulgada la presente ley. 

Artículo 17.- Deróganse el artículo 4” de la Ley 
N?* 10.690, de 20 de diciembre de 1945; el artículo 5* 
del Decreto-Ley N” 14.497, de 3 de febrero de 1976; 
el artículo 61 de la Ley N* 17.555, de 18 de setiembre 
de 2002, y, en general, todas las disposiciones que 
directa o indirectamente se contrapongan a la pre- 
sente ley 

De lo actuado se procede a la toma de versión ta- 
quigráfica, cuya copia dactilografiada luce en el Dis- 
tribuido N* 1012/2011, el que forma parte integrante 
del presente documento. 

Siendo las diecinueve y veinte minutos se levanta 
la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman la señora Presidenta y la señora 
Secretaria de la Comisión. 

Lucía Topolansky, Presidenta; Carla 
Buoncristiano, Secretaria.” 
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NALAS REDES PÚBLICAS DE SANEAMIENTO | CONEXIÓN A LAS REDES PÚBLICAS DE SANEAMIENTO 


”.. De acuerdo con lo estatlecido en el artículo Artículo 1*.- De acuerdo con lo establecido en el artículo 
47 de la Constitución de la República, se declara de interés | 47 de la Constitución de la República, se declara de interés 
general la conexión a las redes públicas de saneamiento | general la conexión a las redes públicas de saneamiento 
existentes en el país o que se construyan en el futuro. existentes en el pals o que se construyan en el futuro. 


1] 
.- Es obligatoria la cone»ión a dichas redes Artículo 2*.- Es obligatoria la conexión a dichas redes 
para todos los propietarios o promitentes compradores de los | para todos los propietarios o promitentes compradores de los 
inmuebles con frente a la red pública de saneamiento, que | inmuebles con frente a la red pública de saneamiento, que 


cumplan con una de las siguientes condiciones. cumplan con una de las siguientes condiciones: 
| 


A) Tengan construcciones de abastesimiento de agua, | A) Tengan construcciones con abastecimiento de agua, 


CON 


cualquiera sea su ongen. cualquiera sea su origen. 

B) Que posean construcciones de cualquier tipo susceptibles B) Que posean construcciones de cualquier tipo susceptibles 
de ser utilizadas para el uso humano. de ser utilizadas para el uso humano. 

C) Que requieran algún tipo de instalación sanitaria. C) Que requieran algún tipo de instalación sanitaria. 
Solo podrán excepcionarse aquellos inmuebles con Solo podrán excepcionarse aquellos inmuebles que por la 


destino a casa-habitación que por la cota no sean idóneos para | cota no sean idóneos para el saneamiento por gravedad. 
el saneamiento por gravedad, 25 demuesi: 
[lol] 


Artículo 3". inislración de las Obras Sanitarias .- La Administración de las Obras Sanitarias 
del Estado, o la Intendencia de Montavideo, según sus |del Estado o la Intendencia de Montevideo, según sus 
competencias territoriales, deberán efectuar publicaciones | competencias territoriales, deberán efectuar publicaciones 
dentro del plazo de dos meses de promulgada la presente ley, | dentro del plazo de dos meses de promulgada la presente ley. 
detallando las cales por las cuales pasan las | En las mismas se detallarán las calles por las cuales pasan las 
redes de saneamiento existentes y lo misme harán con las redes | redes de saneamiento existentes y lo mismo harán con las redes 
que se construyan en el futuro, dentro de los dos meses de que se construyan en el futuro, dentro de los dos meses de 
habilitadas las obras habilitadas las obras. 

icaci deberán efectuarse durante diez días | Las publicaciones deberán efectuarse durante diez dias 
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Las publicaciones deberán efectuarse durante diez días publicaciones deberán efectuarse durante diez días 
corridos en dos diarios de circulación nacional y en el Diario | corridos en dos diarios de circulación nacional, en el Diario 
Oficial. Sin perjuicio de ello, los citados organismos Oficial y en la facturación mensual. Sin perjuicio de ello, los 
deberán dar la más amplia difusión a las obras y a los planes de | citados organismos deberán dar la más amplia difusión a las 
financiación, si existieren. anes de financiación, si existieren 


Artículo 4”.- El plazo para la cone»ión a las redes de Articulo _4*.. El plazo para la conexión a las redes de 
saneamiento será el siguiente: saneamiento será el siguiente: 


A) Cuando se trate de edificaciones construidas en terrenos A) Cuando se trate de edificaciones construidas en terrenos 
con frente a la red pública de saneamiento existente, el con frente a la red pública de saneamiento existente el 
plazo será de un año contado a partir del último día de la plazo será de un año, contado a partir del último día de la 
publicación referida en el artículo precedente. publicación referida en el articulo precedente. 


B) Cuando se trate de edificaciones er terrenos por cuyo B) Cuando se trate de edificaciones en terrenos por cuyo 


frente se construya una red de sanearniento, el plazo será 
de dos años contados a partir del último día de la 
publicación a que refiere el artículo 3”. La Administración 
de las Obras Sanitarias del Estado (OSE) o la Intendencia 
de Montevideo en su caso, podrán conceder prórrogas 
con un plazo máximo de veinliciatro meses a la 
pol de conexión prevista en el presente artículo, de 

indole socioeconómicas | 


indicadores objetivos que se establecerán en las 


frente se construya una red de saneamiento, el plazo será 
de dos años contados a partir del último día de la 
publicación a que refiere el artículo 3%, La Administración 
de las Obras Sanitarias del Estado o la Intendencia 
de Montevideo en su caso, podrán conceder prórrogas 
a la obligación de conexión prevista en el presente 
artículo con un plazo máximo de veinticuatro meses. Para 
ello se contemplarán las situaciones de  [ndole 
socioeconómicas mediante procedimientos de evaluación 
basados en indicadores objetivos que se establecerán en 
las reglamentaciones que se dicten. 
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por la autoridad competente que acredite la solicitud 


expedido por la autoridad competente que a 
de conexión a dicha red. 


Artículo _6*.. En caso de propietarios o promitentes 
compradores de inmuebles con destino a casa-habitación que 
incumplan con lo dispuesto en la presente ley, la Administración 
de las Obras Sanitarias del Estado o la Intendencia de 
Montevideo en su caso, quedan facultados a imponerles una 
multa mensual equivalente al 100% (cien por ciento) de los 
consumos de agua de cada mes en cuestión, hasta que 
regularicen su situación. En caso de no existir conexión de agua, 
la multa mensual equivaldrá a tres cargos fijos del servicio de 
o 
cues , 


de las Obras Sanitarias del Estado o la Intendencia de 
Montevideo en su caso, quedan facultados a imponerles una 
multa mensual equivalente al 100% (cien por ciento) de los 
consumos de agua de cada mes en cuestión, hasta que 
regularicen su situación. En caso de no existir conexión de agua, 
ta multa mensual equivaldrá a tres cargos fijos del servicio de 
agua y de saneamiento, según la tarifa que rija en cada mes en 
cuestión. 


El monto de la presente multa en ningún caso superará el 
50% (cincuenta por ciento) del valor de aforo del inmueble. 


El monto de la presente multa en ningún caso superará el 
50% (cincuenta por ciento) del valor del aforo del inmueble. 


Articulo_7*.- En caso de propietarios o promitentes 
compradores de inmuebles con destino comercial, industrial 
o servicios que incumplan con lo dispuesto en la presente ley, 
la Aoministración de las Obras Sanitarias del Estado o la 
Intendencia de Montevideo en su caso, quedan facultados a 
imponerles una multa mensual equivalento al 100% (clan 
por ciento) de los consumos de agua de cada mes en 
cuestión, hasta que regularicen su situación. 


.- Para el caso de propietarios o promitentes 
compradores de inmuebles con destino ccmercial o industrial 
que tengan abastecimiento propio de agua (aún cuando 
también servicio de la Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado y que incumplan con las disposiciones de la presente 
ley), el cálculo de la multa referida en el inciso primero del 
artículo anterior, se hará en base a la estimación técnica del 
| consumo mensual. 


En caso que tengan abastecimiento propio de agua, 
aun cuando tengan servicio de la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado e incumplan con lo dispuesto 
en la presente ley, el cálculo de la multa referida an el inciso 
primero del presente artículo, se hará en base a la 
estimación técnica del consumo mensual. 
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Dicha estimación se hará tomando en cuenta los metros | 2 e aun ponian ulzdos 0 acuerdo con los 


[cocos de agua polonciamert uizados sc el po e cúbicos de agua potencialmente utilizados de acuerdo con los 
? '0n "150! criterios técnicos que establezca la Administración. 


acuerdo con las directivas de la Dirección Nacional de Aguas, 


Administración de las Obras Sanitarias dol Estado y 
abastecimiento propio de agua, o solamonto abastecimiento 
propio de agua, el cálculo se hará según lo dispuesto en los 
incisos segundo y siguientes del presente artículo. 


,- La Administración de las Obras Sanitarias 
del Estado o la Intendencia de Montevideo en su caso, podrán 
establecer líneas de financiamiento de larga plazo con fondos 
propios o de terceros, de bajo costo, a los efectos de facilitar las 
obras de conexión interna de las viviendas que deban realizar 


del Estado o la Intendencia de Montevideo en su caso, podrán 
establecer lineas de financiamiento de largo plazo con fondos 
propios o de terceros, de bajo costo, a los efectos de facilitar las 
obras de conexión interna de las viviendas que deban realizar 
los usuarios de escasos recursos. 

Podrán asimismo establecer subsidios totales O 
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Artículo 9”.- Las obras descriptas precedentemente 

serán evaluadas mediante procedimientos basados en 

indicadores objetivos que se establecerán en la reglamentación 
lente 


Dichas obras estarán exceptuadas del régimen de 
aportación previsto en el Decreto-Ley N* 14.411, de 7 de agosto 
de 1975, sus modificativas y concordantes, siempre y cuando 
| cumplan con las siguientes condiciones: 


.» Las obras descriptas precedentemente 
que serán evaluadas mediante procedimientos basados en 
indicadores objetivos que se establecerán un la reglamentación 
correspondiente, estarán exceptuadas del régimen de 

previsto en el Decreto-Ley N” 14 411, de 7 de agosto 
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A) Que su costo total no supere las UR _90 (noventa 
unidades reajustables), para cada unidad habitacional. 


B) Que el costo salarial total no supere el equivalente a 
treinta jornales de medio oficial albarul (Categoría V) del 
Subgrupo 01 del Grupo 09 de los consejos de Salarios 
(Decreto N* 138/005, de 19 de abri de 2005), 
establecida, según correspondiere, por laudo de 
Cbnsejos de Salarios, convenio o decreto del Poder 
Ejecutivo. 

C) Que tengan como único fin la adaptación y conexión de la 
sanitana interna a la red de saneamiento. Estarán 
comprendidas las obras accesorias de reparación de 
pisos, caminería, paredes y otras acciones asociadas que 
resulten de la realización de la misma 


Que se encuentren disociadas del proceso integral de 


D) 
obra al cual acceden y se realicen sobre una instalación 
sanilana ya existente pero cuya cond ción técnica impida 


A) Que su costo total no supere las UR 120 (ciento veinte 
unidades reajustables), para cada unidad habitacional. 


B) Que el costo salarial total no supere el equivalente a 
treinta jornales de medio oficial albañil (Categoría V) del 
Subgrupo 01 del Grupo 09 de los Consejos de Salarios 
(Decreto N* 138/005, de 19 de abril de 2005), 
establecida, según  correspondiere, por laudo de 
Consejos de Salarios, convenio o decreto del Poder 
Ejecutivo. 


C) Que tengan como único fin la adaptación y conexión de la 
sanitaria interna a la red de saneamiento. Estarán 
comprendidas las obras accesorias de reparación de 
pisos, caminería, paredes y otras acciones asociadas que 
resulten de la realización de la misma. 


D) Que se encuentren disociadas del proceso integral de 
obra al cual acceden y se realicen sobre una instalación 
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acceso a la red. 


Artículo 10.- Para gozar de la ixoneración prevista 
en el artículo anterior, las obras referidas deberán ser 
contratadas mediante convenios celebrados con 
instituciones públicas o privadas sin fines de lucro, 


regularmente inscriptos, o mediante la contratación de 
personal dependiente registrado por el titular de la obra, 
siempre que este último opere como tsuario del servicio, 


Artículo _11.- Cumpliéndose con las condiciones 
las obligaciones de seguridad 
social se regularán conforme al régimen general de las 
actividades de industria y comercio. La modificación del régimen 
de aportación a la seguridad social por la respectiva actividad, 
no afectará la a salarial ni demás condiciones de los 
trabajadores de la construcción afectados a la obra. 


Artículo _12.- El certificado que expida la Intendencia 
correspondiente, respecto de la necesidad y viabilidad de la 
obra, será suficiente para acreditar ante los organismos 
correspondientes, el amparo de la exoneración establecida en la 
presente ley, sin perjuicio de las potestades inspectivas del 


| de las declaraciones y la regularidad de las cbras. 


Banco de Previsión Social a los efectos de controlar la veracidad 


.- La Administración de las Obras Sanitarias 

del Estado y la Intendencia de Montevideo deberán presentar 
| anualmente a la Dirección Nacional de Aguas, información sobre 
| la cantidad de conexiones a la red de saneamiento, así como los 


acceso a la red. | 
nte 


E) Que las obras referidas sean contratadas media 
convenios celebrados con instituciones públicas o 
privadas sin fines de lucro, cooperativas, pequeñas y 
medianas empresas (unipersonales o no) que se 
encuentren regularmente inscriptos. También gozará de 
la exoneración el titular de la obra que realice la misma 
mediante personal contratado registrado, siempre que 
sea usuario del servicio. 


rtículo _10.- .- Cumpliéndose con las condiciones 
PP... en el artículo anterior, las obligaciones de seguridad 
social se regularán conforme al régimen general de las 
actividades de industria y comercio. La modificación del régimen 
de aportación a la seguridad social por la respectiva actividad, 
no afectará la categoría salarial ni demás condiciones de los 
trabajadores de la construcción afectados a la obra. 


Artículo 11.- El certificado que expida la Intendencia 
correspondiente respecto de la necesidad y viabilidad de la 
obra será suficiente para acreditar ante los organismos 
correspondientes el amparo de la exoneración establecida en la 
presente ley, sin perjuicio de las potestades inspectivas del 
Banco de Previsión Social a los efectos de controlar la veracidad 
de las declaraciones y la regularidad de las obras. 


Artículo 12.- La Administración de las Obras Sanitarias 
del Estado y la Intendencia de Montevideo deberán presentar 
anualmente a la Dirección Nacional de Aguas, información sobre 
la cantidad de conexiones a la red de saneamiento, así como los 
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de ley a la Cámara de Rep: tantes 
Artículo 14.- Incorpórase al Código Fenal el articulo 224 Artículo 13.- Incorpórase al Código Penal el artículo 224 
Bis, el que quedará redactado de la siguiente forma: Bis, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 224 Bis.- El que para provecho propio o de "ARTÍCULO 224 Bis.- El que 
un tercero realice cualquier modalidad de conexión en 
forma clandestina a la red pública de: alcantarillado, sea 
de vertimiento de aguas servidas o pluviales, será 
castigado con una pena de tres a ve nticuatro meses de castigado con una pena de tres a veinticuatro meses de 


prisión. Constituyen circunstancias agravantes y la pena prisión. Constituyen circunstancias agravantes y la pena 
será aumentada de un tercio a la mitad: será aumentada de un tercio a la mitad: 
A) Si la conducta se realiza mediante la producción de A) Si la conducta se realiza mediante la producción de 
un daño a la red existente, un daño a la red existente. 
B) Si la conducta ocasionare un perjuicio o B) Si la conducta ocasionare un perjuicio O 
perturbación del servicio a otros. usuarios. perturbación del servicio a otros usuarios. 
C) Cuando el agente revista la caidad de funcionario C) Cuando el agente revista la calidad de funcionario 
o ex funcionario de la Administración de las Obras o ex funcionario de la Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado o de la Intendencia de Sanitarias del Estado o de la Intendencia de 
Montevideo relacionada a la acilvidad". Montevideo relacionada a la actividad". 


Artículo 15.- La Administración de las Obras Sanitarias Artículo 14.- La Administración de las Obras Sanitarias 
del Estado o la Intendencia de Montevideo en su caso, podrán | del Estado o la Intendencia de Montevideo en su caso, podrán 
realizar en los inmuebles con frente a la red pública de | realizar en los inmuebles con frente a la red pública de 
saneamiento las inspecciones necesarias para comprobar la | saneamiento las inspecciones necesarias para comprobar la 
existencia de transgresiones a lo dispuesto por esta ley, | existencia de transgresiones a lo dispuesto por esta ley, 
requiriendo las autorizaciones judiciales que sorrespondiere. requiriendo las autorizaciones judiciales que correspondiere. 


o lso 19. A partir del tercer año de promulgada esta Artículo 15.- El Registro Público Pa la Propiedad 
Público de la Propiedad Inmueble no inscribirá g > 
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ningún documento en que se transmita pcr cualquier título el 
dominio de inmuebles con construcciones sin la constancia 
notarial de que se obtuvo el certificado de la Administración de 
las Obras Sanitarias del Estado o de la Intendencia de 
Montevideo en su caso, que acredite la conexión a la red 
pública de saneamiento o que no existe colector al frente del 
inmueble, o que el inmueble por su ubicación encuentre graves 
dificultades para su conexión de acuerdo al artículo 2* de la 
presente ley. 


por cualquier título el dominio de inmuebles con construcciones 
sin la constancia notarial de que se obtuvo el certificado de la 
Administración de las Obras Sanitarias del Estado o de la 
Intendencia de Montevideo en su caso, Dicho certificado deberá 
acreditar: 


A) la conexión a la red pública de saneamiento, o 
B) que no existe colector al frente del inmueble, o 


C) que el inmueble por su ubicación encuentre graves 
dificultades para su conexión de acuerdo al artículo 2* de 
la presente ley. 


Esta exigencia regirá a partir del tercer año de 
promulgada la presente ley. 


Artículo 16.- Deróganse el artículo 4” de la Ley N* 
10.690, de 20 de diciembre de 1945; el artículo 5* del Decreto- 
Ley N” 14,497, de 3 de febrero de 1976; el artículo 61 de la Ley 
N* 17.555, de 18 de setiembre de 2002, y, en general, todas las 
disposiciones que directa o indirectamente se contrapongan a la 
presente ley, 


Artículo 17.- Deróganse el artículo 4? de la Ley N* 
10.690, de 20 de diciembre de 1945; el artículo 5” del Decreto- 
Ley N* 14,497, de 3 de febrero de 1976; el artículo 61 de la Ley 
N* 17.555, de 18 de setiembre de 2002, y, en general, todas las 
disposiciones que directa o indirectamente se contrapongan a la 
presente ley. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Lorier. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: me siento 
muy honrado por el hecho de que la Comisión de Vi- 
vienda y Ordenamiento Territorial me haya designado 
Miembro Informante de este proyecto de ley sustitu- 
tivo del aprobado en la Cámara de Representantes, 
denominado: “Conexión a las redes públicas de sa- 
neamiento”. 


La Comisión propone, por unanimidad de sus 
miembros, la aprobación del proyecto de ley median- 
te el cual se promueve la conexión domiciliaria a las 
redes de saneamiento. Es de destacar la unanimidad, 
aunque existen salvedades en aspectos particulares 
que se expresarán en Sala. Es importante subrayar el 
trabajo de la Comisión, que lo hizo colectivamente y 
efectuó valiosos aportes para mejorar el texto prove- 
niente del Poder Ejecutivo y de la Cámara de Repre- 
sentantes. Igualmente, son destacables las contribu- 
ciones y aclaraciones realizados por las autoridades 
que se hicieron presentes en la Comisión. 


Los fundamentos y los objetivos a los que apunta 
este proyecto de ley refieren principalmente a mejo- 
rar la calidad de vida, la salud pública y el cuidado 
del medio ambiente. Desde muchos ángulos se puede 
abordar la importancia de la conexión de los inmue- 
bles -ya sea que se trate de casa habitación o con des- 
tino comercial, industrial o de servicio- a las redes 
públicas de saneamiento. Es por demás conocido el 
riesgo sanitario y contaminante de los llamados po- 
zos negros y otras formas precarias de tratamiento 
de efluentes. Por tanto, se trata de una importante 
herramienta para combatir diversas enfermedades 
infecciosas que, de otra manera, permanecerán afec- 
tando seriamente la calidad de vida personal, familiar 
y de la sociedad toda. 


Otro aspecto importante a tener en cuenta para 
aprobar esta iniciativa es el relativo a los cuantiosos 
recursos que el Estado ha invertido y seguirá hacién- 
dolo en materia de saneamiento, por lo que se hace 
necesario maximizar las conexiones, por la economía 
del sistema y su adecuado funcionamiento. 


Recordamos que el artículo 47 de la Constitución 
de la República establece: “La protección del medio 
ambiente es de interés general. Las personas deberán 
abstenerse de cualquier acto que cause depredación, 
destrucción o contaminación graves al medio am- 
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biente. La ley reglamentará esta disposición y podrá 
prever sanciones para los transgresores”. Y más ade- 
lante agrega: “El acceso al agua potable y el acceso al 
saneamiento, constituyen derechos humanos funda- 
mentales”. Por eso, es clara la relación de este pro- 
yecto de ley con los objetivos constitucionales antes 
expuestos. Va en dirección a promover el cuidado del 
medio ambiente y a implementar mecanismos con- 
cretos que efectivicen la conexión de cada vivienda 
o establecimiento comercial, industrial o de servicios 
a la red de saneamiento ya construida o a construir. 


Por otra parte, en el Plan Quinquenal de Vivien- 
das, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente subrayó que una de las líneas 
de trabajo priorizadas era la conexión al saneamiento 
de aquellas viviendas que todavía no estuvieran co- 
nectadas. Se estima que unos cincuenta mil inmue- 
bles tienen redes de saneamiento a su frente y, sin 
embargo, por diversas causas aún no se han conecta- 
do. Esto se une a que la Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado tiene en curso un ambicioso 
plan de obras que requiere inversiones importantes 
para extender el saneamiento en lugares potencial- 
mente críticos, tales como Ciudad de la Costa y Las 
Piedras, en el departamento de Canelones, y Maldo- 
nado y Punta del Este, además de diversos emprendi- 
mientos en otros lugares del interior del país. 


La necesidad de este proyecto de ley de promo- 
ción de las conexiones surge también de otro dato de 
interés: en importantes lugares del interior del país 
existen redes de saneamiento con un bajísimo nivel 
de conexiones; menos del 15% en algunos casos. Di- 
chas obras implicaron un gran desembolso para la 
sociedad toda, y no es correcto que se incumplan los 
objetivos para las cuales fueron realizadas. De aquí 
surge la necesidad de revisar la legislación, dándo- 
le un marco regulatorio más amplio, conjugando la 
forzosa extensión de las redes de saneamiento con 
la obligatoriedad de su utilización. De esta manera 
nos aproximaremos, por un lado, a los objetivos en 
materia de mejora del nivel de vida de la población y 
de protección del medio ambiente urbano y, por otro, 
a asegurar un mínimo retorno de la inversión que con 
tanto esfuerzo realizó la sociedad en su conjunto. 


Recordemos que la Ley N* 17.555 ya preveía la 
obligatoriedad de la conexión al saneamiento. Sin 
embargo, realidad mediante, se constata que dicho 
texto legal no logró cumplir con sus objetivos. Las 
causas son variadas: no se establecían sanciones al 
incumplidor, la Administración podía exonerar -di- 
cho esto entre comillas- de la obligación en función 
de las capacidades contributivas -entre comillas- y 
la norma no previó un sistema de estímulos y faci- 
lidades para que las conexiones pudieran avanzar 
sustancialmente. 
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Por lo tanto, estos son los elementos generales 
que nos llevaron a aprobar este proyecto de ley en 
Comisión. 


En particular, el texto quetenemos a consideración, 
en su artículo 1% -en consonancia con el artículo 
47 de la Constitución de la República- declara de 
interés general la conexión a las redes públicas de 
saneamiento. 


El artículo 2* establece la obligatoriedad de la co- 
nexión a dichas redes para todos los propietarios o 
promitentes compradores de los inmuebles con fren- 
te a la red pública de saneamiento, que cumplan con 
determinadas condiciones, quedando definido que el 
propietario o el promitente comprador no quedará 
obligado a conectarse en el único caso en el que, por 
la cota, su vivienda no sea idónea para el saneamien- 
to por gravedad. Es de señalar que están obligados a 
conectarse a la red de saneamiento todos los inmue- 
bles y no solo los destinados a casa habitación. 


Los artículos 3%, 4” y 5% prevén mecanismos para 
la difusión pública de las obras que están prontas 
para recibir las conexiones. Se agrega la facturación 
mensual al texto que viene de la Cámara de Repre- 
sentantes, como otra forma o modo de información. 
También se fijan plazos para realizar las obras de co- 
nexión y se legisla sobre la necesidad de acreditar la 
solicitud de conexión a la red para obtener el permiso 
de construcción por parte de las Intendencias res- 
pectivas. 


El artículo 6 faculta a la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado a imponer una multa 
mensual a los incumplidores. 


El artículo 7” establece el mecanismo por el cual 
se sancionará a propietarios de inmuebles con desti- 
no a industria, comercio o servicio, que incumplan 
con su obligación. 


El artículo 8% -y esto lo queremos destacar es- 
pecialmente- fija líneas de financiamiento así como 
subsidios totales o parciales para situaciones de vul- 
nerabilidad, con el objetivo de facilitar las obras de 
conexión interna al domicilio que sean necesarias. 


El artículo 9% define excepciones al régimen de 
aportes por obras a la seguridad social -régimen ex- 
cepcional que ha sido acordado con el Banco de Pre- 
visión Social- y otorga prioridad a las obras realizadas 
por instituciones públicas y privadas sin fines de lu- 
cro, cooperativas y pymes que abarcan a microem- 
presas de 1 a 4 empleados, a pequeñas empresas de 
5 a 19 empleados y a medianas empresas de 20 a 99 
empleados -tal como lo definen los decretos respec- 
tivos- y que, además, todas ellas se encuentren re- 
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gularmente inscriptas. También se incluye al usuario 
del servicio en esas excepciones al régimen de aporte. 


Con relación a lo establecido en el proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes, el costo 
total de la obra se elevó de 90 a 120 Unidades Reajus- 
tables para cada unidad habitacional. 


Los artículos 9” y 10 del proyecto venido de la Cá- 
mara de Representantes se unificaron, por lo que el 
entonces artículo 10 se transformó en un literal del 
artículo 9”. Esta disposición, referida a las obligacio- 
nes de seguridad social, establece que la modificación 
del régimen de aportación a la seguridad social por la 
respectiva actividad no implicará pérdida de derechos 
para los trabajadores de la construcción afectados a 
la obra. 


El artículo 11 fija el procedimiento para acceder a 
las exoneraciones establecidas. 


Por el artículo 12 se establecen mecanismos para 
regular y brindar información sobre las obras reali- 
zadas. 


En los artículos 13, 14 y 15 se describen las san- 
ciones para quienes infrinjan la ley. Se castigará con 
una pena de tres a veinticuatro meses de prisión a 
quienes realicen conexiones a las redes públicas de 
saneamiento en forma clandestina. Se determina que 
la Administración de las Obras Sanitarias del Esta- 
do o la Intendencia Municipal de Montevideo, en su 
caso, podrán realizar las inspecciones necesarias para 
comprobar la existencia de transgresiones a lo dis- 
puesto por la ley en los inmuebles con frente a la red 
pública de saneamiento. Asimismo, se ha dispuesto 
que a partir del tercer año de promulgada esta nor- 
ma no se inscribirán propiedades en el Registro Pú- 
blico de la Propiedad Inmueble que no cuenten con 
la constancia notarial de que se obtuvo el certificado 
correspondiente de la Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado o de la Intendencia Municipal 
de Montevideo que acredite la realización de la co- 
nexión. 


Finalmente, el artículo 16, que es de orden, esta- 
blece las derogaciones necesarias. 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territo- 
rial de la Cámara de Senadores, con el voto conforme 
de todos sus miembros, excepto en lo que al literal 
E) del artículo 9 y a los artículos 10 y 11 refiere, 
entendió la trascendencia de este proyecto de ley y 
aconseja al Cuerpo su aprobación. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: 
adhiero a las palabras pronunciadas por el Miembro 
Informante, señor Senador Lorier, acerca de la 
forma en que ha trabajado -y continúa haciéndolo- 
la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial. 
Creo que lo ha hecho de una manera absolutamente 
coordinada, porque de ella han surgido varios 
proyectos de ley -todos ellos aprobados- referidos 
a temas que todos consideramos prioritarios en el 
Uruguay, y esta iniciativa no ha sido la excepción. 


En el proyecto de ley que estamos considerando, 
se establece la obligatoriedad de la conexión a las re- 
des públicas de saneamiento y se propone la dero- 
gación del artículo 4” de la Ley N* 10.690, de 1945, 
que contempla esta obligación sin sanción, y la del 
artículo 61 de la Ley N* 17.555, de 2002, que hace 
lo propio, pero con sanción. De acuerdo con la infor- 
mación que se nos ha brindado, esta norma nunca ha 
sido aplicada. Nosotros podemos establecer obligacio- 
nes y sanciones, pero si luego ellas no se cumplen por 
parte de los Entes, de la OSE o de la Intendencia, de 
nada sirve. 


Adelantamos que si bien acompañaremos en ge- 
neral el proyecto de ley, no vamos a votar algunos de 
sus artículos. Pedimos que se desglose el literal E) 
del artículo 9%, porque no lo vamos a votar y, en con- 
sonancia con lo expresado, haremos lo propio con los 
artículos 10 y 11. 


Señor Presidente: no estamos de acuerdo con la 
diferenciación que se hace de las empresas que ac- 
ceden a los beneficios establecidos para realizar las 
conexiones, en particular, con el hecho de que so- 
lamente algunas puedan acceder a ellos. ¿Por qué? 
Entendemos que debemos pensar en el ciudadano 
que va a realizar la conexión y, mediante estos me- 
canismos, no podemos obligarlo a contratar empre- 
sas que en definitiva le puedan prestar un servicio de 
construcción de su conexión a la red más caro que 
otras. Creemos también que si se decide conceder in- 
centivos tributarios, estos deben ser parte de un sis- 
tema general y no está bien fijarlos en determinados 
proyectos de ley. Un sistema tributario es, precisa- 
mente, un sistema y no una sumatoria de pequeñas 
cosas que se van dando mientras se aprueben distin- 
tas iniciativas. Además, la diferenciación en base a la 
capacidad contributiva ya está dada por las propias 
normas tributarias, por cuanto en ellas se establece 
quiénes y cuántos pagan Impuesto a la Renta de las 
Actividades Económicas, entre otros tributos. No nos 
parece lógico que se sigan sumando al sistema tribu- 
tario diferentes exoneraciones por aluvión y solamen- 
te para algunos actores. Además, señor Presidente, 
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si algunos de ellos van a brindar el servicio de cons- 
trucción más barato, tenemos que pensar en el ciu- 
dadano; de lo contrario, el resto de los actores podrá 
elevar sus precios en función de los beneficios de que 
gozan otros. De todas formas, siempre terminamos 
perjudicando al pueblo, a la gente, y más en este tema 
tan sensible como es la conexión a las redes públicas 
de saneamiento. 


Por los motivos expuestos, reitero que no votare- 
mos el literal E) del artículo 9% ni los artículos 10 y 
11 del proyecto de ley. Además, solicitamos que para 
la instancia de la discusión particular, se suprima la 
lectura de los artículos. 


SEÑOR SOLARI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Solari. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: este proyec- 
to de ley está basado en el deseo de mejorar la situa- 
ción de bienestar y las condiciones de salud de la po- 
blación uruguaya y, como bien dijo el señor Senador 
Bordaberry, no es innovador sino que construye sobre 
la base de lo que ya se hizo en el país. 


No obstante lo expuesto, quiero hacer algunas 
reflexiones con respecto a este tema, que considero 
importantes. 


Me parece que en alguna disposición de la ini- 
ciativa se debió haber establecido la obligación de la 
Administración de las Obras Sanitarias del Estado y 
de la Intendencia Municipal de Montevideo -por ser 
el único Gobierno Departamental del país que tiene 
competencia para hacerlo- de construir conectores 
de redes de saneamiento en las zonas de más bajos 
ingresos. Quizás esto forma parte de un plan, pero no 
ha sido previsto en la norma. 


Por otro lado, nada se dice en este proyecto de ley 
-considero importante determinarlo en la presente 
iniciativa o en otra- sobre la disposición final de las 
aguas servidas. Porque el hecho de que las canalice- 
mos y luego las vertamos en una corriente de agua sin 
tratarlas, no es lo más adecuado. 


Nada se expresa tampoco sobre la obligación que 
tienen fundamentalmente las Intendencias -no así 
OSE- de hacer frente a la canalización y al mane- 
jo adecuado de las aguas pluviales que, en zonas de 
asentamientos y de bajos recursos, constituyen una 
fuente de contaminación sanitaria tan importante 
como la de las aguas servidas. 
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Por último, quiero dejar una constancia en la ver- 
sión taquigráfica, porque el aspecto al que voy a alu- 
dir tampoco se incluyó en el proyecto de ley. Dado 
que en el servicio de saneamiento existe un mono- 
polio para la OSE en todo el país y para la Intenden- 
cia de Montevideo en el caso de la capital, debemos 
distinguir entre la conexión a las redes públicas de 
saneamiento y la solicitud por parte del interesado 
de esa conexión. La solicitud puede ser hecha en 
una determinada fecha, pero realmente efectivizarse 
muchos meses después por distintas circunstancias 
inherentes al funcionamiento de la Intendencia de 
Montevideo o de la propia OSE. Por lo tanto, creo que 
si el ciudadano efectuó los trámites correspondientes 
no podría ser penalizado por incumplimiento cuando 
la concreción de la conexión no depende de él sino de 
quien debe brindarle el servicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY.- A nivel de la Comisión se 
discutió mucho sobre las multas y su determinación, 
como así también sobre las diferentes situaciones que 
se dan; finalmente, llegamos a un acuerdo en cuanto 
a la redacción. 


En ese sentido, para fijar el monto de la multa se 
hizo una distinción entre los inmuebles que tienen 
servicio de agua potable de OSE, de aquellos que no 
lo tienen pero sí cuentan con pozo propio, y aquellos 
que tienen servicio de agua potable y también pozo 
propio. 


Creo que este es un muy buen proyecto de ley, que 
avanza frente a los dos antecedentes que establecían 
la obligatoriedad de la conexión a la red de sanea- 
miento; por un lado, la norma “en blanco”, dictada en 
el año 1945, denominada así por los juristas porque 
no tenía sanción y, por otro, la del año 2002, que si 
bien establecía sanciones, ni OSEÉ ni la Intendencia 
de Montevideo aplicaron sanción alguna. 


Comunico al Cuerpo que se hicieron las averi- 
guaciones correspondientes en OSÉ acerca de si se 
había aplicado alguna sanción porque, como se es- 
taba derogando la ley del año 2002, quizás se podría 
estar generando cierta responsabilidad del Estado. 
El Directorio de OSE fue concluyente en cuanto a 
que en ningún caso se aplicó el artículo 61 de la Ley 
N? 17.555. 


Por lo expuesto, vamos a votar afirmativamente en 
general el proyecto de ley, pero no así las normas que 
ya señalamos. Asimismo, solicitamos que se suprima 
su lectura. 


Es cuanto quería expresar. 
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SEÑORA TOPOLANSKY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: su- 
mándome a las palabras del señor Senador Lorier, 
quiero expresar que este proyecto de ley simplemen- 
te trata de la obligatoriedad de la conexión a la red 
de saneamiento, pero no refiere -porque no es su ob- 
jetivo- al diseño de las redes, ni a los vertidos, así 
como tampoco indica los pasos a seguir en el acceso 
al saneamiento por parte de la población. Este tema 
podría ser objeto de otro proyecto de ley en caso de 
que fuera necesario regularlo. 


Cabe destacar que la Comisión de Vivienda y Or- 
denamiento Territorial recibió al Directorio de OSE 
en pleno -está integrado por tres miembros-, que nos 
puso en conocimiento de los planes de saneamiento 
que tiene en desarrollo. Es de conocimiento de los 
señores Senadores que los saneamientos tienen un 
diseño diferente según la localidad de que se trate. 
A modo de ejemplo, las localidades que cuentan con 
una pequeña población no ameritan el alcantarillado 
tradicional, pero sí otra clase de soluciones que ya 
han sido experimentadas y que son las que se van a 
desarrollar. 


Uruguay tiene una red de saneamiento bastan- 
te importante; en los últimos años se han realizado 
grandes obras y cuenta con un plan para seguir desa- 
rrollándola. Lo importante a destacar de este proyec- 
to de ley es evitar que una vez realizada la inversión 
y la obra -por cierto, bastante costosa- haya gente 
que por cierto hábito o por no querer pagar la tasa 
de saneamiento, no se conecte a la red cuando esta 
pasa frente a su casa. Es decir que el proyecto de ley 
obligará a la gente a que se conecte a la red de sanea- 
miento y hará efectiva la obra en sus consecuencias 
sanitarias y medioambientales; todos debemos estar 
conectados. 


Debemos recalcar que lo que se pague por tasa de 
saneamiento siempre será mucho menor que lo que 
se paga por el servicio de barométrica. Obviamente, 
hay gente que no paga tasa de saneamiento ni baro- 
métrica, sino que hace un robador hacia la nada sin 
importarle perjudicar a los vecinos. Para convivir en 
sociedad deben existir normas y esta, a mi juicio, es 
una norma que ayuda a la convivencia y a que todos 
cuidemos el medioambiente. 


Cabe destacar que este proyecto de ley -que me 
parece muy importante- tuvo un exhaustivo estudio 
en la Cámara de Representantes y nosotros hemos in- 
troducido ciertas modificaciones, algunas de ellas en 
cuanto a su redacción. A modo de ejemplo, por parte 
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de OSE se nos informó que el costo de 90 UR estaba 
quedando por debajo de la realidad. Por lo tanto, en 
acuerdo con sus autoridades se elevó ese costo y se 
tuvieron que realizar modificaciones en la redacción 
de otros artículos. 


Con respecto al literal E del artículo 9% y los dos 
concordantes -artículos 10 y 11-, creemos que la exo- 
neración a las medianas y pequeñas empresas, a las 
cooperativas y demás que allí se detallan, con quienes 
se pueden hacer contratos, no genera ningún privi- 
legio, sino que incentiva la participación de peque- 
ñas empresas en obras chicas. Esto puede llegar a 
ser muy beneficioso para poder lograr realmente lo 
que queremos en un momento en que la industria de 
la construcción tiene gran demanda y su capacidad 
operativa está en alza. 


Por lo expuesto, vamos a votar afirmativamente 
estos tres artículos completos; creemos que son im- 
portantes y que las exoneraciones deben estar dirigi- 
das a determinados ámbitos de la sociedad, como allí 
se plantea. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CHIRUCHI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Señor Presidente: el Parti- 
do Nacional va a votar afirmativamente el proyecto 
de ley. 


Lamentablemente no pudimos estar en la última 
Sesión de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento 
Territorial en que se votó el articulado, pero transmi- 
timos nuestro acuerdo, ya que el objetivo es utilizar 
los medios que existen en el país y la inversión que ha 
hecho la sociedad uruguaya en lo que tiene que ver 
con salud y salubridad. A través de este proyecto de 
ley se cumple un rol social obligando y facilitando la 
conexión a la red de saneamiento. 


Hoy, en este Cuerpo, estamos presentes Legisla- 
dores que tuvimos la experiencia de ser Intenden- 
tes de diferentes departamentos, y este fue un tema 
prioritario en nuestras gestiones. La extensión de la 
red de saneamiento tiene como primer protagonista 
a los vecinos, luego a OSE y a los Municipios. Hace 
unos instantes, comentábamos con los señores Se- 
nadores Da Rosa y Moreira acerca de los famosos 
convenios tripartitos entre OSE, los vecinos y los 
Municipios, donde incluso se da la experiencia de 
la instalación, la conexión y la mano de obra por 
parte del vecindario, de los pobladores de un barrio 
determinado. 
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La participación de OSE se da a través del sumi- 
nistro de materiales, y la de las Intendencias, pro- 
porcionando las retroexcavadoras y materiales para la 
instalación del servicio. En Comisión manifestamos 
que en todos los departamentos del interior -y estoy 
mirando al ex Intendente de Rivera- este servicio 
obligaba a las Intendencias a realizar un gran esfuer- 
zo económico y logístico, en cuanto a la presencia de 
barométricas en todos los centros poblados de cada 
departamento. Como se sabe, el costo de las baromé- 
tricas privadas hace que los vecinos más humildes de 
los barrios periféricos no puedan utilizarlas regular- 
mente. Entonces, en zonas con terrenos anegadizos 
o bajos donde los pozos se llenan en 20 o 25 días, el 
vecino que no tiene los recursos para contratar una 
barométrica termina tirando las aguas servidas hacia 
una cuneta, hacia la calle o al fondo del terreno don- 
de tiene su vivienda. 


Por tanto, así como en un tiempo existió una polí- 
tica de Estado agresiva por parte de UTE en relación 
con la extensión de la electrificación rural en la cam- 
paña, creemos que llegó la hora de que OSEÉ extienda 
la red de saneamiento a aquellas ciudades y pueblos 
que hoy no cuentan con ese servicio. Entiendo que 
esto debe ser una política de Estado, más aun en este 
tiempo en que las arcas del Estado tienen suficientes 
recursos como para resolver estos temas que son tan 
caros para la calidad de vida y la salud de los urugua- 
yos. 


En Comisión comentábamos que Santiago Váz- 
quez -una población con muchos habitantes- no 
cuenta con saneamiento; que Ciudad del Plata, con 
más de 40.000 habitantes, tampoco; y así podríamos 
seguir enumerando los pueblos y ciudades dentro del 
territorio nacional que no lo tienen. Creemos que se 
debe disponer de recursos para que, rápidamente, 
OSE brinde este servicio tan vinculado con la salud 
y salubridad de nuestra población. Desde luego que 
las Intendencias, como siempre, deberán ser socios 
de esta política, no solo en la obra en sí y en el sumi- 
nistro de mano de obra y maquinaria, sino también 
asumiendo los costos relacionados con la rotura de 
los pavimentos y veredas para mantener las calles en 
buenas condiciones. 


Vamos a acompañar este proyecto de ley y vamos a 
plantear, una vez más, la necesidad de priorizar esta 
tarea por parte del Estado, del Gobierno y de OSE, 
en procura de una política de Estado más agresiva 
para que en un corto tiempo pueda decirse que en 
el país existe una presencia más fuerte de redes de 
saneamiento, tan firmemente vinculadas con la salud 
de la población. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 
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SEÑOR CHIRUCHI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: voy a se- 
guir la misma línea de pensamiento del señor Sena- 
dor Chiruchi. El daba cuenta de lo insuficientes que 
son las redes de saneamiento, sobre todo, en el inte- 
rior, aunque no sucede lo mismo en Montevideo don- 
de existe -o existió inicialmente- la coparticipación de 
recursos nacionales y departamentales. Por ejemplo, 
en el departamento de Colonia -el cuarto en pobla- 
ción en el país- solo hay tres centros poblados que 
cuentan con red de saneamiento y, por lo general, la 
conexión a dicha red no supera el 50% de quienes 
están al frente de la misma. Además, pensemos en el 
alto costo que tiene conectarse a la red y cómo todo 
esto se relaciona con la salud pública. 


Me parece muy bueno el proyecto de ley que va- 
mos a votar porque tiene relación con las condiciones 
de vida de la gente y, sobre todo, con su salud, pero 
tengamos presente cuán importante es para el país 
del futuro ampliar la red de saneamiento en el inte- 
rior de la República. En los departamentos donde la 
gente no está concentrada en un gran centro urbano, 
como sucede en Colonia, esto se hace muy difícil por- 
que estamos hablando de obras de muy alto costo que 
requieren previsiones presupuestales muy importan- 
tes. El tema me parece oportuno porque pone aten- 
ción sobre la necesidad impostergable de ampliar el 
saneamiento en el territorio nacional, sobre todo en 
el interior donde hay un acceso al agua potable que 
llega casi al 97% de los uruguayos, mientras que los 
porcentajes relativos a la conexión a los saneamien- 
tos son muy bajos. Considero que esto es muy bueno 
para hacer que la gente se conecte a la red de sanea- 
miento. Lo digo porque los que hemos sido Intenden- 
tes sabemos el alto costo que esto implica ya que las 
construcciones no están diseñadas para la conexión a 
la red, sino para la conexión a un pozo negro que está 
situado al fondo de la vivienda. Sé que en muchos 
casos no va a ser fácil instrumentarlo, aunque creo 
que será un esfuerzo que bien vale la pena realizar y 
que, seguramente, se traducirá en resultados concre- 
tos. Como decía el Senador Chiruchi, alertamos sobre 
la impostergable necesidad de ampliar las redes de 
saneamiento en el interior, donde son absolutamente 
insuficientes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Chiruchi. 


SEÑOR CHIRUCHI.- He terminado mi exposi- 
ción, señor Presidente. 
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SEÑOR VIERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR VIERA.- Señor Presidente: los Senado- 
res preopinantes ya han pintado adecuadamente la 
situación desde el punto de vista de las Intendencias 
-también compartimos la experiencia de ocupar ese 
cargo- y de los diversos costos, dada la falta de co- 
nexión al saneamiento. Por un lado, tenemos los cos- 
tos directos que tienen que ver con el mantenimiento 
de barométricas pero, por otro lado, están los costos 
indirectos en salud y en impacto ambiental, lo que no 
siempre es fácil de determinar. Todos sabemos que la 
principal dificultad radica en el tema de los recursos 
-OSE tiene la obligación de construir las redes de sa- 
neamiento en el interior del país y la Intendencia de 
Montevideo, en la capital-, debido a los altos costos de 
construcción de las redes y de los sistemas de sanea- 
miento. Dada nuestra experiencia en el Directorio de 
OSE, puedo acotar que los servicios de alcantarillado 
y los tratamientos de aguas servidas son altamente 
deficitarios. Sin duda, si cualquier Intendencia qui- 
siera tomar el servicio como lo tiene la Intendencia de 
Montevideo, estoy seguro que OSE estaría encantado 
de regalarlo porque tiene que aplicar subsidios cruza- 
dos en la tarifa de agua. Debido a los altos costos nos 
parece muy buena la iniciativa de este proyecto de 
ley que vamos a votar gustosos. El promedio para que 
una red de alcantarillado nueva tenga un 80% de uti- 
lización razonable, es de 10 años; y estamos hablando 
de altísimas inversiones que tiene que realizar OSE, 
en una palabra, todos los uruguayos. 


El hecho de introducir penalidades a través de 
una ley para que aquel frentista que tenga una red 
disponible se conecte, nos parece muy bueno. Pero 
también conocemos -como ya se ha dicho aquí- las 
dificultades a las que se ve enfrentado aquel ciudada- 
no que tiene que levantar todos los pisos de su casa 
para conectarse a la red que pasa por el frente -evi- 
dentemente se trata de una obra enorme- porque las 
fosas sépticas -los pozos negros- generalmente están 
ubicadas en el fondo de los terrenos. 


En los últimos quince o veinte años, y a través 
de distintos programas -como es el caso de Credi- 
mat-, OSE ha encontrado diferentes maneras de fi- 
nanciamiento para que los vecinos puedan realizar 
estas obras. Con este proyecto de ley se deja el finan- 
ciamiento en manos de OSE y de la Intendencia de 
Montevideo, pero creo que es un tema que excede 
las posibilidades del organismo que, si bien es uno 
de los entes públicos más importantes que tiene el 
país, cuenta con recursos bastante limitados porque 
el agua no es gratis. A veces se dice: “¿Cuánto paga- 
mos por el agua que es gratis porque llueve?”. No es 


474-C.S. 


así, porque hay que tratarla, bombearla, transportarla 
y, ni que hablar, hacer el saneamiento. 


Aunque no es el motivo de este proyecto de ley, 
quiero dejar expresado que el financiamiento del 
saneamiento -algo tan importante para el medioam- 
biente y la salud de los uruguayos- no es competencia 
de OSE, sino que es un tema prioritario del Presu- 
puesto Nacional, del país. 


Por último, quisiera proponer una pequeña modi- 
ficación. En el artículo 8% se expresa: “La Adminis- 
tración de las Obras Sanitarias del Estado o la Inten- 
dencia de Montevideo en su caso, podrán establecer 
líneas de financiamiento de largo plazo con fondos 
propios o de terceros”, esta sería la generalidad, “de 
bajo costo, a los efectos de facilitar las obras de co- 
nexión interna de las viviendas que deban realizar 
los usuarios de escasos recursos”. Aquí puede darse 
alguna confusión porque OSE, en su tarifario, tiene 
un precio o valor de la conexión a la red y, en rea- 
lidad, acá se está tratando de financiar el costo de 
las obras internas para la conexión. Personalmen- 
te sugeriría la siguiente redacción: “a los efectos de 
facilitar las obras internas de las viviendas para la 
conexión que deban realizar los usuarios de escasos 
recursos”. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR VIERA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la se- 
ñora Senadora Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: lo 
que se plantea en este artículo está referido a la obra 
dentro de las viviendas; para ello se propone un fi- 
nanciamiento sencillo y subsidios totales o parciales. 
Si se trata de una vivienda de muy poco costo o mo- 
desta y con los ingresos del hogar no se puede costear 
la obra, es preferible otorgar un subsidio total o par- 
cial de modo de concretar dicha obra, ya que sería un 
gran beneficio el estar conectado a la red. Sabemos 
que la obra en algunos barrios se puede complicar 
porque, por ejemplo, en un terreno los padres viven 
en el frente y atrás están el hijo y la hija, por lo que 
son tres las familias que se conectan. Pero, desde el 
punto de vista sanitario y de la salud, siempre valdrá 
la pena realizar la conexión. 


Lo que plantea el señor Senador es cierto y se re- 
fiere a esa obra interna. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Viera. 
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SEÑOR VIERA.- Señor Presidente: luego surgirán 
los temas particulares e, incluso, las dificultades con 
los niveles, pero eso es harina de otro costal. 


En resumen, sugiero dejar en claro que la inten- 
ción del Legislador es que se financian las obras in- 
ternas de las viviendas para la conexión. El hecho de 
conectarse a la red tiene un costo y, generalmente, 
en las promociones, OSE exime de dicho valor a los 
usuarios; pero eso es otra cosa y puede llevar a con- 
fusión. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: sumo mis 
palabras a las que expresó el señor Senador Chiruchi 
en nombre del Partido Nacional. Sin ninguna duda, 
este proyecto de ley tiene un alto impacto social por- 
que resuelve esos problemas, que al decir de Elías 
Regules: “pueden ser problemas pequeños para el 
mundo pero grandes para mí”. O sea, son problemas 
muy candentes, serios e importantes de los barrios, 
de los convenios vecinales que se establecen y, como 
bien decía el señor Senador Chiruchi, en gran medi- 
da se ejecutan en base al sistema tripartito utilizado 
en el Uruguay desde hace muchos años, en el que 
participa el Estado a través de OSE, los Gobiernos 
Departamentales y las Comisiones Vecinales, las cua- 
les muchas veces recaudan fondos -vendiendo tortas 
fritas, organizando pequeños espectáculos barriales, 
etcétera- con altos costos. 


Además, este proyecto de ley tiene una enorme 
importancia para las Intendencias que, generalmen- 
te, participan de esos convenios tripartitos, tal como 
decía el señor Senador Viera. Se ha constatado que, 
en promedio, recién a los diez años las obras de las 
troncales de saneamiento tienen una plena -o, por 
lo menos, aceptable- utilización. ¿Por qué? Porque 
en muchos casos hemos comprobado o vivido la si- 
tuación de las obras ejecutadas a través de costosos 
convenios para OSE y las Intendencias respectivas y 
de un alto porcentaje de vecinos que no pueden co- 
nectarse a ellas. Algunos no pueden hacerlo por sus 
costos y otros porque no tienen la voluntad para ello, 
y eso genera una problemática para la Intendencia 
por el mantenimiento de las calles y el resto de los 
vecinos que sí se conectan. Por eso creo que es muy 
importante que se establezca que es de interés ge- 
neral promover las conexiones y, además, una cierta 
obligatoriedad de hacerlo; también se debe prever 
la posibilidad de dar algún tipo de ayuda, planes de 
financiamiento o subsidios para que los vecinos con 
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menores posibilidades o poder económico, que no 
puedan acceder a esas obras de conexión, lo hagan 
mediante una asistencia del Estado, tal como dice 
el artículo 8%: “*(...) las que se establecerán median- 
te la reglamentación correspondiente que dictará el 
Poder Ejecutivo, sin perjuicio de las potestades de 
los Gobiernos Departamentales”. Á esto le agregaría 
las Comisiones Vecinales, porque conozco casos en 
los que estas han actuado con un criterio solidario, 
cobrando una sobrecuota a los vecinos, de manera 
de subsidiar a quienes no pueden hacer la conexión 
correspondiente. De cualquier manera, con esta 
propuesta también se logra un gran alivio para las 
Intendencias porque después de ejecutadas estas 
obras se genera un gran conflicto entre el Intenden- 
te y los vecinos que no se conectaron y reclaman el 
servicio de la barométrica. En ese caso, la Comuna 
les expresa que se hizo un gran esfuerzo -asumien- 
do un costo muy importante- para la concreción de 
la obra de saneamiento con la construcción de una 
línea troncal y no se puede mantener un servicio de 
barométrica para aquellos que no se han conecta- 
do, lo cual genera conflictos vecinales muy fuertes y 
problemas muy serios para las Intendencias. 


Considero que este proyecto de ley, al fijar la obli- 
gatoriedad y establecer formas de financiar y hasta 
de subsidiar las obras de conexión, ayuda a las Inten- 
dencias a sacarse un problema de encima porque no 
tendrán que mantener un servicio de barométrica a 
su costo en zonas de las ciudades donde, con el apor- 
te de la OSE y de los propios vecinos, se construyeron 
obras de saneamiento. 


Por las razones expuestas saludamos esta inicia- 
tiva que nos parece de un profundo realismo, ya que 
apunta a solucionar los problemas que vive la gente 
cuando se ejecuta una obra de este tipo en su zona. 
Esperamos que la ley se pueda cumplir y se ejecute 
con un grado de eficiencia mayor que las normas an- 
teriores que -como dijo el señor Senador Bordaberry-, 
por no cumplirse a cabalidad, hacen que se siga dan- 
do este tipo de problemas. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
consideramos que este proyecto de ley, que tiene 
como objetivo final la protección sanitaria de la 
población, es de una enorme importancia. Comienza 
por resolver el tema de los efluentes a cielo abierto y 
la repercusión que ello tiene desde el punto de vista 
sanitario. 
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Sin embargo, quiero hacer referencia a un plan- 
teamiento realizado por el señor Senador Solari en 
el sentido de que tal vez la iniciativa debería haber 
incluido aspectos relacionados con las plantas de tra- 
tamiento. Por supuesto que un tratamiento integral 
del tema abarca no solamente lo relativo a la red, sino 
también la disposición final de los residuos y su tra- 
tamiento a los efectos de que no exista un efluente 
final contaminante y se solucione el aspecto en su in- 
tegralidad. Estoy de acuerdo en que esa es la solución 
integral. Ahora bien, me parece que este proyecto de 
ley aborda una parte del tema, que es la obligatorie- 
dad de la conexión a la red de saneamiento. A este 
respecto, no comprendí si el señor Senador Solari 
planteaba la necesidad de que el proyecto de ley in- 
cluyera la obligatoriedad de que la red de saneamien- 
to culminara en una planta de tratamiento definitivo. 
Si bien esto sería lo natural en una solución integral 
del problema, desde un punto de vista pragmático me 
parece que lo primero que debe resolverse es el tema 
de la conexión obligatoria. La otra etapa, o sea, el pro- 
cesamiento final de los residuos a través de plantas 
de tratamiento, es un asunto que se está encarando 
con lentitud, en función de que requiere una enorme 
cantidad de recursos económicos. Quiero aclarar que 
esto no significa que no se plantee el tema. Por ejem- 
plo, en la Ciudad de la Costa, donde todos conocemos 
los problemas que hay en esa materia, se está dise- 
ñando no solamente el proyecto de la red de sanea- 
miento, sino también el de la planta de tratamiento, 
con un costo enorme que se está financiando a través 
de convenios y préstamos internacionales. Por lo tan- 
to, el tema que plantea el señor Senador se está enca- 
rando, pero creo que no debería incorporarse en esta 
iniciativa porque lo que se pretende solucionar es el 
aspecto inicial, esto es, sacar del hábitat los efluentes 
contaminantes por la gravedad que ello conlleva. En 
ese sentido, estimo que esta iniciativa avanza mucho 
en el tema de la protección sanitaria de la población. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: el Senado 
recordará que hice uso de la palabra por medio de 
una interrupción que me concediera el señor Sena- 
dor Bordaberry, por lo que daba por supuesto que 
nuestro Partido -y me incluyo- iba a aprobar esta ini- 
ciativa, con las salvedades que él planteó. Las consi- 
deraciones adicionales que personalmente hice con 
respecto al tratamiento final de las aguas servidas, la 
canalización de las aguas pluviales -que también son 
una fuente de contaminación- y la diferencia entre 
solicitar una conexión y estar efectivamente conec- 
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tado -me consta que en los trámites que deben reali- 
zarse ante OSE en muchos casos lleva varios meses 
lograr una respuesta-, no fueron realizadas para ser 
incluidas en esta iniciativa. Por eso antepuse a dichas 
consideraciones el hecho de que este proyecto de ley 
contribuía a la salud de la población, pero el tema no 
quedaba agotado en la obligatoriedad de conectarse. 
Espero que con esta intervención el tema haya que- 
dado aclarado. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Se va a votar una moción presentada oportuna- 
mente por el señor Senador Bordaberry en el sentido 
de suprimir la lectura de los artículos. 

(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 1*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 3*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 4”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 5%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 6”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 7”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 8”. 

El señor Senador Viera había propuesto una mo- 
dificación con respecto al primer inciso de este artí- 
culo, por lo que le consulto si la va a hacer llegar por 
escrito a la Mesa. 

SEÑOR VIERA.- No la redacté, señor Presidente. 

SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría tomó nota 
de la modificación. Solicito que se le dé lectura y, en 
todo caso, el señor Senador nos dirá si es correcta. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “La Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado o la Intendencia de Montevideo en su caso, 
podrán establecer líneas de financiamiento de largo 
plazo con fondos propios o de terceros, de bajo costo, 
a los efectos de facilitar las obras internas de las vi- 
viendas para la conexión que deban realizar los usua- 
rios de escasos recursos.” 


SEÑOR VIERA.- Es correcta, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE..- El segundo inciso del ar- 
tículo no presenta modificaciones. 


6 de setiembre de 2011 


Se va a votar, en primer lugar, el artículo 8” tal 
como fue presentado por la Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-0 en 23. Negativa. 


Corresponde votar ahora el artículo 8% con la re- 
dacción propuesta por el señor Senador Viera. 


(Se vota:) 

-22 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 9”, que sugiero votar 
en su conjunto, exceptuando el literal E), sobre el cual 
manifestó discrepancias el señor Senador Bordaberty. 


SEÑOR LORIER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LORIER.- Simplemente, proponemos 
que se incorpore la palabra “micro” al literal E). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, señor 
Senador, vamos a votar todo el artículo, excepto el 
literal E), y luego nos explica el cambio que está pro- 
poniendo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 9%. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Tiene la palabra el señor Senador Lorier. 


SEÑOR LORIER.- Lo que proponemos es incor- 
porar la palabra “micro” al universo de los contratos 
y que la redacción exprese: “micro, pequeñas y me- 
dianas empresas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La palabra “micro” iría a 
continuación de la coma que está después de “coope- 
rativas”. Por tanto, el texto diría: “cooperativas, mi- 
cro, pequeñas y medianas empresas”, manteniendo 
el resto tal cual está. 


En consideración el literal E). 


Si no se hace uso de la palabra, se va votar la re- 
dacción del inciso E) tal como vino de Comisión. 
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(Se vota:) 

-0 en 24. Negativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
inciso E) con la redacción propuesta por el señor Se- 
nador Lorier. 

(Se vota:) 

-20 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 10. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-20 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 11. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-20 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 12. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-23 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 13. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-23 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 14. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 15. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 

-23 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 16. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 24. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que será remi- 
tido nuevamente a la Cámara de Representantes para 
su consideración. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTÍCULO 1.- De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 47 de la Constitución de la República, 
se declara de interés general la conexión a las redes 
públicas de saneamiento existentes en el país o que 
se construyan en el futuro. 


ARTÍCULO 2%.- Es obligatoria la conexión a 
dichas redes para todos los propietarios o promitentes 
compradores de los inmuebles con frente a la red 
pública de saneamiento, que cumplan con una de las 
siguientes condiciones: 


A) Tengan construcciones con abastecimiento de 
agua, cualquiera sea su origen. 


B) Que posean construcciones de cualquier tipo 
susceptibles de ser utilizadas para el uso humano. 


C) Que requieran algún tipo de instalación sanitaria. 


Solo podrán excepcionarse aquellos inmuebles 
que por la cota no sean idóneos para el saneamiento 
por gravedad. 


ARTÍCULO 3”.- La Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado o la Intendencia de Montevi- 
deo, según sus competencias territoriales, deberán 
efectuar publicaciones dentro del plazo de dos meses 
de promulgada la presente ley. En las mismas se de- 
tallarán las calles por las cuales pasan las redes de 
saneamiento existentes y lo mismo harán con las re- 
des que se construyan en el futuro, dentro de los dos 
meses de habilitadas las obras. 


Las publicaciones deberán efectuarse durante 
diez días corridos en dos diarios de circulación nacio- 
nal, en el Diario Oficial y en la facturación mensual. 
Sin perjuicio de ello, los citados organismos deberán 
dar la más amplia difusión a las obras y a los planes 
de financiación, si existieren. 
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ARTÍCULO 4".- El plazo para la conexión a las 
redes de saneamiento será el siguiente: 


A) Cuando se trate de edificaciones construidas en 
terrenos con frente a la red pública de saneamiento 
existente, el plazo será de un año contado a partir del 
último día de la publicación referida en el artículo 
precedente. 


B) Cuando se trate de edificaciones en terrenos 
por cuyo frente se construya una red de saneamiento, 
el plazo será de dos años contados a partir del último 
día de la publicación a que refiere el artículo 3%, 


La Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado o la Intendencia de Montevideo en su caso, 
podrán conceder prórrogas a la obligación de conexión 
prevista en el presente artículo con un plazo máximo 
de veinticuatro meses. Para ello se contemplarán 
las situaciones de índole socioeconómicas mediante 
procedimientos de evaluación basados en indicadores 
objetivos que se establecerán en las reglamentaciones 
que se dicten. 


ARTÍCULO 5“.- Cuando se trate de proyectos de 
construcción en terrenos con frente a la red de sa- 
neamiento existente o en construcción, las Intenden- 
cias no podrán otorgar permiso de construcción sin la 
presentación del certificado expedido por la autori- 
dad competente que acredite la solicitud de conexión 
a dicha red. 


ARTÍCULO 6.- En caso de propietarios o pro- 
mitentes compradores de inmuebles con destino a 
casa-habitación que incumplan con lo dispuesto en 
la presente ley, la Administración de las Obras Sani- 
tarias del Estado o la Intendencia de Montevideo en 
su caso, quedan facultados a imponerles una multa 
mensual equivalente al 100% (cien por ciento) de los 
consumos de agua de cada mes en cuestión, hasta 
que regularicen su situación. En caso de no existir 
conexión de agua, la multa mensual equivaldrá a tres 
cargos fijos del servicio de agua y de saneamiento, 
según la tarifa que rija en cada mes en cuestión. 


El monto de la presente multa en ningún caso 
superará el 50% (cincuenta por ciento) del valor de 
aforo del inmueble. 


ARTÍCULO 7*.- En caso de propietarios o pro- 
mitentes compradores de inmuebles con destino 
comercial, industrial o servicios que incumplan con 
lo dispuesto en la presente ley, la Administración de 
las Obras Sanitarias del Estado o la Intendencia de 
Montevideo en su caso, quedan facultados a impo- 
nerles una multa mensual equivalente al 100% (cien 
por ciento) de los consumos de agua de cada mes en 
cuestión, hasta que regularicen su situación. 


6 de setiembre de 2011 


En caso que tengan abastecimiento propio de agua, 
aun cuando tengan servicio de la Administración de 
las Obras Sanitarias del Estado e incumplan con lo 
dispuesto en la presente ley, el cálculo de la multa 
referida en el inciso primero del presente artículo 
se hará en base a la estimación técnica del consumo 
mensual. 


Dicha estimación se hará tomando en cuenta los 
metros cúbicos de agua potencialmente utilizados de 
acuerdo con los criterios técnicos que establezca la 
Administración. 


La estimación correspondiente será realizada por 
los servicios de la Administración de las Obras Sani- 
tarias del Estado o de la Intendencia de Montevideo 
en su caso, de acuerdo con las directivas de la Direc- 
ción Nacional de Aguas, en función de las disposicio- 
nes establecidas en este artículo. 


Si el establecimiento tuviera solamente servicio 
de la Administración de las Obras Sanitarias del Esta- 
do, el cálculo se hará según lo dispuesto en el inciso 
primero del presente artículo. Si el establecimiento 
tuviera servicio de la Administración de las Obras Sa- 
nitarias del Estado y abastecimiento propio de agua, o 
solamente abastecimiento propio de agua, el cálculo 
se hará según lo dispuesto en los incisos segundo y 
siguientes del presente artículo. 


ARTÍCULO 8”.- La Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado o la Intendencia de Montevideo 
en su caso, podrán establecer líneas de financiamien- 
to de largo plazo con fondos propios o de terceros, de 
bajo costo, a los efectos de facilitar las obras internas 
de las viviendas para la conexión que deban realizar 
los usuarios de escasos recursos. 


Podrán asimismo establecer subsidios totales o 
parciales para las situaciones de vulnerabilidad, que 
se establecerán mediante la reglamentación corres- 
pondiente que dictará el Poder Ejecutivo, sin perjuicio 
de las potestades de los Gobiernos Departamentales. 


ARTÍCULO 9.- Las obras descriptas preceden- 
temente serán evaluadas mediante procedimientos 
basados en indicadores objetivos que se establecerán 
en la reglamentación correspondiente. 


Dichas obras estarán exceptuadas del régimen de 
aportación previsto en el Decreto-Ley N* 14.411, de 
7 de agosto de 1975, sus modificativas y concordan- 
tes, siempre y cuando cumplan con las siguientes 
condiciones: 


A) Que su costo total no supere las UR 120 (ciento 
veinte unidades reajustables), para cada unidad ha- 
bitacional. 
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B) Que el costo salarial total no supere el equiva- 
lente a treinta jornales de medio oficial albañil (Cate- 
goría V) del Subgrupo 01 del Grupo 09 de los Conse- 
jos de Salarios (Decreto N* 138/005, de 19 de abril de 
2005), establecida, según correspondiere, por laudo 
de Consejos de Salarios, convenio o decreto del Poder 
Ejecutivo. 


C) Que tengan como único fin la adaptación y 
conexión de la sanitaria interna a la red de sanea- 
miento. Estarán comprendidas las obras accesorias 
de reparación de pisos, caminería, paredes y otras 
acciones asociadas que resulten de la realización de 
la misma. 


D) Que se encuentren disociadas del proceso in- 
tegral de obra al cual acceden y se realicen sobre una 
instalación sanitaria ya existente pero cuya condición 
técnica impida acceso a la red. 


E) Que las obras referidas sean contratadas me- 
diante convenios celebrados con instituciones públi- 
cas o privadas sin fines de lucro, cooperativas, micro, 
pequeñas y medianas empresas (unipersonales o no) 
que se encuentren regularmente inscriptos. También 
gozará de la exoneración el titular de la obra que rea- 
lice la misma mediante personal contratado registra- 
do, siempre que sea usuario del servicio. 


ARTÍCULO 10.- Cumpliéndose con las condi- 
ciones previstas en el artículo anterior, las obliga- 
ciones de seguridad social se regularán conforme al 
régimen general de las actividades de industria y co- 
mercio. La modificación del régimen de aportación 
a la seguridad social por la respectiva actividad, no 
afectará la categoría salarial ni demás condiciones 
de los trabajadores de la construcción afectados a 
la obra. 


ARTÍCULO 11.- El certificado que expida la In- 
tendencia correspondiente respecto de la necesidad 
y viabilidad de la obra, será suficiente para acreditar 
ante los organismos correspondientes el amparo de la 
exoneración establecida en la presente ley, sin perjui- 
cio de las potestades inspectivas del Banco de Previ- 
sión Social a los efectos de controlar la veracidad de 
las declaraciones y la regularidad de las obras. 


ARTÍCULO 12.- La Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado y la Intendencia de Montevi- 
deo deberán presentar, anualmente, a la Dirección 
Nacional de Aguas, información sobre la cantidad de 
conexiones a la red de saneamiento, así como los sub- 
sidios aplicados. 


ARTÍCULO 13.- Incorpórase al Código Penal el 
artículo 224 Bis, el que quedará redactado de la si- 
guiente forma: 
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“ARTÍCULO 224 Bis.- El que para provecho pro- 
pio o de un tercero realice cualquier modalidad de 
conexión en forma clandestina a la red pública de 
alcantarillado, sea de vertimiento de aguas servidas o 
pluviales, será castigado con una pena de tres a vein- 
ticuatro meses de prisión. Constituyen circunstancias 
agravantes y la pena será aumentada de un tercio a 
la mitad: 


A) Si la conducta se realiza mediante la produc- 
ción de un daño a la red existente. 


B) Si la conducta ocasionare un perjuicio o per- 
turbación del servicio a otros usuarios. 


C) Cuando el agente revista la calidad de funcio- 
nario o ex funcionario de la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado o de la Intendencia de 
Montevideo relacionada a la actividad”. 


ARTÍCULO 14.- La Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado o la Intendencia de Montevi- 
deo en su caso, podrán realizar en los inmuebles con 
frente a la red pública de saneamiento las inspeccio- 
nes necesarias para comprobar la existencia de trans- 
gresiones a lo dispuesto por esta ley, requiriendo las 
autorizaciones judiciales que correspondiere. 


ARTÍCULO 15.- El Registro Público de la Pro- 
piedad Inmueble no inscribirá ningún documento en 
que se transmita por cualquier título el dominio de 
inmuebles con construcciones sin la constancia nota- 
rial de que se obtuvo el certificado de la Administra- 
ción de las Obras Sanitarias del Estado o de la Inten- 
dencia de Montevideo en su caso. Dicho certificado 
deberá acreditar: 


A) la conexión a la red pública de saneamiento, o 
B) que no exista colector al frente del inmueble, o 


C) que el inmueble por su ubicación encuentre 
graves dificultades para su conexión de acuerdo al 
artículo 2? de la presente ley. 


Esta exigencia regirá a partir del tercer año de 
promulgada la presente ley. 


ARTÍCULO 16.- Deróganse el artículo 4% de 
la Ley N* 10.690, de 20 de diciembre de 1945; el 
artículo 5% del Decreto-Ley N* 14.497, de 3 de 
febrero de 1976; el artículo 61 de la Ley N* 17.555, 
de 18 de setiembre de 2002, y, en general, todas 
las disposiciones que directa o indirectamente se 
contrapongan a la presente ley.” 
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21) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR PROSECRETARIO (Miguel Sejas).- 
“Los señores Senadores Gallinal, Heber, Lacalle 
Herrera, Larrañaga y Penadés presentan, con ex- 
posición de motivos, un proyecto de ley por el que 
se dispone el resarcimiento a los familiares de las 
víctimas caídas en defensa de las instituciones de- 
mocráticas.” 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Exposición de Motivos 


El proyecto de ley que se somete a la conside- 
ración del Senado es el mismo que el Poder Ejecu- 
tivo, con la firma del Presidente Tabaré Vázquez, 
remitió al Poder Legislativo el 26 de marzo de 
2007. 


Hacemos nuestras las expresiones del mensa- 
je presidencial que fundamentan sobradamente la 
ley que se solicita sea aprobada. En el período de 
gobierno pasado, lamentablemente, no se logró las 
mayorías necesarias para ello. 


Confiamos en que la presente Legislatura com- 
parta la justicia de esta iniciativa que, entre otros 
fines, equipara a sus beneficiarios con los que ya 
fueron beneficiados por la Ley N* 18.596, destinada 
a reparar a las víctimas de la acción ilegítima del es- 
tado entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero 
de 1985. 


Se adjuntan: 
1) fotocopia del mensaje presidencial aludido; 
2) texto del proyecto de ley; 


3) nómina de las mencionadas víctimas, benefi- 
ciarias de esta ley. 


Francisco Gallinal, Luis A. Heber, Luis A. 
Lacalle Herrera, Jorge Larrañaga, Gustavo 
Penadés. Senadores. 
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“Familiares de víctimas de los enfrentamientos ar- 
mados ocurridos entre los años 1962 y 1976. 


Reparación Patrimonial 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 26 de marzo de 2007. 


Señor Presidente de la Asamblea General: 
Don Rodolfo Nin Novoa 


El Mensaje y proyecto de ley que el Poder Ejecutivo 
eleva a consideración de la Asamblea General refrenda 
la iniciativa elaborada por la Asociación de Homenaje 
Permanente a los Caídos en Defensa de las Institucio- 
nes Democráticas y de la Libertad, y que fuera presen- 
tada en la Cámara de Representantes por el señor Di- 
putado Daniel García Pintos el día 11 de enero de 2007. 


Dicho proyecto tiende a resarcir económicamente 
a los familiares de aquellas personas civiles e inte- 
grantes de las Fuerzas Armadas y del Instituto Policial 
que perdieron su vida en ocasión o a consecuencia 
del enfrentamiento armado con la sedición que tuvo 
lugar entre los años 1962 y 1976, tanto en el territo- 
rio nacional como fuera de él. 


Dicha reparación comprenderá además a los fami- 
liares legales o naturales de las personas consideradas 
ausentes por desaparición forzada cuyo desapareci- 
miento resultó confirmado en el Anexo 3.1 del Informe 
Final aprobado por decreto del Poder Ejecutivo 146/003 
de 15 de abril de 2003, que produjo la Comisión para la 
Paz creada por Resolución de la Presidencia de la Re- 
pública 858/000 de 9 de agosto de 2000 y referenciadas 
en la Ley N* 17.894, de 14 de setiembre de 2005. 


En lo concerniente a los civiles, es evidente que 
fallecieron en circunstancias totalmente injustas y 
sin tener ninguna participación directa en los he- 
chos, encontrando la muerte solamente por haber 
estado ocupando un lugar de trabajo en locales, co- 
mercios e instituciones sociales o deportivas o por el 
solo hecho de haber transitado circunstancialmente 
por lugares donde se había desatado la violencia. En 
muchos casos, aún hoy, se ignora quiénes fueron los 
autores de sus muertes, pero sí permanecen las dolo- 
rosas consecuencias sufridas. 


No nos cabe duda de que en su mayoría pertene- 
cían a hogares de modesta condición económica que 
se vieron conmovidos en toda su estructura moral y 
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material, por estas situaciones a las cuales esas fa- 
milias no le encontraron ni le encontrarán ninguna 
explicación. Hoy, cuando se pretende cerrar definiti- 
vamente esta dolorosa etapa, tenemos la convicción 
de que deben tener una respuesta del Estado. 


Referido a los funcionarios militares y policiales, si 
bien existen normas que les otorgan un determinado 
tratamiento en el caso de fallecimiento en acto de ser- 
vicio, con el transcurrir del tiempo tal situación se di- 
luye y afecta notoriamente, también económica y espi- 
ritualmente, a sus descendientes y núcleos familiares. 


Debemos considerar que las circunstancias men- 
cionadas, si bien están comprendidas en actos de ser- 
vicio, en realidad representaron mucho más teniendo 
en cuenta el ambiente de violencia extrema reinante 
en el país y la inquebrantable defensa que hicieron 
militares y policías de una sociedad que se encontra- 
ba conmovida por dicha situación. 


La iniciativa que hoy ponemos a consideración de 
ese Cuerpo pretende además coadyuvar en la consoli- 
dación de la paz que todos anhelamos, dando un justo 
tratamiento a estas familias víctimas inocentes de las 
acciones violentas mencionadas. 


Sendas iniciativas legislativas presentadas en la Le- 
gislatura anterior como también por el Poder Ejecutivo 
de la época, no tuvieron el tratamiento deseado, y por lo 
tanto nos es moralmente imprescindible intentar por la 
vía de este proyecto, que se contemple en una sola nor- 
ma legal a todas las víctimas de los lamentables hechos 
acaecidos en aquellos años que tanto afectaron a la so- 
ciedad uruguaya y que no deben repetirse nunca más. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su 
mayor consideración, 


TABARÉ VÁZQUEZ, Presidente de la República; 
Danilo Astori, Daisy Tourné, Azucena Berrutti. 


Proyecto de Ley 


Artículo 1%.- Dispónese una reparación patrimo- 
nial que beneficiará en primer lugar a los hijos legíti- 
mos, naturales y adoptivos, cónyuge y concubino con 
un mínimo de 10 años de convivencia, en ausencia de 
estos a los padres legítimos, naturales o adoptantes y 
a falta de los llamados precedentemente los herma- 
nos legítimos o naturales de todos aquellos integran- 
tes de las Fuerzas Armadas, de las Fuerzas Policiales, 
asimilados o equiparados y a los civiles fallecidos en 
ocasión o a consecuencia del enfrentamiento armado 
con la sedición que tuvo lugar entre los años 1962 y 
1976, tanto en el territorio nacional como fuera de 
él, cuyos nombres se detallan en el anexo adjunto y 
de aquellas personas declaradas ausentes por cau- 
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sa de desaparición forzada, comprendidas en la Ley 
N* 17.894, de 14 de setiembre de 2005. 


Lo dispuesto precedentemente respecto a los bene- 
ficiarios es sin perjuicio del derecho de representación 
de los hijos legítimos, naturales o adoptivos quienes se- 
rán reparados por estirpes, es decir que cualquiera que 
sea el número de los hijos que representan al padre o 
madre, toman entre todos y por iguales partes la por- 
ción que hubiera cabido al padre o madre representado. 


Artículo 2%.- Las personas legitimadas para la per- 
cepción de la reparación prevista en la presente ley 
deberán formular su solicitud por escrito ante el Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas. 


El monto del resarcimiento será de US$ 150.000 
(dólares estadounidenses ciento cincuenta mil), por 
única vez, por cada una de las personas fallecidas o 
declaradas ausentes comprendidas en el artículo 1% de 
la presente ley, estará a cargo de Rentas Generales y se 
distribuirá por partes iguales entre los beneficiarios. 


Al hacer efectivo el cobro, cada uno de los legiti- 
mados deberá suscribir declaración de no tener nada 
más que reclamar al Estado. 


Artículo 3".- Los beneficiarios deberán presentar de- 
claratoria judicial que acredite la legitimación para la 
percepción de la reparación prevista en la presente ley. 


Artículo 4%.- A los efectos de la acreditación pre- 
vista en el artículo anterior el Juez seguirá en lo perti- 
nente el procedimiento previsto en el Código General 
del Proceso, Título VI “Proceso Voluntario”. 


La existencia de concubinato con un mínimo de 
10 años de convivencia deberá acreditarse en la for- 
ma dispuesta por el artículo 2% de la Ley N” 17.894, 
de 14 de setiembre de 2005. 


Artículo 5%.- Aquellos que hubieren recibido una 
indemnización dispuesta por sentencia judicial eje- 
cutoriada, transacción judicial o extrajudicial, deci- 
sión administrativa o leyes especiales, solo tendrán 
derecho a la diferencia entre la suma efectivamente 
recibida convertida a dólares estadounidenses al mo- 
mento del cobro y la que se establece en el artículo 2% 
de la presente ley. 


Danilo Astori, Daisy Tourné, Azucena Berrutti. 
ANEXO 
PERSONAL MILITAR 


- AGUILAR ACOSTA, Víctor Adhemir (23/06/972) 
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- ÁLVAREZ. ARMELINO, — Artigas Gregorio 
(25/07/972) 


- BOTTI PORRA, Roberto (19/02/976) 


- BRAIDA MATALONGA, Ricardo  Telémaco 
(18/08/972) 


- BUSCONI BRUM, Wilfredo José (31/01/974) 
- DELGADO, Eduardo (23/06/972) 

- CORREA DÍAZ, Saúl (18/05/972) 

- FERREIRA ESCOBAL, Ramón Jesús (18/05/972) 
- GODOY RODRÍGUEZ, Eusebio (15/06/972) 


- GUTIÉRREZ. BREMERMAN, Julio César 
(21/04/974) 


- ITURRIA FLORES, Carlos María (24/03/972) 


MAYA, Artigas (03/04/974) 


MOTTO BENVENUTO, Ernesto (14/04/972) 


NÚÑEZ SANTIAGO, Gaudencio (18/05/972) 


- NÚÑEZ, Luis Alberto (20/04/972) 


NÚÑEZ SILVA, Osiris (18/05/972) 


- TRABAL USERA, Ramón (19/12/974) 

- VIQUE, Nelson (01/04/974) 

CIVILES 

- ABDALA, Carlos (08/06/976) 

- ACOSTA Y LARA, Armando (14/04/972) 

- BÁEZ MENA, Ramón Pascasio (29/12/971) 


- BENTANCUR CARRIÓN, Juan Andrés 
(22/06/971) 


- BURGUEÑO RODRÍGUEZ, Carlos (08/10/969) 


- CANTIONI. GONZÁLEZ, Raúl Roberto 
(29/10/974) 


- GUIDET PIOTTI, Rafael César (26/09/969) 
- IBARRA BENÍTEZ, Hilaria Hermida (29/09/970) 


- LÓPEZ GÓMEZ, José Luis (28/08/972) 
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- MORATÓ MANARA, Julio Federico (04/05/972) 
- OLOZA GARCÍA, Vicente Jaime (28/06/972) 

- RODRÍGUEZ DE ABREU, Aurora (16/06/972) 

- TERRA OLIVERA, Diego Rómulo (28/06/972) 

- TOSIO AREOSA, Manuel (06/04/974) 
PERSONAL POLICIAL 

- ÁLVAREZ ÁLVEZ, Juan Francisco (11/08/971) 

- BARBIZAN GIARCHELLI, Luis José (03/07/972) 
- BENÍTEZ CONDE, Luciano Ismael (09/07/972) 
- CARBALLO GONZÁLEZ, Gilberto (21/04/971) 


- CASTIGLIONI CASTRO, Heber Washington 
(19/01/972) 


- CUSTODIO RODRÍGUEZ, Walter (22/06/971) 
- DELEGA LUZADO, Óscar (14/04/972) 

- DO CANTO, Rosibel (13/02/972) 

- FERNÁNDEZ, Darwin (17/08/972) 

- FERNÁNDEZ, Segundo (13/02/972) 

- FERNÁNDEZ DÍAZ, Enrique (19/01/969) 


- FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Juan Antonio 
(26/11/969) 


- FERREIRA CHÁVEZ, Santos Alcides (15/10/971) 
- GARAY LAMAS, Juan Francisco (08/07/969) 


- GODOY GONZÁLEZ FACHIN, Juan Francisco 
(28/01/972) 


- GONI, Sagunto (22/03/973) 


- KAULAUKAS 
(30/07/971) 


MARKEVISUTTE, — Ildefonso 


- LEITES CARFAGNO, Carlos Alberto (14/04/972) 
- LEONCINO ARANDA, Rodolfo (27/01/972) 
- LESSES ÁLVEZ, Armando (05/07/970) 


- LIMA GUTIÉRREZ, Nelson (02/09/971) 
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- MACHADO CARREÑO, 


(19/08/9770) 


Nelson Esteban 


- MORÁN CHARQUERO, Héctor (13/04/970) 

- PALLAS CARDOZO, Alfredo (13/02/970) 

- PÉREZ MELLO, Aidiz Asunción (03/06/970) 

- SÁNCHEZ MOLINARI, Juan Manuel (13/02/972) 
- SILVEIRA REGALADO, Antonio (27/12/966) 

- SOSA FERNÁNDEZ, Nelson Simbad (01/02/971) 
- SOTO ROMERO, Wilder Daniel (02/09/971) 

- TEJERA BOBADILLA, Manuel (29/12/969) 


- TRANQUILO RICKEBOER, Carlos Luis 
(18/08/973) 


- VIERA PIAZZA, Juan Antonio (12/11/969) 
- VILLALBA, José Leandro (11/01/971) 


- ZEMBRANO 
(15/11/969).” 


RIVERO, Carlos Ruben 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR PROSECRETARIO (Miguel Sejas).- “Los 
señores Senadores Abreu, Gallinal, Heber y Moreira 
presentan, con exposición de motivos, un proyecto de 
ley por el que se dictan normas relacionadas con los 
derechos y garantías de los contribuyentes. 

- ALA COMISIÓN DE HACIENDA.” 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Exposición de Motivos 


Los Legisladores firmantes nos proponemos dat- 
le estado parlamentario al proyecto de ley relativo a 
la “Carta de Derechos del Contribuyente uruguayo”, 
elaborado por el Colegio de Abogados a efectos de ha- 
bilitar su tratamiento. 


El mismo tiene por finalidades: 


(i) Asegurar la vigencia del Estado de Derecho, ga- 
rantizando la tutela efectiva de los derechos humanos 
en relación a la actividad recaudadora de la Adminis- 
tración, y brindando herramientas objetivas al Fisco 
para cumplir con sus cometidos de manera eficiente. 
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(íi) Mejorar el clima de negocios e inversiones, 
dando garantías a los inversores de que recibirán un 
trato justo en materia tributaria. 


(iii) Mejorar la imagen institucional de la Admi- 
nistración Tributaria. 


Gv) Dar pautas objetivas de fácil comprensión 
para la ciudadanía sobre el marco legal de actuación 
de la Administración Tributaria. 


Proyecto de Ley 
“Carta de Derechos del Contribuyente” 


Artículo 1? (Alcance).- La presente ley tiene por 
objeto regular los derechos y garantías de los contri- 
buyentes consagrados en la Constitución, en sus re- 
laciones con la Administración Tributaria respecto de 
los tributos recaudados por la Dirección General Im- 
positiva y el Banco de Previsión Social y de las presta- 
ciones legales de carácter pecuniario recaudados por 
las personas de derecho público no estatal. 


Los derechos y garantías recogidas en la presen- 
te ley en beneficio de los contribuyentes le serán 
igualmente aplicables a todos los sujetos pasivos de 
la relación jurídica tributaria (artículo 16 del Código 
Tributario). 


Artículo 2” (Derechos y garantías de los 
contribuyentes).-Sin perjuicio de los que se deri- 
van de la Constitución de la República o de las leyes 
especiales, constituyen derechos de los contribuyen- 
tes, entre otros, los siguientes: 


a) Derecho a ser tratado en todas las actuaciones 
administrativas con el debido respeto y consideración 
por parte de todos los funcionarios de la Administra- 
ción Tributaria. 


b) Derecho a que se presuma su inocencia mien- 
tras no se establezca legalmente su culpabilidad, artí- 
culo 8.2 del Pacto de San José de Costa Rica, aproba- 
do por Ley N* 15.737, de 8 de marzo de 1985, artículo 
15 y a ser considerado y tratado como un contribu- 
yente cumplidor de sus obligaciones mientras que no 
se aporte por la Administración Tributaria al expe- 
diente administrativo prueba directa de lo contrario. 


Cc) Derecho a que las actuaciones de la Administra- 
ción Tributaria se lleven a cabo en la forma que resulte 
menos gravosa y distorsionante de la actividad o del giro 
habitual del contribuyente, impidiendo la excesividad. 


d) Derecho a estar asistido por su asesor o ase- 
sores desde el comienzo del procedimiento de una 
auditoría tributaria. 
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e) Derecho a recibir copia de la resolución que 
ordena la realización de una auditoría tributaria en la 
que conste el comienzo de la misma, la identidad de 
los auditores y su profesión. 


f) Derecho a ser informado al inicio de la auditoría 
tributaria sobre todos sus derechos como contribu- 
yente conforme a lo establecido en el artículo 3% de 
la presente ley. 


g) Derecho a ser informado sobre los períodos y 
tributos que serán objeto de la auditoría tributaria. 


h) Derecho a tener acceso en las oficinas de radi- 
cación del expediente administrativo a todos los in- 
formes y actuaciones realizados en la auditoría y en 
el resto del procedimiento administrativo del cual es 
objeto el contribuyente. 


i) Derecho a no declarar contra sí mismo en el 
procedimiento administrativo de auditoría conforme 
a lo establecido en artículo 4” de la presente ley. 


j) Derecho a que la información suministrada al 
Fisco por los sujetos pasivos se mantenga bajo reserva 
durante todo el procedimiento administrativo y judi- 
cial, salvo las excepciones establecidas expresamente 
en la ley. 


k) Derecho a no ser auditado dos veces por un 
mismo tributo y período, conforme a lo establecido en 
el artículo 5” de la presente ley, ni que se revise en su 
perjuicio su situación luego de deducidos los recursos 
administrativos. 


1) Derecho a que las auditorías tributarias termi- 
nen dentro de los plazos establecidos en el artículo 6” 
de la presente ley. 


m) Derecho a estar presente acompañado de sus 
asesores en cualquier diligenciamiento de prueba. los 
que tendrán derecho a efectuar repreguntas en todos 
los interrogatorios efectuados en los procedimientos 
de auditoría de los que sea objeto el contribuyente o 
terceros y a dejar en el Acta las constancias que esti- 
me convenientes. 


n) Derecho a obtener la devolución de lo pagado 
indebidamente con los reajustes correspondientes. 


0) Derecho a que los certificados de estar al día 
con los tributos no sean denegados al contribuyente 
en tanto no exista un acto de determinación firme 
del tributo. 


p) Derecho a obtener toda la información que so- 
bre sí mismo se halle en poder de la administración 
tributaria. La administración tributaria podrá dene- 
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gar el ejercicio de este derecho únicamente cuando 
el titular de la información esté siendo objeto de ac- 
tuaciones inspectivas. 


q) Derecho a que no se le apliquen medidas ad- 
ministrativas que impidan su actividad comercial o 
industrial legítima ni que se obstaculice la documen- 
tación en forma de las operaciones que desarrolle du- 
rante ese período. 


r) Derecho a producir prueba en cualquier mo- 
mento durante la Auditoría Tributaria y a obtener 
toda la prueba que se encuentre en poder de aquella, 
incluso derivada de denuncias de terceros. 


Artículo 3 (Derecho a ser informado al ini- 
cio de la auditoría sobre todos sus derechos 
como contribuyente.).- Al iniciar la auditoria, la 
Administración Tributaria deberá entregar al contri- 
buyente, copia de la resolución que ordena efectuar 
la auditoría, de acuerdo al literal e) del artículo ante- 
rior así como una copia completa de la presente ley, 
de lo que deberá dejarse constancia expresa en el 
Acta correspondiente. 


Las actas previstas en el artículo 46 del Código 
Tributario y confeccionadas conforme lo dispuesto en 
el literal m) del artículo 2” de la presente ley, deberán 
incorporarse de manera completa al expediente, no 
quedando habilitados los funcionarios a excluir ac- 
tas, aún cuando mediare error en su otorgamiento, el 
que será subsanado conforme a las reglas de procedi- 
miento vigentes. 


La exclusión de actuaciones y pruebas por parte 
de los funcionarios actuantes constituirá falta grave, 
sin perjuicio de la nulidad de los actos que se dicten 
en el procedimiento. 
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Artículo 4% (Derecho a no declarar contra 
sí mismo).- La no colaboración del contribuyente 
con el Fisco en el esclarecimiento de los hechos no 
será tomada en cuenta a los efectos de la graduación 
de las sanciones administrativas cuando esa actitud 
constituya el ejercicio del derecho a no ser obligado 
a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable 
artículo 8.2 literal g) del Pacto de San José de Costa 
Rica, aprobado por Ley N* 15.737, de 8 de marzo de 
1985, artículo 15. 


Artículo 5% (Derecho a no ser auditado dos 
veces por un mismo tributo y período).- Exis- 
tiendo determinación tributaria o verificación del 
término establecido en la presente ley para el dicta- 
do del acto de determinación sin que haya existido 
pronunciamiento de la administración, no se podrá 
iniciar un nuevo procedimiento de auditoría en el 
que se revise el mismo tributo y período objeto de la 
auditoría anterior, salvo haya existido una ocultación 
dolosa de información por parte del contribuyente. 


El Acta final de inspección expresará el período 
revisado, los hechos constatados, el derecho aplicable 
y los montos a determinar, detallándolos por tributo y 
por año. Será firmada por los funcionarios auditores 
y por el funcionario de mayor jerarquía dentro de la 
división o sector competente en los cometidos de fis- 
calización. 


A los efectos del artículo 39 del Código Tributario, 
deberá ser notificada personalmente al contribuyente 
o responsable 


Artículo 6” (Plazos perentorios de las actua- 
ciones administrativas).- Derecho a que las actua- 
ciones administrativas se desarrollen dentro de los 
plazos perentorios que surgen del siguiente cuadro: 


Contribuyente Contribuyente Gran Persona Física 
NO CEDE CEDE Contribuyente 

Notificación del Acta final de 120 150 240 120 
inspección 
Búsqueda del Acuerdo, Vista y 90 90 90 90 
Prueba del contribuyente 
Notificación del acto de 60 60 60 60 
determinación 
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Las auditorías tributarias no podrán extenderse 
más allá de los plazos antes establecidos contados a 
partir de la notificación de la resolución que orde- 
na la auditoría. Transcurrido dichos lapsos sin que 
exista acto de determinación, se considerará que los 
tributos y períodos objeto de la auditoría fueron debi- 
damente liquidados por el contribuyente. 


El plazo se suspenderá cuando la Administración 
solicite por Acta y el contribuyente haya caído en 
mora, en el cumplimiento de aportar documentación 
requerida o no concurra a la Administración, cuando 
su presencia sea solicitada para prestar testimonio 
en las audiencias de prueba requeridas por la Admi- 
nistración, salvo que existan razones que impidan el 
debido diligenciamiento de las mismas y que sean im- 
putables a la propia Administración. 


Artículo 7? (Derecho a obtener la devolución 
de lo pagado indebidamente con los reajustes 
correspondientes e intereses en caso de dene- 
gatoria administrativa).- Las reclamaciones por 
devolución de pagos efectuados indebidamente pre- 
vista en la Sección Cuarta del Código Tributario, ar- 
tículos 75 a 77, podrán plantearse en todos los casos 
en sede administrativa o en sede judicial a opción del 
interesado. La utilización de una de esas vías no obs- 
tará a la utilización en cualquier momento de la otra. 
Dicha opción también regirá cuando el pago se haya 
realizado en cumplimiento de un acto administrativo. 


En todo caso que se devuelva o compense una 
suma de dinero al interesado, salvo que fuere por 
decisión judicial, se deberán intereses desde la fe- 
cha del pago hasta la devolución o compensación; 
los mismos se calcularán a la tasa aplicable a los 
créditos del Estado según lo dispuesto por el artículo 
33 del Código Tributario y se abonarán o acreditarán 
conjuntamente con el capital. Si la devolución fue- 
ra ordenada por sentencia judicial se aplicarán las 
normas relativas al reajuste de las obligaciones y al 
cumplimiento de las sentencias por parte del Estado 
desde que se efectuó el pago indebido y hasta su 
devolución o acreditación. 


Las sumas que en definitiva corresponda devolver 
y sus intereses o, en su caso, los reajustes y accesorios 
legales, deberán pagarse en efectivo salvo acuerdo de 
partes. Será aplicable lo dispuesto en el artículo 400 
del Código General del Proceso, en cuanto a ejecu- 
ción de sentencias contra el Estado. 


En sede judicial conocerán los Juzgados Letrados 
de Primera Instancia en lo Contencioso Administrati- 
vo y el proceso será el ordinario, conforme a lo esta- 
blecido en los artículos 337 a 343 del Código General 
del Proceso. 
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Interprétase a los efectos de la Ley N* 11.925, de 
27 de marzo de 1953, que el plazo de caducidad de 4 
(cuatro) años establecido en el artículo 77 del Código 
Tributario se suspende cuando se inicia la acción de 
nulidad contra el acto administrativo en base al cual 
el contribuyente debió pagar su tributo. Dicho acto 
administrativo podrá ser un acto de determinación 
o la resolución de la consulta en la que se establece 
que el contribuyente está obligado a pagar el tributo. 


Artículo 8% (Derechos de los asesores tribu- 
tarios).- Los profesionales que asistan a los contri- 
buyentes en las auditorías tributarias no podrán ser 
responsabilizados por esa sola circunstancia de los 
adeudos tributarios de sus asistidos. 


Artículo 9% (Interpretación)- Salvo en lo rela- 
tivo a los plazos en ella establecidos, debe entenderse 
que la presente ley reconoce y desarrolla derechos de 
los administrados que se hayan previamente conteni- 
dos en el ordenamiento jurídico vigente, por lo que no 
podrá negarse su vigencia en las actuaciones admi- 
nistrativas en curso, so pretexto de su consagración 
en la presente Carta. 


En la aplicación de los derechos referidos en la 
presente ley, deberán entenderse plenamente apli- 
cables, todos los derechos y principios reconocidos 
explícita o implícitamente en la Constitución de la 
República, en los pactos internacionales que ha sus- 
cripto la República, en el concepto de la Regla de De- 
recho tal cual es definida por el artículo 23 literal a) 
del Decreto - Ley N* 15.524, de 9 de enero de 1984, 
y en los principios generales de actuación adminis- 
trativa, y en caso de duda, teniendo presente que el 
resultado de la interpretación debe ser siempre a fa- 
vor del reconocimiento del ejercicio del derecho por 
parte del sujeto pasivo. 


Artículo 10 (Efectos de sentencia anulatoria 
por razones de forma).-En caso de sentencia del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo que anule 
un acto por razones de forma o que la Administración 
haya revocado un acto administrativo por similares 
motivos, luego de deducidos los recursos adminis- 
trativos, los recargos por mora correspondientes al 
período transcurrido entre el último acto válido del 
procedimiento y el primer acto por parte de la Admi- 
nistración para recomponer el procedimiento, serán 
sustituidos por el régimen de ajuste de las obligacio- 
nes previsto en los artículos 1” y 2” del Decreto- Ley 
N* 14.500, de 8 de marzo de 1976 y artículo 1” del 
Decreto - Ley N* 15.733, de 12 de febrero de 1985. 


Los plazos fijados en el artículo 6 se suspenderán 
durante el tiempo que transcurra entre la interposi- 
ción de los recursos administrativos y la notificación 
de la sentencia anulatoria. 
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La suspensión de los plazos no operará en los ca- 
sos a que refiere el presente artículo, respecto de los 
previstos en el artículo 38 del Código Tributario. 


Sergio Abreu, Francisco Gallinal, Luis A. Heber, 


Carlos Moreira. Senadores.” 


22) ABREVIACIÓN DE LOS 
LABORALES 


PROCESOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a consi- 
derar el asunto que figura en cuarto término del Or- 
den del Día: “Proyecto de ley por el que se establecen 
modificaciones a la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre 
de 2009, sobre Abreviación de los Procesos Laborales 
(Carp. N* 497/2011 - Rep. N* 381/2011 - Anexo 1)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 497/2011 
Rep. N* 381/2011 
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Comisión de Constitución y Legislación 
Proyecto de Ley Sustitutivo 


Artículo 1?.- Modifícase el artículo 3” de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 3". (Conciliación previa).- Antes de 
iniciarse juicio en materia laboral, deberá tentarse 
la conciliación previa ante el Centro de Negociación 
de Conflictos Individuales de Trabajo en la ciudad de 
Montevideo o ante la Oficina de Trabajo dependien- 
te del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el 
interior de la República, según corresponda al domi- 
cilio del empleador o al lugar en que se cumplieron 
las prestaciones. 


La solicitud de inicio del procedimiento concilia- 
torio deberá realizarse por escrito presentado por el 
interesado o por apoderado, asistido de abogado, sal- 
vo que la reclamación fuera por sumas inferiores al 
equivalente de 20 UR (veinte unidades reajustables). 
En dicha solicitud deberán indicarse con precisión los 
hechos que fundamentan el reclamo y el detalle y el 
monto de los rubros reclamados. El Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social regulará los mecanismos y la 
forma de presentación de la solicitud, así como el pro- 
cedimiento que se sigue posteriormente a la misma.” 


Artículo 2*.- Modifícanse los incisos segundo y 
cuarto del artículo 4” de la Ley N” 18.572, de 13 de 


CÁMARA DE SENADORES 


487-C.S. 


setiembre de 2009, los que quedarán redactados de la 
siguiente manera: 


“En acta resumida deberán señalarse los datos 
identificatorios de cada una de las partes, los domi- 
cilios constituidos a los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 5” de la presente ley, los rubros y montos re- 
clamados por el citante, la respuesta del citado y el 
resultado final obtenido. 


El acuerdo al que se arribe en el procedimiento ha- 
bilitará su ejecución forzada por el proceso regulado en 
el Título V del Libro II del Código General del Proceso.” 


Artículo 3%.- Modifícanse los artículos 9*, 11 y 
13 de la Ley N” 18.572, de 13 de setiembre de 2009, 
los que quedarán redactados de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 9". (Traslado, emplazamiento y con- 
testación de la demanda). Interpuesta la demanda en 
forma, el Tribunal decretará el traslado y emplaza- 
miento al demandado. 


El demandado contestará por escrito en la forma 
prevista en el artículo 130 del Código General del 
Proceso, dentro del término de 15 (quince) días de- 
biendo oponer al mismo tiempo, si las tuviere, todas 
las excepciones referidas en el artículo 133 del Códi- 
go General del Proceso.” 


“ARTÍCULO 11. (Traslado de las excepciones).- 
De las excepciones opuestas se dará traslado al actor 
por el plazo de 5 (cinco) días hábiles. Vencido el plazo 
o evacuado el traslado, se convocará a audiencia o se 
dictará resolución si correspondiere.” 


“ARTÍCULO 13. (Convocatoria a audiencia y dili- 
genciamiento de la prueba).- Dentro de las 48 (cuaren- 
ta y ocho) horas de recibido el escrito de contestación 
de demanda o de traslado de las excepciones, o vencido 
el término, el Tribunal fijará provisionalmente el objeto 
del proceso y de la prueba, se pronunciará sobre los me- 
dios probatorios y ordenará a la oficina el inmediato dili- 
genciamiento de los que corresponda, instrumentando 
todo lo que sea necesario para agotar su producción en 
la audiencia única que será convocada dentro de un 
plazo no mayor a los 60 (sesenta) días, contados a partir 
de la fecha de la contestación de la demanda o del tras- 
lado de las excepciones o del vencimiento del término. 


En caso de allanamiento total a la pretensión o 
cuando no se hubiera contestado la demanda en tiempo, 
y sin necesidad de diligenciar otra prueba el Tribunal 
fijará fecha para el dictado de la sentencia definitiva.” 


Artículo 4%.- Sustitúyese el artículo 14 de la 
Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, por el 
siguiente: 
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“ARTÍCULO 14. (Audiencia única).- La audien- 
cia se iniciará con la acreditación de las partes o sus 
representantes y será presidida por el Tribunal bajo 
pena de nulidad que compromete su responsabilidad 
funcional. 


Iniciada la audiencia, se cumplirán las siguientes 
actividades: 


1. Las partes ratificarán, en su caso, el contenido 
de la demanda y de la contestación, y podrán aclarar 
sus extremos por iniciativa propia o sujetas a la deci- 
sión del Tribunal si resultaren oscuros o imprecisos. 


2. El Tribunal dictará sentencia definitiva parcial 
ordenando el pago de los rubros o montos no con- 
trovertidos con las condenas accesorias preceptivas y 
los recargos, reajustes e intereses que correspondan y 
tentará la conciliación en los demás. Esta resolución 
será apelable sin efecto suspensivo y constituirá título 
de ejecución. La apelación se regirá por el régimen 
aplicable a las sentencias definitivas. 


3. El diligenciamiento de toda la prueba pendiente 
que el Tribunal estime necesaria. 


4. Las resoluciones dictadas en el curso de la au- 
diencia, así como la que fija definitivamente el objeto 
del proceso y de la prueba y provee sobre los medios 
probatorios, admitirán recursos de reposición y apela- 
ción con efecto diferido, los que deberán proponerse 
en la propia audiencia. 


5. Las partes deberán formular sus alegatos de 
bien probado en la audiencia o reservarse hacerlo por 
escrito dentro del plazo de 6 (seis) días. 


6. La audiencia única podrá prorrogarse por úni- 
ca vez cuando exista prueba pendiente de diligencia- 
miento que no haya podido ser incorporada pese a la 
diligencia del Tribunal y de las partes. Si la falta de 
incorporación fuere imputable al Tribunal, generará 
su responsabilidad y si fuera imputable a una parte 
determinará que se prescinda del medio probatorio 
propuesto por la parte omisa, salvo que la contrapar- 
te lo solicitare o el Tribunal, en uso de las facultades 
previstas por el artículo 1” inciso segundo de esta ley 
y por resolución fundada, dispusiere igualmente su 
diligenciamiento. La prórroga de la audiencia será 
por 6 (seis) días, pudiendo el Tribunal extender el 
plazo hasta 20 (veinte) días por motivo debidamente 
fundado, que será comunicado a la Suprema Corte 
de Justicia, quedando aquel sometido a eventual res- 
ponsabilidad por la dilación si no se la considerase 
justificada. 


7. Los incidentes promovidos fuera de audiencia 
se sustanciarán con un traslado a la contraparte por 3 
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(tres) días. Los incidentes promovidos en la audiencia 
única se sustanciarán y resolverán en la misma. En 
ambos casos tanto la demanda como la contestación 
ofrecerán la prueba bajo las mismas reglas que para 
el proceso principal. Si fuera necesario, la prueba se 
terminará de producir en la audiencia que se celebra- 
rá en plazo no mayor a 3 (tres) días en la que además, 
se oirá brevemente a las partes y se dictará sentencia, 
salvo que por su complejidad y por resolución fun- 
dada el Tribunal resuelva diferirla por plazo máximo 
de 3 (tres) días a cuyos efectos y sin convocatoria de 
nueva audiencia, fijará día y hora. 


La inasistencia no justificada de una de las partes 
no impedirá el desarrollo de la audiencia y la conti- 
nuación del proceso. 


En caso de inasistencia de ambas partes a la au- 
diencia, el Tribunal archivará las actuaciones sin más 
trámite.” 


Artículo 5*.- Modifícase el inciso primero del ar- 
tículo 15 de la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre 
de 2009, el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“ARTÍCULO 15. (Sentencia definitiva).- El Tribu- 
nal podrá dictar sentencia definitiva en la audiencia 
única o fuera de audiencia y dentro de los 20 (vein- 
te) días siguientes. En este último caso, en la misma 
audiencia fijará fecha para su pronunciamiento. La 
sentencia se notificará electrónicamente el mismo 
día de dictada. 


En aquellos casos que no se haya implementado la 
comunicación electrónica, se aplicará lo dispuesto en 
el inciso segundo del artículo 25 de la presente ley.” 


Artículo 6”.- Modifícase el artículo 17 de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 17. (Apelación y segunda instancia).- 
El plazo para interponer el recurso de apelación 
contra la sentencia definitiva de primera instancia 
será de 10 (diez) días. Si la sentencia se dictare 
en audiencia, el recurso deberá ser anunciado en 
la misma audiencia disponiendo de 10 (diez) días 
para expresar y fundar por escrito los agravios. Si la 
sentencia se dictare fuera de audiencia, el recurso 
será interpuesto por escrito fundado en el que se 
expresarán los agravios y sus fundamentos. 


Del recurso de apelación se dará traslado a la con- 
traparte por el término de 10 (diez) días. Evacuado el 
traslado o vencido el término para hacerlo, se elevará 
el expediente ante el Tribunal que corresponda en un 
plazo no mayor a los 5 (cinco) días. 
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El superior dictará sentencia dentro de los 30 
(treinta) días contados desde que los autos hayan in- 
egresado al Tribunal; en caso de discordia dicho plazo 
se extenderá proporcionalmente. Recibidos los autos 
por el Tribunal, en plazo de 48 (cuarenta y ocho) ho- 
ras se señalará la fecha del acuerdo dejándose cons- 
tancia y serán pasados a estudio simultáneo durante 
7 (siete) días corridos. Finalizado el estudio se consi- 
derará en el acuerdo y, acordada sentencia, será dic- 
tada en plazo de 10 (diez) días. En caso de discordia, 
en el mismo acuerdo se sorteará la integración y, re- 
unidos los votos necesarios, se dictará sentencia en el 
mismo plazo.” 


Artículo 7*.- Sustitúyense los artículos 18, 21, 
22, 23,25 y 26 de la Ley N” 18.572, de 13 de setiem- 
bre de 2009, por los siguientes: 


“ARTÍCULO 18. (Recursos).- En el proceso ordi- 
nario solo se admitirán los siguientes recursos: acla- 
ración, ampliación, reposición, apelación, queja por 
denegación de apelación, revisión y casación. 


Los recursos de aclaración, ampliación y reposi- 
ción proceden contra todas las resoluciones dictadas 
en el curso del proceso. Contra las resoluciones dicta- 
das en audiencia, estos recursos se interpondrán ver- 
balmente, se oirá a la contraparte en el mismo acto 
antes de decidir y se resolverán en la misma en forma 
inmediata. Contra las resoluciones dictadas fuera de 
audiencia, estos recursos se interpondrán por escrito 
dentro del plazo de 3 (tres) días. Del recurso de re- 
posición se dará traslado a la contraparte por el mis- 
mo plazo. Evacuado el traslado o vencido el término 
para ello, el Tribunal deberá dictar resolución dentro 
del plazo de 3 (tres) días. Del mismo plazo dispondrá 
el Tribunal para resolver los recursos de aclaración y 
ampliación. 


Los recursos de aclaración, ampliación, apelación 
y revisión proceden contra la sentencia definitiva y 
contra la sentencia interlocutoria que ponga fin al 
proceso. Los recursos de aclaración y ampliación 
serán interpuestos en la forma prevista en el inciso 
anterior. 


El recurso de apelación procede contra la senten- 
cia definitiva y contra la interlocutoria que pongan fin 
al proceso. Este recurso será interpuesto, sustanciado 
y resuelto en la forma prevista en el artículo 17 de la 
presente ley. El recurso de queja por denegación de 
apelación se interpondrá dentro del plazo de 5 (cin- 
co) días, con un traslado a la contraparte por el mis- 
mo plazo y será resuelto en la forma prevista en el 
artículo anterior.” 


“ARTÍCULO 21. (Traslado, contestación de la 
demanda y convocatoria a audiencia única).- Inter- 
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puesta la demanda en forma el Tribunal decretará el 
traslado y emplazamiento al demandado. El deman- 
dado contestará por escrito en la forma prevista por el 
artículo 9” de esta ley dentro del término de 10 (diez) 
días, debiendo oponer al mismo tiempo, si las tuviere, 
todas las excepciones referidas en el artículo 133 del 
Código General del Proceso. Será aplicable lo previsto 
por el artículo 10 de la presente ley. 


Contestada la demanda o vencido el plazo, el Tri- 
bunal fijará el objeto del proceso y de la prueba, se 
pronunciará sobre los medios probatorios y ordenará 
el diligenciamiento de los que corresponda, instru- 
mentando todo lo que sea necesario para agotar su 
producción en la audiencia única, que la convocará 
en plazo no mayor a 10 (diez) días. 


En caso de allanamiento total a la pretensión o 
cuando no se hubiera contestado la demanda en 
tiempo, y sin necesidad de diligenciar otra prueba, el 
Tribunal fijará fecha para el dictado de la sentencia 
definitiva.” 


“ARTÍCULO 22. (Audiencia única).- En la audien- 
cia única que será presidida por el Tribunal bajo pena 
de nulidad que compromete su responsabilidad fun- 
cional se cumplirán las siguientes actividades: 


1. Las partes ratificarán, en su caso, el contenido 
de la demanda y de la contestación, y podrán aclarar 
sus extremos, por iniciativa propia o sujetas a la deci- 
sión del Tribunal si resultaren oscuros o imprecisos. 


2. De las excepciones se dará traslado al actor 
quien deberá contestarlas en audiencia y todas serán 
resueltas en la sentencia definitiva. 


3. El Tribunal tentará la conciliación y fijará de- 
finitivamente el objeto del proceso y de la prueba y, 
acorde con ello, realizará el diligenciamiento de toda 
la prueba pendiente que estime necesaria. 


4. Se oirán los alegatos de ambas partes y el Tribu- 
nal dictará sentencia en la misma audiencia o dentro 
del plazo de 6 (seis) días y fuera de audiencia a cuyos 
efectos fijará la fecha y la hora. 


5. La audiencia no se suspenderá por la ausen- 
cia de una de las partes. El Juez producirá la prueba 
ofrecida y dictará sentencia. En caso de inasistencia 
de ambas partes a la audiencia, el Tribunal archivará 
las actuaciones sin más trámite. 


6. Los incidentes promovidos fuera de audiencia 
se sustanciarán con un traslado a la contraparte por 3 
(tres) días. Los incidentes promovidos en la audiencia 
única se sustanciarán y resolverán en la misma. En 
ambos casos tanto la demanda como la contestación 
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ofrecerán la prueba bajo las mismas reglas que para 
el proceso principal. Si fuera necesario, la prueba se 
terminará de producir en la audiencia que se celebra- 
rá en plazo no mayor a 3 (tres) días en la que además, 
se oirá brevemente a las partes y se dictará sentencia; 
salvo que por su complejidad y por resolución fun- 
dada el Tribunal resuelva diferirla por plazo máximo 
de 3 (tres) días a cuyos efectos y sin convocatoria de 
nueva audiencia, fijará día y hora. 


7. La audiencia única solamente podrá prorro- 
garse cuando exista prueba pendiente de diligencia- 
miento que no haya podido ser incorporada pese a la 
diligencia del Tribunal y de las partes. Si la falta de 
incorporación fuere imputable al Tribunal, generará 
su responsabilidad y si fuera imputable a una parte 
determinará que se prescinda del medio probatorio 
propuesto por la parte omisa, salvo que la contrapar- 
te lo solicitare o el Tribunal en uso de las facultades 
previstas por el artículo 1”, inciso segundo de esta 
ley y por resolución fundada dispusiere igualmente su 
diligenciamiento. En ningún caso la audiencia podrá 
prorrogarse por más de 6 (seis) días.” 


“ARTÍCULO 23. (Recursos).- Las resoluciones 
dictadas en el curso del proceso de menor cuantía 
admitirán recursos de reposición, aclaración y am- 
pliación. Los recursos interpuestos contra las provi- 
dencias dictadas en audiencia, se tramitarán a pe- 
tición verbal de cualquiera de las partes, oyendo a 
la contraria y resolviéndose en la misma. Las provi- 
dencias dictadas fuera de audiencia, se impugnarán, 
sustanciarán y resolverán en plazo de 3 (tres) días. 


La sentencia que pone fin al proceso será sus- 
ceptible de los recursos de aclaración y ampliación 
que se interpondrán, sustanciarán y resolverán en los 
mismos plazos.” 


“ARTÍCULO 25. (Notificaciones).- Salvo que ya se 
hubiera constituido domicilio electrónico en autos, el 
traslado de la demanda y emplazamiento se notificará 
en el domicilio del demandado. 


Todas las demás providencias se notificarán elec- 
trónicamente (Ley N* 18.237, de 26 de diciembre de 
2007), salvo en aquellos lugares donde no se haya 
implementado la comunicación electrónica, en cuyo 
caso, la notificación se hará ficta en la oficina; ex- 
cepto los casos en que el Tribunal disponga que se 
practique en el domicilio constituido en autos.” 


“ARTÍCULO 26. (Plazos).- Todos los plazos previstos 
en la presente ley son perentorios e improrrogables. 


Salvo disposición en contrario, todos los plazos 
para la actuación del Tribunal serán de 48 (cuarenta 
y ocho) horas. 
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Todos los plazos comenzarán a correr el primer 
día hábil siguiente a su notificación, salvo que sean 
comunes, en cuyo caso se contarán desde el primer 
día hábil siguiente a la última notificación. 


Los plazos que se cuentan por días solo se sus- 
penderán en las ferias judiciales y en la semana de 
turismo. 


Los plazos de hasta 15 (quince) días solo compu- 
tarán los días hábiles y los mayores a 15 (quince) días 
se contarán por días corridos. 


Los plazos que finalicen en día inhábil se enten- 
derán prorrogados hasta el primer día hábil siguiente. 


Son horas y días hábiles las indicadas por el 
artículo 96 del Código General del Proceso. 


El incumplimiento de los plazos previstos para el 
Tribunal, deberá ser expuesto y comunicado a la Su- 
prema Corte de Justicia, quedando aquel sometido 
a eventual responsabilidad por la dilación si no se la 
considerase justificada.” 


Artículo 8.- Modifícase el artículo 28 de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 28. (Gratuidad).- De conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 1* de la presente ley, 
todas las actuaciones administrativas y judiciales se- 
rán gratuitas para la parte trabajadora, incluidos im- 
puestos y tasas registrales y catastrales, expedición de 
testimonios de partidas del Registro de Estado Civil, 
certificados y sus legalizaciones.” 


Artículo 9%. (Aplicación de la ley en el tiem- 
po).- Las modificaciones introducidas por la presente 
ley serán de aplicación inmediata, alcanzando a los 
asuntos en trámite. Exceptúanse los actos y plazos 
procesales que hayan tenido principio de ejecución. 


Artículo 10. (Proceso digital).- Dispónese la 
implantación del expediente electrónico en la justicia 
del trabajo. 


Artículo 11. (Proceso general de tutela de la 
actividad sindical).- Sustitúyese el procedimien- 
to previsto en el artículo 2”, numeral 1) de la Ley 
N* 17.940, de 2 de enero de 2006, por el proceso la- 
boral ordinario previsto en la Ley N* 18.572, de 13 de 
setiembre de 2009, con las modificaciones introduci- 
das por la presente ley. 


Artículo 12. (Proceso de infracción a la ley 
de igualdad de trato).- Sustitúyese el proceso pre- 
visto en el artículo 4” de la Ley N” 16.045, de 2 de 
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junio de 1989, por el proceso ordinario previsto en la 
Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, con las 
modificaciones introducidas por la presente ley. 


Sala de la Comisión, treinta y uno de agosto de dos 
mil once. 


Eduardo Lorier, Miembro Informante; Milton 
Antognazza, Eber Da Rosa (con salvedades 
que expondrá en Sala); Francisco Gallinal (con 
salvedades que expondrá en Sala); Carlos Gamou, 
Rafael Michelini, Carlos Moreira (con salvedades 
que expondrá en Sala); Ope Pasquet (con salvedades 
que expondrá en Sala); Aníbal Rondeau. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 3 de marzo de 2011. 


Sr. Presidente de la Asamblea General 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De nuestra mayor consideración: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
alto Cuerpo, a fin de remitir para su consideración el 
Proyecto de Ley que se acompaña, por el cual se for- 
mulan algunas modificaciones a la denominada Ley 
de abreviación de los procesos laborales N* 18.572. 


Exposición de Motivos 


El presente Proyecto de Ley sobre reforma del 
proceso laboral se propone cerrar y construir la refor- 
ma procesal laboral comenzada en el anterior manda- 
to y establecer un marco adecuado, ágil, preciso y de 
pronta administración de justicia. 


Como acaba de señalarse durante el quinquenio 
pasado se dispuso una reforma o puesta a punto de la 
legislación laboral de nuestra Nación. En ese contex- 
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to se sancionaron nuevos instrumentos legales que 
establecieron a vía de ejemplo un marco para la ne- 
gociación colectiva tanto pública, como privada; una 
ley de promoción y protección de la libertad sindical; 
leyes sobre la descentralización laboral, reforma del 
seguro de desempleo, nuevos estatutos para los traba- 
jadores domésticos y rurales, etc. 


Debido a una morosidad casi endémica del sis- 
tema procesal uruguayo para con las causas del 
trabajo (el cual no se apartaba del resto de los de 
América Latina), se promovió la instalación de un 
nuevo proceso laboral, el cual fue consagrado en la 
Ley N* 18. 572. 


Entrada en vigencia la mencionada norma, fue 
objetodesucesivasoposicionesdeinconstitucionalidad, 
algunos de los cuales lograron conmover aspectos del 
nuevo esquema procesal. Cabe especial referencia a 
los relativos al depósito previo del cincuenta por ciento 
de la condena como requisito preliminar para deducir 
el recurso de apelación; y el tratamiento igualitario 
de ambas partes en la hipótesis de incomparecencia a 
la audiencia preliminar. 


Frente a los pronunciamientos del máximo órgano 
judicial, se torna indispensable dictar normas que con- 
templen los señalamientos realizados por la Suprema 
Corte de Justicia sin que esta adecuación comprome- 
ta ninguno de los principios que orientaron la reforma 
original y muy especialmente el de celeridad procesal. 


Se utiliza también la oportunidad legislativa para 
efectuar algunos ajustes de redacción en el texto de 
la Ley N” 18.572 y corregir mínimas situaciones que 
aparecían sin solución o con salidas imperfectas en 
la práctica. 


Se describe en el siguiente capítulo las reformas 
propuestas. 


En sede de audiencia administrativa de concilia- 
ción (artículos 3% a 6% de la Ley N* 18.572), se man- 
tiene en esencia su redacción efectuando correccio- 
nes de denominación de algún órgano del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, suprimiéndose una 
disposición que habilitaba eludir este requisito en 
ciertas zonas geográficas del país, en virtud de que la 
mencionada Secretaría de Estado posee competencia 
en todo el territorio nacional. 


Respecto a la contestación de la demanda, oposi- 
ción de excepciones y su contestación (artículos 9%, 
11 y 13 de la Ley N* 18.572), se modifica el momento 
de inicio del cómputo del plazo para concluir el pro- 
ceso, situándolo después del momento de la contes- 
tación u oposición de excepciones o contestación de 
estas últimas según sea el caso. 
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El artículo 14 se modifica sustancialmente to- 
mando en consideración especial la declaración de 
inconstitucionalidad dictada por la Suprema Corte de 
Justicia. En este caso, se sacrifica en una pequeñísi- 
ma fracción, el principio de inmediación a cambio de 
los de celeridad, economía y seguridad procesal. En 
efecto, tomando como base el modelo procesal que 
regía durante la vigencia del Decreto-Ley N* 14.188, 
se admite que el abogado con la sola suscripción de 
la demanda queda investido del carácter de repre- 
sentante del trabajador. En consecuencia, llegada la 
audiencia, si el trabajador no se encontrare, el letrado 
tendrá facultades suficientes para representarlo y se- 
guir adelante con el proceso. 


Respecto al artículo 15, se lo modifica en el senti- 
do que para el caso de no dictarse sentencia definiti- 
va, el Juez deberá notificar electrónicamente la fecha 
cierta del dictado del pronunciamiento, todo lo cual 
refuerza la garantía del debido proceso y la notifica- 
ción cierta de los actos procesales. 


La nueva redacción del artículo 17 suprime el de- 
pósito del cincuenta por ciento de la condena como 
requisito previo para deducir el recurso de apelación 
y obedece a una de las tres inconstitucionalidades de- 
claradas por la Suprema Corte de Justicia. 


Mediante la nueva redacción proyectada para el 
artículo 18 de la Ley N* 18.572, se resuelve una dis- 
cusión doctrinaria respecto a nominar la totalidad de 
los recursos procedentes, en especial los de amplia- 
ción y aclaración, habiéndose optado por la posición 
de excluir el recurso de casación, dado los pocos ca- 
sos en que procede. 


En lo que hace al procedimiento de pequeñas 
causas se innova, estableciendo un término de diez 
días para que el demandado formule su contestación 
y oponga excepciones. Se modifica el modelo 
existente donde el demandado tenía que realizar toda 
esta actividad en la propia audiencia, incluso oponer 
excepciones. De esta manera se fortifica la posición 
del trabajador ya que se le abre un espacio para 
contestar estas últimas y producir prueba en tiempo 
suficiente. 


Como consecuencia de la declaración de incons- 
titucionalidad de la forma en que resolvía la ley la 
incomparecencia del demandado a la audiencia úni- 
ca, también se vió afectado el artículo 22 de la norma 
que se revisa. Se opta aquí también por la posición 
utilizada para el proceso ordinario, esto es, el traba- 
jador puede comparecer mediante representante y 
continuar adelante con el proceso por el apoderado 
para el caso de inasistencia del actor. 
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Mediante la reforma del artículo 25 se pretende 
reforzar la celeridad del proceso, estableciendo que 
solo se notifica a domicilio la providencia que conce- 
de el traslado de la demanda, las restantes se realiza- 
rán mediante notificación electrónica. 


En la práctica se apreciaron algunas imperfeccio- 
nes en el régimen de cómputo de términos y plazos, 
por lo cual a través del artículo 26 se decidió unificar 
el sistema, adecuándolo a las previsiones del Código 
General del Proceso. 


Con la nueva redacción del artículo 28 se refuer- 
za el principio de gratuidad para la parte trabajadora 
haciéndolo extensivo a algunas actuaciones donde 
persistían algunas dudas. 


En los artículos finales se aproxima a la Ley a al- 
gunos procedimientos (tutela sindical e igualdad de 
trato) de la nueva estructura procesal, más simple y 
rápida. 


Concluido el trabajo de una Comisión Ad-hoc re- 
dactora del presente Proyecto se sometió el mismo 
a la consulta de los sectores profesionales (emplea- 
dores, trabajadores y Suprema Corte de Justicia) sin 
que se recibieran comentarios. 


Se estima, que mediante estas correcciones a la 
Ley N* 18.572, el sistema procesal laboral quedará en 
óptimas condiciones, cumpliendo con los principios 
de celeridad y economía procesal, dejando al sistema 
jurídico nacional, una norma de última generación si 
se repasan los sistemas de derecho comparado. 


Saludamos a ese Cuerpo con la más alta estima y 
consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; 
Eduardo Brenta, Tabaré Aguerre, Ricardo 
Ehrlich, Luis Rosadilla, Ana Vignoli, Pedro 
Buonomo, Roberto Kreimerman, Eduardo 
Bonomi, Enrique Pintado, Graciela Muslera, 
Héctor Lescano, Daniel Olesker, Roberto Conde. 


Proyecto de Ley 


Artículo 1*.- Modifícase el artículo 3% de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 3". (Conciliación previa).- Antes de 
iniciarse juicio en materia laboral, deberá tentarse 
la conciliación previa ante el Centro de Negociación 
de Conflictos Individuales de Trabajo en la ciudad de 
Montevideo o ante la Oficina de Trabajo dependien- 
te del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el 
interior de la República, según corresponda al domi- 
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cilio del empleador o al lugar en que se cumplieron 
las prestaciones. 


La solicitud de inicio del procedimiento conci- 
liatorio deberá realizarse por escrito presentado por 
el interesado o por apoderado, asistido de abogado, 
salvo que la reclamación fuera por sumas inferiores 
al equivalente de 20 U.R. (veinte unidades reajusta- 
bles). En dicha solicitud deberán indicarse con pre- 
cisión los hechos que fundamentan el reclamo y el 
detalle y el monto de los rubros reclamados. El Minis- 
terio de Trabajo y Seguridad Social regulará los meca- 
nismos y la forma de presentación de la solicitud, así 
como el procedimiento que se sigue posteriormente 
a la misma.” 


Artículo 2*.- Modifícanse los Incisos segundo y 
cuarto del artículo 4” de la Ley N” 18.572, de 13 de 
setiembre de 2009, los que quedarán redactados de la 
siguiente manera: 


“En acta resumida deberá señalarse los datos 
identificatorios de cada una de las partes, los domi- 
cilios constituidos a los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 5” de la presente Ley, los rubros y montos 
reclamados por el citante, la respuesta del citado y el 
resultado final obtenido.” 


“El acuerdo al que se arribe en el procedimiento 
habilitará su ejecución forzada por el proceso regula- 
do en el Título V del Libro II del Código General del 
Proceso.” 


Artículo 3%.- Modifícanse los artículos 9%, 11 y 
13 de la Ley N* 18.572 de 13 de setiembre de 2009, 
los que quedarán redactados de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 9“. (Traslado, emplazamiento y con- 
testación de la demanda). Interpuesta la demanda en 
forma, el Tribunal decretará el traslado y emplaza- 
miento al demandado. 


El demandado contestará por escrito en la forma 
prevista en el artículo 130 del Código General del 
Proceso, dentro del término de diez días debiendo 
oponer al mismo tiempo, si las tuviere, todas las ex- 
cepciones referidas en el artículo 133 del Código Ge- 
neral del Proceso.” 


“ARTÍCULO 11. (Traslado de las excepciones).- 
De las excepciones opuestas se dará traslado al actor 
por el plazo de tres días hábiles. Vencido el plazo o 
evacuado el traslado, se convocará a audiencia o se 
dictará resolución si correspondiere.” 


“ARTÍCULO 13. (Convocatoria a audiencia y dili- 
genciamiento de la prueba).- Dentro de las cuarenta 
y ocho horas de recibido el escrito de contestación de 
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demanda o de traslado de las excepciones, o vencido 
el término, el tribunal fijará el objeto del proceso y 
de la prueba, se pronunciará sobre los medios pro- 
batorios y ordenará el diligenciamiento de la que co- 
rresponda, instrumentando todo lo que sea necesario 
para agotar su producción en la audiencia única que 
será convocada dentro de un plazo no mayor a los 
sesenta días, contados a partir de la fecha de la con- 
testación de la demanda o del traslado de las excep- 
ciones o del vencimiento del término. 


En caso de allanamiento total a la pretensión o 
cuando no se hubiera contestado la demanda en 
tiempo, y sin necesidad de diligenciar otra prueba el 
tribunal fijará fecha para el dictado de la sentencia 
definitiva.” 


Artículo 4*.- Sustitúyase el Artículo 14 de la Ley 
N* 18.572 de 13 de setiembre de 2009 por el siguiente: 


“ARTÍCULO 14. (Audiencia única).- La audien- 
cia se iniciará con la acreditación de las partes o sus 
representantes y será presidida por el tribunal bajo 
pena de nulidad que compromete su responsabilidad 
funcional. 


Iniciada la audiencia, se cumplirán las siguientes 
actividades: 


1. Las partes ratificarán, en su caso, el contenido 
de la demanda y de la contestación, y podrán aclarar 
sus extremos por iniciativa propia o sujetas a la deci- 
sión del tribunal si resultaren oscuros o imprecisos. 


2. El Tribunal dictará sentencia definitiva parcial 
ordenando el pago de los rubros o montos no contro- 
vertidos con las condenas accesorias preceptivas y los 
recargos, reajustes e intereses que correspondan y ten- 
tará la conciliación en los «demás. Esta resolución será 
apelable sin efecto suspensivo y constituirá título de 
ejecución. 


3. El diligenciamiento de toda la prueba pendiente 
que el tribunal estime necesaria. 


4. Las resoluciones dictadas en el curso de la au- 
diencia, así como la que fija el objeto del proceso y de la 
prueba y provee sobre los medios probatorios admitirán 
recursos de reposición y apelación con efecto diferido, 
los que deberán proponerse en la propia audiencia. 


5. Las partes podrán formular sus alegatos de 
bien probado en la audiencia o reservarse hacerlo por 
escrito dentro del plazo que fije el tribunal, que no 
podrá exceder de diez días corridos. En tal caso, el 
término para dictar sentencia definitiva quedará re- 
ducido en el mismo número de días dispuestos para 
alegar por escrito. 
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6. La audiencia única podrá prorrogarse por úni- 
ca vez cuando exista prueba pendiente de diligencia- 
miento que no haya podido ser incorporada pese a la 
diligencia del Tribunal y de las partes. Si la falta de 
incorporación fuere imputable al tribunal, generará 
su responsabilidad y si fuera imputable a una parte 
determinará que se prescinda del medio probatorio 
propuesto por la parte omisa, salvo que la contrapar- 
te lo solicitare o el tribunal, en uso de las facultades 
previstas por el artículo 1, Inciso 2” de esta Ley y por 
resolución fundada, dispusiere igualmente su diligen- 
ciamiento. En ningún caso la audiencia podrá prorro- 
garse por más de seis días. 


7. Los incidentes promovidos fuera de audien- 
cia se sustanciarán con un traslado a la contrapar- 
te por tres días. Los incidentes promovidos en la 
audiencia única se sustanciarán y resolverán en 
la misma. En ambos casos tanto la demanda como 
la contestación ofrecerán la prueba bajo las mis- 
mas reglas que para el proceso principal. Si fuera 
necesario, la prueba se terminará de producir en 
la audiencia que se celebrará en plazo no mayor a 
tres días en la que además, se oirá brevemente a 
las partes y se dictará sentencia, salvo que por su 
complejidad y por resolución fundada el tribunal 
resuelva diferirla por plazo máximo de tres días a 
cuyos efectos y sin convocatoria de nueva audien- 
cia, fijará día y hora. 


La inasistencia no justificada de cualquiera de las 
partes no impedirá el desarrollo de la audiencia y la 
continuación del proceso.” 


Artículo 5*.- Modifícase el Inciso primero del 
artículo 15 de la Ley N” 18.572 de 13 de setiembre 
de 2009, el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“ARTÍCULO 15. (Sentencia definitiva).- El Tribu- 
nal podrá dictar sentencia definitiva en la audiencia 
única o fuera de audiencia y dentro de los veinte días 
siguientes. En este caso, fijará fecha para su pronun- 


ciamiento notificándola electrónicamente el mismo 
día.” 


Artículo 6”.- Modifícase el artículo 17 de la Ley 
N* 18.572 de 13 de setiembre de 2009, el que queda- 
rá redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 17. (Apelación y segunda instancia).- 
El plazo para interponer el recurso de apelación con- 
tra la sentencia definitiva de primera instancia será 
de cinco días. Si la sentencia se dictare en audiencia, 
el recurso deberá ser anunciado en la misma audien- 
cia disponiendo de cinco días para expresar y fun- 
dar por escrito los agravios. Si la sentencia se dictare 
fuera de audiencia, el recurso será interpuesto por 
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escrito fundado en el que se expresarán los agravios 
y sus fundamentos. 


Del recurso de apelación se dará traslado a la con- 
traparte por el término de cinco días. Evacuado el 
traslado o vencido el término para hacerlo, se elevará 
el expediente ante el Tribunal que corresponda en un 
plazo no mayor a los cinco días. 


El superior dictará sentencia dentro de los treinta 
días contados desde que los autos hayan ingresado 
al Tribunal; en caso de discordia dicho plazo se ex- 
tenderá proporcionalmente. Recibidos los autos por 
el Tribunal, en plazo de cuarenta y ocho horas se se- 
ñalará la fecha del acuerdo dejándose constancia y 
serán pasados a estudio simultáneo durante siete días 
corridos. Finalizado el estudio se considerará en el 
acuerdo y, acordada sentencia, será dictada en plazo 
de diez días. En caso de discordia, en el mismo acuer- 
do se sorteará la integración y, reunidos los votos ne- 
cesarios, se dictará sentencia en el mismo plazo.” 


Artículo 7*.- Sustitúyense los artículos 18, 21, 
22, 23,25 y 26 de la Ley N* 18.572, de 13 de setiem- 
bre de 2009 por los siguientes: 


“ARTÍCULO 18. (Recursos).- En el proceso ordi- 
nario solo se admitirán los siguientes recursos: acla- 
ración y ampliación, reposición, apelación, queja por 
denegación de apelación y revisión. 


Los recursos de aclaración y ampliación y reposi- 
ción proceden contra las todas resoluciones dictadas 
en el curso del proceso. Contra las resoluciones dic- 
tadas en audiencia, estos recursos interpondrán ver- 
balmente, se oirá a la contraparte en el mismo acto 
antes de decidir y se resolverán en la misma en forma 
inmediata. Contra las resoluciones dictadas fuera de 
audiencia, estos recursos se interpondrán por escrito 
dentro del plazo de tres días, con un traslado a la con- 
traparte por el mismo plazo. Evacuado el traslado o 
vencido el término para ello, el tribunal deberá dictar 
resolución dentro del plazo de tres días. 


Los recursos de aclaración y ampliación, apela- 
ción, queja por denegación de apelación y revisión 
proceden contra la sentencia definitiva y contra la 
sentencia interlocutoria que ponga fin al proceso. El 
recurso de aclaración y ampliación será interpuesto y 
sustanciado en la forma prevista en el Inciso anterior. 


El recurso de apelación procede contra la sentencia 
definitiva y contra la interlocutoria que pongan fin al 
proceso. Este recurso será interpuesto, sustanciado 
y resuelto en la forma prevista en el artículo 17 de 
la presente Ley. El recurso de queja por denegación 
de apelación se interpondrá dentro del plazo de 
cinco días, con un traslado a la contraparte por el 
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mismo plazo y será resuelto en la forma prevista en el 
artículo anterior.” 


“ARTÍCULO 21. (Traslado, contestación de la 
demanda y convocatoria a audiencia única).- Inter- 
puesta la demanda en forma el Tribunal decretará el 
traslado y emplazamiento al demandado. El deman- 
dado contestará por escrito en la forma prevista por 
el artículo 9 de esta Ley dentro del término de diez 
días, debiendo oponer al mismo tiempo, si las tuviere, 
todas las excepciones referidas en el artículo 133 del 
Código General del Proceso. Será aplicable lo previsto 
por el artículo 10 de la presente Ley. 


Contestada la demanda o vencido el plazo, el tri- 
bunal fijará el objeto del proceso y de la prueba, se 
pronunciará sobre los medios probatorios y ordenará 
el diligenciamiento de la que corresponda, instru- 
mentando todo lo que sea necesario para agotar su 
producción en la audiencia única que la convocará en 
plazo no mayor a diez días. 


En caso de allanamiento total a la pretensión o 
cuando no se hubiera contestado la demanda en 
tiempo, y sin necesidad de diligenciar otra prueba el 
Tribunal fijará fecha para el dictado de la sentencia 
definitiva.” 


“ARTÍCULO 22. (Audiencia única).- En la audien- 
cia única que será presidida por el Tribunal bajo pena 
de nulidad que compromete su responsabilidad fun- 
cional se cumplirán las siguientes actividades: 


1. Las partes ratificarán, en su caso, el contenido 
de la demanda y de la contestación, y podrán aclarar 
sus extremos, por iniciativa propia o sujetas a la de- 
cisión del tribunal si resultaren oscuros o imprecisos. 


2. De las excepciones se dará traslado al actor 
quien deberá contestarlas en audiencia y todas serán 
resueltas en la sentencia definitiva. 


3. El Tribunal tentará la conciliación y fijará de- 
finitivamente el objeto del proceso y de la prueba y 
acorde con ello realizará el diligenciamiento de toda 
la prueba pendiente que estime necesaria. 


4. Se oirán los alegatos de ambas partes y el Tribu- 
nal dictará sentencia en la misma audiencia o dentro 
del plazo de seis días y fuera de audiencia a cuyos 
efectos fijará la fecha y la hora. 


5. La audiencia no se suspenderá por la ausencia 
de cualquiera de las partes. En todo caso el Juez pro- 
ducirá la prueba ofrecida y dictará sentencia. 


6. Los incidentes promovidos fuera de audiencia 
se sustanciarán, con un traslado a la contraparte por 
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tres días. Los incidentes promovidos en la audiencia 
única se sustanciarán y resolverán en la misma. En 
ambos casos tanto la demanda como la contestación 
ofrecerán la prueba bajo las mismas reglas que para 
el proceso principal. Si fuera necesario, la prueba se 
terminará de producir en la audiencia que se celebra- 
rá en plazo no mayor a tres días en la que además, se 
oirá brevemente a las partes y se dictará sentencia, 
salvo que por su complejidad y por resolución funda- 
da el tribunal resuelva diferirla por plazo máximo de 
tres días a cuyos efectos y sin convocatoria de nueva 
audiencia, fijará día y hora. 


7. La audiencia única solamente podrá prorro- 
garse cuando exista prueba pendiente de diligencia- 
miento que no haya podido ser incorporada pese a la 
diligencia del Tribunal y de las partes. Si la falta de 
incorporación fuere imputable al tribunal, generará 
su responsabilidad y si fuera imputable a una parte 
determinará que se prescinda del medio probatorio 
propuesto por la parte omisa, salvo que la contrapar- 
te lo solicitare o el Tribunal en uso de las facultades 
previstas por el artículo 1, Inciso 2” de esta Ley y por 
resolución fundada dispusiere igualmente su diligen- 
ciamiento. En ningún caso la audiencia podrá prorro- 
garse por más de seis días.” 


“ARTÍCULO 23. (Recursos).- Las resoluciones 
dictadas en el curso del proceso de menor cuantía 
admitirán recursos de reposición, y aclaración y am- 
pliación. Las dictadas en audiencia, se tramitarán a 
petición verbal de cualquiera de las partes, oyendo a 
la contraria y resolviéndose en la misma. Las dicta- 
das fuera de audiencia, se impugnarán, sustanciarán 
y resolverán en plazo de tres días. 


La sentencia que pone fin al proceso será suscep- 
tible del recurso de aclaración y ampliación que se 
interpondrá, sustanciará y resolverá en los mismos 
plazos.” 


“ARTÍCULO 25. (Notificaciones).- Salvo que ya se 
hubiera constituido domicilio electrónico en autos, el 
traslado de la demanda y emplazamiento se notificará 
en el domicilio del demandado. 


Todas las demás providencias se notificarán elec- 
trónicamente (Ley N* 18.237), salvo en aquellos lu- 
gares donde no se ha implementado la comunicación 
electrónica, en cuyo caso, la notificación se hará ficta 
en la oficina.” 


“ARTÍCULO 26. (Plazos).- Todos los plazos previstos 
en la presente Ley son perentorios e improrrogables. 


Salvo disposición en contrario, todos los plazos 
para la actuación del tribunal serán de cuarenta y 
ocho horas. 
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Todos los plazos comenzarán a correr el primer 
día hábil siguiente a su notificación, salvo que sean 
comunes, en cuyo caso se contarán desde el primer 
día hábil siguiente a la última notificación. 


Los plazos que se cuentan por días solo se sus- 
penderán en las ferias judiciales y en la semana de 
turismo. 


Los plazos menores de quince días solo compu- 
tarán los días hábiles y los mayores a quince días, se 
contarán por días corridos. 


Los plazos que finalicen en día inhábil se enten- 
derán prorrogados hasta el primer día hábil siguiente. 


Son horas y días hábiles las indicadas por el 
artículo 96 del Código General del Proceso. 


El incumplimiento de los plazos previstos para el 
tribunal, deberá ser expuesto y comunicado a la Su- 
prema Corte de Justicia, quedando aquel sometido 
a eventual responsabilidad por la dilación si no se la 
considerase justificada.” 


Artículo 8%.- Modifícase el artículo 28 de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 28. (Gratuidad).- De conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 1” de la presente Ley, 
todas las actuaciones administrativas y judiciales se- 
rán gratuitas para la parte trabajadora, incluidos im- 
puestos y tasas registrales y catastrales, expedición de 
testimonios de partidas del Registro de Estado Civil, 
certificados y sus legalizaciones.” 
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Artículo 9".- (Aplicación de la ley en el tiempo).- 
Las modificaciones introducidas por la presente ley 
serán de aplicación inmediata, alcanzando a los asun- 
tos en trámite. Exceptúanse los actos y plazos proce- 
sales que hayan tenido principio de ejecución. 


Artículo 10.- (Proceso digital).- Dispónese la im- 
plantación del expediente electrónico en la justicia 
del trabajo. 


Artículo 11.- (Proceso general de tutela de la ac- 
tividad sindical).- Sustitúyase el procedimiento pre- 
visto en el artículo 2, numeral 1 de la Ley N* 17.940, 
de 2 de enero de 2006, por el proceso laboral ordina- 
rio previsto en la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre 
de 2009, con las modificaciones introducidas por la 
presente. 


Artículo _12.- (Proceso de infracción a la ley de 
igualdad de trato).- Sustitúyase el proceso previsto 
en el artículo 4 de la Ley N* 16.045, de 2 de junio 
de 1989, por el proceso ordinario previsto en la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, con las modi- 
ficaciones introducidas por la presente. 


Artículo 13.- Comuníquese, publíquese y archí- 
vese. 


Eduardo Brenta, Tabaré Aguerre, Ricardo 
Ehrlich, Luis Rosadilla, Ana Vignoli, Pedro 
Buonomo, Roberto Kreimerman, Eduardo 
Bonomi, Enrique Pintado, Graciela Muslera, 
Héctor Lescano, Daniel Olesker, Roberto 
Conde.” 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 18.572, 
de 13 de setiembre de 2009 


CAPITULO | - PRINCIPIOS 


Artículo. 1?.- Los procesos laborales se ajustarán a los principios de 
oralidad, celeridad, gratuidad, inmediación, concentración, publicidad, buena fe 
y efectividad de la tutela de los derechos sustanciales. 


El Tribunal, de oficio, podrá averiguar o complementar la prueba de los 
hechos objeto de controversia, quedando investido, a tales efectos, con todas 
las facultades inquisitivas previstas para el orden procesal penal. 


CAPITULO ll - COMPETENCIA 


Artículo 2".- Los Tribunales de la jurisdicción laboral entenderán en los 
asuntos originados en conflictos individuales de trabajo. 


CAPITULO !Il - AUDIENCIA DE CONCILIACION PREVIA 


Artículo 3? .- (Conciliación previa).- Antes de iniciarse juicio en materia 
laboral, deberá tentarse la conciliación previa ante el Centro de Negociación de 
Conflictos Individuales de Trabajo o ante la Agencia Zonal del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, según corresponda al domicilio del empleador o al 
lugar en el que se cumplieron las prestaciones. Cuando en la jurisdicción 
territorial del Tribunal competente no existan agencias zonales, el reclamante 
quedará exonerado de tentar la conciliación. 


La solicitud de inicio del procedimiento conciliatorio deberá realizarse por 
escrito presentado por el interesado o por el apoderado, asistido de abogado, 
salvo que la reclamación fuera por sumas inferiores al equivalente de 20 UR 
(veinte unidades reajustables). En dicha solicitud deberán indicarse con 
precisión los hechos que fundamentan el reclamo y el detalle y el manto de los 
rubros reclamados. 


Artículo 4%- (Audiencia y contenido del acta).- La audiencia se 
convocará para día y hora determinados, con una anticipación no menor de 
tres días, 


En acta resumida deberá señalarse en forma detallada el reclamo, las 
soluciones propuestas, el resultado final y el domicilio que indiquen las partes. 


Si el citado entiende que existe un tercero total o parcialmente 
responsable deberá individualizarlo en la audiencia, quedando constancia en el 
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acta. Su omisión en este aspecto así como su incomparecencia a la audiencia 
constituirán presunciones simples contrarias a su interés en e! proceso ulterior. 


El acuerdo a que se arribe en el procedimiento habilitará su ejecución 
forzada por los procedimientos propios regulados en el Titulo V del Libro 1! del 
Código General del Proceso. 


Artículo 5”.-  (Domicilio).- El domicilio fijado por las partes en la 
audiencia de conciliación administrativa previa se tendrá como válido para el 
proceso, siempre que se iniciare dentro del plazo de un año computable desde 
la fecha del acta respectiva. 


Artículo 6*.- (Solicitud de constancia).- Si el trámite administrativo no 
hubiere culminado, dentro de los treinta días contados a partir de la solicitud de 
audiencia, el trabajador podrá solicitar uma constancia con la que podrá 
interponer la demanda. 


CAPITULO IV - PROCESO LABORAL ORDINARIO 


Artículo 7% .- (Ámbito de aplicación).- Con excepción de lo establecido 
en normas que prevean procedimientos especiales, en materia laboral el 
proceso se regirá por lo previsto en esta ley. 


Artículo 8*.- (Demanda).- La demanda se presentará por escrito en la 
forma prevista en el artículo 117 del Código General del Proceso. Deberá 
incluir el valor total de la pretensión y la liquidación detallada de cada uno de 
los rubros reclamados, lo que deberá ser controlado por el Tribunal, que 
dispondrá se subsanen los defectos en el plazo de tres días con apercibimiento 
de tener por no presentada la demanda. 


o 9%- (Traslado, convocatoria a audiencia única y contestación 
de la demanda).- Interpuesta la demanda en forma, el Tribunal decretará el 
traslado y emplazamiento al demandado; al mismo tiempo convocará a las 
partes a una audiencia dentro de un plazo mo mayor a los sesenta días 
contados a partir de la fecha de la presentación de la demanda. El demandado 
contestará por escrito en la forma prevista en el artículo 130 del Código 
General del Proceso, dentro del término de diez días hábiles perentorios e 
improrrogables, debiendo oponer al mismo tiempo, si las tuviere, todas las 
excepciones referidas en el artículo 133 del Código General del Proceso. 


Artículo 10 .- (Reconvención, citación y noticia de terceros).- En ningún 
caso procederá la reconvención, el emplazamiento o la noticia de terceros. 


Cuando por las circunstancias previstas en los artículos 3? y 6” de la 
presente morma no haya mediado instancia de conciliación previa, el 
demandado, si entiende que existe un tercero responsable, al contestar la 
demanda podrá individualizarlo, pudiendo éste ser emplazado si asi lo 
considera el actor. 
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En tal caso, aquél no podrá objetar la procedencia de su emplazamiento 
y deberá comparecer dentro del término de diez días hábiles perentorios e 
improrrogables, por escrito en la misma forma prevista para la contestación de 
la demanda. 


Artículo 11.- (Traslado de las excepciones). De las excepciones 
opuestas se dará traslado al actor por el plazo de tres días hábiles. Vencido el 
plazo o contestado el traslado, se dictará resolución, si correspondiere. 


Artículo_12- (Resolución sobre las excepciones).- Todas las 
excepciones serán resueltas en la sentencia definitiva, salvo la de 
incompetencia por razón de territorio o de cuantía. En este caso la sentencia se 
dictará en plazo de seis días y admitirá recurso de apelación con efecto 
suspensivo, que deberá ser interpuesto en plazo de tres dias y sustanciarse 
con un traslado a la contraparte por igual término, 


Artículo 13.- (Diligenciamiento de la prueba).- Dentro de las cuarenta y 
ocho horas de recibido el escrito de contestación de demanda o de traslado de 
las excepciones al actor, el Tribunal fijará el objeto del proceso y de la prueba, 
se pronunciará sobre los medios probatorios y ordenará el diligenciamiento de 
la que corresponda, instrumentando todo lo que sea necesario para agotar su 
producción en la audiencia única, 


En caso de allanamiento total a la pretensión o cuando no se hubiera 
contestado la demanda en tiempo, el Tribunal fijará fecha para el dictado de la 
sentencia definitiva. 


Artículo 14.- (Audiencia única).- Las partes deberán comparecer a la 
audiencia en forma personal, salvo que a juicio del Tribunal exista un motivo 
justificado que habilite la comparecencia por representante. La inasistencia no 
justificada del actor a la audiencia determinará el archivo de los autos. 


En caso de inasistencia no justificada del demandado el Tribunal dictará 
sentencia de inmediato, teniendo por ciertos los hechos afirmados por el actor 
en la demanda y estando a la prueba obrante en autos con anterioridad a la 
audiencia. 


Iniciada la audiencia, se cumplirán las siguientes actividades: 


1) Las partes ratificarán el contenido de la demanda y de la contestación, y 
podrán aclarar sus extremos, si a juicio del Tribunal resultaren oscuros O 
imprecisos. ; 

2) El Tribunal ordenará el pago de los rubros o montos no controvertidos con 
las condenas accesorias preceptivas y los recargos, reajustes e intereses 
que correspondan y tentará la conciliación en los demás. Esta resolución 
será apelable sin efecto suspensivo y constituirá título de ejecución. 


3) El diligenciamiento de toda la prueba pendiente que el Tribunal estime 
necesaria. 


4) Las resoluciones dictadas en el curso de la audiencia, así como la que fija 
el objeto del proceso y de la prueba y provee sobre los medios probatorios 
admitirán recursos de reposición y apelación con efecto diferido, los que 
deberán proponerse y anunciarse, respectivamente, en la propia audiencia, 
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5) Las partes podrán formular sus alegatos de bien probado en la audiencia o 
reservarse hacerlo por escrito dentro del plazo que fije el Tribunal, que no 
podrá exceder de diez días corridos. En tal caso, el término para dictar 
sentencia definitiva quedará reducido en el mismo número de días 
dispuestos para alegar por escrito. 


Artículo 15.- (Sentencia definitiva).- El Tribunal podrá dictar sentencia 
definitiva en la audiencia única o dentro de los veinte días siguientes a la 
misma, a cuyos efectos fijará fecha, sin necesidad de realizar otra 
convocatoria. 


En los procesos regulados por esta ley, las sentencias que condenen al 
pago de créditos laborales de cualquier naturaleza deberán establecer el monto 
líquido de los mismos, incluidas las multas, intereses, actualizaciones y 
recargos que correspondieren. 


Articulo 16.- (Actualización monetaria e interés legal).- En los procesos 
regulados por esta ley, el monto líquido del crédito reconocido por sentencia 
generará un interés del 6% (seis por ciento) anual contado desde la fecha de 
su exigibilidad, además de la actualización monetaria prevista en el decrelo-ley 
N”* 14,500, de 8 de marzo de 1976, y de los daños y perjuicios establecidos por 
el artículo 4” de la Ley N* 10,449, de 12 de noviembre de 1943, 


Artículo 17.- (Apelación y segunda instancia).- El plazo para interponer 
el recurso de apelación contra la sentencia definitiva de primera instancia será 
de cinco días perentorios e improrrogables contados desde la fecha de dictada. 


Si la sentencia se dictare en audiencia, el recurso deberá ser anunciado 
en la misma audiencia disponiendo de cinco días perentorios e improrrogables 
para expresar y fundar por escrito los agravios. Si la sentencia se dictare fuera 
de audiencia, el recurso será interpuesto por escrito fundado en el que se 
expresarán los agravios y sus fundamentos. 


Si la sentencia fuera de condena, el apelante deberá depositar el 50% 
(cincuenta por ciento) del monto a la orden del Juzgado y bajo el rubro de 
autos. En caso de no cumplirse con este requisito la apelación será rechazada 
sin más trámite y se tendrá por desistido al apelante. 


Del recurso de apelación se dará traslado a la contraparte por el término 
de cinco días perentorios e improrrogables. 


Evacuado el traslado o vencido el término para hacerlo, se elevará el 
expediente ante el Tribunal que corresponda en un plazo no mayor a los cinco 
días hábiles. j 
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El superior dictará sentencia dentro de los treinta días contados desde | 


que los autos hayan ingresado al Tribunal; en caso de discordia dicho plazo se 
extenderá proporcionalmente, Recibidos los autos por el Tribunal, en plazo de 
cuarenta y ocho horas se señalará la fecha del acuerdo dejándose constancia y 
serán pasados a estudio simultáneo durante siete días corridos. Finalizado el 
estudio se considerará en el acuerdo y, acordada sentencia, será dictada en 
plazo de diez días. En caso de discordia, en el mismo acuerdo se sorteará la 
integración y, reunidos los votos necesarios, se dictará sentencia en el mismo 
plazo. 
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Artículo _18.- (Otros recursos).- Las resoluciones que resuelvan los 
incidentes serán apelables con efecto diferido en la forma prevista en el párrafo 
final de este artículo. 


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 12 y en el numeral 4) del 
artículo 14 de la presente ley, contra todas las demás providencias que se 
dicten durante el proceso no se admitirá otro recurso que el de reposición. Este 
recurso deberá interponerse en audiencia si la resolución se dicta en la misma, 
o dentro de los tres días si la resolución se dictara fuera de audiencia. 


El recurso de reposición interpuesto contra la sentencia interlocutoria 
dictada fuera de la audiencia se sustanciará con un traslado de tres dias. 


CAPITULO V - PROCESO DE MENOR CUANTIA 


Artículo 19.- (Ambito de aplicación).- Los asuntos cuyo monto total no 
supere la suma de $ 81.000 (ochenta y un mil pesos uruguayos), que será 
actualizada anualmente por la Suprema Corte de Justicia, se sustanciarán en 
instancia única, por el procedimiento establecido en los artículos siguientes. 


Artículo 20.- (Demanda).- La demanda se deducirá por escrito en la 
forma prevista en el artículo 8” de esta ley. 


o_21.- (Traslado de la demanda y convocatoria a audiencia 
única).- Interpuesta la demanda y dentro de las cuarenta y ocho horas de 
recibida, el Tribunal proveerá: 


1) Ordenando el traslado y emplazamiento del demandado, previniéndolo que- 


deberá concurrir a la audiencia Única munido de toda la prueba que pretenda 
ofrecer, 


2) Convocando a las partes a la audiencia única en un plazo no mayor a los 
diez días contados a partir de la fecha de la presentación de la demanda. 


Examinando los medios probatorios ofrecidos por el actor ordenará el 
diligenciamiento de los que corresponda, instumentando todos los 
mecanismos necesarios para que ello se agote en la audiencia única. 


Artículo 22.- (Audiencia única).- Las partes deberán comparecer a la 
audiencia en forma personal, salvo que a juicio del Tribunal exista motivo 
justificado que habilite la comparecencia por representante. 


La inasisténcia no justificada del actor a la audiencia determinará el 
archivo de los autos. En caso de inasistencia no justificada del demandado, el 
Tribunal dictará sentencia de inmediato, teniendo por ciertos los hechos 
afirmados por el actor en la demanda. 


En la audiencia se cumplirán las siguientes actividades: 


1) El demandado contestará la demanda y podrá oponer excepciones. 
En — ningún caso podrá reconvenir o solicitar el emplazamiento de 
terceros. 


2) De las excepciones se dará traslado al actor quien deberá contestar 
en la audiencia y todas serán resueltas en la sentencia definitiva, 
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3) El Tribunal tentará la conciliación y, en caso de no prosperar, fijará el 
objeto del proceso y de la prueba y acorde con ello la recibirá. 


4) Oirá los alegatos de ambas partes y dictará sentencia en la misma 
audiencia o dentro del plazo de seis días, a cuyos efectos fijará 
fecha sin necesidad de realizar otra convocatoria. 


Artículo 23 .- (Recursos).- Las resoluciones dictadas en el curso del 
proceso sólo admitirán el recurso de reposición. 


CAPITULO VI - DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 24.- (Representación judicial).- Con la sola presentación de la 
demanda el letrado firmante quedará investido de la representación judicial del 
trabajador con las más amplias facultades de disposición, salvo la cesión de 
créditos. En todo momento podrá dejar sin efecto oO sustituir esta 
representación judicial. 

Artículo 25.- (Notificaciones).- Con excepción del auto que ordena el 
traslado de la demanda, emplazamiento y la convocatoria a la audiencia única, 
que será notificado personalmente en el domicilio del demandado, todas las 
demás providencias se notificarán en la oficina, en los términos del primer 
párrafo del articulo 86 del Código General del Proceso. 


Artículo 26 - (Plazos).- Todos los plazos previstos en la presente ley son 
perentorios e improrrogables. 


Artículo 27.- (Ejecución de sentencia).- La ejecución de sentencia se 
llevará a cabo en los Juzgados especializados que hayan conocido en el 
proceso de conocimiento. En caso de concurso, se estará a lo dispuesto por la 
Ley N* 18.387, de 23 de octubre de 2008. 


Artículo 28.- (Gratuidad).- De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 1” de la presente ley, todas las actuaciones administrativas y judiciales 
serán gratuitas para la parte actora, incluidos impuestos y tasas registrales y 
catastrales, expedición de testimonios o certificados de partidas y sus 
legalizaciones. 


Artículo 29.- (Multa).- La omisión de pago de los créditos laborales 
generará automáticamente, desde su exigibilidad, un recargo del 10% (diez por 
ciento) sobre el monto del crédito adeudado. 


Artículo 30.- (Interpretación)- Las normas procesales deberán ser 
interpretadas conforme a los principios enunciados en el artículo 1? de la 
presente ley y a los principios y reglas que integran el bloque de 
constitucionalidad (artículos 72 y 332 de la Constitución de la República). 


Artículo 31.- (Integración).- Todo lo que no esté previsto en la presente 
ley se regirá por lo dispuesto en las disposiciones especiales en materia laboral 
y en el Código General del Proceso en cuanto sea aplicable, se ajuste a lo 
dispuesto en los artículos 1? y 30 de esta ley y no contradiga los principios del 
Derecho del Trabajo. 
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rtículo 32.- (Disposición transitoria).- La presente léy se aplicará a las 
reclamaciones iniciadas a partir de su entrada en vigencia, aún cuando se 
hubiesen promovido procesos preliminares con anterioridad. 
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Ley N* 18.237, 
de 26 de diciembre de 2007 


Artículo _único.- Autorízase el uso de expediente electrónico, de documento 
electrónico, de clave informática simple, de firma electrónica, de firma digital, de 
comunicaciones electrónicas y de domicilio electrónico constituido, en todos los 
procesos judiciales y administrativos que se tramitan ante el Poder Judicial, con 
idéntica eficacia juridica y valor probatorio que sus equivalentes convencionales. 
Facúllase a la Suprema Corte de Justicia para reglamentar su uso y disponer su 
gradua! implantación. 
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Ley N* 17.940, 
de 2 de enero de 2006 


Artículo 2”. (Procedimiento).- 


1) (Proceso general). La pretensión de reinstalación o de reposición del trabajador 
despedido o discriminado se tramitará por el proceso extraordinario (artículos 346 
y 347 del Código General del Proceso). El tribunal dispondrá, si correspondiere, el 
cese inmediato de los actos discriminatorios cuando a juicio de dicho tribunal los 
hechos sean notorios. 


2) (Proceso de tutela especial). La tutela especial procederá en caso de actos 
discriminatorios contra: 


A) Los miembros (titulares y suplentes) de los órganos de dirección de una 
organización sindical de cualquier nivel. 


B) Los delegados o representantes de los trabajadores en órganos bipartitos o 
tripartitos. 


C) Los representantes de los trabajadores en la negociación colectiva. 


D) Los trabajadores que hubieran realizado actividades conducentes a constituir 
un Sindicato o la sección de un sindicato ya existente, hasta un año después 
de la constitución de la organización sindical. 


E) Los trabajadores a los que se conceda tutela especial mediante negociación 
colectiva. 


En estos casos, se aplicará el procedimiento y los plazos establecidos para la acción 
de amparo (artículos 4? a 10 de la Ley N* 16.011, de 19 de diciembre de 1988), con 
independencia de la existencia de otros medios jurídicos de protección. 


El trabajador deberá fundamentar por qué sostiene que fue despedido o perjudicado 
por razones sindicales. , 


Corresponderá al empleador, debidamente notificado del contenido de la pretensión 
de amparo, probar la existencia de una causa razonable, relacionada con la capacidad 
o conducta del trabajador, o basada en las necesidades de la empresa, 
establecimiento o servicio, u otra de entidad suficiente para justificar la decisión 
adoptada. 
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Ley N* 16.045, 
de 2 de junio de 1989 


Artículo 4*.- De las infracciones a las disposiciones de esta ley, conocerán el 
Juez Letrado del Trabajo de Montevideo o el Juez Letrado de Primera Instancia 
Departamental. A instancia del trabajador, del perjudicado por la infracción o de 
quiénes los representan el Juez convocará a las partes a una audiencia con plazo de 
tres días y podrá adoptar en ella las medidas tendientes a hacer cesar la situación 
denunciada. Si el Juez lo considerare necesario, podrá disponer la apertura a prueba, 
en cuyo caso se seguirá el procedimiento de los artículos 6* y siguientes del Decreto- 
Ley N*14.188, de 5 de abril de 1974. El incumplimiento de la sentencia dictada dará 
lugar al pago, por parte del infractor, de una astreinte equivalente a 10 U.R (diez 
Unidades Reajustables) por cada día en que se mantenga su incumplimiento. 
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CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO 
Ley N* 15.982, de 18 de octubre de 1988 


LIBRO | 
TITULO VI 
De la actividad procesal 
CAPITULO | 
Disposiciones Generales 
SECCIÓN Iv 
De los plazos procesales 


92. Carácter de los plazos. Salvo disposición en contrario, los plazos señalados a las 
partes para realizar los actos procesales son perentorios e improrrogables. 


Pero las partes, expresamente y de común acuerdo, podrán suspender el curso de 
los plazos de modo previo o durante su desarrollo, por el tiempo que estimen 
conveniente. 


Vencido el plazo, el secretario o actuario dará cuenta inmediata y el tribunal, sin s 

necesidad de petición alguna, dictará la resolución que corresponda a! estado del 
proceso. 
93. Comienzo de los plazos. Los plazos establecidos para las partes comenzarán a 
correr, para cada una de ellas, el día hábil siguiente al de la respectiva notificación, 
salvo que por disposición de la ley o por la naturaleza de la actividad a cumplirse, 
tengan el carácter de comunes, en cuyo caso comenzarán a correr el día hábil 
siguiente al de la última notificación. 


94. Transcurso de los plazos. Los plazos que se cuentan por días, sólo se 
suspenderán durante las ferias judiciales y la Semana de Turismo. 


Exceptúanse los plazos cuya duración no exceda de quince días y los que se 
cuentan por horas, en los cuales solamente se computarán los dias hábiles. 


Para el cómputo de los plazos fijados en meses o en años se contarán los días 
hábiles y los inhábiles. 


95. Vencimiento de los plazos. Los plazos vencen en el último momento hábil del 
horario de la Oficina del tribunal del día respectivo. 


Todos los plazos que venzan en día inhábil se entenderán prorrogados hasta el 
primer día hábil siguiente, 


96. Días y horas hábiles. 96.1 Son dias hábiles para la realización de los actos 
procesales todos aquellos en los que funcionen las oficinas de los tribunales, cuyo 
horario, en ningún caso, será inferior a cuatro horas, 


26.2 Son horas hábiles las correspondientes al horario fijado para el funcionamiento de 
esas oficinas. 


96.3 Para la práctica de todas las diligencias judiciales, se considerarán horas hábiles 
las que medien entre las siete y las veinte horas. 
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96.4 Los escritos deberán presentarse en la Oficina y dentro de su horario de 
funcionamiento. 

97. Habilitación de días y horas inhábiles. Podrá pedirse la habilitación de días y 
horas inhábiles para la realización de diligencias sin cuyo cumplimiento corra grave 
riesgo el ejercicio de algún derecho. 

La habilitación podrá pedirse durante los días y horas en que funcionen las oficinas 
de los tribunales. 
98. Principio general de suspensión da los plazos. Al impedido por justa causa no 
le corre plazo desde el momento en que se configura el impedimento y hasta su cese. 
"Sólo se considera justa causa la que provenga de fuerza mayor o caso fortuito para la 
parte y que la coloque en la imposibilidad de realizar el acto por sí o por mandatario. 


99. Traslados y vistas. En atención a las circunstancias del caso, el tribunal podrá 
sustanciar los petitorios de las partes confiriendo traslados o vistas. 

Salvo disposición contraria, los traslados deben ser evacuados dentro de seis dias 
y las vistas dentro de tres días. 


CAPITULO Il 
Actos de proposición 


SECCION II 
De la contestación y de la reconvenciónArtículo 130. Forma y contenido de la 
contestación. 


130.1 Salvo disposición expresa en contrario, la contestación deberá presentarse 
por escrilo y ajustarse a las formas establecidas para la demanda excepto en lo que 
resultare inaplicable. 


130.2 El demandado deberá pronunciarse categóricamente sobre la veracidad de 
los hechos alegados en la demanda y sobre la autenticidad de los documentos que a 
ella se hubieren acompañado y cuya autoría le fuere atribuida. 


Su silencio, así como sus respuestas ambiguas o evasivas se tendrán como 
admisión de esos hechos y de la autenticidad de los documentos. 


Sólo en circunstancias excepcionales podrá el tribunal no aplicar la regla 
precedente, atendiendo a razones debidamente fundadas expuestas para invocar que 
no se recuerda algún hecho o circunstancia alegada por el actor, 


130.3 El actor y el demandado, de común, acuerdo, podrán presentar demanda y 
contestación en escrito conjunto, 


Artículo 133. Excepciones previas.- El demandado puede plantear como excepciones 
previas: 


1) La incompetencia del tribunal; 
2) La litispendencia; 


3) El defecto en el modo de proponer la demanda, la inadecuación del trámite dado 
a la misma o la indebida acumulación de pretensiones; 


4) La incapacidad del actor o de su representante o la falta de personería de este 
último; 
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5) La prestación de caución en el caso de procuración oficiosa (artículo 41); 


6) El emplazamiento de terceros en los casos en los casos en que, según la ley, 
corresponde su llamamiento al proceso; 


7) La prescripción o la caducidad; 
8) La cosa juzgada o la transacción; 


9) La falta de legitimación o interés, cuando surja manifiestamente de los propios 
términos de la demanda. 


El tribunal relevará de oficio la incompetencia absoluta, la litispendencia, la falta de 
representación, la incapacidad declarada del actor o de su representante, la 
caducidad, la cosa juzgada y la transacción. 


LIBRO Il 
DESARROLLO DE LOS PROCESOS 
TITULO IV 
PROCESO DE CONOCIMIENTO 
CAPITULO | 
PROCESO ORDINARIO 


340. Audiencia preliminar 
340.1 Las partes deberán comparecer a la audiencia en forma personal, salvo motivo 
fundado, a juicio del tribunal, que justificare la comparecencia por representante. 

Las personas jurídicas y los incapaces, comparecerán por intermedio de sus 
representantes (artículo 32). 


Todo, sin perjuicio del patrocinio letrado obligatorio (artículo 37). Si por razones de 
fuerza mayor, debidamente acreditadas, una de las partes no pudiere comparecer, la 
audiencia podrá diferirse por una sola vez. 


340.2 La inasistencia no justificada del actor a la audiencia preliminar se tendrá como 
desistimiento de su pretensión. 


340.3 Si el inasistente fuere el demandado, el tribunal dictará sentencia de inmediato y 
tendrá por ciertos los hechos afirmados por el actor en todo lo que no se haya probado 
lo contrario, salvo que el proceso refiriese a alguna de las cuestiones mencionadas en 
el inciso 2” del artículo 134 en cuyo caso se estará a lo que allí se dispone. 


340.4 Lo dispuesto en los ordinales 2 y 3 será aplicable, en lo pertinente, cuando 
mediare reconvención. 


Fuente: Por el art, 4* de la Ley N” 16.699 de 25/4/95 en el 
artículo 340,3 se sustituye "disponga” por "dispone". 


TITULO V 
Procesos de Ejecución 
CAPITULO 1 


Disposiciones Generales 


371. Iniciativa. Sólo procederá la ejecución de sentencia, a pedido de parte interesada 
y una vez transcurrido el plazo o cumplida la condición que se hubiera establecido. 
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372. Sentencia. 372.1 La ejecución corresponderá una vez que quede firme la 
sentencia, sin perjuicio de la ejecución provisoria en el caso de los artículos 260 y 275. 


372.2 Será competente el tribuna! que hubiere pronunciado la sentencia de primera 
instancia. 

372.3 Las medidas de ejecución, cualquiera que ellas fueren, sólo podrán ser 
ordenadas previa intimación de acuerdo con el artículo 354.5, requiriendo que se 
cumpla con la sentencia dentro del plazo de tres días. 


372.4 Dentro de ese plazo el condenado deberá cumplir la sentencia. Si se tratare de 
condena al pago de cantidad liquida, deberá consignarse lo adeudado a la orden del 
tribunal y bajo el rubro de autos; igualmente procederá en el caso de cantidades 
fácilmente liquidables, en cuyo caso acompañará, dentro de los tres días siguientes, 
constancia de la consignación. 


373, Facultades del tribunal y de las partes. 373.1 La etapa de ejecución se 
circunscribirá a la realización o aplicación concreta de lo establecido en la sentencia' 
de conocimiento. 


373.2 El tribunal dirigirá el procedimiento con plena autoridad y adoptará todas las 
medidas necesarias al efecto. Las partes actuarán en plano de igualdad, pero 
limitándose exclusivamente al control del cumplimiento de la sentencia, conforme con 
la ley. 


373.3 Todas las resoluciones pronunciadas en el proceso de ejecución, salvo que 
expresamente se disponga otra cosa, serán inapelables. 


374, Conminaciones económicas y personales. 374,1 En cualquier etapa del 
proceso y para el cumplimiento de sus providencias, el tribunal, de oficio o a pedido de 
parte, podrá adoplar las medidas de conminación o astricción necesarias. 


374.2 Las conminaciones económicas se fijarán por el tribunal en una cantidad en 
dinero a pagar por cada día que demore el cumplimento. 


El tribunal dispondrá la liquidación de las mismas una vez transcurrido un plazo 
prudencial. 


La cuenta pasará al Alguacil del tribunal, el que embargará bienes del deudor 
suficientes, los hará tasar por perito que designará y los asignará a un rematador 
público para su remate por los dos tercios de su valor de tasación, de lo que dará 
cuenta. 


Las cantidades se fijarán teniendo en cuenta el monto o la naturaleza del asunto y 
las posibilidades económicas del obligado, de tal manera que signifiquen una efectiva 
constricción psicológica al cumplimiento dispuesto. 


El tribunal podrá en cualquier momento, de oficio o a pedido de parte, aumentar, 
moderar o suprimir la conminación establecida. 


Las cantidades que se paguen pasarán a un Fondo Judicial que será administrado 
por la Suprema Corte de Justicia. 


374.3 Las conminaciones personales consistirán en el traslado ante el tribunal por la 
fuerza pública de los encargados judiciales que no concurran espontáneamente una 
vez convocados, incluso testigos; as! mismo, en el arresto, que no podrá exceder de 
cuarenta y ocho horas, en los casos que expresamente fije la ley y para la entrega de 
elementos necesarios para la ejecución dispuesta en la respectiva etapa del proceso. 


374.4 Además de lo anterior, el tribunal podrá elevar los antecedentes al tribunal 
competente, si estimare que la resistencia a la orden judicial puede encuadrar en 
alguna figura penal. 
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375. Ejecución provisoria y ejecución definitiva. 375.1 La ejecución provisoria y la 
definitiva se realizarán según iguales procedimientos. El proceso incidental de 
liquidación, cuando fuere pertinente, precederá a ambos. En el caso de sentencia 
apelada la ejecución provisoria será precedida por lo dispuesto en el artículo 260. 


375.2 Si la sentencia de segunda instancia confirmare la de primera, declarará al 
mismo tiempo, definitiva la ejecución provisoria igual sucederá tratándose del recurso 
de casación. 

375.3 En caso contrario ordenará que se vuelvan las cosas a su estado anterior con 
más los daños y perjuicios que correspondieren. De no ser ello posible, se abonarán 
los daños y perjuicios que hubiere causado la ejecución provisoria. 

La parte que hubiere sufrido ejecución provisoria dejada sin efecto, dispondrá de 
noventa días para reclamar el pago de los daños y perjuicios pertinentes, los que se 
liquidarán por la via incidental de liquidación; vencido ese plazo, caducará su derecho 
y se cancelará la garantía prestada por el ejecutante. 

375.4 En ningún caso la revocación y la casación podrán perjudicar a terceros de 
buena fe ni delerminar la anulación de los actos o contratos celebrados con el dueño 
aparente de los bienes. 

375.5 En los casos de ejecución de sentencias objeto del recurso de apelación o de 
casación, se detendrá de inmediato la ejecución no bien el tribunal tenga noticia 
auténtica de que la sentencia ha sido revocada o casada. 

376, Cancelación de las cautelas. Si la sentencia recurrida fuere confirmada, será 
cancelada de oficio la cautela que hubiere dado el acreedor al solicitar la ejecución 
provisoria, 

Si el condenado para detener la ejecución provisoria, hubiere dado la cautela a que 
se refieren los artículos 260.3 y 275.2 no se cancelará ésta mientras tanto la sentencia 
no hubiere sido ejecutada. 


Si la sentencia fuere revocada o casada, no se cancelará la cautela otorgada 
mientras tanto no se hubieren satisfecho totalmente los daños y perjuicios 
correspondientes. 


CAPITULO Il 
Vía de apremio 


377. Procedencia Procede la ejecución en vía de aprermio cuando se pida en virtud 
de los siguientes títulos, siempre que traigan aparejada la obligación de pagar cantidad 
de dinero líquida y exigible: 


1) sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada; 


2) crédito hipotecario inscripto, en cuya escritura se hayan renunciado por el deudor 
los trámites del juicio ejecutivo; 


3) crédito prendario agrario o industrial inscripto, respecto de cuya ejecución se haya 
renunciado por el deudor a los trámites del juicio ejecutivo; 


4) laudo arbitral no pendiente de recurso de nulidad; 
5) transacción aprobada judicialmente; 
6) convenio celebrado en el acto de la conciliación, 


378. Sentencias que condenan al pago de cantidades ilíquidas. 378.1 Cantidad 
ilíquida.- Cuando una sentencia condene al pago de cantidad ¡líquida en todo o en 
parte se provocará su liquidación por vía incidental, previa a su ejecución en vía de 
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apremio; procederá igual solución, cuando en otro acto jurídico 
Muda jur se establezca deuda 
378.2 Cantidad procedente de frutos.- Promovida la demanda, el tribunal 

l . » confe 
traslado de la misma, debiendo el deudor formular la liquidación al contestarla: pin 


contestación se conferirá traslado al actor, siguiéndose, en lo demás, lo ; 
el Capítulo ll, del Título lll, de este Libro, ,» lo establecido en 


Si el demandado no presentare la liquidación, se estará a la resen 
salvo prueba en contrario do PE 


378.3 Cantidad procedente de daños y perjuicios.- El actor, al promover la 
demanda incidental, deberá realizar la liquidación de daños y perjuicios, siguiéndose, 
en lo demás, el trámite del Capitulo II del Título 11l, de este Libro. 


378.4 Recursos.- Contra la sentencia que decida el incidente de liquidación, podrán 
interponerse los recursos de reposición y apelación (artículos 245, 250.2 y 254). 


Fuente: artículo 4* do la Ley N* 16.699, de 25/4/95 se suprimió 
el adjetivo "subsidiaria” aplicado a la apelación. 


379. Petición y embargo. 379.1 Al promover la ejecución, el acreedor presentará el 
título y solicitará las medidas cautelares convenientes a su derecho, de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos siguientes. 


El tribunal examinará el título que se le exhibe y, si lo considerase suficiente, 
despachará mandamiento de ejecución y cometerá al funcionario que corresponda 
para que lleve adelante los procedimientos de apremio. 


379.2 Cumplida efectivamente la medida cautelar, se notificará al ejecutado y éste, 
dentro del plazo de diez días, extensible en razón de la distancia, podrá oponer las 
defensas de pago o inhabilidad del título por falta de los requisitos esenciales para su 
validez, a la que acompañará toda la probanza documental de que disponga y 
mencionando todos los concretos medios de prueba de que intente valerse. 


379.3 El tribunal rechazará sin sustanciar, toda excepción que no fuere de las 
enumeradas, las que no se opusieren en forma clara y concreta, cualquiera sea el 
nombre que el ejecutado les diere y las que, tratándose de cuestión de hecho, no se 
acompañaren con los medios probatorios o con su indicación. 


La resolución denegatoria admitirá el recurso de apelación (artículos 250, numeral 
Z' y 254). 
379.4 Si las excepciones fueren admilidas, se sustanciarán y fallarán por los trámites 
de los artículos 356 a 360. 


379.5 En los casos de los numerales 2”, 3”, 5* y 6* del artículo 377, procederá el juicio 
ordinario posterior a que refiere el artículo 361. 


380 Embargo. 380.1 Traba y eficacia.- El embargo se decretará por el tribunal y se 
trabará por el Alguacil. No obstante, el embargo de inmuebles, el de vehículos 
automotores, el de naves y aeronaves, semovientes de pedigree o el general de 
derechos, quedarán trabados con la providencia que los decrete. Estos embargos se 
harán efectivos por la inscripción en el registro respectivo; el de muebles, mediante su 
aprehensión por el Alguacil, quien podrá designar depositario al propio deudor o a un 
tercero; y el de créditos, por la notificación al deudor del ejecutado. 


380.2 Orden.- El embargo y en su caso el secuestro, 5e realizarán en el siguiente 
orden: bienes muebles, inmuebles, créditos y a falta o insuficiencia de éstos, 
genéricamente, en los derechos del ejecutado. 
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Este orden rá dejarse de observar solamente en caso de existir bienes 
hipolecados o Lacer o cuando mediare conformidad expresa o tácita entre el 
ejecutante y el ejecutado, asi como si resultare notoriamente inconveniento O 
inútilmente gravoso, sin ventaja para el aseguramiento de los fines de la ejecución o 
cuando el ejecutado ofreciere bienes prioritarios que, a juicio del tribunal, fueren 
suficientes para cubrir las prestaciones de la ejecución. 


Cuando se trate de embargo general de derechos, la vía de apremio se suspenderá 
hasta la denuncia de bienes concretos. 

El embargo genérico de derechos comprenderá los bienes presentes y futuros del 

de naturaleza inmueble, naves, aeronaves, automotores y la universaldad 

conocida como establecimiento comercial. En este último caso, no comprende los 
bienes concretos que integran esta universalidad, que deberán ser objeto de 
embargos especificos. 
380.3 Mejora.- En cualquier momento de la ejecución, el ejecutante podrá solicitar 
mejora de embargo si constare la insuficiencia de la cautela. El tribunal calificará la 
necesidad de la mejora y el ejecutante será responsable de los daños y perjuicios que 
causare el exceso en el embargo. 


380,4 Sustitución.- A petición del ejecutado podrá procederse a la sustitución del 
embargo: 


a) con citación del ejecutante, como regla general, por resolución apelable con efecto 
suspensivo si hiciere lugar a la sustitución; 


b) en el caso de embargo general de derechos, cuando se denunciare por cual 
persona bienes suficientes. . 


La oposición meramente dilatoía al pedido de sustitución, dará lugar a la 
responsabilidad del ejecutante culpable. 


380.5.Créditos.- Cuando se embargue un crédito del ejecutado, el ejecutante 
quedará, por esa sola circunstancia, facultado para realizar tas gestiones judiciales o 
extrajudiciales necesarias para obtener la efectividad de la medida dispuesta. 


380.6. Eficacia.- Todo acto de disposición o de gravamen sobre el bien embargado, 
posterior a la efectividad del embargo, es ineficaz con respecto al embargante y no 
produce alteración alguna en el orden del proceso ni en sus resultados. La ejecución 
continuará como si el acto de disposición no existiera y, a pedido de parte interesada, 
s) ibuna: ordenará la Carieisción de dicho acto en el Kegistro respectivo, con citación 
de su titular, No se admitirá otra oposición que la fundada en certificado registral del 
que no resultare embargo al bien a la fecha de la enajenación o gravamen, sin 
o de lo dispuesto por el articulo 43 de la Ley N* 10.793. de 25 de setiembre de 


380.7. Prelación.- La eficacia de los embargos frente a terceros, así como las 
preferencias entre los embargantes para el cobro de sus créditos, intereses, costas y 
costos, se delerminará por la fecha de realización de los respectivos actos que hacen 
efectivos los embargos (ordinal 1) 


Fuente: artículo 28 de la Ley N* 16.871, de 28/9/97, agregó al ordinal 1* 
de este articido la expresión "el de vehículos automotores”. 


381. Bienes inembargables. No se trabará embargo en los siguientes bienes: 


1) las remuneraciones por cualquier concepto de los empleados públicos y privados 
las pensiones, jubilaciones y retiros. á 


Cuando se tratare de deudas por tributos o de pensiones alimenticias decretadas 
judicialmente, podrán embargarse hasta la tercera parte; en los casos de pensiones 
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alimenticias en favor de menores e incapaces servidas P ó 
embargable hasta la mitad. a por sus ascendientes, será 


2) las prendas de uso personal del deudor i úti 
: l y de su familia y los muebles h 
contenidos en su casa habitación, salvo que la deuda crova de la an de 
los mismos muebles; se exceptian de la inembargabilidad, los bienes suntuarios de 
alto valor. 
3) los libros relativos a la actividad laboral del deudor. 


4) las máquinas e instrumentos de que se sirva el deudor para la enseñanza de al 
: ( , una 
ciencia o arte o para el ejercicio de su oficio o profesión, salvo el caso de Pt 
prendacos para garantizar el precio de la adquisición. 
5) los alimentos y combustibles que existan en poder del deudor, hasta la concurrencia 
de lo necesario para el consumo de su familia durante tres meses. 


6) los derechos cuyo ejercicio es meramente personal como los de uso y habitación. 

7) los bienes ralces donados con la expresión de no embargables, siempre que se 
hubiere hecho constar su valor al tiempo de la entrega, por tasación aprobada 
judicialmente; pero podrán embargarse por el valor adicional que después 
adquiriesen. 

8) las propiedades y rentas públicas y municipales, sin perjuicio de lo establecido en 
los artículos 397 y 398. 


9) los bienes afectados al culto de cualquier religión. 
10) los derechos funerarios. 
Las disposiciones precedentes no modifican el régimen de embargabilidad 


establecido en leyes especiales. 


Fuente: Ley N* 17.505 de fecha 18/06/2002 se suprimió del numeral 2) 
. la expresión "o de alquileres de la casa”, 


382. Limitación en el uso de las cosas embargables. En tanto el acreedor no 
obtenga el secuestro efectivo o la administración judicial de las cosas embargadas, el 
deudor podrá continuar sirviéndose de ellas. 


No podrá impedirse que funcionen, mientras permanezcan embargadas, las cosas 
afectadas a un servicio público. 
383. Procedimiento posterior al embargo. Trabado el embargo, se procederá a la 
tasación de los bienes, salvo que en el título se hubiere establecido la venta de los 
mismos al mejor postor o que así lo pidieren las partes, de común acuerdo. 
384. Tasación de los bienes. 384.1 La tasación de los inmuebles se hará por la 
Dirección Nacional del Catastro y Administración de Bienes del Estado, la que 
establecerá el valor real; en caso de impugnación de esa tasación, el tribunal 
designará perito único para que la efectúe. 
384.2 Tratándose de bienes muebles, la tasación se hará también en base a los 
valores establecidos por perito único designado por el tribunal. 
385. Observaciones a la tasación. La tasación pericial, en los casos de les ordinales 
1 y 2 del artículo anterior, podrá ser impugnada por cualquiera de las partes, para lo 
cual se les conferirá vista de la misma. ' 

impugnada la tasación, el tribunal resolverá sin otra prueba que la que estimare 
oportuna para mejor proveer. 
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386. Agregación de títulos. 385.1 Efectuada la tasación, se intimará al ejecutado la 
entrega de los títulos del bien y si no lo cumpliera en el plazo de tres días, será 
arrestado y conducido ante el tribunal de la ejecución, el cual lo interrogará 
personalmente sobre las circunstancias del caso pudiendo, si lo considerare 
pertinente, someterlo al órgano jurisdiccional penal competente, sin perjuicio de 
imponerle una conminación periódica hasta tanto no efectúe la entrega de la 
documentación. 

386.2 Si los títulos se hallaren en poder de un tercero, se procederá de igual manera, 
pero si se lesionare un derecho adquirido o se hallaren en una oficina pública y la 
entrega no fuere posible, se incorporará a los autos copia simple autenticada, 


386.3 Si se alegare que la entrega no es posible por pérdida o extravío, se podrá 
acompañar, por el propio ejecutante, copia simple autenticada de la matriz y certificado 
del Registro de Traslaciones de Dominio respectivo que acredite la vigencia de la 
titularidad del ejecutado. En su caso, el tribunal ordenará al Escribano autorizante o a 
la Inspección General de Registros Notariales la expedición de dicha copia, con cargo 
a la ejecución, 

386.4 El Actuario Secretario estudiará la titulación e informará al tribunal, el cual 
ordenará, de oficio, la expedición de los certificados de los Registros Públicos que se 
indiquen en dicho informe. 

386.5 En los Tribunales donde no existiere Actuario o Secretario, el estudio de títulos 
podrá ser realizado por un escribano público propuesto por el ejecutante, a costo del 
peticionante sin perjuicio de ser soportado luego por quien deba abonar las costas y 
costos del juicio y bajo su entera responsabilidad. 


Fuente: Artículo. 408 de la Ley N” 17930 de 19/12/2005 agregó el numeral 386.5. 


387. Remate. 387.1 Oportunamente, a petición del ejecutante, el tribunal ordenará el 
remate sobre la base de las dos terceras partes de la tasación o al mejor postro si así 
se hubiere acordado y designará el rematador. 


387.2 El remate será precedido, a criterio del tribunal, de uno a cinco anuncios en el 
“Diario Oficial”, los que comenzarán a publicarse conforme con lo dispuesto en el 
artículo 89, así como en otro periódico del lugar donde se celebrará el remate. 


El anuncio deberá necesariamente contener: 
a) la identificación de los autos; 
5) sl día, ura y iugar del remate; 
c) la individualización del bien a rematarse; 
d) la base del remate o, en su caso, si éste se realiza sin ella y al mejor postor; 
e) el nombre del rematador; 


4] la seña que habrá de consignar el mejor postor en el acto del remate y que el 
tribunal fijará en suma no inferior al diez por ciento de la oferta así como la comisión 
y tributos a cargo del comprador; 


9) la mención del lugar donde se encuentran los títulos de propledad a disposición de 
los interesados, para su consulta. Cuando se rematare un inmueble, se colocará en 
el mismo, un cartel que así lo anuncie; 


h) las prevenciones que la Secretaría del tribunal haga notar en el informe 
correspondiente y se consideren oportunas. , 


387.3 El rematador informará al tribunal, por lo menos diez días antes del remate, la 
fecha de éste y la publicidad que se hará, la que deberá adecuarse a los usos y 
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costumbres; la omisión de este requisito aparejará la responsabilidad del rem 
por los daños y perjuicios causados. nos 


387.4 La diligencia de remate será practicada por el martillero desi nado á 
sE - ser 
presidida por el tribunal, actuario, secretario o alguacil, según se poe prod 


387.5 En acta que se labrará al efecto, el rematador dejará constancia del resul 

del remate de la entrega de la seña que se haya determinado por al tribuna! na 
nombre y domicilio del mejor postor, el cual será definitivo a los efectos del trámite del 
proceso, salvo expresa modificación ulterior por parte de aquél. En todo caso, dicho 
domicilio deberá fijarse dentro del radio del tribunal. 


387.6 Dentro de los diez días siguientes al del remate, el rematador deberá rendir 
cuentas de lo actuado, y acompañar el acta de la diligencia, los comprobantes de los 
gastos efectuados y el certificado del depósito de la seña, pudiendo descontar de la 
misma las sumas gastadas con cargo de devolución, si su rendición no resultare 
aprobada- así como la comisión que corresponda, de conformidad con el Arancel que 
establezca la Suprema Corte de Justicia. 


387.7 Si el ejecutante adquiriere el bien en el remate no tendrá que consignar la seña 
ni tampoco el precio, en cuanto éste no excediere el monto de su crédito más un diez 
por ciento correspondiente a los gastos de la ejecución, siempre que acredite que no 
existen acreedores preferentes. En caso contrario deberá depositar la totalidad del 
precio ofertado. 


387.8 El procedimiento legalmente previsto para la liquidación del valor de las 
obligaciones, se aplicará también al saldo pendiente de pago del precio de venta 
obtenido en remate judicial a partir de los sesenta días de ejecutoriado el auto 
aprobatorio del remate. Este plazo se suspenderá a pedido del mejor postor en caso 
de impedimento que no le fuera imputable; el comprador podrá hacer entregas a 
cuenta del precio en todo tiempo, con entera independencia del estado de los 
procedimientos y del otorgamiento -de la escritura. Esas sumas, asi como la seña a 
que refiere el ordinal 5 de este artículo, se consignarán en el Banco Hipotecario del 
Uruguay, sus sucursales o agencias, en cuenta especial de valores que se abrirá al 
efecto, a la orden del tribunal y bajo el rubro de los autos. 


Fuente: artículo 4* de la Ley N* 16.699, de 25/4/95, agregó al ordinal 2? de esta artículo ”...así como 
en otro periódico del lugar donde sa celebrará el remale”. 


282, Liquidación do! crédito y entrega del bien. 329.1 Depósito del precio. Una 
vez aprobado el remate y sus cuentas, el tribunal fijará plazo para la entrega del 
precio, el cual se depositará conforme con lo previsto en el ordinal 8 de! artículo 
anterior. 

Si no se cumpliere lo dispuesto, el tribunal establecerá un segundo plazo que no 
podrá exceder de la mitad del anterior, y transcurrido el mismo y si persistiere el 
incumplimiento, el tribunal anulará el remate y dispondrá se realice de nuevo; el mejor 
postor que hubiere desistido deberá pagar los gastos del remate anulado y los daños y 
perjuicios que se hubieren causado. 

388.2 Liquidación. Depositado el precio, la oficina, sobre la base de la que deberá 
presentar el ejecutante, formulará la liquidación, que someterá a la aprobación del 
tribunal, en el siguiente orden: 


a) las costas y demás gastos judiciales; 
b) gastos de remate aun no satisfechos (artículo 387.6) y honorarios del abogado y 
procurador del ejecutante; 
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€) con el remanente se pagarán el crédito del ejecutante y sus intereses, pero si 
hubiere embargos por créditos no satisfechos, estos últimos se pagarán en el orden 
de la fecha de su efectividad respectiva (artículos 380.1 y 380.7); 


d) si hubiere sobrante, le será entregado al deudor. 

388.3 Entrega.- Depositado el precio (artículos 387.8 y 388.1), si se tratare de bien 
mueble, se entregará al comprador, labrándose acta de la que se dará testimonio al 
interesado que lo requiriere. 

389. Escrituración. 389.1 Si se tratare de bienes cuya enajenación requiera. escritura 
pública, ésta se otorgará de oficio, y se autorizará por el escribano que designe el 
mejor postor o quien le suceda en sus derechos, 

En estos casos, la liquidación a que refiere el ordinal 2 del artículo anterior se 
efectuará luego de olorgada la escritura, 

El tribunal fijará plazo para la escrituración, prorrogable por una sola vez a pedido 
fundado de parte. 

Vencido el plazo, el tribunal revocará la designación anterior y nombrará de oficio 
otro escribano, al que fijará un único plazo, bajo pena de lo dispuesto en el artículo 
siguiente. 

389.2 El comprador podrá adelantar el pago de los tributos adeudados por el 
ejecutado y necesarios para la escrituración, que le serán descontados del precio, si 
acreditare su pago ante la oficina actuaria. 

Todo otro gasto requerirá autorización judicial previa para ser descontado del 
precio. a 


389.3 En todos los casos de venta judicial, el tribunal dispondrá de oficio el 
levantamiento de todos los embargos e interdicciones que afectaren el bien vendido, 
sean de la fecha que fueren, lo que comunicará posteriormente a quien corresponda. 


El embargo o interdicción subsistirán sobre el precio de la enajenación, deducidos 
todos los gastos del proceso, incluidos los del remate, costas y costos. 


Una vez recibida la comunicación a que refiere el inciso anterior, el tribunal que 
entiende el proceso en el que se dispuso el embargo o la interdicción que por virtud de 
este ordinal se levanta, notificará personalmente al acreedor respectivo. 


Si se tratare de acreedor preferente al ejecutante que obtuviera el remate,. 
dispondrá de un plazo de diez días, a partir del siguiente al de su notificación, para 
presentar la liquidación de su crédito, a fin de que sea aprobada si correspondiere. 


Se comunicará, entonces, a! tribunal que dispuso el levantamiento del embargo o 
de la interdicción a sus efectos. 


Si el acreedor preferente no presentare su liquidación dentro del plazo indicado en 
el inciso anterior, podrá hacerla el ejecutante que obtuviera la orden da remate. 


Si no mediare oposición, quedará aceptada la liquidación del ejecutante; en caso 
contrario, el tribunal procederá conforme a derecho. 


En cualquiera de ambos casos, se retendrá el importe correspondiente al crédito del 
preferente. 


390. Anulación del remate. Si el comprador no depositara el saldo del precio (artículo 
388.1) o si se resistiese a escriturar, el tribunal declarará nulo el remate, en cuyo caso 
serán de cargo del comprador los gastos del remate anulado y los daños y perjuicios 
que se hubleren causado. 
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No podrá resistirse el comprador a escriturar, alegando defectos de titulación 
anteriores al remate. 


Quien se presentare al remate e hiciere postura, se supondrá que acepta el título. 


391. Falta de interesados en el remato. Si en el remate no hubiese postores, se 
podrá sacar nuevamente el bien a la venta, sobre la base de la mitad de la tasación, 

ocio para este nuevo remate con todos los requisitos establecidos para el 
nterior. 


) Si en el segundo remate no hubiere interesados, el bien será adjudicado al 
ejecutante en pago de su crédito, a menos que éste prefiera renunciar a tal derecho, y 
tomar a su cargo todos los gastos de la ejecución en cuyo caso conservará su crédito 
contra el deudor por el monto originario con más los gastos de la ejecución abonados. 


e existir embargos preferentes deberán ser pagados por el adjudicatario en primer 
ino. 


392. Condenas procesalos. 392.1 Ejecutado. Serán de cargo del ejecutado las 
costas, costos y demás gastos justificados de la ejecución. 


392.2 Ejecutante. El ejecutante deberá satisfacer las costas, costos y además gastos 
devengados por sus pretensiones desestimadas. 


392.3 Mejcr postor. Todo ello, sin perjuicio de lo que corresponda abonar al mejor 
postor en el caso de desistir del remate expresa o implícitamente. 


393. Impugnaciones. 393.1 Las partes podrán interponer el recurso de reposición 
contra toda providencia pronunciada en la vía de apremio. 


393,2 Cabe el recurso de apelación sin efecto suspensivo contra las providencias que 
decidan la aprobación de la tasación (artículo 384 y 385) y la liquidación de haberes 
(artículo 388). El Superior, atento a la situación, podrá en su caso, decretar la 
suspensión hasta que se resuelva el recurso. 


393.3 El ejecutado que quisiera satisfacer el crédito reclamado antes del remate y 
diere garantía suficiente, podrá solicitar la suspensión del remate, 


Esta gestión no suspenderá, en ningún caso, los procedimientos previos al remate. 


393.4 Si el ejecutado promoviera incidente de nulidad por indefensión, el tribunal no 
podrá acordarle efecto suspensivo si aquél hubiere comparecido anteriormente al 
proceso de ejecución o si el incidente se promoviera fuera del plazo de cinco días 
contados desde el siguiente a! de la última publicación del anuncio a que refiere el 
artículo 387.2. 

El tribunal deberá rechazar de plano, sin sustanciar, toda pretensión incidental 
notoriamente infundada. 

Las resoluciones que rechacen la pretensión incidental de nulidad por indefensión 

serán apelables sin efecto suspensivo; el Superior, atento a la situación, podrá en su 
caso, decretar la suspensión hasta que se resuelva el recurso. 
394, Competencia por conexión. El tribunal de la ejecución será competente para el 
juicio ordinario posterior, en los casos en que éste corresponda (artículo 379.5), para 
el procedimiento de expedición de segundas copias y para la entrega del bien 
ejecutado. 


395. Segundas copias. Cuando, además de lo previsto por el art. 386, no exisliere 
inscripción en el Registro de Traslaciones de Dominio se entenderán cumplidos los 
presupuestos necesarios para la expedición de segunda copia de escritura. Estarán 


6 de setiembre de 2011 CÁMARA DE SENADORES 519-C.S. 


legitimados para dedudr la pretensión pertinente, además de los titulares de la 
propiedad, el ejecutante y el mejor postor, indistintamente. 
Fuente: Texto actual corresponde al artículo 4* de la Ley N* 16.266, de 15/6/92. 


396. Entrega de la cosa. Quien resultare adjudicatario del bien ejecutado, podrá 
reclamar su entrega y desocupación por el procedimiento de- entrega de la cosa 
(artículo 364). 

En este proceso, no se podrán oponer más excepciones que las que surjan de 
derechos que provengan de actos jurídicos debidamente registrados o se puedan 
probar documentalmente, sí dicha documentación tuviera fecha cierta anlerior al 
embargo. 

Al ejecutado no se le admitirá excepción alguna. 

Todo ello, sin perjuicio de los plazos legales en materia de arrendamientos. 

CAPITULO Ill 
Otras Especies de Ejecución 


397. Obligaciones de dar. 397.1 Para ejecutar una sentencia que condene a dar 
alguna cosa que se halle en el patrimonio del deudor, el tribunal dispondrá 
mandamiento para desapoderar de ella al obligado y entregarla al actor, a cuyo efecto 
utilizará el auxilio de la fuerza pública y las conminaciones que correspondieran. 


397.2 De resultar imposible la ejecución en especie, se procederá a la ejecución por el 
precio de la cosa y los daños y perjuicios causados, los que se liquidarán por el 
procedimiento del artículo 378.1, 378.2 y 378.3, según corresponda. 


398. Obligaciones de hacer. 398,1 Si la sentencia condenare a hacer algo, el actor 
solicitará al tribunal que intime al condenado su realización en el plazo establecido o 
en el que aquél determinare. 


398.2 Vencido el plazo y si no se diere cumplimiento, el ejecutante podrá optar por el 
procedimiento previsto en el ordinal tercero o solicitar que el tribunal determine el 
tercero que deba realizarlo. En este último caso los gastos en que se incurra serán 
abonados por el ejecutado dentro de los diez dias de aprobada la cuenta por el 
tribunal, de acuerdo con el procedimiento del art. 378.1, 378.2 Ó 378.3 según 
corresponda. Si no lo hiciera, la abonará el ejecutante que, para su reembolso, tendrá 
abierta la vía de apremio contra el ejecutado. 


398.3 Si se tratare de obligación no susceptible de cumplirse por tercero, a pedido de 
parte podrá perseguirse su cumplimiento en especie a cuyo efecto se establecerá una 
conminación económica por un plazo no mayor de cuarenta y cinco días. Si aun así no 
se realizare el cumplimiento, se liquidarán dichas conminaciones y los daños y 
perjuicios respectivos por los procedimientos del artículo 378.1, 378.2 6 378.3, según 
corresponda. En este caso, las sumas liquidadas por conminaciones no se imputarán 
a los daños y perjuicios respectivos y beneficiarán al ejecutante. 

398.4 Si la obligación cuya ejecución consiste en otorgar escritura pública y, en su 
caso, efectuar la tradición de una cosa, se procederá conforme a lo dispuesto en el 


ordinal 1. Vencido el plazo, el tribunal otorgará de oficio la escritura y, en su caso, 
efectuará la tradición. 


Los gastos serán satisfechos por el ejecutante, el cual dispondrá de la vía de 
apremio para obtener el reembolso de lo que abonare. 


Fuente: Por disposición dal artículo 4* da la Ley N* 16.699, de 25/4/95, 
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se modificó el encabezamiento del artículo 398,4, 


399. Obligaciones de no hacer. 399.1 Si se condenare a no hacer alguna cosa, el 
ejecutante podrá solicitar si ya se hubiese efectuado la reposición al estado anterior, 
procediéndose de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 398,1 y 398.2. 


399.2 El ejecutante podrá optar por pedir directamente los daños y perjuicios o los 
medios S de conminación o compulsión necesarios para evitar en el futuro el 
incumplimiento de la condena. Esto último podrá igualmente solicitarse en el caso del 
ordinal 1 del presenle artículo. 


400. Sentencias contra el Estado. Si una sentencia condenara al Estado al pago de 
una cantidad de dinero líquida y exigible y hubiera quedado ejecutoriada, el acreedor 
pedirá su ejecución mediante el procedimiento que corresponda. Si se hubiera 
promovido un incidente liquidatorio o se tratara de una reliquidación, los abogados 
patrocinantes de la Administración deberán comunicar por escrito al jerarca inmediato 
en un plazo de tres días hábiles, acompañando fotocopia autenticada de la sentencia 
definitiva e incidente de la liquidación . 

Habiendo quedado ejecutoriada la sentencia o, en su caso, el incidente de 
liquidación, el órgano judicial interviniente comunicará al Ministerio de Economía y 
Finanzas que debe ordenar su pago, a quien la sede jurisdiccional designe, en un 
plazo de cuarenta y cinco días corridos a partir de su notificación. 


El Ministerio de Economía y Finanzas deberá efectuar el pago en el mismo plazo, 
atendiéndose la erogación resultante con cargo al Inciso 24 “Diversos Créditos”. 
Fuente: Toxto dado por el artículo 51 de la Ley N” 17930 de 19/12/2005, 


401. Sentencias contra Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y 
Servicios 

Descentralizados en general. Los Gobiernos Departamentales y los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados industriales y comerciales del Estado, 
deberán realizar las previsiones correspondientes en oportunidad de proyectar sus 
presupuestos, para atender el pago de las sentencias previendo los recursos 
necesarios para financiar las erogaciones del Ejercicio. 


Si un Tribunal condenara a algunos de los organismos mencionados en el inciso 
anterior a pagar una cantidad líquida y exigible, el acreedorpedirá su ejecución 
mediante el procedimiento que corresponda. 

En caso de que hubiera un incidente fiquidatorio o se tralara de una reliquidación, 
los abogados patrocinantes de dichos organismos deberán comunicar por escrito al 
jerarca inmediato en un plazo de tres días hábiles, acompañando fotocopia 
autenticada de la sentencia definitiva e incidente de liquidación. 

Habiendo quedado ejecutoriada la sentencia o, en su caso el incidente de 
liquidación, el órgano judicial interviniente comunicará al organismo demandado que 
debe ordenar su pago a quien la sede jurisdiccional designe, en un plazo de cuarenta 
y cinco días corridos a partir de su notificación, debiendo comunicar al respectivo 
Tribunal la fecha y pago efectuado. 

El organismo en cuestión podrá asimismo convenir el respectivo pago dentro de los 
referidos cuarenta y cinco días. 

Fuente; Redacción dada por el art. 53 de la Loy N* 17930 de 19/12/2005. 
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Decreto ley N* 14.188, 
De 5 de abril de 1974 


Artículo 1*. Créense cinco Juzgados Letrados de Trabajo de Primera Instancia en 
el Departamento de Montevideo, que tendrán, en régimen de turnos, la misma 
jurisdicción que los actuales Juzgados Letrados de Trabajo. 

Las asignaciones de dichos cargos serán las que corresponden actualmente a los 
Jueces de Paz de Montevideo. 

Artículo 2”. Cinco de los actuales Juzgados de Paz de Montevideo, que 
determinará la Suprema Corte de Justicia sin que ello importe un cambio en la persona 
de sus titulares, se transformarán en los Juzgados Letrados de Trabajo de Primera 
Instancia a que se refiere el artículo anterior. 

Artículo 3*.La Suprema Corte de Justicia de acuerdo con el Poder Ejecutivo fijará 
las circunscripciones territoriales de los restantes Juzgados de Paz que permanecerán 
como tales en el Departamento de la Capital. 

Artículo 4”.Los actuales Juzgados Letrados de Trabajo de Montevideo, se 
denominarán en lo sucesivo Juzgados Letrados de Trabajo de Segunda Instancia, de 
los Turnos 1* y 2*, y conocerán de las apelaciones que se deduzcan contra las 
sentencias de los Juzgados Letrados de igual competencia de Primera Instancia de la 


Artículo 5*. En los restantes departamentos, la jurisdicción en materia laboral que 
se crea por esta ley estará confiada a los Juzgados de Paz de las Primeras Secciones, 
salvo en las capitales en que haya más de un Juzgado, en cuyo caso entenderán 
todos en régimen de turnos. 

De las apelaciones de sus sentencias entenderá el Juez Letrado de Primera 
Instancia de la Capital del Departamento, Si hubiere más de un Juzgado Letrado de 
Primera Instancia en cada Capital, la competencia de segundo grado se distribuirá en 
razón del turno. 

Artículo 6”. El procedimiento a seguir en material laboral, en primera y segunda 
instancia, será el que a continuación se establece. 


En la primera instancia: 


1”) Interpuesta la demanda en forma, el Juez decretará "traslado y autos”. El 
demandado contestará dentro del término de diez días perentorios, oponiendo, al 
mismo tiempo, si las tuviere, las excepciones mencionadas en el artículo 246 del 
Código de Procedimiento Civil y la agregada por el artículo 1 de la ley N* 13,355, de 
17 de agosto de 1965. 


2”) Contestada la demanda o vencido el término para contestar, el Juez convocará 
a las partes, mediante notificación personal a la audiencia de conciliación. El Juez 
presidirá dicha audiencia, so pena de nulidad que vicia los ulteriores procedimientos. 
Si una de las partes no concurre a la audiencia crea en su contra la presunción de 
que son ciertos los hechos afirmados por la contraparte, sin perjuicio de que el Juez 
polen en la sentencia, a la luz de las pruebas reunidas, la verdad de las 
rmmaciones., 


Agregado por Decreto ley N* 14,848, de27de noviembre de 19878 artículo 1”. 


' 3”) Si en vista de la contestación el Juez estima necesario recibir a prueba el 
juicio, señalará un término que no podrá ser extraordinario, ni exceder de la mitad del 
ordinario previsto en el artículo 336 del citado Código Procesal. 
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_ 4) Dentro de los diez primeros días del término, las partes deberán solicitar el 
diligenciamiento de todas las pruebas que se propongan producir, sin perjuicio de lo 
més el artículo 374 del Código de Procedimiento Civil. 

en e los diez días siguientes las partes podrán ofrecer contrapruebas oO 
pruebas de tachas en las personas de los testigos propuestos. El Juez, de oficio, 
averiguará o complementará la prueba quedando investido a tales efectos con todas 
las facultades inquisitivas previstas para el orden procesal penal. Se dirigirá 
directamente a las. autoridades judiciales y administrativas para su debido 
diligenciamiento, pudiendo cometer las diligencias probatorias que crea conveniente a 
cualquiera de sus funcionarios mediante simple mandato verbal, dejándose constancia 
en autos. El Juez cuando no ejerza sus polestades inquisitivas estará obligado a 
exponer en la sentencia definitiva las razones por las cuales consideró innecesario 
usar de los poderes que esta ley le otorga. , 


Redacción dada por. Decreto Loy N” 14.848 de 27/11/1978artículo 2”, 


5") Vencido que sea el término el Actuario agregará y certificará la prueba sin 
necesidad de mandalo, y lo hará saber a las partés por medio de la notificación 
respectiva. Las partes alegarán de bien probado dentro del término común e 
plo de diez días durante el cual los autos quedarán de manifiesto en 
oficina. > 


6') La sentencia decidirá al propio tiempo las excepciones dilatorias que se 
hubieren opuesto, la procedencia o improcedencia de las tachas, y sobre el mérito de 
la causa. Si se acogiera a la dilatoria de incompetencia, remitirá el expediente para su 
conocimiento a quien corresponda. Las actuaciones cumplidas en esa sede quedan 
legalmente convalidadas, no pudiendo ser impugnadas de nulidad. 


7*) El recurso de apelación contra las sentencias definitivas se interpondrá dentro 
del término de cinco días perentorios, en escrito fundado en el que se expresarán 
agravios. 

De la expresión de agravios se correrá traslado a la contraparte con término de 
cinco días perentorios. 


8”) Contra las demás providencias que se dicten durante el juicio no se admitirá 
otro recurso que el de reposición. Este recurso se interpondrá dentro del tercer día, 
contado desde el siguiente a la notificación, y el Juez lo resolverá sin audiencia de la 
otra parte. 


Numerales 9%, 10) y 11) derogados por Decreto ley N* 14,491 de 23/12/1975 artículo 16. 


Artículo 7”.El plazo para dictar sentencia, en primera y segunda instancia, será 
.de cuarenta dias contados desde que los aulos hayan sido puestos al despacho, 
cuando se trate de definitiva, y de veinte, si de interlocutcria. El Juez podrá solicitar de 
la Suprema Corte de Justicia, antes de su vencimiento, la ampliación del término, 
debiendo fundar el pedido con remisión de los autos. La Corte podrá ampliarlo en la 
medida que juzgue indispensable. Vencido el plazo sin que se hubiera dictado, el Juez 
de la causa quedará impedido para seguir entendiendo de ella, y pasará de oficio los 
autos a quien deba subrogarlo. 
Inmediatamente de recibidos, el Juez subrogante dará cuenta del hecho, bajo su 
responsabilidad, a la Suprema Corte de Justicia, la que dispondrá se anote la omisión 
en la faja de servicios del Magistrado, teniéndolo en cuenta para su eventual ascenso, 
Artículo 8”.Las diligencias para mejor proveer, que sólo podrán dictarse una vez, 
intercumpirán el término correspondiente; pero cumplidas que sean y puestos 
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nuevamente los autos al despacho, se computará el tiempo transcurrido hasta que se 
dispuso la diligencia. 

Artículo 9”. Con la sola presentación de la demanda de la parte trabajadora, el 
Letrado que la firme quedará investido del carácter de representante judicial de la 
misma en los términos y condiciones previstas en los artículos 159 y 160 del Código 
de Procedimiento Civil. 

En los departamentos del litoral e interior esta representación judicial podrá 
acordarse a cualquier funcionario del Servicio de Asistencia Jurídica del Trabajador, 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. El trabajador, en todo momento, podrá 
sustituir a su representante judicial, siempre que lo haga por escrito. 

Cuando se trate de trabajadores menores de edad, el Letrado que firme la 
demanda, o el funcionario del Ministerio, en su caso, quedarán investidos por ese solo 
hecho de la representación judicial del menor a todos sus efectos. 

En Montevideo, la representación del trabajador podrá estar también a cargo de la 
Defensoría de Oficio de Trabajo o del Letrado que al efecto designe el Servicio de 
Asistencia Jurídica del Trabajador, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

Artículo 10. Ante los Juzgados Letrados de Trabajo de Montevideo no podrá 
iniciarse juicio en materia laboral, sin la constancia que acredite haberse tentado la 
conciliación previa ante el Centro de Asistencia y Asesoramiento Juridico del 
Trabajador, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

En los demás departamentos esta exigencia se hará efectiva una vez que se 
instale el mencionado Servicio, 

En cualquier estado de los procedimientos judiciales, en primera o segunda 
instancia, y hasta la citación para sentencia, los Jueces podrán tentar la conciliación y 
tomar de oficio o a pedido de parte, todas las medidas cautelares que estimen del 
caso. 

En los juicios a que se refiere esta disposición no será necesario llenar el requisito 
de la previa conciliación (artículo 255 de la Constitución de la República). 

Artículo 11. 
Derogado por: Ley N* 18.387 do 23/10/2008 artículo 256. 
Inciso 1% derogado por: Decreto Loy N” 14,500 de 08/03/1976 articulo 5”. 


Artículo 12, Exceptúase de lo dispuesto en el artículo 49 del decreto- ley 8.992, 
de 26 de abril de 1933, la obligación de pago de salarios, cualquiera sea su causa. 

En tal caso, los socios responderán en forma subsidiaria, personal y 
solidariamente por la totalidad de los salarios debidos, con sus accesorios de ley. 

Cuando se demande por pago de salarios a una sociedad de responsabilidad 
limitada, el juzgado dispondrá preceptivamente el embargo preventivo de sus bienes. 

Artículo 13. En caso de despido injusto, el máximo de indemnización que 
corresponda de acuerdo con las leyes vigentes será de seis mensualidades, sin tener 
en cuenta los eventuales derechos jubilatorios que puedan corresponder al trabajador. 

Articulo 14. Las acciones por cobro de salarios y de indemnización por despido 
prescribirán al año, a contar del momento en que debió hacerse efectivo el salario, o 
de aquel en que se produjo el despido. 

Artículo 15. En todo lo que no esté previsto en la presente ley regirá lo dispuesto 
en el Código de Procedimiento Civil y en las leyes 9.594, de 12 de setiembre de 1936, 
13.355, de 17 de agosto de 1965 y demás disposiciones especiales en materia laboral, 
en cuanto fueron aplicables. 

Las sentencias definitivas de segunda instancia no admitirán recurso ulterior, 
ordinario o extraordinario, de especie alguna. 

Artículo 16. Los juicios actualmente en trámite en los Juzgados Letrados de 
Trabajo centinuarán sometidos a su competencia, y se sujetarán al procedimiento con 
arreglo al cual estaban sustanciándose desde su iniciación; pero los Jueces podrán 
hacer uso de las facultades previstas en los artículos 10 y 12 de la presente ley. 
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Todos los demás asuntos que a la fecha de esta ley se encontraron radicados en 
los Juzgados de Paz que se suprimen serán distribuidos por la Suprema Corte de 
Justicia en la forma que entienda de mejor servicio. 

Artículo 17. Deróganse los artículos 48 a 56 del decreto del Poder Ejecutivo 622, 
de 1” de agosto de 1973, dictado de conformidad con lo que establece el numeral 17 
del artículo 168 de la Constitución, y aprobados por el Consejo de Estado por 
resolución de fecha 9 de enero de 1974, 

Artículo 18, La presente ley entrará en vigencia a los treinta días de cumplido lo 
que dispone el artículo tercero. 
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“CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Constitución y Legislación 
ACTA N* 51 


En Montevideo, el día treinta y uno de agosto del 
año dos mil once, a la hora catorce y cuarenta minu- 
tos, se reúne la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros señores Senadores Milton 
Antognazza, Eber Da Rosa, Francisco Gallinal, Carlos 
Gamou, Eduardo Lorier, Rafael Michelini, Ope Pas- 
quet y Aníbal Rondeau. 

Falta con aviso el señor Senador Carlos Moreira. 

Concurre el doctor Hugo Barreto, asesor del Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social. 

Preside el señor Senador Francisco Gallinal, Pre- 
sidente de la Comisión. 

Actúan en Secretaria la Secretaria de Comisión, 
señora Teresa Paredes y el señor Prosecretario subro- 
gante, Alejandro Aguerre. 

Asunto entrado: Por Secretaría se da cuenta del 
siguiente: 

- Memorándum remitido por el Ministerio de Re- 
laciones Exteriores, de fecha 30 de agosto del co- 
rriente año, en respuesta a la solicitud de informe 
que la Comisión formulara en relación al proyecto de 
ley por el que se regula el uso de armas químicas o 
sustancias químicas, tóxicas o sus precursores (Car- 
peta N* 258/2010). 

El señor Senador Gallinal expresa que analizó la 
Sentencia N” 2089 de la Suprema Corte de Justicia, 
de la que se dio cuenta y se repartió en la sesión pa- 
sada, y que debería remitirse una copia a la Comisión 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. 

El señor Senador Michelini señala que se había 
aprobado un proyecto de ley sobre el tema y solicita 
que se consulte a la División “Estudios Legislativos”. 

El señor Presidente dispone que se proceda a 
realizar la consulta y se envíe nota con copia de la 
Sentencia a la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca de la Cámara de Senadores. 

ORDEN DEL DÍA 

2) Carpetas Nos. 223/2010 y 497/2011. ABREVIA- 
CIÓN DE LOS PROCESOS LABORALES. Se modi- 
fica la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009. 
Proyecto de ley con exposición de motivos del señor 
Senador Sergio Abreu y Mensaje y proyecto de ley re- 
mitido por el Poder Ejecutivo, respectivamente. 

El señor Presidente pone a consideración el arti- 
culado pendiente de aprobación. 

El señor Senador Michelini solicita que se recon- 
sidere el artículo 3” y propone para el inciso que mo- 
difica el artículo 13 de la Ley N” 18.572, una modifi- 
cación con el objetivo de poner énfasis en la urgencia 
del diligenciamiento de la prueba, agregando, luego 
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de “y ordenará”, la expresión “a la Oficina el urgente 
diligenciamiento de los que corresponda”. 

Luego de un intercambio de opiniones, el señor 
Senador Gallinal propone sustituir el término “urgen- 
te” por “inmediato”. El señor Senador Pasquet mani- 
fiesta que mejora la redacción. 

Artículo 3*. Se reconsidera: 8 en 8. Afirmativa. Se 
vota: con modificaciones 8 en 8. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

En consideración el artículo 4”. El señor Presiden- 
te pone a votación el artículo desde el acápite hasta el 
numeral segundo inclusive. 

El señor Senador Michelini solicita al doctor Ba- 
rreto que proponga una modificación para el numeral 
2. 

El doctor Barreto sugiere a los señores Senado- 
res que habría que agregar, luego de “título de ejecu- 
ción”, la frase “La apelación se regirá por el régimen 
aplicable al caso de la sentencia definitiva”. El señor 
Senador Pasquet propone eliminar la expresión “al 
caso”. 

El señor Presidente pone a votación el artículo 
hasta el numeral 2 inclusive, con las modificaciones 
propuestas. 

Artículo 4”, acápite e incisos primero, segundo y 
numerales 1 y 2.- Se vota con modificaciones: 8 en 8. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El señor Senador Pasquet deja constancia que no 
acompaña el acápite que se aprobó por entender que 
sacrifica el principio de inmediación. 

En consideración el artículo 4, numeral 3. 

Artículo 4%, numeral 3.- Se vota sin modificacio- 
nes. 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 4, numeral 4. 

Se pone a votación con las modificaciones intro- 
ducidas en la sesión pasada, agregar el término “defi- 
nitivamente” a continuación de “así como la que fija” 
e introducir una coma después de “medios probato- 
rios”. 

Artículo 4”, numeral 4.- Se vota con modificacio- 
nes. 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el numeral 5. 

El señor Senador Michelini solicita al señor asesor 
que sugiera la modificación que corresponda. 

El doctor Barreto propone que diga “Las partes 
deberán formular sus alegatos de bien probado en la 
audiencia o reservarse hacerlo por escrito dentro del 
plazo de seis días”, eliminando el resto del texto. 

Artículo 4%, numeral 5.- Se vota con modificacio- 
nes. 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el numeral 6. 

Varios señores Senadores intercambian opiniones 
respecto al plazo propuesto, finalmente se acuerda 
establecer la redacción del inciso final como sigue: 
“La prórroga de la audiencia será de seis días, pu- 
diendo el Tribunal extender el plazo hasta 20 días por 
motivo fundado que será comunicado a la Suprema 
Corte de Justicia, quedando aquel sometido a even- 
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tual responsabilidad por la dilación si no se la consi- 
derase debidamente justificada”. 

Artículo 4%, numeral 6.- Se vota con modificacio- 
nes. 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el numeral 7. 

Artículo 4”, numeral 7.- Se vota sin modificacio- 
nes. 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el inciso final del artículo. 

El señor Presidente señala que se había propuesto, 
en la sesión pasada, sustituir el término “cualquiera” 
por “una de las partes”. 

El señor Senador Michelini solicita que el señor 
Barreto proponga la modificación respectiva. El doc- 
tor Barreto señala que debería agregarse un inciso 
final con el texto: “En caso de inasistencia de ambas 
partes a la audiencia, el Tribunal archivará las actua- 
ciones sin más trámite”. Señala que se trata solamen- 
te del archivo y no de la clausura de las actuaciones. 

Artículo 4%, incisos finales. Se votan con modifica- 
ciones. 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 5”. 

Los señores Senadores Pasquet y Da Rosa propo- 
nen redacciones alternativas. 

El señor Senador Michelini propone redactar el 
segundo inciso de la siguiente manera: “En este últi- 
mo caso, en la misma audiencia fijará fecha para su 
pronunciamiento. La sentencia se notificará electró- 
nicamente el mismo día de dictada”. 

Artículo 5”.- Se vota con modificaciones. 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 6”. 

Luego de un intercambio de consideraciones, se 
resuelve postergar la votación del artículo 6". 

En consideración el artículo 7*. 

El señor Presidente propone que se considere por 
incisos, así se resuelve. 

El señor Senador Pasquet propone mejorar la re- 
dacción sustituyendo la conjunción “y” a continua- 
ción de “aclaración” por una coma. 

Artículo 7*, inciso primero.- Se vota con modifica- 
ciones. 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el inciso segundo. 

El señor Senador Pasquet propone la misma mo- 
dificación que para el inciso primero y señala que de- 
biera decir “todas las resoluciones”. 

Luego de consideraciones de varios señores Sena- 
dores, el señor Presidente propone la siguiente redac- 
ción para los dos párrafos finales del inciso: “Contra 
las resoluciones dictadas fuera de audiencia, estos 
recursos se interpondrán por escrito del plazo de tres 
días. Del recurso de reposición se dará traslado a la 
contraparte por el mismo plazo. Evacuado el trasla- 
do o vencido el término para ello, el Tribunal deberá 
dictar resolución dentro del plazo de tres días. Del 
mismo plazo dispondrá el Tribunal para resolver los 
recursos de aclaración y ampliación.” 

Artículo 7?, inciso segundo.- Se vota con modifica- 
ciones. 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En consideración el inciso tercero. 

El señor Presidente propone sustituir la conjun- 
ción “y” a continuación de “aclaración”, por una 
coma, eliminar “queja por denegación de apelación”. 

El señor Senador Pasquet propone sustituir “El 
recurso” por “Los recursos” y armonizar las conjuga- 
ciones verbales poniéndolas en plural; asimismo pro- 
pone eliminar la expresión “y sustanciado”. 

Artículo 7*, inciso tercero.- Se vota con modifica- 
ciones. 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el inciso cuarto. 

Artículo 7*, inciso cuarto.- Se vota sin modificacio- 
nes. 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración los incisos quinto, sexto y sépti- 
mo (que sustituyen el artículo 21 de la Ley N* 18.572). 

El señor Senador Pasquet propone sustituir el ar- 
tículo “la” por “los que corresponda”. 

Artículo 7”, incisos quinto, sexto y séptimo.- Se 
votan con modificaciones. 7 en 7. Afirmativa. UNA- 
NIMIDAD. 

En consideración el inciso octavo y los nume- 
rales 1 a 7 (que sustituyen el artículo 22 de la Ley 
N* 18.572). 

El señor Senador Pasquet propone sustituir el tér- 
mino “cualquiera” por “una de las partes”. 

El señor Presidente señala que debería eliminarse 
la expresión “En ese caso” en el párrafo final y agre- 
gar un último párrafo, tal como aconseja el doctor 
Barreto, que diga “En caso de inasistencia de ambas 
partes a la audiencia, el Tribunal archivará las ac- 
tuaciones sin más trámite”, acorde con la redacción 
aprobada para el artículo 14 inciso final de la Ley 
N* 18.572. 

Artículo 7”, inciso octavo y numerales 1 a 7.- Se 
votan con modificaciones. 7 en 7. Afirmativa. UNA- 
NIMIDAD. 

En consideración los incisos que sustituyen el ar- 
tículo 23 de la Ley N* 18.572. 

El señor Presidente señala que debería eliminar- 
se la conjunción “y” sustituyéndola por una coma, a 
continuación del término “aclaración”. Propone que 
el segundo párrafo comience diciendo “los recursos 
interpuestos contra las providencias” y en el siguien- 
te párrafo, agregar “providencias” antes del término 
“dictadas”. 

El señor Senador Pasquet propone para el inciso 
final utilizar el plural diciendo “los recursos” y armo- 
nizando los verbos en plural. 

Artículo “7%, incisos decimosexto y decimosépti- 
mo.- (Sustituyen el artículo 23 de la Ley N* 18.572). 
Se votan con modificaciones. 7 en 7. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

Varios señores Senadores intercambian opiniones, 
seguidamente el señor Presidente propone que se 
sustituya el término “ha” por “haya” y que al final se 
agregue la frase “excepto los casos en que el Tribunal 
disponga que se practique en el domicilio constituido 
en autos”. 
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Elseñor Senador Lorier propone que sereconsidere 
el artículo 5” aprobado a efectos de armonizarlo con 
esta disposición. Se resuelve reconsiderar el artículo 
al final de la votación. 

Artículo 7”, incisos decimoctavo y decimonoveno.- 
(Sustituyen el artículo 25 de la Ley N*18.572). Se 
votan con modificaciones. 7 en 7. Afirmativa. UNA- 
NIMIDAD. 

En consideración el artículo 26. 

En consideración los incisos vigésimo a vige- 
simoséptimo, (sustituyen el artículo 26 de la Ley 
N* 18.572). 

El señor Senador Pasquet propone sustituir la ex- 
presión “menores de quince días” por “de hasta quin- 
ce días” en el inciso vigesimocuarto. 

Artículo 7”, incisos vigésimo a vigesimoséptimo, 
(sustituyen el artículo 26 de la Ley N* 18.572). Se 
votan con modificaciones. 7 en 7. Afirmativa. UNA- 
NIMIDAD. 

En consideración el artículo 8*. 

Artículo 8%.- Se vota sin modificaciones. 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 9*. 

Artículo 9%: Se vota sin modificaciones. 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 10. 

Artículo 10.- Se vota sin modificaciones. 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 11. 

El señor Senador Pasquet propone que se susti- 
tuya la expresión “sustitúyase” por “sustitúyese” y se 
agregue la palabra “ley” al final de la frase. 

Artículo 11.- Se vota con modificaciones. 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 12. 

El señor Senador Pasquet propone las mismas mo- 
dificaciones que para el artículo anterior. 

Artículo 12.- Se vota con modificaciones. 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El señor Senador Pasquet plantea que en el 
artículo 1? de la Ley N” 18.572, falta la referencia 
al “debido proceso legal” y al “principio dispositivo”, 
modificación que no está contemplada en el proyecto 
de ley que se considera. Asimismo, para el artículo 
2? de la Ley de referencia, propone la derogación 
explícita del artículo 341 de la Ley N* 18.172, de 
forma que se devuelvan los asuntos a su jurisdicción 
natural. Para el artículo 8 propone establecer que 
“el Tribunal controlará que la demanda cumpla con 
todos los requisitos”, de manera de no circunscribir 
la admisibilidad de la demanda solo a la liquidación, 
recogiendo la propuesta realizada por los Magistrados 
con competencia en materia laboral. Señala que 
habría que admitir la citación a terceros en el artículo 
10. Analiza el artículo 12 de la Ley vigente en relación 
a las excepciones. Respecto al artículo 31 de la Ley 
vigente, expresa que es una norma de integración que 
no da las certezas jurídicas necesarias y señala que se 
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sustituya por otra que remita al Código General del 
Proceso, siempre que no contradiga la presente Ley. 

El señor Senador Michelini solicita un cuarto 
intermedio de quince minutos. Se resuelve pasar a 
cuarto intermedio. Es la hora diecisiete y cincuenta 
y dos minutos. 

A la hora dieciocho y veinte minutos, se reanuda 
la sesión. 

El señor Senador Michelini responde las inquietu- 
des planteadas por el señor Senador Pasquet. 

El señor Presidente pone a reconsideración el 
artículo 5%, tal como lo solicitara el señor Senador 
Lorier. 

Artículo 5%. Se reconsidera: 7 en 7. Afirmativa. 

El señor Senador Michelini propone agregar un 
último inciso que diga: “En aquellos casos que no se 
haya implementado la comunicación electrónica, se 
aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 
25 de la presente Ley”. 

Artículo 5%.- Se vota con modificaciones. 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El señor Presidente pone a votación el artículo 6*, 
oportunamente aplazado. 

El señor Senador Michelini propone sustituir el 
plazo de “cinco días” por “diez días” para interponer 
la apelación y para su contestación, así como para 
el traslado a la contraparte que figura en el inciso 
siguiente. 

Artículo 6”.- Se vota con modificaciones. 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El señor Senador Michelini propone que se recon- 
sidere el artículo 7” y expresa que los señores Sena- 
dores integrantes de la Bancada del Frente Amplio 
aceptan la inclusión del recurso de casación propues- 
to por el señor Senador Pasquet. 

Se reconsidera el artículo 7*: 7 en 7. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

Artículo 7?”.- Se vota con modificaciones. 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

A propuesta del señor Senador Michelini, se de- 
signa Miembro Informante al señor Senador Eduardo 
Lorier, quien lo hará en forma verbal. Se vota: 6 en 
7. Afirmativa. 

Los señores Senadores Eber Da Rosa, Francisco 
Gallinal y Ope Pasquet manifiestan que firmarán el 
proyecto de ley con salvedades que expondrán en 
Sala. 

El proyecto de ley aprobado, queda redactado de la 
siguiente manera: 

“Artículo 1”.- Modifícase el artículo 3” de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 3". (Conciliación previa).- Antes de 
iniciarse juicio en materia laboral, deberá tentarse 
la conciliación previa ante el Centro de Negociación 
de Conflictos Individuales de Trabajo en la ciudad de 
Montevideo o ante la Oficina de Trabajo dependien- 
te del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el 
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interior de la República, según corresponda al domi- 
cilio del empleador o al lugar en que se cumplieron 
las prestaciones. 

La solicitud de inicio del procedimiento concilia- 
torio deberá realizarse por escrito presentado por el 
interesado o por apoderado, asistido de abogado, sal- 
vo que la reclamación fuera por sumas inferiores al 
equivalente de 20 UR (veinte unidades reajustables). 
En dicha solicitud deberán indicarse con precisión 
los hechos que fundamentan el reclamo y el detalle y 
el monto de los rubros reclamados. El Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social regulará los mecanismos y 
la forma de presentación de la solicitud, así como el 
procedimiento que se sigue posteriormente a la mis- 
ma.” 

Artículo 2*.- Modifícanse los incisos segundo y 
cuarto del artículo 4” de la Ley N” 18.572, de 13 de 
setiembre de 2009, los que quedarán redactados de la 
siguiente manera: 

“En acta resumida deberán señalarse los datos 
identificatorios de cada una de las partes, los domi- 
cilios constituidos a los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 5” de la presente ley, los rubros y montos re- 
clamados por el citante, la respuesta del citado y el 
resultado final obtenido. 

El acuerdo al que se arribe en el procedimiento 
habilitará su ejecución forzada por el proceso regula- 
do en el Título V del Libro II del Código General del 
Proceso.” 

Artículo 3%.- Modifícanse los artículos 9%, 11 y 13 
de la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, los 
que quedarán redactados de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 9“. (Traslado, emplazamiento y con- 
testación de la demanda). 

Interpuesta la demanda en forma, el Tribunal de- 
cretará el traslado y emplazamiento al demandado. 

El demandado contestará por escrito en la forma 
prevista en el artículo 130 del Código General del 
Proceso, dentro del término de 15 (quince) días de- 
biendo oponer al mismo tiempo, si las tuviere, todas 
las excepciones referidas en el artículo 133 del Códi- 
go General del Proceso.” 

“ARTÍCULO 11. (Traslado de las excepciones).- 
De las excepciones opuestas se dará traslado al actor 
por el plazo de 5 (cinco) días hábiles. Vencido el plazo 
o evacuado el traslado, se convocará a audiencia o se 
dictará resolución si correspondiere.” 

“ARTÍCULO 13. (Convocatoria a audiencia y dili- 
genciamiento de la prueba). 

Dentro de las 48 (cuarenta y ocho) horas de re- 
cibido el escrito de contestación de demanda o de 
traslado de las excepciones, o vencido el término, el 
Tribunal fijará provisionalmente el objeto del proceso 
y de la prueba, se pronunciará sobre los medios pro- 
batorios y ordenará a la oficina el inmediato diligen- 
ciamiento de los que corresponda, instrumentando 
todo lo que sea necesario para agotar su producción 
en la audiencia única que será convocada dentro de 
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un plazo no mayor a los 60 (sesenta) días, contados a 
partir de la fecha de la contestación de la demanda o 
del traslado de las excepciones o del vencimiento del 
término. 

En caso de allanamiento total a la pretensión o 
cuando no se hubiera contestado la demanda en 
tiempo, y sin necesidad de diligenciar otra prueba el 
Tribunal fijará fecha para el dictado de la sentencia 
definitiva.” 

Artículo 4*.- Sustitúyese el artículo 14 de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, por el si- 
guiente: 

“ARTÍCULO 14. (Audiencia única).- La audien- 
cia se iniciará con la acreditación de las partes o sus 
representantes y será presidida por el Tribunal bajo 
pena de nulidad que compromete su responsabilidad 
funcional. 

Iniciada la audiencia, se cumplirán las siguientes 
actividades: 

1. Las partes ratificarán, en su caso, el contenido 
de la demanda y de la contestación, y podrán aclarar 
sus extremos por iniciativa propia o sujetas a la deci- 
sión del Tribunal si resultaren oscuros o imprecisos. 

2. El Tribunal dictará sentencia definitiva parcial 
ordenando el pago de los rubros o montos no con- 
trovertidos con las condenas accesorias preceptivas y 
los recargos, reajustes e intereses que correspondan y 
tentará la conciliación en los demás. Esta resolución 
será apelable sin efecto suspensivo y constituirá título 
de ejecución. La apelación se regirá por el régimen 
aplicable de la sentencia definitiva. 

3. El diligenciamiento de toda la prueba pendiente 
que el Tribunal estime necesaria. 

4. Las resoluciones dictadas en el curso de la au- 
diencia, así como la que fija definitivamente el objeto 
del proceso y de la prueba y provee sobre los medios 
probatorios, admitirán recursos de reposición y apela- 
ción con efecto diferido, los que deberán proponerse 
en la propia audiencia. 

5. Las partes deberán formular sus alegatos de 
bien probado en la audiencia o reservarse hacerlo por 
escrito dentro del plazo de 6 (seis) días. 

6. La audiencia única podrá prorrogarse por úni- 
ca vez cuando exista prueba pendiente de diligencia- 
miento que no haya podido ser incorporada pese a la 
diligencia del Tribunal y de las partes. Si la falta de 
incorporación fuere imputable al Tribunal, generará 
su responsabilidad y si fuera imputable a una parte 
determinará que se prescinda del medio probatorio 
propuesto por la parte omisa, salvo que la contrapar- 
te lo solicitare o el Tribunal, en uso de las facultades 
previstas por el artículo 1” inciso segundo de esta ley 
y por resolución fundada, dispusiere igualmente su 
diligenciamiento. La prórroga de la audiencia será 
por 6 (seis) días, pudiendo el Tribunal extender el 
plazo hasta 20 (veinte) días por motivo debidamente 
fundado, que será comunicado a la Suprema Corte 
de Justicia, quedando aquel sometido a eventual res- 
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ponsabilidad por la dilación si no se la considerase 
justificada. 

7. Los incidentes promovidos fuera de audiencia 
se sustanciarán con un traslado a la contraparte por 3 
(tres) días. Los incidentes promovidos en la audiencia 
única se sustanciarán y resolverán en la misma. En 
ambos casos tanto la demanda como la contestación 
ofrecerán la prueba bajo las mismas reglas que para 
el proceso principal. Si fuera necesario, la prueba se 
terminará de producir en la audiencia que se celebra- 
rá en plazo no mayor a 3 (tres) días en la que además, 
se oirá brevemente a las partes y se dictará sentencia, 
salvo que por su complejidad y por resolución fun- 
dada el Tribunal resuelva diferirla por plazo máximo 
de 3 (tres) días a cuyos efectos y sin convocatoria de 
nueva audiencia, fijará día y hora. 

La inasistencia no justificada de una de las partes 
no impedirá el desarrollo de la audiencia y la conti- 
nuación del proceso. 

En caso de inasistencia de ambas partes a la au- 
diencia, el Tribunal archivará las actuaciones sin más 
trámite.” 

Artículo 5”.- Modifícase el inciso primero del ar- 
tículo 15 de la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre 
de 2009, el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 

“ARTÍCULO 15. (Sentencia definitiva).- El Tribu- 
nal podrá dictar sentencia definitiva en la audiencia 
única o fuera de audiencia y dentro de los 20 (vein- 
te) días siguientes. En este último caso, en la misma 
audiencia fijará fecha para su pronunciamiento. La 
sentencia se notificará electrónicamente el mismo 
día de dictada. 

En aquellos casos que no se haya implementado la 
comunicación electrónica, se aplicará lo dispuesto en 
el inciso segundo del artículo 25 de la presente ley.” 

Artículo 6”.- Modifícase el artículo 17 de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 17. (Apelación y segunda instancia).- 
El plazo para interponer el recurso de apelación con- 
tra la sentencia definitiva de primera instancia será 
de 10 (diez) días. Si la sentencia se dictare en au- 
diencia, el recurso deberá ser anunciado en la misma 
audiencia disponiendo de 10 (diez) días para expre- 
sar y fundar por escrito los agravios. Si la sentencia 
se dictare fuera de audiencia, el recurso será inter- 
puesto por escrito fundado en el que se expresarán 
los agravios y sus fundamentos. 

Del recurso de apelación se dará traslado a la con- 
traparte por el término de 10 (diez) días. Evacuado el 
traslado o vencido el término para hacerlo, se elevará 
el expediente ante el Tribunal que corresponda en un 
plazo no mayor a los 5 (cinco) días. 

El superior dictará sentencia dentro de los 30 
(treinta) días contados desde que los autos hayan in- 
egresado al Tribunal; en caso de discordia dicho plazo 
se extenderá proporcionalmente. Recibidos los autos 
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por el Tribunal, en plazo de 48 (cuarenta y ocho) ho- 
ras se señalará la fecha del acuerdo dejándose cons- 
tancia y serán pasados a estudio simultáneo durante 
7 (siete) días corridos. Finalizado el estudio se consi- 
derará en el acuerdo y, acordada sentencia, será dic- 
tada en plazo de 10 (diez) días. En caso de discordia, 
en el mismo acuerdo se sorteará la integración y, re- 
unidos los votos necesarios, se dictará sentencia en el 
mismo plazo.” 

Artículo 7*: Sustitúyense los artículos 18, 21, 22, 
23, 25 y 26 de la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre 
de 2009, por los siguientes: 

“ARTÍCULO 18. (Recursos).- En el proceso ordi- 
nario solo se admitirán los siguientes recursos: acla- 
ración, ampliación, reposición, apelación, queja por 
denegación de apelación, revisión y casación: 

Los recursos de aclaración, ampliación y reposi- 
ción proceden contra todas las resoluciones dictadas 
en el curso del proceso. Contra las resoluciones dicta- 
das en audiencia, estos recursos se interpondrán ver- 
balmente, se oirá a la contraparte en el mismo acto 
antes de decidir y se resolverán en la misma en forma 
inmediata. Contra las resoluciones dictadas fuera de 
audiencia, estos recursos se interpondrán por escrito 
dentro del plazo de 3 (tres) días. Del recurso de re- 
posición se dará traslado a la contraparte por el mis- 
mo plazo. Evacuado el traslado o vencido el término 
para ello, el Tribunal deberá dictar resolución dentro 
del plazo de 3 (tres) días. Del mismo plazo dispondrá 
el Tribunal para resolver los recursos de aclaración y 
ampliación. 

Los recursos de aclaración, ampliación, apelación 
y revisión proceden contra la sentencia definitiva y 
contra la sentencia interlocutoria que ponga fin al 
proceso. Los recursos de aclaración y ampliación 
serán interpuestos en la forma prevista en el inciso 
anterior. 

El recurso de apelación procede contra la senten- 
cia definitiva y contra la interlocutoria que pongan fin 
al proceso. Este recurso será interpuesto, sustanciado 
y resuelto en la forma prevista en el artículo 17 de la 
presente ley. El recurso de queja por denegación de 
apelación se interpondrá dentro del plazo de 5 (cin- 
co) días, con un traslado a la contraparte por el mis- 
mo plazo y será resuelto en la forma prevista en el 
artículo anterior.” 

“ARTÍCULO 21. (Traslado, contestación de la 
demanda y convocatoria a audiencia única).- Inter- 
puesta la demanda en forma el Tribunal decretará el 
traslado y emplazamiento al demandado. El deman- 
dado contestará por escrito en la forma prevista por el 
artículo 9” de esta ley dentro del término de 10 (diez) 
días, debiendo oponer al mismo tiempo, si las tuviere, 
todas las excepciones referidas en el artículo 133 del 
Código General del Proceso. Será aplicable lo previsto 
por el artículo 10 de la presente ley. 

Contestada la demanda o vencido el plazo, el Tri- 
bunal fijará el objeto del proceso y de la prueba, se 
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pronunciará sobre los medios probatorios y ordenará 
el diligenciamiento de los que corresponda, instru- 
mentando todo lo que sea necesario para agotar su 
producción en la audiencia única, que la convocará 
en plazo no mayor a 10 (diez) días. 

En caso de allanamiento total a la pretensión o 
cuando no se hubiera contestado la demanda en 
tiempo, y sin necesidad de diligenciar otra prueba, el 
Tribunal fijará fecha para el dictado de la sentencia 
definitiva.” 

“ARTÍCULO 22. (Audiencia única).- En la audien- 
cia única que será presidida por el Tribunal bajo pena 
de nulidad que compromete su responsabilidad fun- 
cional se cumplirán las siguientes actividades: 

1. Las partes ratificarán, en su caso, el contenido 
de la demanda y de la contestación, y podrán aclarar 
sus extremos, por iniciativa propia o sujetas a la deci- 
sión del Tribunal si resultaren oscuros o imprecisos. 

2. De las excepciones se dará traslado al actor 
quien deberá contestarlas en audiencia y todas serán 
resueltas en la sentencia definitiva. 

3. El Tribunal tentará la conciliación y fijará de- 
finitivamente el objeto del proceso y de la prueba y, 
acorde con ello, realizará el diligenciamiento de toda 
la prueba pendiente que estime necesaria. 

4. Se oirán los alegatos de ambas partes y el Tribu- 
nal dictará sentencia en la misma audiencia o dentro 
del plazo de 6 (seis) días y fuera de audiencia a cuyos 
efectos fijará la fecha y la hora. 

5. La audiencia no se suspenderá por la ausencia 
de una de las partes. En ese caso el Juez producirá la 
prueba ofrecida y dictará sentencia. En caso de ina- 
sistencia de ambas partes a la audiencia, el Tribunal 
archivará las actuaciones sin más trámite. 

6. Los incidentes promovidos fuera de audiencia 
se sustanciarán con un traslado a la contraparte por 3 
(tres) días. Los incidentes promovidos en la audiencia 
única se sustanciarán y resolverán en la misma. En 
ambos casos tanto la demanda como la contestación 
ofrecerán la prueba bajo las mismas reglas que para 
el proceso principal. Si fuera necesario, la prueba se 
terminará de producir en la audiencia que se celebra- 
rá en plazo no mayor a 3 (tres) días en la que además, 
se oirá brevemente a las partes y se dictará sentencia, 
salvo que por su complejidad y por resolución fun- 
dada el Tribunal resuelva diferirla por plazo máximo 
de 3 (tres) días a cuyos efectos y sin convocatoria de 
nueva audiencia, fijará día y hora. 

7. La audiencia única solamente podrá prorro- 
garse cuando exista prueba pendiente de diligencia- 
miento que no haya podido ser incorporada pese a la 
diligencia del Tribunal y de las partes. Si la falta de 
incorporación fuere imputable al Tribunal, generará 
su responsabilidad y si fuera imputable a una parte 
determinará que se prescinda del medio probatorio 
propuesto por la parte omisa, salvo que la contrapar- 
te lo solicitare o el Tribunal en uso de las facultades 
previstas por el artículo 1%, inciso segundo de esta 
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ley y por resolución fundada dispusiere igualmente su 
diligenciamiento. En ningún caso la audiencia podrá 
prorrogarse por más de 6 (seis) días.” 

“ARTÍCULO 23. (Recursos).- Las resoluciones 
dictadas en el curso del proceso de menor cuantía 
admitirán recursos de reposición, aclaración y am- 
pliación. Los recursos interpuestos contra las provi- 
dencias dictadas en audiencia, se tramitarán a peti- 
ción verbal de cualquiera de las partes, oyendo a la 
contraria y resolviéndose en la misma. 

Las providencias dictadas fuera de audiencia, se 
impugnarán, sustanciarán y resolverán en plazo de 3 
(tres) días. 

La sentencia que pone fin al proceso será sus- 
ceptible de los recursos de aclaración y ampliación 
que se interpondrán, sustanciarán y resolverán en los 
mismos plazos.” 

“ARTÍCULO 25. (Notificaciones).- Salvo que ya se 
hubiera constituido domicilio electrónico en autos, el 
traslado de la demanda y emplazamiento se notificará 
en el domicilio del demandado. 

Todas las demás providencias se notificarán elec- 
trónicamente (Ley N* 18.237, de 26 de diciembre de 
2007), salvo en aquellos lugares donde no se haya 
implementado la comunicación electrónica, en cuyo 
caso, la notificación se hará ficta en la oficina, excep- 
to los casos en que el Tribunal disponga que se prac- 
tique en el domicilio constituido en autos.” 

“ARTÍCULO 26. (Plazos).- Todos los plazos pre- 
vistos en la presente ley son perentorios e improrro- 
gables. 

Salvo disposición en contrario, todos los plazos 
para la actuación del Tribunal serán de 48 (cuarenta 
y ocho) horas. 

Todos los plazos comenzarán a correr el primer 
día hábil siguiente a su notificación, salvo que sean 
comunes, en cuyo caso se contarán desde el primer 
día hábil siguiente a la última notificación. 

Los plazos que se cuentan por días solo se sus- 
penderán en las ferias judiciales y en la semana de 
turismo. 

Los plazos de hasta 15 (quince) días solo compu- 
tarán los días hábiles y los mayores a 15 (quince) días 
se contarán por días corridos. 

Los plazos que finalicen en día inhábil se enten- 
derán prorrogados hasta el primer día hábil siguiente. 

Son horas y días hábiles las indicadas por el 
artículo 96 del Código General del Proceso. 

El incumplimiento de los plazos previstos para el 
Tribunal, deberá ser expuesto y comunicado a la Su- 
prema Corte de Justicia, quedando aquel sometido 
a eventual responsabilidad por la dilación si no se la 
considerase justificada.” 

Artículo 8%.- Modifícase el artículo 28 de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 28. (Gratuidad).- De conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 1% de la presente ley, 
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todas las actuaciones administrativas y judiciales se- 
rán gratuitas para la parte trabajadora, incluidos im- 
puestos y tasas registrales y catastrales, expedición de 
testimonios de partidas del Registro de Estado Civil, 
certificados y sus legalizaciones.” 

Artículo 9%. (Aplicación de la ley en el tiempo).- 
Las modificaciones introducidas por la presente ley 
serán de aplicación inmediata, alcanzando a los asun- 
tos en trámite. Exceptúanse los actos y plazos proce- 
sales que hayan tenido principio de ejecución. 

Artículo 10. (Proceso digital).- Dispónese la im- 
plantación del expediente electrónico en la justicia 
del trabajo. 

Artículo 11. (Proceso general de tutela de la acti- 
vidad sindical).-Sustitúyese el procedimiento previsto 
en el artículo 2%, numeral 1) de la Ley N* 17.940, de 
2 de enero de 2006, por el proceso laboral ordinario 
previsto en la Ley N” 18.572, de 13 de setiembre de 
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2009, con las modificaciones introducidas por la pre- 
sente ley. 

Artículo 12. (Proceso de infracción a la ley de 
igualdad de trato).- Sustitúyese el proceso previsto 
en el artículo 4% de la Ley N” 16.045, de 2 de junio 
de 1989, por el proceso ordinario previsto en la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, con las modi- 
ficaciones introducidas por la presente ley.” 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido N* 1024/2011 que forma parte 
de la presente. 

A la hora diecinueve se levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Francisco Gallinal, Presidente; Teresa Paredes, 
Secretaria.” 


Proyecto de ley sustitutivo aprobado 
por la Comisión 


de la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre 
de 2009, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


"ARTÍCULO 3”. (Conciliación previa).- 
Ántes ' de iniciarse juicio en materia 
laboral, deberá tentarse la conciliación 
previa ante el Centro de Negociación de 
Conflictos Individuales de Trabajo en la 
ciudad de Montevideo o ante la 


o al lugar en que se cumplieron las 
prestaciones. 


La solicitud de inicio del procedimiento 
conciliatorio deberá realizarse 


reclamo y el detalle y el monto de los 
rubros reclamados. El Ministerio de 
hire qu 
mecanismos y la forma de 


4*- Modíficase el artículo 3* Ss/M 


Proyecto de loy remitido por el 
Poder Ejecutivo 


Modificase el Artículo 3 de la CM 


Artículo 1*.- 

Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 
2009, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


"ARTÍCULO 3”. (Conciliación previa).- 
previa ante el Centro de Negociación de 


ciudad de Montevideo o ante la Oficina de 


domicilio del empleador o al lugar en que 
se cumplieron tas prestaciones. 


La solicitud de inicio del procedimiento 
conciliatorio deberá realizarse por escrito 
presentado por el interesado o por 
apoderado 


Seguridad i 
y la forma de presentación de la solicitud, 


y Loy N* 18.572, de 13 de 
setiembre de 2009 


de Negociación de Conflictos Individuales de 
Trabajo o ante la Agencia Zona! del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, según 
corresponda al domicilio del empleador o al 
ligar en el que se cumplieron las 
prestaciones. Cuando en la jurisdicción 


La solicitud de inicio del procedimiento 
conciliatorio deberá realizarse por escrito 
presentado por el interesado o por el 
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Artículo 2”. 
a Y a de atado dd 
Ley N* 18,572, de 13 de setiembre de | C/M 


Título V del Libro 1 del Código General 
del Proceso.” 


- Proyecto de ley remitido por el. 
Poder Ejecutivo 


así como el 


inná que se sigue 
posteriormente a la misma." 


Artículo 2”.- Modificanse los incisos 
segundo y cuarto del articulo 4* de la Ley 
N” 18.572, de 13 de setiembre de 2009, 


las partes, los domicilios constituidos a los 
efectos de lo dispuesto en el artículo 5* de 
la presente ley, los rubros y montos 
reclamados por el citante, la respuesta del 
citado y el resultado final obtenido.” 


"El acuerdo al que se arribe en el 
procedimiento habilitará su ejecución 
forzada por el proceso regulado en el 
Título V del Libro || del Código General 
del Proceso." 


Ley N” 18,572, de 13 de 
setiembre de 2009 


El acuerdo a que se arribe en el 
procedimiento habilitará su ejecución forzada 
por los procedimientos propios regulados en 
el Título V del Libro |! del Código General del 
Proceso. 
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El demandado contestará por escrito 
en la forma prevista en el artículo 130 


excepciones referidas 
en el articulo 133 del Código General del 


(Traslado de las 
excepciones 


ORDINARIO 
,- Modificanse los artículos 9, | cm 

11 y 13 de la ley N* 18,572 de 13 de 

setiembre de 2009, los que quedarán 


la presentación de la demanda 
Código General del Proceso, dentro del demandado contestará por escrito en la forma 
término de diez días debiendo oponer al prevista en el artículo 130 del Código General 
mismo tiempo, si las tuviere, todas las del Proceso, dentro del término de diez días 
excepciones referidas en el artículo 133 perentorio: Aables 
del Código General del Proceso.” debiendo oponer al mimo tempo, si les 


tuviere, todas las excepciones referidas en el 
artículo 133 del Código General del Proceso. 


"ARTÍCULO 11. (Traslado de las Artículo 11 - (Traslado de las excepciones).- 
excepciones)-De las excepciones De las excepciones opuestas se dará traslado 
opuestas se dará traslado al actor por el al actor por el plazo de tres dias hábiles. 
plazo de tres días hábiles. Vencido el Vencido el plazo o contestado el traslado, se 


plazo oO evacuado el traslado, se » 
á o e decian dictará resolución, si correspondiere. 
resolución 


si correspondiere ” 
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Proyecto de ley remitido por el > Ley N” 18.572, de 13 de 
Poder Ejecutivo setiembre de 2009 


ULO 13, (Convocatoria a 
audiencia y diligenciamiento de la Artículo 13.-  (Diligenciamiento de la 
prueba).- Dentro de las cuarenta y ocho prueba).- Dentro de las cuarenta y ocho horas 
horas de recibido el escrito de de recibido el escrito de contestación de 
contestación de demanda o de traslado demanda o de traslado de las excepciones al 
de las excepciones, o vencido el término, actor, el Tribunal fijará_el objeto del proceso y 
el tribunal fijará el objeto del proceso y de de la prueba, se pronunciará sobre los 
sobre 


En caso de allanamiento total a la En caso de allanamiento total a la 
pretensión o cuando no se hubiera pretensión oO cuando no se hubiera 
contestado la demanda en tiempo, y sin contestado la demanda en tiempo, el Tribunal 
necesidad de diligenciar otra prueba el fijará fecha para el dictado de la sentencia 
tribunal fijará fecha para el dictado de la definitiva. 
sentencia definitiva." 
Artículo 4*.- Sustitúyese Ariculo e. Sustitúyase el artículo 14 de 
artículo 14 de la Ley N* 18.572, de 13 de la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 
setiembre de 2009, por el siguiente: 2009 por el siguiente: CMA 
"ARTÍCULO 14. (Audiencia única).- La "ARTÍCULO 14”. (Audiencia única).-La 
iniciará — con la audiencia se iniciará con la acreditación pp — 
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Iniciada la audiencia, se cumplirán las 
siguientes actividades: 


1. Las partes ratificarán, en su 
caso, el contenido de la demanda y de 
la contestación, y podrán aclarar sus 
extremos por iniciativa propia o 
sujetas a la decisión del Tribunal sí 
resultaren oscuros o imprecisos. 


2. El Tribunal dictará sentencia 
definitiva parcial ordenando el pago 
de los rubros o montos no controvertidos 
con las condenas accesorias 


propia o 
a la decisión del tribunal si resultaren 
oscuros o imprecisos. 


2. El Tribunal dictará sentencia definitiva 


parcial ordenando el pago de los 
controvertidos 


0 Ley N* 18.572, de 13 de 
sotiembre de 2009 


siguientes actividades: 
1) Las partes ratificarán el contenido de la 


aclarar sus extremos, 
Tribunal resultaren oscuros o imprecisos. 


demanda y de la contestación, en 
si_a juicio del 


2) El Tribunal ordenará el pago de los rubros 
o montos no controvertidos con las 
condenas accesorias preceptivas y los 
recargos, reajustes e intereses que 
correspondan y tentará la conciliación en 
los demás. Esta resolución será apelable 
sin efecto suspensivo y constituirá título de 
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Proyecto de ley sustitutivo aprobado 
por la Comisión 


3. El diligenciamiento de toda la 
prueba pendiente que el Tribunal estime 
necesaria. 


4. Las resoluciones dictadas en el 
curso de la audiencia, así como la que 
fija definitivamente el objeto del 
proceso y de la prueba y provee sobre 
los medios probatorios, admitirán 
recursos de reposición y apelación con 
efecto diferido, los que deberán 
proponerse en la propia audiencia. 


5. Las partes deberán formular sus 
alegatos de bien probado en la 
audiencia o reservarse hacerlo 

escrito dentro del plazo de 6 (seis) días. 


6. La audiencia única podrá 
prorrogarse por única vez cuando exista 
prueba pendiente de diligenciamiento 
que no haya podido ser incorporada 
pese a la diligencia del Tribunal y de las 
partes. Si la falta de incorporación fuere 
imputable al Tribunal, generará su 
responsabilidad y si fuera imputable a 
una parte determinará que se prescinda 
del medio probatorio propuesto por la 
parte omisa, salvo que la contraparte lo 
solicitare o el Tribunal, en uso de las 


Proyecto de ley remitido por el 
Poder Ejecutivo 


. El diligenciamiento de toda la prueba 


pendiente que el tribunal estime 
necesaria. 


. Las resoluciones dictadas en el curso 


de la audiencia, así como la que fija el 
objeto del proceso y de la prueba y 
provee sobre los medios probatorios 
admitirán recursos de reposición y 
apelación con efecto diferido, los que 
deberán proponerse en la propia 
audiencia. 


. Las partes podrán formular sus 


alegatos de bien probado en la 
audiencia o reservarse hacerlo por 


días corridos. En tal caso, el término 
defin 


escrito dentro del plazo que fije el 
tribunal, que no podrá exceder de diez 


. La audiencia única podrá prorrogarse 


por única vez cuando exista prueba 
pendiente de diligenciamiento que no 
haya podido ser incorporada pese a la 
diligencia del Tribunal y de las partes. 
Si la falta de incorporación fuere 
imputable al tribunal, generará su 
responsabilidad y si fuera imputable a 
una parte determinará que se 
prescinda del medio probatorio 
propuesto por la parte omisa, salvo 
que la contraparte lo solicitare o el 


Ley N* 18.572, de 13 de : 
setiembre de 2009 


3) El diligenciamiento de toda la prueba 


pendiente que el Tribunal estime necesaria, 


4) Las resoluciones dictadas en el curso de la 


audiencia, así como la que fija el objeto del 
proceso y de la prueba y provee sobre los 
medios probatorios admitirán recursos de 
reposición y apelación con efecto diferido, 
los que deberán proponerse y anunciarse, 
respectivamente, en la propia audiencia. 


5) Las partes podrán formular sus alegatos 
de bien probado en la audiencia O 
reservarse hacerlo por escrito dentro del 
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tribunal, en uso de las facultades ' 
previstas por el artículo 1? Inciso 2* de 


. Los incidentes promovidos fuera de 
audiencia se sustanciarán con un 


contestación ofrecerán la prueba bajo 
las mismas reglas que para el proceso 
principal. Si fuera necesario, la prueba 
se terminará de producir en la 
audiencia que se celebrará en plazo 
no mayor a tres dias en la que 
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La inasistencia no justificada de una 
de las partes no impedirá el desarrollo de 
la audiencia y la continuación del 
proceso. 


En caso de inasistencia de ambas 
partes a la audiencia, el Tribunal 
archivará las actuaciones sin más 
trámito.” 


el 
primero Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, 
el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


"ARTÍCULO 15. (Sentencia definitiva).- 
El Tribunal podrá dictar 
definitiva en la audiencia única o fuera 
de audiencia y dentro de los 20 (veinte) 
días siguientes. En este último caso, 
en la misma audiencia fijará fecha para 
su pronunciamiento. La sentencia se 
notificará electrónicamente el mismo 
día de dictada. 


En aquellos casos que no se haya 
comunicación 


Loy N* 18.572, de 13 de 
setiembre de 2009 


La inasistencia no 
jalquiera de las partes no impedirá el 
desarrolo de la audiencia y la continuación 


Artículo 5”.- Modificase inciso | Articulo 5" - Modificase el Inciso 
del articulo 15 de la primero del artículo 15 de la Ley 


N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, el 
que quedará redactado de la siguiente 
CM | manera: 


"ARTÍCULO 15. (Sentencia definitiva) - Artículo 15- (Sentencia definitiva)- El 
El Tribunal podrá dictar sentencia Tribunal podrá dictar sentencia definitiva en la 
definitiva en la audiencia única o fuera audiencia única o dentro de los veinte días 
de audiencia y dentro de los veinte días a la misma, a cuyos efectos fijará 
siguientes. En este caso, fijará fecha 
para su pronunciamiento Í 
electrónicamente el mismo día.” 
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disponiendo de 10 (diez) dias para 
expresar y fundar por escrito los 
agravios. 


Si la sentencia se dictare fuera de 
audiencia, el recurso será interpuesto 
por escrito fundado en el que se 
expresarán los agravios y sus 
fundamentos. 


Si la sentencia se dictare en audiencia, 
el recurso deberá ser anunciado en la 
misma audiencia disponiendo de cinco 
días para expresar y fundar por escrito 
los agravios. 


Si la sentencia se dictare fuera de 
audiencia, el recurso será interpuesto por 
escrito fundado en el que se expresarán 
los agravios y sus fundamentos, 


en la misma audiencia disponiendo de cinco 
dias para 
expresar y fundar por escrito los agravios. 


Si la sentencia se dictare fuera de 
audiencia, el recurso será interpuesto por 
escrito fundado en el que se expresarán los 
agravios y sus fundamentos. 
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Artículo7”.-  Sustitúyense 
artículos 18, 21, 22, 23, 25 y 26 de la Ley 


N* 18.572, de 13 de 
por los siguientes: 


"ARTÍCULO 18. ( 


los 
setiembre de 2009, 


Recursos).- En el 
solo se admitirán 


Del recurso de apelación se dará 
traslado a la contraparte por el término de 
cinco días. Evacuado el traslado o 
vencido el término para hacerlo, se 
elevará el expediente ante el Tribunal que 
corresponda en un plazo no mayor a los 
cinco dias 


de diez días. En caso de discordia, en el 
mismo acuerdo se sorteará la integración 
y, reunidos los votos necesarios, se 
dictará sentencia en el mismo plazo.” 


Artículo 7*.- Sustitúyense los 
artículos 18, 21, 22, 23, 25 y 26 de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009 
por los siguientes: 

"ARTÍCULO 18*. (Recursos).- En el 

p o ordinario solo se admitirán los 


Ley N* 18.572, de 13 de 


Evacuado el traslado o vencido el 
término para hacerlo, se elevará el 
expediente ante el Tribunal que corresponda 


considerará en el acuerdo y, acordada 
sentencia, será dictada en plazo de diez días. 
En caso de discordia, en el mismo acuerdo 
se sorteará la integración y, reunidos los 
votos necesarios, se dictará sentencia en el 
mismo plazo. 
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término para ello, el Tribunal deberá 
dictar resolución dentro del plazo de 3 


Ley N* 18.572, de 13 de 
setiembre de 2009 


SO ÁS 
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"ARTÍCULO 21. (Traslado, 
contestación de la demanda y 
convocatoria a audiencia  úÚúnica).- 
interpuesta la demanda en forma el 
Tribunal decretará el traslado y 
emplazamiento al demandado. El 
demandado contestará por escrito en 
la forma prevista por el articulo 9* de 
esta ley dentro del término de 10 
(diez) días, debiendo oponer al mismo 
tiempo, si las tuviere, todas las 
excepciones referidas en el 
artículo 133 del Código General del 
Proceso, Será aplicable lo previsto 
por el articulo 10 de la presente ley. 


Contestada la demanda o vencido 
Les plazo, el Telbunal Merá el 9bjoto del 


plazo de cinco días, con un traslado a la 
contraparte por el mismo plazo y será ' 
resuelto en la forma prevista en el 
artículo anterior.” 


"ARTÍCULO 21. (Traslado, 
de la demanda y 
convocatoña a audiencia  única).- 
interpuesta la demanda en forma el 
Tribunal decretará el traslado y 
emplazamiento al demandado. El 
demandado contestará por escrito en la 
forma prevista por el Artículo 9? de esta 
ley dentro del término de diez días, 
debiendo oponer al mismo tiempo, si las 
tuviere, todas las excepciones referidas 
en el artículo 133 del Código General del 
Proceso. Será aplicable lo previsto por el 
artículo 10 de la presente ley. | 


Contestada la demanda o vencido el 
el tribunal fij el obj del 


—— Ley N* 18,572, de 13 de | 
setiembre de 2009 | 


Artículo 21.- (Traslado de la demanda y 
convocatoria a audiencia única).- interpuesta 
la demanda y dent l 

horas de recibida, el Tribunal proveerá: 


1) Ordenando el traslado y emplazamiento 
gel demandado, previniéndolo que deberá 


toda la prueba que pretenda ofrecer 
2) Convocando a las partes a la audiencia 


Examinando los medios probatorios ofrecidos 
por el actor ordenará el diligenciamiento de 
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Ley N* 18,572, de 13 de 


Proyecto de ley remitido por el 


Proyecto de ley sustitutivo aprobado 
por la Comisión 


e raro instrumentando todos 
los 8) s necesarios para que ello se 


la convocará en plazo no mayor a 10 
(diez) días. 


En caso de allanamiento total a la 
pretensión o cuando no se hubiera 


En caso de allanamiento total a la 
pretensión o cuando no se hubiera 
contestado la demanda en tiempo, y 
sin necesidad de diligenciar otra 
prueba el Tribunal fijará fecha para el 
dictado de la sentencia definitiva.” 


"ARTÍCULO 22. (Audiencia ónica). | 
En la audiencia única que será 
presidida por el Tribunal bajo pena de 
nulidad que compromete su 
responsabilidad funcional se 
cumplirán las siguientes actividades: 


droga mps 
compromete su responsabilidad funcional 
se cumplirán las siguientes actividades: 


En la audiencia se cumplirán las siguientes 
actividades: 


1. Las partes ratificarán, en su caso, el 


L 1 Las partes ratificarán, en su 1) El demandado contestará la demanda y 
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contenido de la demanda y de la 
contestación, y podrán aclarar sus 
extremos, por iniciativa propia o sujetas 
a la decisión del tribunal si resultaren 
oscuros o imprecisos. 


sujetas a la docisión del Tribunal si 
resultaron oscuros o imprecisos. 


2. De las excepciones se dará traslado 
al actor quien deberá contestarias en 


3 El Tribunal tentará la conciliación 
y fijará definitivamente el objeto del 


3.  ElTribunal tentará la conciliación y ¡ 3) El Tribunal tentará ta conciliación y, 
| Proceso y de la prueba y acorde con ello ) 


en 
caso de no prosperar, fijará el objeto del 
ello 


4. Se oirán los alegatos de ambas 
partes y el Tribunal dictará sentencia en 
la misma audiencia o dentro del plazo de 

¿6 (seis) días y fuera de audiencia a 
¡ cuyos efectos fijará la fecha y la hora. 


4. Se oirán los alegatos de ambas partes 
y el Tribunal dictará sentencia en la 
misma audiencia o dentro del plazo de 
seis días y fuera de audiencia a cuyos 
efectos fijará la fecha y la hora. 


sentencia en la misma audiencia o dentro del 


5. La audiencia no se suspenderá 
por la ausencia de una de las partes. 
El juez producirá la prueba ofrecida y 
dictará sentencia. En caso de 
inasistencia de ambas partes a la 
audiencia, el Tribunal archivará las 
actuaciones sin más trámite. 


5. La audiencia no se suspenderá por 


| 
| 
ses 


6. Los incidentes promovidos 
, fuera de audiencia se sustanciarán 
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Proyocto de ley sustitutivo aprobado. 
por la Comisión 


con un traslado a la contraparte por 3 
(tros) días. Los incidentes 
promovidos en la audiencia única se 


terminará de producir en la audiencia 
que se celebrará en plazo no mayor a 
3 (tros) días en la que» además, se 
oirá brevemente a las partes y se 
dictará sentencia, salvo que por su 
complejidad y por resolución fundada 
el Tribunal resuelva diferirla por plazo 
máximo de 3 (tres) días a cuyos 
efectos y sin convocatoria de nueva 
audiencia, fijará día y hora. 


7. La audiencia única solamente 


Proyecto de ley remitido por el 
Poder Ejecutivo 


pr becado 
incidentes promovidos en la 


las mismas reglas que para el proceso 
principal. Si fuera necesario, la prueba 
se terminará de producir en la 
audiencia que se celebrará en plazo no 
mayor a tres días en la que: además, 
se oirá brevemente a las partes y se 


máximo de tres días a cuyos efectos y 
sin convocatoria de nueva audiencia, 
fijará día y hora. 


7. La audiencia única solamente podrá 


Ley N* 18.572, de 13 de 
setiembre de 2009 
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haclicitan y el Tribunal en uso de las 


| facultades previstas por el artículo 1", 
inciso segundo de esta ley y por 
resolución fundada dispusiere 
igualmente su diligenciamiento. En 
ningún caso la audiencia 

prorrogarse por más de 6 (seis) días.” 


E 
ha 
| 
E 


audiencia, se impugnarán, 
sustanciarán y resolverán en plazo de 
3 (tres) días. 

La sentencia que pone fin al 
proceso será susceptible de /os 
recursos de aclaración y ampliación 
que se interpondrán, sustanciarán y 
resolverán en los mismos plazos." 


"ARTÍCULO 25. (Notificaciones)- Salvo 


Loy N? 18.572, de 13 de 
setiembre de 2009 


previstas por el artículo 1*, inciso 2” de 
esta Ley y por resolución fundada 
dispusiere igualmente su 
diligenciamiento. En ningún caso la 
audiencia podrá prorrogarse por más de 
seis días.” 


"ARTÍCULO 23. (Recursos)- Las 
resoluciones dictadas en el curso del 


Las dictadas fuera de audiencia, se 
impugnarán, sustanciarán y resolverán 
en plazo de tres días. 


La sentencia que pone fin al proceso 
será susceptible del recurso de 
aclaración y ampliación que se 
interpondrá, sustanciará y resolverá en 
los mismos plazos." 


"ARTÍCULO 25”. (Notificaciones).-Salvo 
ubiera 
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plazos previstos en la presente ley son 
perentorios e improrrogables. 


Tribunal serán de 48 (cuarenta y ocho) 
horas. 


Todos los plazos comenzarán a 
correr el primer día hábil siguiente a 
su notificación, salvo que sean 
comunes, en cuyo caso se contarán 
desde el primer día hábil siguiente a 
la última notificación. 


Los plazos que se cuentan por días 
sólo se suspenderán en las ferias 
judiciales y en la somana de turismo. 


Los plazos de hasta 15 (quince) 
días sólo comput: los días hábiles 


Proyecto de ley remitido por el 
Poder Ejecutivo 


Todas las demás providencias se | 
y ' (Ley ' 


"ARTÍCULO 26. (Plazos).-Todos los 
plazos previstos en la presente ley son 
perentorios e improrrogables. 
Salvo disposición en contrario, todos 


los plazos para la actuación del tribunal 
serán de cuarenta y ocho horas. 


Todos los plazos comenzarán a correr 
el primer día hábil siguiente a su 
notificación, salvo que sean comunes, en 
cuyo caso se contarán desde el primer 
día hábil siguiente a la última 
notificación. 


Los plazos que se cuentan por dias 
sólo se suspenderán en las ferias 
judiciales y en la semana de turismo. 


Los plazos menores de quince días 
sólo computarán los días hábiles y los 


Ley N” 18.572, de 13 de . 


setiembre de 2009 


notificarán en la oficina, en los términos del 
primer párrafo del artículo 86 del Código 


Artículo 26.- (Plazos).- Todos los plazos 


previstos en la presente ley son perentorios e 
improrrogables 
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setiembre de 2009 


yecto de ley sustitutivo aprobi á Ñ Pro ecto de ley remitido por el | = Ley N* 18.572, de 13 de 
, por la Comisión Poder Ejecutivo 


y los mayores a 15 (quince) días, se 
contarán por días corridos. 


hasta el primer día hábil siguiente, 


Son horas y días hábiles las 
indicadas por el artículo 96 del Código 
General del Proceso. 


El incumplimiento de los plazos 
previstos para el Tribunal, deberá ser 


quedando aquél 
sometido a eventual responsabilidad 
por la dilación si no se la considorase 

| justificada.” 


Artículo 8”.- Modíficase el 
artículo 28 de la Ley N* 18.572, de 13 de 
setiembre de 2009, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


artículo 1* de la presente ley, todas las 


legalizaciones.” 


mayores a quince días, se contarán por 
días corridos. 


Los plazos que finalicen en día inhábil 
se entenderán hasta el 
primer día hábil siguiente. 


Son horas y dias hábiles las indicadas 


por el artículo 96 del Código General del | 


Proceso. 
El incumplimiento de los plazos 


responsabilidad 
la dilación si no se la considerase 


CIM | Artículo 8”.- Modificase el artículo 28 de 


la ley N"18.572, de 13 de setiembre de 
2009, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


"ARTÍCULO 28.  (Gratuidad)- De 
conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 1* de la presente ley, todas las 
actuaciones administrativas. y judiciales 


serán gratuitas para la parte serán gratuitas para la parte trabajadora, 
trabajadora, incluidos impuestos y tasas incluidos impuestos y tasas registrales y 
registrales y catastrales, expedición de catastrales, i testimonios 
testimonios de partidas del Registro de de partidas del Registro de Estado Civil, 
Estado Civil, certificados y sus certificados y sus legalizaciones.” 


110% 9P a1quAnOS ap 9 


SHAJOUVNAS HU VAVINYO 


"S'9-6PS 


(Proceso general de 


Artículo 11, 
tutola de la actividad sindical).- 
Sustitúyese el procedimiento previsto 
en el artículo 2”, numeral 1) de la Loy 
N* 17.940, de 2 de enero de 2006, por 
el proceso laboral ordinario 

la Ley N*18.572, de 13 do 


Mini 
Poder Ejecutivo 


procedimiento previsto en el artículo 2”, 
numeral 1 de la Ley N* 17.940, de 2 de 


Ley N* 18.572, de 13 de 
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Proyecto de ley remitido por el Ley N* 18,572, de 13 de. 
Poder Ejecutivo setiembre de 2009 
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(Proceso de infracción 


(Proceso de infracción a la 


Artículo 12. Artículo 12. 
a la ley de igualdad de trato). |"edac | jey de igualdad de trato).- 
Sustitúyese 


el proceso previsto en el 
artículo 4* de la Ley N” 16.045, de 2 de 
junio de 1989, por el proceso 


Sustitúyase el 
proceso en el artículo 4? de la Ley 
N” 16.045, de 2 de junio de 1989, por el 
proceso ordinario previsto en la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, 
con las modificaciones introducidas por la 
presente. 
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552-C.S. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Lorier. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: nos senti- 
mos muy honrados por el hecho de que la Comisión 
nos haya designado como Miembro Informante de 
este proyecto de ley sustitutivo de la Ley N* 18.572, 
de 13 de setiembre de 2009. 


Aquella Ley de Abreviación de Procesos Labora- 
les, que hoy venimos a sustituir, fue informada en su 
momento por el ex Senador Gargano; y al respecto, 
queremos decir dos cosas. En primer lugar, recordamos 
al ex Senador en el último proyecto de ley que informó y 
esperamos que prontamente supere el quebranto de 
salud que lo aqueja. 


En segundo término, señalamos la justicia de 
aquel proyecto de ley que se caracterizó por ser una 
iniciativa histórica en beneficio de los sectores labo- 
rales de nuestro país, que han sido postergados du- 
rante tantos años. 


Tanto aquella ley como este proyecto de ley susti- 
tutivo han surgido del trabajo de sendas Comisiones 
interinstitucionales. En el caso de la Ley N* 18.572, 
se trató de una Comisión interinstitucional convoca- 
da por la Suprema Corte de Justicia. Esta Comisión 
estuvo integrada por dos delegados designados por la 
Suprema Corte de Justicia, dos por el Instituto del 
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de la Repú- 
blica, y dos integrantes por el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


El resultado de aquel trabajo fue la elaboración de 
un informe final y un texto de abreviación del proceso 
laboral. En general, todos los integrantes de la Comi- 
sión compartieron las disposiciones del proyecto de ley. 


En el caso del proyecto de ley sustitutivo de la Ley 
N* 18.572 también se constituyó una Comisión para 
su elaboración. En este sentido, cabe destacar la par- 
ticipación del excatedrático de Derecho del Trabajo 
de la Universidad de la República y miembro de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), profe- 
sor Óscar Ermida Uriarte, inspirador de muchos de 
los proyectos que luego se transformaron en ley de la 
legislación laboral uruguaya. 


Posteriormente al trabajo de la Comisión, reali- 
zadas las modificaciones y elaborado el proyecto de 
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ley, fue puesto en conocimiento tanto de las organi- 
zaciones de trabajadores como de empleadores, no 
recibiéndose observaciones centrales o medulares. 
Es decir que en ningún momento se manifestaron 
en contra o hicieron saber la intención de introducir 
alguna reforma específica. También se recibió al Co- 
legio de Abogados del Uruguay y a otras instituciones. 


Por otro lado, en el caso del trámite parlamenta- 
rio, la Comisión de Constitución y Legislación recibió 
este proyecto de ley sustitutivo teniendo en cuenta, 
además, la existencia de un proyecto de ley presen- 
tado por el señor Senador Abreu, otro de la Suprema 
Corte de Justicia y un tercero presentado por un gru- 
po de Magistrados en materia laboral. A los efectos 
de analizar el texto enviado por el Poder Ejecutivo y 
el presentado por el señor Senador Abreu, así como 
para posibilitar nuevas opiniones, se constituyó una 
Subcomisión con representantes de cada uno de los 
Partidos Políticos con representación en el Senado. 
Se reunió en varias oportunidades y decidió organi- 
zar la comparecencia de quienes tuvieran opiniones y 
modificaciones que señalar. 


Como resultado concreto de estas instancias se 
produjo la presentación de un proyecto de ley por 
parte de los Magistrados. De ahí que la Secretaría de 
la Comisión se abocó al rápido y difícil trabajo de ela- 
borar un texto comparativo entre la ley vigente con 
los restantes proyectos de ley, es decir, el sustitutivo 
del Poder Ejecutivo, el del señor Senador Abreu, el de 
la Suprema Corte de Justicia y el de los Magistrados. 
Con estos elementos en su poder, la Subcomisión en- 
tendió necesario definir cuál de los proyectos iba a ser 
tomado como base para la discusión en la Comisión; 
decisión que, por cierto, solo cabía a la Comisión en 
pleno. Luego de recibidos los antecedentes y trabajos, 
la Comisión se reunió y decidió por mayoría tomar 
como base de trabajo el proyecto de ley enviado por 
el Poder Ejecutivo. Reitero: esta decisión fue adopta- 
da por mayoría. Los integrantes pertenecientes a los 
Partidos Políticos de la oposición, se inclinaron, en 
el caso del Partido Nacional, por el proyecto de ley 
presentado por el señor Senador Abreu, mientras que 
los representantes del Partido Colorado apoyaron la 
propuesta de la Suprema Corte de Justicia. 


Respecto del proyecto de ley sustitutivo en consi- 
deración del Cuerpo, debemos señalar que mantiene 
la misma filosofía que inspiró la Ley que hoy está vi- 
gente y, al igual que esta, pretende corregir la fuerte 
morosidad o retraso en materia de procesos labora- 
les, que es común a lo que ocurre en toda América 
Latina. Los factores que se indicaron como causales 
fueron varios, entre otros, el volumen de casos en los 
tribunales, la competencia de estos, la forma en que 
se acudía a los litigios y las disposiciones procesales 
que se aplicaban. 
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Como antecedente, cabe recordar que el Poder 
Ejecutivo anterior promovió una reforma procesal 
laboral como parte del conjunto de modificaciones 
realizadas en ese ámbito. La filosofía de esa norma 
procesal laboral se expresa en los primeros artículos, 
que se mantienen sin modificación en el proyecto de 
ley sustitutivo a consideración del Cuerpo. 


El elemento central es el de impulsar la igual- 
dad por la ley y no ante la ley. Se parte del concepto 
de que “la igualdad del Derecho del Trabajo -y del 
Derecho social en general- es la igualdad material, 
igualdad compensatoria o “igualación”. Todo el De- 
recho Laboral es una consagración o aplicación del 
principio de desigualdad compensatoria o igualación. 
Más aún: esta clase de igualdad es la gran innovación 
del Derecho del Trabajo: la igualdad como objetivo o 
meta y no solo como supuesto o punto de partida. Y 
por eso el Derecho del Trabajo es protector”. 


Así queda definida una de las esencias de aquel 
proyecto de ley, que se mantiene en este sustitutivo, 
tal como lo expresara el excatedrático Óscar Ermida 
en “Meditación sobre el Derecho del Trabajo”, de los 
Cuadernillos de la Fundación Electra, editado este 
año en Montevideo. Esta visión desde el Derecho del 
Trabajo conduce a la búsqueda de la igualdad mate- 
rial a través del tratamiento desigual de las personas 
en materia laboral, lo que debe trasladarse también a 
la faz procesal. 


Otro elemento de la filosofía de la ley vigente que 
se mantiene en el proyecto sustitutivo a estudio es el 
de la celeridad, unido a los principios de economía 
procesal o al de la protección especial de los créditos 
salariales por su naturaleza alimentaria. 


En la faz procesal -corazón mismo de la reforma- 
se estableció -y se mantiene in totum- la creación de 
dos tipos de procesos: uno de ellos ordinario, destina- 
do prácticamente a todo tipo de juicio, y otro extraor- 
dinario, abreviado, más sencillo y de instancia única, 
para las que se denominan pequeñas causas. 


Dentro de la reforma también figuraban artículos 
que limitaban, en algunos casos excepciones y, en 
otros, recursos. Como es sabido, algunas normas de 
la ley vigente fueron objeto de acciones de inconsti- 
tucionalidad. Esto ocurrió, en especial, con la norma 
que señalaba que la situación procesal de las partes 
era desigual si la incomparecencia la producía un tra- 
bajador o un empleador, y con la disposición que pre- 
veía un depósito del 50% de la condena para habilitar 
el recurso de apelación. 


Para subsanar los dos casos de declaración de in- 
constitucionalidad se trabajó en la Comisión creada 
por el Poder Ejecutivo y se elaboraron dos reformas 
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centrales. La primera diferencia que se marcaba por 
parte de la Suprema Corte de Justicia estaba referida 
al tratamiento desigual que se daba en cuanto a la 
comparecencia del empleador y del trabajador, pues 
en un caso el expediente seguía adelante, mientras 
que en el otro se archivaba. Una de las alternativas 
era archivarlo en ambos casos, pero en esa hipótesis, 
sustancialmente, también estábamos comprometien- 
do derechos indisponibles de los trabajadores. Por 
ende, era una solución demasiado dura para una de 
las partes, por lo que exploramos la vieja solución del 
Decreto-Ley N” 14.188, es decir, se acudió al meca- 
nismo de la representación: si el trabajador o el em- 
pleador incurren en inasistencia a la audiencia, será 
representado por su Letrado. De manera que no se 
hace preceptiva ni necesaria la presencia de las par- 
tes en estos casos. 


Se podrá señalar que por un lado se defiende el 
principio de inmediatez y, por otro, aquí se lo está sa- 
crificando. Se reconoce que es así, que se trata de un 
pequeño sacrificio, pero se debe tener en cuenta que, 
en total, el volumen de inasistencia de las partes a los 
procesos es muy pequeño; en realidad, solo se está 
diciendo que el procedimiento siga adelante, es decir, 
que no se archive, no se suspenda ni se computen 
derechos para ninguna de las dos partes. 


El segundo aspecto señalado como inconstitucional 
es el relativo al depósito previo para utilizar el 
mecanismo de la apelación. Si bien en algunos otros 
institutos del Derecho uruguayo -como por ejemplo 
el vinculado a los arrendamientos, concretamente 
en el caso de desalojo por mal pagador- y en el viejo 
Decreto-Ley N* 14.219 se preveía una situación 
similar, se entendió que bajo el pronunciamiento de 
la Suprema Corte de Justicia correspondía dejar sin 
efecto esta parte y, como consecuencia de ello, se 
eliminó el requisito del depósito previo para interponer 
el recurso de apelación. Por lo tanto, en este proyecto 
de ley sustitutivo se puede interponer el recurso de 
apelación, cuando el empleador es el perdidoso, sin la 
necesidad de que se consigne el 50% de la condena, tal 
como se dispone en la Ley N* 18.572. 


Este proyecto de ley, al tiempo que trata de salvar 
las inconstitucionalidades, también aborda aspectos 
tales como los recursos y las aclaraciones pertinentes 
en términos de plazos, intentando dar total claridad 
en esa materia. En particular, los artículos 1 y 2%, que 
refieren a los artículos 3% y 4% de la Ley N* 18.572, 
fueron aprobados sin modificaciones, es decir, con la 
redacción remitida por el Poder Ejecutivo. 


En cuanto al artículo 3%, que modifica los artículos 
9%, 11 y 13 de la Ley N* 18.572, la Comisión entendió 
que debía extenderse de diez a quince días el plazo de 
contestación de la demanda. El plazo correspondiente 
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al traslado de las excepciones se fijó en cinco días 
hábiles, en lugar de los tres que proponía el Poder 
Ejecutivo. 


En el artículo 4” se sustituye el 14 de la Ley 
N* 18.572, y se agrega explícitamente que la apela- 
ción se regirá por el régimen aplicable de la sentencia 
definitiva. En el numeral 5. de este artículo se dispu- 
so un plazo de seis días para que las partes formulen 
sus alegatos de bien probado por escrito, si así opta- 
ran, en lugar de formularlos en la audiencia. 


Se estableció la posibilidad de prorrogar la audien- 
cia por seis días, concediéndole al Tribunal la facul- 
tad de extender el plazo hasta veinte días por motivos 
debidamente fundados, en cuyo caso deberá comuni- 
carlo a la Suprema Corte de Justicia, quedando some- 
tido a eventual responsabilidad por la dilación si no se 
la considerara justificada. 


Asimismo, se previó la circunstancia de inasisten- 
cia de ambas partes a la audiencia y se dispuso que 
el Tribunal archive las actuaciones sin más trámite. 


En el artículo 5%, que sustituye el artículo 15 
de la mencionada Ley, se modificó la redacción en 
busca de una mayor claridad. Allí se dispone que 
en caso de que el Tribunal dicte sentencia definiti- 
va fuera de audiencia, dentro de los veinte días si- 
guientes, en la propia audiencia deberá fijar fecha 
para su pronunciamiento, y el mismo día en que dic- 
ta la sentencia deberá notificarla electrónicamente 
en los casos en que se haya implementado este tipo 
de comunicación; en caso contrario “se aplicará lo 
dispuesto en el inciso segundo del artículo 25 de la 
presente ley”. 


Respecto al artículo 6% -que demandó un lar- 
go intercambio de conceptos- se acordó prolongar 
los plazos para interponer el recurso de apelación. 
Si la sentencia se dicta en la audiencia, el recurso 
debe ser anunciado en la misma, fijándose un plazo 
de diez días para fundar por escrito los agravios. 
También se prolongó de cinco a diez días el plazo 
para el traslado del recurso de apelación a la con- 
traparte. 


En el artículo 7” -que modifica, entre otros, el ar- 
tículo 18 de la Ley N” 18.572- se incorporó el recurso 
de casación como admisible en el proceso ordinario. 


En el artículo 10 se cambia la frase “justicia del 
trabajo” por “jurisdicción laboral”. 


Por último, se mejoró y se ordenó la redacción del 
artículo que establece el procedimiento de los recur- 
sos de aclaración, ampliación, reposición, apelación, 
quejas por denegación, revisión y casación. 
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Además, se mejoró la redacción de los restantes 
artículos del proyecto de ley que se propone al Sena- 
do para su aprobación. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa saluda a alum- 
nos y alumnas de 6” año de Derecho del Liceo “Blan- 
quillo” de Durazno, a quienes les agradece mucho la 
visita. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: vamos a 
votar afirmativamente este proyecto de ley porque es- 
timamos que mejora la situación existente en materia 
de proceso laboral. 


Don José Batlle y Ordóñez decía que la política 
es el esfuerzo que se hace cada día para pasar de un 
estado determinado a otro mejor. Por lo tanto, vamos 
a votar este proyecto de ley tomando en cuenta ese 
razonamiento, no porque no tengamos discrepancias 
con sus disposiciones ni porque no hubiésemos de- 
seado que se consagraran otras soluciones, sino por- 
que pensamos que resuelve algunos problemas que 
hoy están planteados, supera algunas objeciones de 
inconstitucionalidad y mejora determinadas disposi- 
ciones de la Ley N* 18.572, que es la que hoy está 
vigente en materia de proceso laboral. Sin embargo, 
quizás en el futuro haya que seguir mejorando este 
instrumento, que se sancionó con el propósito de lo- 
grar fines muy distintos de los que hoy se están al- 
canzando. 


El señor Senador Lorier se refirió a la sanción de 
la Ley en el año 2009 y decía que ella había señalado 
un hito histórico en la protección de los derechos de 
los trabajadores. Me permito discrepar con esa afir- 
mación. Creo que los trabajadores estaban mejor pro- 
tegidos por las normas del Código General del Proce- 
so que por la Ley N* 18.572, hoy vigente. Dicha Ley 
contiene varias disposiciones inconstitucionales, que 
han dado lugar a la interposición de las excepciones 
de inconstitucionalidad correspondientes ante la Su- 
prema Corte de Justicia, lo que ha demorado y tran- 
cado los procesos laborales, que hasta hoy padecen 
esa situación. 


Hace aproximadamente un mes, una de las visi- 
tantes que recibió la Comisión de Constitución y Le- 
gislación -que estudiara el proyecto de ley que hoy 
estamos considerando- nos informó que a esa fecha 
la Suprema Corte de Justicia llevaba dictadas más de 
cinco mil sentencias de inconstitucionalidad y que, 
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por supuesto, seguía habiendo muchísimos asuntos 
para sentencia. Señaló, además, que a medida que 
se presentaban las demandas en los Juzgados labo- 
rales, se seguían interponiendo las excepciones de 
inconstitucionalidad correspondientes, elevándose a 
la Suprema Corte de Justicia, lo que ha generando 
un fenomenal tapón en la Justicia Laboral, que se 
encuentra detenida y demorada esperando que dicho 
Organismo despache esos miles de asuntos en los que 
debe dictar sentencias de inconstitucionalidad. Este 
es el hito histórico que anunciaba el señor Senador 
Lorier, y en cierto sentido es cierto, porque nunca 
antes hubo un atraso tan fenomenal como el que pro- 
vocó la Ley N* 18.572; nunca antes demoró tanto la 
Justicia Laboral como en esta situación, aunque la 
Ley se creó con el propósito -por cierto, encomiable- 
de acelerar el trámite de los asuntos que interesan 
a los trabajadores. En definitiva, el resultado que se 
obtuvo fue exactamente el contrario del que se buscó. 


Hay que señalar, señor Presidente, que esto no 
pasó porque nadie lo haya advertido, ya que se dijo 
que las normas que se iban a sancionar eran incons- 
titucionales. Lo dijo la doctora Cristina Mangarelli, 
prestigiosa docente, integrante del Instituto de De- 
recho Laboral, que vino a la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación -todo esto obra en los antecedentes 
correspondientes- y advirtió sobre la inconstituciona- 
lidad del artículo 14, con distintas sanciones según 
la incomparecencia a la audiencia fuera de la parte 
actora o de la parte demandada, con el menoscabo 
evidente de la igualdad que debe existir entre las par- 
tes. Anunció, incluso, que podía ser inconstitucional 
lo establecido en el artículo 17, que exigía a la parte 
demandada el depósito previo para apelar. De todas 
maneras, pese a las advertencias y a los anuncios, se 
siguió adelante por ese camino y hoy tenemos a la 
Justicia Laboral trancada por la proliferación de miles 
de excepciones de inconstitucionalidad. 


Por lo tanto, el juicio que merece la Ley N* 18.572 
es categóricamente adverso, porque generó lo que 
nunca antes ocurrió en la Justicia Laboral uruguaya. 
Lo que estamos tratando de hacer con la sanción del 
proyecto de ley que vamos a votar en el día de hoy, 
es corregir los males más evidentes, las inconstitu- 
cionalidades y lo más grosero, estableciendo algunas 
mejoras que ha sido posible introducir con la aquies- 
cencia del Poder Ejecutivo, para que las cosas estén 
un poco más equilibradas y sean más justas que en la 
actualidad. 


Queremos señalar esto porque, de otra manera, 
parecería que en el año 2009 hubiéramos dado un 
paso que nunca antes se había dado en la historia 
del país en favor de los trabajadores, cuando en reali- 
dad lo dimos en contra de los trabajadores, generando 
problemas, dificultades y demoras que nunca habían 
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tenido. La verdadera situación es que vamos a tratar 
de corregir algunas cosas. 


Ahora bien, trabajamos sobre la base del proyecto 
de ley remitido por el Poder Ejecutivo -así lo decidió 
la mayoría de la Comisión-, aunque nosotros propu- 
simos tomar el anteproyecto remitido en el Período 
anterior por la Suprema Corte de Justicia, que se ba- 
saba en el Código General del Proceso y le introducía 
algunas modificaciones destinadas especialmente a 
acelerar el proceso laboral. Ese era, a nuestro juicio, 
el enfoque correcto: partir de la base de la legislación 
procesal general e introducir modificaciones para 
acelerar el proceso laboral. Sin embargo, se siguió 
el criterio que inspiró la sanción de la que no dudo 
en llamar malhadada Ley N* 18.572, que implicaba 
apartarse del Código General del Proceso y dictar una 
ley que concebía al proceso laboral como autónomo, 
como una isla separada del resto del ordenamiento 
procesal. Ese fue el camino del error. 


¿Con qué argumento se propuso este criterio y se 
insiste en él hasta hoy? Con el argumento de que la 
materia laboral requiere un proceso autónomo, por- 
que Uruguay es uno de los muy pocos países que no 
lo tiene y debemos salir de esta situación de retraso 
en la que nos encontramos sancionando una ley es- 
pecial para la materia laboral, que la distinga y la se- 
pare de todo lo que es el Código General del Proceso. 
Pensamos que este enfoque es equivocado, repito, por 
razones que se expusieron en la Comisión de Consti- 
tución y Legislación cuando se estudió el tema en la 
Legislatura anterior. 


Vale la pena recordar las razones que en su mo- 
mento se esgrimieron en contra de este razonamiento 
que ha prevalecido y prevalece hasta hoy. 


Los profesores que nos visitaron, la mayoría de 
ellos del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, y la 
doctora Mangarelli, del Instituto de Derecho Laboral, 
manifestaron que hace muchos años, décadas, la doc- 
trina laboralista comenzó a reclamar soluciones pro- 
cesales diferentes para los asuntos de la Justicia del 
trabajo. Reclamó, fundamentalmente, inmediación y 
oralidad, es decir, la presencia del Juez y de las partes 
en un proceso oral por audiencias -y por consiguien- 
te, público- que sería más rápido y mejor, fundamen- 
talmente porque estarían en contacto directo -esa es 
la inmediación o la inmediatez- el Juez y las partes. 
Eso fue lo que la doctrina laboral empezó a reclamar 
en nuestro país hace décadas, marcando un rumbo 
en América y en el propio Uruguay. Incluyo a nuestro 
país porque, cuando se modificó el antiguo Código 
del Proceso Civil y se sancionó el Código General del 
Proceso que hoy nos rige, aquellas soluciones que la 
doctrina laboral reclamaba para la materia laboral se 
extendieron a todo el proceso uruguayo. La oralidad y 
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la inmediatez se consagraron como principios recto- 
res del Código General del Proceso. Esto quiere decir 
que hasta la sanción de la Ley N* 18.572 nosotros 
no teníamos una norma procesal laboral autónoma, 
porque las soluciones que preconizaba la doctrina 
laboral habían sido transformadas en soluciones ge- 
nerales y recogidas, con ese carácter, por el Código 
General del Proceso. 


En realidad, no se trataba de que Uruguay estu- 
viera detrás de los países de América por carecer de 
una ley laboral distinta a las demás, sino que, por el 
contrario, nuestro país estaba delante de los países de 
América por contar con un Código General del Pro- 
ceso que recogía las soluciones que propiciaba desde 
tiempo antes la doctrina laboralista. O sea: estábamos 
en una situación de adelanto relativo, no de retraso. 
Ello no implica negar la necesidad de realizar ajustes, 
pues las normas siempre son perfectibles. Existía -y 
sigue existiendo ahora, y aun más agravado- un pro- 
blema de atraso de la Justicia Laboral, debido a la 
cantidad de asuntos y al escaso número de órganos 
jurisdiccionales establecidos para atenderlos. Pero 
una cosa es introducir mejoras y modificaciones so- 
bre una base que es buena y es considerada modelo 
en América, y otra distinta es apartarse de esa base y 
establecer soluciones completamente diferentes. Eso 
fue lo que se hizo, con los resultados que están a la 
vista. 


Además, se comenzó por un diagnóstico equivo- 
cado, pues se partió de la base de considerar que los 
problemas de atraso en la Justicia Laboral o de falta 
de celeridad de los procedimientos respectivos eran 
atribuibles a los plazos excesivamente largos que se 
otorgaban a las partes y al propio Tribunal. Eso no 
es así, señor Presidente. Al respecto, es correcto lo 
que dicen la Suprema Corte de Justicia, el Instituto 
Uruguayo de Derecho Procesal, el Colegio de Aboga- 
dos del Uruguay y los Jueces Laborales de Primera 
Instancia, en el sentido de que el atraso no está en los 
plazos procesales, sino en el funcionamiento admi- 
nistrativo de los tribunales y de los órganos públicos 
que de alguna manera intervienen en los procesos 
laborales. Por ejemplo, cuando se pide el diligencia- 
miento de un oficio a un organismo público, como 
el Banco de Previsión Social, los plazos que ese or- 
ganismo se toma para contestarlo son grandes cau- 
santes de demora, mucho más que el plazo de cinco 
o diez días que se da a una parte para cumplir un 
acto procesal. Además, los plazos que utiliza el Tribu- 
nal para notificar, en realidad se los toma la oficina, 
por lo que el problema está, entonces, en el funcio- 
namiento interno, administrativo. Estamos hablando 
de plazos para diligenciar el expediente en el interior 
del Tribunal, que pueden parecer absurdos a los que 
ven el trámite desde afuera, o que lisa y llanamente 
sí lo son, porque enviar un expediente de un Juzgado 
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Letrado de Primera Instancia a un Tribunal de Ape- 
laciones puede demorar meses, y lo que tiene que 
hacer es simplemente recorrer unas cuadras o algún 
piso en un mismo edificio. La demora se puede deber 
a que no está el funcionario, a que está enfermo, a 
que trabaja medio horario, a que la parte no aporta 
locomoción, o a mil razones que todos los que hemos 
ejercido alguna vez la abogacía conocemos. Es decir 
que la principal demora está ahí y eso lo dicen to- 
dos los operadores del sistema, siendo una evidencia 
práctica. Por lo tanto, pretender que para abreviar los 
procesos es necesario recortar el plazo del que se dis- 
pone para contestar la demanda, para apelar o para 
dictar sentencia, es desconocer una verdad que la 
práctica proclama a gritos. 


Ahora bien; se desconoce esa realidad a pesar del 
costo que significa el menoscabo del derecho de de- 
fensa y de las garantías de las partes, pues se recortan 
los días de plazo para contestar una demanda, para 
apelar o para dictar sentencia. Estamos como aquel 
borracho del viejo cuento, que había perdido la llave 
de su casa al fondo de un callejón oscuro, pero la bus- 
caba debajo de un farol porque la búsqueda era más 
cómoda. Nosotros hacemos lo mismo, pues como es 
mucho más cómodo recortar los plazos de las partes 
que corregir el funcionamiento administrativo real, 
hacemos lo primero, a pesar de que deberíamos abo- 
carnos a hacer esto último. Es decir que buscamos la 
llave abajo del farol porque es más cómodo y recor- 
tamos los plazos a todos, pero no es ahí donde está 
el problema. Si el problema estuviera allí y se resol- 
viera recortando plazos, no habría inconveniente en 
disponer desde aquí que todos los plazos fueran de 
48 horas, con lo que tendríamos una justicia rapidí- 
sima, con plazos brevísimos y todos contentos. Pero 
ocurre que la realidad no funciona así y cuando nos 
empeñamos en desconocer cómo son las cosas, con- 
sagramos soluciones artificiales que, en la práctica, 
no funcionan, generan problemas adicionales y recar- 
gan de tareas, preocupación y agotamiento a quienes 
se toman las cosas en serio y, desde la administración 
de justicia o la actividad forense, procuran cumplir 
con las leyes y hacer las cosas en tiempo y bien. 


Justamente, citamos especialmente a los Magis- 
trados Laborales de Primera Instancia -no queríamos 
quedarnos con la opinión del órganojerarca, la Supre- 
ma Corte de Justicia, que a veces puede ver las cosas 
desde las alturas de su investidura-, para escuchar 
a los que trabajan todos los días con los expedientes 
laborales, y nos decían que el Derecho Laboral existe 
para todos menos para ellos, que tienen que trabajar 
hasta 12 horas, sábados y domingos inclusive, tenien- 
do a veces, incluso, la incómoda y amarga sensación 
de que no cumplen con la ley, porque materialmente 
no lo pueden hacer. Estos Jueces Laborales se toma- 
ron el trabajo de consensuar un verdadero proyecto 
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de ley alternativo; es decir, no propusieron soluciones 
puntuales ni señalaron tal o cual problema, sino que 
nos trajeron todo un proyecto de ley alternativo, dis- 
tinto al de la Suprema Corte de Justicia y al del Po- 
der Ejecutivo. Ellos sienten la presión del problema, y 
nos dio la sensación de que algunos están abrumados 
por el peso de una responsabilidad que no pueden 
cumplir porque no tienen los medios materiales para 
hacerlo. 


Por nuestra parte, procuramos volver las cosas a 
lo que nos parece que es el cauce, es decir, retomar 
el criterio rector de que la norma básica es el Código 
General del Proceso, a partir del cual se deben hacer 
ajustes a la materia laboral. Pero en ese empeño no 
tuvimos éxito y se mantuvo el criterio propiciado por 
el Poder Ejecutivo. Frente a esto, teníamos dos alter- 
nativas: mantenernos en una oposición estéril a todo 
lo que se hiciera en un marco general distinto del que 
nosotros consideramos correcto, o tratar de ayudar, 
en lo posible, a mejorar las cosas en función de la 
realidad y de las verdaderas posibilidades que existen 
de modificarla. Optamos por el segundo criterio, que 
nos pareció el más responsable y tratamos de cola- 
borar para mejorar algunas cosas, lo cual en alguna 
medida se hizo. 


Por lo pronto, se remediaron las inconstituciona- 
lidades declaradas por la Suprema Corte de Justicia, 
fundamentalmente en cuanto al trato desigual de los 
incomparecientes a la audiencia única, y al depósito 
previo para apelar. Además, se hicieron otras mejoras, 
pues logramos la extensión de algunos plazos. Cuan- 
do digo “logramos” me refiero a los representantes 
de los partidos de oposición, que en esto trabajamos 
de acuerdo, pues aquí no se trata de una cuestión de 
partido sino de enfoque; por tanto, quienes pensamos 
que la base debía ser el Código General del Proceso 
trabajamos en consecuencia para extender algunos 
plazos. En definitiva, logramos extender el plazo para 
contestar la demanda, que pasa a ser de diez días; 
también logramos extender el plazo de prórroga para 
la audiencia única. Esto último merece algún comen- 
tario, pues en principio dicho plazo era únicamente 
de seis días. Quien haya ejercido la abogacía alguna 
vez, sabe que otorgar seis días para una nueva au- 
diencia, período en el cual debe completarse la prue- 
ba que no se completó al momento de celebración 
de la primera audiencia, es perfectamente inútil y es 
casi lo mismo que no otorgar prórroga alguna. Si en 
la audiencia única no puede acudir un testigo porque 
no se lo pudo ubicar, o porque está enfermo o de via- 
je, es absolutamente fuera de la realidad pensar que a 
los seis días sí lo va a poder hacer. A la vez, cuando se 
están esperando oficios de distintos organismos pú- 
blicos, hablar de un plazo de seis días es, en la mayo- 
ría de los casos, absolutamente ilusorio; estos son pla- 
zos de papel. Cuando los Jueces de Primera Instancia 
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concurrieron a hablar de estos temas -y presentaron 
un proyecto de ley alternativo completo-, propusieron 
que la prórroga para la celebración de esta audiencia 
definitiva pudiera ser de 120 días, porque en función 
de su experiencia cotidiana entendían que ese es el 
plazo dentro del que normalmente pueden ocurrir las 
cosas. No se hizo lugar a su planteo ni al que hici- 
mos nosotros de 60 días, previendo la oposición que 
generaría la propuesta de los Magistrados laborales. 
En definitiva, quedamos con una prórroga que en 
principio tendrá que ser siempre de seis días y que 
excepcionalmente podrá llegar hasta veinte, pero en 
ese caso el Tribunal tendrá que informar a la Supre- 
ma Corte de Justicia por qué la concedió, quedando 
expuesto a las sanciones correspondientes si sus mo- 
tivos resultan no ser de recibo. 


Señor Presidente: nosotros votamos esta propues- 
ta -y así lo hicimos constar en la Comisión- porque, 
como damos por descontado que la enorme mayoría 
-si no la totalidad- de las prórrogas van a ser por más 
de seis días y hasta de veinte y dado que los Jueces no 
dan abasto, va a llegar un alud de comunicaciones y 
no hay posibilidad de que se sancione a ningún Ma- 
gistrado por hacer lo mismo que repetirán centenares 
de veces sus colegas. De otra manera, no hubiésemos 
acompañado este planteo, porque decir a un Juez que 
lo van a sancionar si concede o establece un plazo ma- 
yor del que algún otro puede considerar aceptable, es 
tanto como decirle que no otorgue plazo alguno y, por 
lo tanto, estaríamos distorsionando el funcionamiento 
del proceso. Pero como esto va a ocurrir en práctica- 
mente todos los casos y la Suprema Corte de Justicia 
no va a considerar caso por caso, lo votamos sin temor 
a que esto produzca consecuencias negativas. 


Por otra parte, se modifican las disposiciones de 
plazo en materia de alegato porque, corrigiendo la 
normativa hoy vigente, se dice que el plazo que van a 
tener las partes para alegar, en caso de que resuelvan 
hacerlo por escrito, no se le va a restar al Juez del pla- 
zo que tiene para dictar sentencia. Esa es la solución 
que consagra la Ley N* 18.572 hoy vigente: el plazo 
que se le otorga a las partes para alegar se le resta al 
Juez para dictar sentencia. La consecuencia práctica 
es la imaginable: el plazo que se le da a las partes para 
alegar es el mínimo, con lo cual el alegato no sirve 
para sus fines, porque no se puede retirar un expe- 
diente en confianza y estudiarlo a fondo en dos o tres 
días. De esta manera, por lo menos, logramos que el 
plazo que se le concede a las partes no se le compute 
al propio Juez, es decir, no se le reste de los días que 
tiene para estudiar y dictar la sentencia definitiva. 


También queremos señalar como un aspecto de 
mejora del proceso, la extensión del plazo para la ape- 
lación de la sentencia definitiva, que era de cinco días 
y pasa a ser de diez. Esto es positivo y va en directo 
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beneficio de los derechos de defensa y de las garan- 
tías de las partes en el proceso. 


En el mismo sentido indicamos la incorporación 
del recurso de casación. Es cierto que -como lo dice el 
Poder Ejecutivo en su mensaje cuando explicaba las 
razones por las que no recibía el recurso- se utiliza en 
pocos casos, pero por eso mismo no se puede esgrimir 
ese recurso como un factor de demora de los proce- 
sos laborales en general. No se puede desconocer lo 
que ha sido la tarea de la Suprema Corte de Justicia 
consagrando soluciones justas para los trabajadores a 
través, precisamente, del recurso de casación. Este 
recurso viene modificado en cuanto a los plazos, tan- 
to el que disponen las partes para interponerlo como 
el que dispondrá la Suprema Corte de Justicia para 
resolverlo. De cualquier manera, se trata de una me- 
jora que aumenta la garantía de las partes y evita que 
la Justica Laboral sea considerada de segunda clase 
porque no tiene acceso a nuestro máximo Tribunal de 
Justicia, donde se supone que están los Jueces de ma- 
yor experiencia, los mejores y los que pueden orientar 
a la Jurisprudencia, no por la fuerza obligatoria del 
precedente, que en nuestro Derecho no existe, pero 
sí por lo que se supone que deben ser las sentencias 
más esclarecidas y meditadas, dictadas por los Jueces 
de mayor prestigio y trayectoria con los que cuenta 
nuestra Judicatura. La Justicia Laboral también va a 
contar con el recurso de casación y se beneficiará de 
los aportes de la Suprema Corte de Justicia. 


Señor Presidente: no queremos dejar de señalar 
que en algunos puntos que consideramos de impor- 
tancia no fueron recogidas nuestras propuestas. Y 
nuestras propuestas, en realidad, no son de nuestra 
autoría, sino que nos hemos limitado modestamente 
a traer al ámbito de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación las soluciones propuestas por los que saben 
de estas cosas, que son, básicamente, los procesalis- 
tas. Estamos hablando del proceso laboral, y los que 
saben del proceso laboral, civil, aduanero o penal son 
los procesalistas. Sin embargo, acá se optó por otro 
camino, que fue el de escuchar a los laboralistas, que 
son los especialistas en Derecho Laboral, pero como 
estamos hablando de proceso, los que saben de esto 
son los procesalistas. Por no tener en cuenta esto fue 
que llegamos -entre otras razones- a la situación de la 
que hablaba al comienzo, es decir, a miles de declara- 
ciones de inconstitucionalidad sobre las cuales previ- 
no en su momento el Instituto Uruguayo de Derecho 
Procesal, del que quiero hacer una breve referencia. 


En el ámbito de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de la República hay muchos institutos 
de distintas materias, pero no todos tienen el mismo 
prestigio ni trayectoria. El Instituto Uruguayo de 
Derecho Procesal es de los más prestigiosos -si no 
el más prestigioso-, y se constituyó en torno a las 
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enseñanzas y al pensamiento procesal de un jurista 
que fue señero en América: Eduardo J. Couture, 
procesalista de primera, cuyas soluciones y criterios 
son hasta hoy recordados toda vez que se habla de 
la reforma de un Código del Proceso en cualquier 
parte de América. Couture hizo escuela: tuvo una 
generación de discípulos que continuó con su obra, 
integrada por los doctores José Arlas, Dante Barrios, 
Adolfo Gelsi Bidart y Enrique Tarigo, procesalistas 
que, a su vez, tuvieron sus propios discípulos a quienes 
fueron trasmitiendo de generación en generación 
ese pensamiento procesal uruguayo, que tiene más 
de medio siglo de arraigo en nuestro país y que ha 
fructificado en este Instituto, que no es simplemente 
un sello de goma sino una organización que reúne a 
los cultores del Derecho Procesal, que se cuentan por 
decenas. Este Instituto publica, desde hace muchos 
años, la Revista Uruguaya de Derecho Procesal, que 
no tiene rival en su materia en nuestro país. Además, 
tiene otro mérito insoslayable y sobresaliente, porque 
a través de sus integrantes más prestigiosos, como 
los doctores Luis Torello y Enrique Véscovi, propició, 
impulsó, promovió y logró la sanción del Código 
General del Proceso, obra señera en el Uruguay y 
punto de referencia en América. Ese Instituto criticó 
en su momento lo que iba a ser la Ley N* 18.572, y 
luego hizo una serie de observaciones y comentarios 
al proyecto del Poder Ejecutivo sobre el cual hemos 
trabajado para llegar al proyecto que hoy va a votar el 
Senado. 


Entonces, cuando digo que hay algunas cosas que 
hemos sugerido y que quedaron por el camino, no me 
refiero a propuestas elaboradas por nosotros, sino a 
comentarios hechos por este prestigiosísimo Instituto 
Uruguayo de Derecho Procesal, que trabajó inten- 
samente para mejorar la Ley N* 18.572, aportando 
propuestas para el proyecto que remitió el Poder Eje- 
cutivo y cuyas sugerencias no han sido sin embargo 
atendidas. 


Hubiésemos deseado que en el artículo 1 de la 
Ley se consagrase expresamente el principio dispo- 
sitivo así como el principio del debido proceso legal. 
Lo planteamos a la Comisión y la propuesta no tuvo 
acogida. 


En el artículo 2% de la Ley vigente, que es el que 
establece el ámbito de competencia de la Justicia 
Laboral, propusimos lo que nos parecía de estricta 
justicia, es decir, la derogación del artículo 341 de 
la Ley N* 18.172, del Presupuesto del Gobierno an- 
terior, que establece que en los conflictos laborales 
en los que sea parte una Administración pública, el 
Juzgado competente no va a ser el Juzgado Laboral 
sino el Juzgado Letrado de lo Contencioso Adminis- 
trativo, que se rige, naturalmente, por el Código Ge- 
neral del Proceso. Entonces, sancionamos un proceso 
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laboral especial con todas estas características que he 
ido señalando, pero al Estado no le aplicamos este 
proceso, sino que le permitimos seguir rigiéndose por 
el Código General del Proceso; no creemos que este 
proceso especial para la materia laboral sea tan bueno 
como para hacerlo extensible al Estado. Separamos, 
entonces, al Estado, a través de este artículo 341 
-porque necesitamos una ley expresa para hacerlo-, 
y decimos: “El Estado va aparte, va por otra jurisdic- 
ción y se rige por otro Código”. Propusimos derogar 
esta norma y permitir al Estado beneficiarse de las 
bondades de este régimen procesal especial, pero el 
oficialismo rechazó la propuesta y quiere para el Es- 
tado, cuando le toca ser parte de un proceso laboral, 
el régimen del Código General del Proceso y de los 
Juzgados Letrados de lo Contencioso Administrativo. 


Asimismo, hubiésemos preferido que se admitiese 
la citación de terceros en el artículo 10 de la iniciati- 
va, pero esa propuesta también fue desestimada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el tiempo de que dispo- 
ne el señor Senador Pasquet. 


Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 

20 en 21. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: agradezco 
al Senado la prórroga concedida y anuncio que termi- 
naré en pocos minutos. 


En el artículo 14 de la ley vigente, que se modifica 
por este proyecto que vamos a sancionar hoy, tam- 
poco se recoge la solución que con carácter general 
establece el Código General del Proceso, sino que se 
estipula una distinta. Como todos sabemos, en el Có- 
digo General del Proceso se exige la comparecencia 
personal de las partes a la audiencia preliminar, y la 
incomparecencia de cualquiera de ellas se sanciona 
severamente. Lo normal es que las partes acudan a la 
audiencia, porque si no lo hacen las sanciones previs- 
tas por el ordenamiento son severas. En este artículo 
14 que vamos a modificar hoy, se suprime ciertamen- 
te -y eso es positivo- el tratamiento distinto, dife- 
rencial, que para la incomparecencia de una y otra 
parte establece la Ley N* 18.572. De esa manera, se 
subsana una de las inconstitucionalidades que ha de- 
clarado la Suprema Corte de Justicia, pero al mismo 
tiempo se elimina el requisito de la comparecencia 
personal, pues se dice que las partes podrán asistir 
personalmente o a través de sus representantes. Para 
el caso de que alguna no comparezca, no hay sanción 
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alguna y se expresa que el proceso continuará. Solo si 
no comparece nadie se establece que se dispondrá el 
archivo de las actuaciones. 


Adviértase, señor Presidente, que con esta dispo- 
sición que se introduce en el artículo 14 de la Ley 
N* 18.572, se deja por el camino el principio de la 
inmediación. No se trata de un pequeño sacrificio, 
porque no hay más que una audiencia en este proce- 
so, que es la que estipula el artículo 14. Acá, asistir 
o no asistir queda librado al deseo de las partes, por- 
que pueden enviar a su representante o a nadie y el 
proceso sigue igual. Quiere decir que la inmediación 
queda por el camino, como también va a ocurrir más 
adelante, aunque en fracción menor, con la oralidad, 
porque admitimos la figura de la sentencia definitiva 
dictada fuera de audiencia, que no existe en el Códi- 
go General del Proceso. Se va a admitir que la senten- 
cia definitiva se dicte fuera de audiencia y se dispone 
que, en ese caso, se notificará electrónicamente a las 
partes. Esto es en menoscabo del principio de orali- 
dad. Fíjese, entonces, señor Presidente, qué paradoja 
se da: en afán de mejorar la Justicia Laboral y de su- 
perar las soluciones del Código General del Proceso, 
retrocedemos en los dos puntos que originariamen- 
te habían sido reivindicados por los laboralistas: la 
inmediación y la oralidad. Esto pasa a ser distinto, 
no porque supere las soluciones del Código General 
del Proceso, sino porque retrocede a su respecto; y 
allí donde el Código General del Proceso establece la 
oralidad y la inmediación como requisito, la ley la- 
boral dice que las partes pueden no ir a la audiencia 
y también que las sentencias pueden dictarse fuera 
de audiencia. Se trata de retrocesos en los aspectos 
que en su momento se señalaron como banderas de 
la doctrina laboralista uruguaya. 


A su vez, en el artículo 17 de la norma tampoco 
se recoge el instituto de la adhesión a la apelación. 
Refiere a la posibilidad que tiene una de las partes, 
a la que se le da traslado de la apelación de la otra, 
de adherir a esa apelación. Se recorta o se elimina 
ese instituto; ya había sido eliminado a través de la 
Ley N* 18.572, y nuestra propuesta de incorporar- 
lo al tratar este proyecto de ley que hoy va a votar 
el Senado fracasó. ¿Por qué se elimina y por qué se 
rechaza la propuesta de incorporarlo? En nombre de 
la brevedad, ya que se dice que esa posibilidad puede 
generar demoras. Nosotros afirmamos, señor Presi- 
dente, que va a ocurrir exactamente lo contrario. Se 
van a generar demoras al no permitir que funcione 
el instituto de la adhesión a la apelación. ¿Por qué? 
La adhesión a la apelación le sirve al litigante que 
en principio no piensa apelar y que está dispuesto 
a dejar que transcurra inútilmente el plazo para ha- 
cerlo, porque sabe que si el otro apela puede adherir 
y, en ese caso, salvar su interés y su derecho; si no 
tiene esa posibilidad, o sea, si no puede adherir, y no 
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quiere correr el riesgo de que el otro apele y él quede 
sin apelar, va a apelar por las dudas de que el otro lo 
haga y él quede sin impugnar la sentencia definitiva. 
Aclaro a quienes no conocen el Derecho Procesal -no 
tienen por qué conocerlo- que el Tribunal de Alzada 
solo puede modificar la sentencia impugnada en be- 
neficio de la parte apelante y no de la que no apeló. 
Entonces, si uno apela y el otro no, el que no lo hizo 
sabe que si la sentencia se modifica solo será para 
perjudicarlo a él. Nadie quiere correr con ese riesgo. 
Los litigantes pueden estar dispuestos a no apelar y 
dejar que las cosas queden como están, pero si sa- 
ben que va a haber apelación y cambios, en ese caso 
quieren que también exista la posibilidad de que la 
sentencia se corrija en beneficio de su interés y de su 
derecho. Si no se puede adherir a la apelación, la con- 
secuencia práctica será que las dos partes apelarán. 
Esto va a terminar alargando los procesos en lugar de 
acortándolos. 


Asimismo, en materia de apelaciones, se otorga 
al Tribunal de Apelaciones un plazo breve de treinta 
días para que dicte su sentencia en segunda instan- 
cia, previendo el estudio simultáneo del expediente. 
Como el Tribunal está integrado por tres miembros, 
se dice que los tres a la vez tienen que estudiar el 
asunto. Eso sería probable si también fuera posible 
sacar copia de todo el expediente dentro de los breví- 
simos plazos de que dispone la oficina y entregar una 
copia completa a cada Ministro del Tribunal en tiem- 
po útil para que cada uno pueda cumplir el estudio 
en el plazo que la ley le otorga. Eso no es así; esa si- 
tuación no existe, porque hay expedientes que tienen 
muchas piezas. Precisamente, cada pieza tiene 300 
páginas, y puede haber expedientes de 10 0 20 piezas; 
hay asuntos enormes, y es imposible pensar que los 
vayan a fotocopiar. Suele suceder que la fotocopiado- 
ra del Poder Judicial no funcione, que esté rota, que 
le falte tóner, o que le pasen todas las cosas que les 
ocurre a las fotocopiadoras de las oficinas públicas. 
Hay que vivir en otro país para ignorar que esas cosas 
pasan; es así que legislar partiendo de la base de que 
a cada Ministro del Tribunal le va a llegar una fotoco- 
pia completa y perfecta del expediente íntegro para 
que pueda estudiarlo simultáneamente con los otros 
Ministros, es pura fantasía. Esto podrá ser distinto el 
día que funcione efectivamente el expediente electró- 
nico que se consagra a través de esta norma, pero eso 
va a llevar tiempo. Cuando tengamos expediente elec- 
trónico y sea posible que al consultar en la pantalla 
cada Ministro pueda estudiar el expediente en forma 
simultánea con los demás, ahí sí podremos acortar los 
plazos. Mientras eso no exista, no podemos jugar con 
estas ficciones del estudio simultáneo, porque esto no 
es otra cosa más que un progreso en el papel que sim- 
plemente exige un esfuerzo denodado a los Ministros 
de los Tribunales que quieren cumplir y que muchas 
veces, pese a su voluntad, tampoco pueden hacerlo, y 
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que están incursos en ilegalidad por vencimiento de 
los plazos pese a los esfuerzos que hacen para despa- 
char las cosas, estudiándolas seriamente y fundando 
sus sentencias como deben, pero sin posibilidad de 
cumplir con estos plazos tan exiguos que la ley esta- 
blece. 


Finalmente, señor Presidente, tampoco nos satis- 
face -ni mucho menos- que el artículo 31 de la Ley 
N* 18.572 quede como está. Esta disposición expresa 
que para integrar, cuando sea necesario hacerlo, es 
decir, cuando haya que colmar las lagunas o las ca- 
rencias de la ley, deberá acudirse a las soluciones del 
Código General del Proceso, pero luego de refractar 
-si se me permite la expresión- las disposiciones de 
este Código por el denso prisma de los artículos 1? 
y 30 de la Ley N* 18.572 y los principios del Dere- 
cho del Trabajo. Si decimos que, por analogía, se va 
a aplicar una norma del Código General del Proceso 
que no contradiga los principios del Derecho del Tra- 
bajo, generamos una discusión que puede ser eterna 
e inacabable. Cuando empezamos a discutir a partir 
de principios, cuando de lo que se trata es de regular 
una situación procesal, generamos incertidumbre y 
no le damos al Juez la guía precisa y cierta que ne- 
cesita para resolver una situación no prevista por la 
ley. Situaciones no previstas por la ley, va a haber mu- 
chas; de hecho, ya existen, porque esta ley de poco 
más de treinta artículos pretende resolver todas las 
vicisitudes del proceso. Para resolver el proceso civil, 
tenemos más de quinientos artículos del Código Ge- 
neral del Proceso, y acá se pretende regular el proce- 
so laboral, reitero, con treinta artículos. Por supuesto 
que va a haber múltiples situaciones en las que los 
Jueces se encontrarán con que el problema concreto 
que se les presentó no está previsto, ni mucho menos 
resuelto por las disposiciones de la Ley N* 18.572 y 
sus modificativas. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: como el 
señor Senador está terminando con su exposición e 
hizo una serie de críticas al proceso anterior, quería 
dejar constancia de algunas observaciones. Esto no 
quiere decir que el señor Senador no tenga razón en 
parte de las inquietudes que plantea, porque de lo 
contrario no estaríamos estudiando este proyecto de 
ley. La ley anterior fue declarada inconstitucional y 
estamos corrigiendo la inconstitucionalidad plantea- 
da, pero también estamos modificando otros aspectos. 
Esto significa que muchas de las aseveraciones que 
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plantea el señor Senador Pasquet relativas a algunos 
aspectos que se están modificando, son correctas y 
está bien que las exprese con el tono y con la crítica 
que crea convenientes. Con respecto a eso, no tene- 
mos nada para agregar, porque estamos corrigiendo 
una ley que además de contener inconstitucionalida- 
des, fue insuficiente. 


El problema se plantea cuando analizamos los as- 
pectos más globales, tanto de la ley como del proyec- 
to de ley que estamos considerando, porque entran 
más en el plano de lo discutible, y no necesariamente 
algunas de las aseveraciones que el señor Senador 
Pasquet realiza pueden tener la misma contundencia 
o nivel de fundamento para otros aspectos que se fue- 
ron modificando en la Comisión. Quiero subrayar que 
la Comisión trabajó con mucho esfuerzo y, más allá de 
que se haya tomado como base el proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo, hubo receptividad de parte de todos 
los miembros de la Comisión para llevar adelante un 
trabajo colectivo que permitió que prácticamente to- 
das las modificaciones -salvo dos o tres- se votaran 
por unanimidad. 


El señor Senador mencionó al doctor Couture para 
fundamentar su posición e, independientemente de 
que todo lo que expresó abonaba su postura, también 
es cierto que el doctor Couture era partidario de un 
proceso laboral autónomo. Teniendo en cuenta esto, 
estaríamos por esa línea. También hizo referencia a la 
reducción de los plazos. Sin perjuicio de lo que señaló 
el señor Senador Pasquet, queremos señalar que todo 
plazo que se alarga va en contra del trabajador, porque 
es el que menos puede esperar. Cuando contabiliza- 
mos todos los plazos, independientemente de los pla- 
zos adicionales que tenga la Administración por fuerza 
mayor o por otras circunstancias como, por ejemplo, 
un conflicto laboral dentro de la propia Justicia, si un 
proceso se alarga 90, 120 días o seis meses más, no- 
toriamente va en contra del trabajador. Obviamente, 
el trabajador tiene que acordar, porque se trata de su 
propio sustento. Incluso, si hay una ruptura de la de- 
pendencia laboral, con más razón tiene que acordar, 
porque más allá de que consiga o no trabajo, esos re- 
cursos que el empleador le debe son para pagar su sus- 
tento. No sucede lo mismo con el empleador, porque 
su sustento no depende de lo que él tenga que pagar. 
En ese sentido, creo que es un buen propósito acortar 
los plazos. Entonces, había que buscar un equilibrio 
entre los plazos que se acortan y las garantías del de- 
bido proceso. Quizás para el señor Senador Pasquet 
-que tiene mucha experiencia en la materia-, no se ha 
alcanzado ese equilibrio. Eso lo evaluaremos dentro de 
un año pero, en lo personal, me da la sensación de que 
los plazos que se fueron corrigiendo equilibran mucho 
más la balanza para el lado del debido proceso, tratan- 
do de mantener plazos cortos para que el trabajador 
pueda defenderse de mejor forma. 
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Por último -y lo digo para marcar observaciones, 
no para discrepar con la crítica que el señor Sena- 
dor Pasquet hace, porque más allá de que queramos 
poner énfasis en determinados aspectos, obviamen- 
te estamos discutiendo estas modificaciones-, está el 
tema de los funcionarios públicos. Tenemos que velar 
por la parte débil que, en el sector privado, en general 
-no siempre- es el trabajador. Digo “no siempre”, por- 
que puede haber casos en los cuales el empleador sea 
el débil pero, en general, es el trabajador. 


(Timbre indicador de tiempo.) 


-En el caso -y con esto termino, señor Presidente- 
de los empleados estatales, no siempre el débil es el 
trabajador; muchas veces, el que está indefenso es el 
Estado y, por lo tanto, ese capítulo hay que estudiarlo 
en forma particular. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Gracias, señor Presidente. 


Por supuesto que con el señor Senador Michelini 
hemos tenido muchas discrepancias en el curso del 
análisis de este proyecto de ley; es natural, pensamos 
distinto pero, sin embargo, hemos logrado coincidir 
en soluciones que mejoran la ley vigente, y eso es 
positivo, sin perjuicio de que cada uno mantiene su 
opinión general sobre lo que debe ser el régimen pro- 
cesal laboral. Nosotros somos partidarios -lo hemos 
dicho siempre y lo señalamos hoy reiteradamente- de 
adoptar normas que aceleren el proceso laboral, pero 
hacemos hincapié en que debe hacerse en el marco 
del Código General del Proceso y no sancionando un 
proceso que pretende ser absolutamente autónomo, 
porque eso va a generar problemas de integración, 
a los que me estaba refiriendo antes de conceder la 
interrupción. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Baráibar.) 


-Me parece que si queremos adoptar medidas efi- 
caces para que el Juez tenga a qué acudir cuando se 
le presenten lagunas -es decir situaciones no previs- 
tas, no resueltas por la ley-, tendríamos que ir dere- 
chamente al Código General del Proceso, en cuanto 
no contradiga las disposiciones de la Ley N* 18.572 
y sus modificativas, y no agregar la referencia a los 
principios generales del trabajo, que van a ser un obs- 
táculo y que van a complicar más que facilitar la tarea 
de la Jurisprudencia. 


Finalmente, señor Presidente, voy a hacer algún 
comentario sobre la desigualdad de las partes en el 
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proceso laboral. El señor Senador Michelini señalaba 
que a veces el Estado es la parte más débil. Pregunto 
si será únicamente el Estado el que a veces puede 
ser más débil que la parte actora en los juicios labo- 
rales. ¿No habrá empleadores, que no sean el Estado 
y que también en una circunstancia dada, por una 
relación de fuerzas particular, puedan ser más débiles 
que quien les formula el reclamo? Por supuesto que 
eso puede ocurrir en todas las materias del Derecho, 
en todos los juicios. Creo que la igualdad real, mate- 
rial, entre las dos partes es una rareza estadística. Se 
podrá dar alguna vez, pero seguramente no es lo más 
común. ¿Piensa, señor Presidente, que es igual la si- 
tuación del peatón que le reclama a una empresa de 
transporte que lo atropelló, que la situación de la em- 
presa? ¿Ahí hay igualdad entre las partes? Evidente- 
mente que no, y se va a un juicio civil. ¿Hay igualdad 
entre el funcionario o el particular que le reclama al 
Estado cuando lo perjudica de alguna manera? Evi- 
dentemente que no. ¿Hay igualdad cuando es una pe- 
queña empresa la que le reclama a una empresa mul- 
tinacional? Por supuesto que no; la igualdad material 
real, verdadera, entre las dos partes en un juicio, no 
es más que una rareza estadística. En la mayoría de 
los casos no hay tal igualdad; lo que se consagra es la 
igualdad en el debate, la igualdad para que cada una 
de las partes pruebe que tiene razón conforme a la 
ley, porque de eso se tratan los juicios. En ese sentido 
profundo sí son iguales, porque no se sabe de antema- 
no cuál de las dos va a tener razón. Esa es la igualdad 
esencial que hay en el proceso: no se sabe cuál de las 
partes tiene razón hasta que se dicte sentencia. Es 
la razón que otorgan los hombres, conforme a la ley; 
con posibilidades de error, por cierto, pero ese es el 
único instrumento con el que contamos. Ese criterio 
básico lo debemos mantener en todas las materias, 
aun en la laboral. Por eso creo que el Código General 
del Proceso debió seguir siendo el eje de todo esto, 
como lo propuso la Suprema Corte de Justicia, con el 
apoyo del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal y 
del Colegio de Abogados. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori.) 


-Todas esas opiniones, con todo ese prestigio y valor, 
son las que estamos desconociendo cuando seguimos 
transitando por el camino del proceso autónomo. Sin 
embargo, y a pesar de todos los pesares, por las razones 
expuestas al comienzo de mi exposición en el sentido 
de que vamos a mejorar lo que hoy tenemos, nosotros 
votaremos afirmativamente este proyecto de ley. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 
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SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: adelanto que 
vamos a votar este proyecto de ley por muchas de las 
razones que ha invocado el señor Senador Pasquet. 
También es cierto que esto nos debe llamar a la re- 
flexión porque el pasado de este proyecto de ley fue 
una de las experiencias más negativas que ha tenido 
el Parlamento en una especialización del Derecho 
absolutamente sensible como es el Derecho Laboral. 


En la Legislatura pasada fue presentado el proyec- 
to de ley en la Comisión de Constitución y Legislación 
-que también integramos- y luego de determinados 
asesoramientos, la Suprema Corte de Justicia se ma- 
nifestó claramente en contra, presentando un pro- 
yecto separado. Por su parte, el Instituto de Derecho 
Procesal tenía su proyecto con una posición muy de- 
finida. Como decía el señor Senador Pasquet, hay que 
tomar en cuenta el prestigio que tiene este Instituto y 
que ha aportado nada más ni nada menos que el Có- 
digo General del Proceso, en el que pueden incluirse 
casi todas las especialidades del Derecho. Por otro 
lado, una parte importante de la Cátedra de Derecho 
Laboral tenía y aún tiene una posición diferente. 


Los argumentos que se esgrimieron no tuvieron 
la menor mella en la Comisión, la que aprobó -por 
decirlo de una forma muy gráfica, a un ritmo de 4x4- 
un proyecto de ley que compartíamos en su filosofía. 
Los señores Senadores saben que el Derecho Laboral 
tiene una relación tuitiva especializada, en el sentido 
de que la parte más débil de la relación laboral es el 
trabajador, asimetría que es tomada en cuenta para 
contemplarlo o generar determinadas condiciones 
que no lo perjudiquen. Pero las inconstitucionalidades 
las hemos manifestado desde todo punto de vista. 
Fue así que, en ese caso y en particular, solicitamos 
la comparecencia de la profesora Cristina Mangarelli 
-que es un Grado IV-, quien, en una excelente 
exposición sobre este tema, advirtió en forma 
detallada sobre cada una de las dificultades que 
se iban a plantear, fundamentalmente, por las 
inconstitucionalidades y por todos los aspectos que ha 
desgranado y profundizado el señor Senador Pasquet, 
relativo a los recursos, los plazos, la comparecencia, la 
dinámica de la audiencia única e, inclusive, los vacíos 
del Derecho, sobre todo en la aplicación del último 
artículo, donde existen determinadas situaciones en 
las que no está contemplado cómo rigen las reglas de 
la integración. Todo esto lo planteamos en la Comisión 
durante largo tiempo. Sin embargo, a pesar de todas 
estas posiciones contrarias y con las advertencias 
que oportunamente se hicieron, se aprobó la ley en 
el año 2009. Lo que realmente nos hace reflexionar 
-aun compartiendo la filosofía- es que la técnica 
legislativa y la manera de imponer determinados 
criterios, amparados en mayorías y con una forma de 
analizar los temas que van más allá de la rigidez -por 
no decir que entramos en el dogmatismo- hace que 
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terminemos, justamente, con el resultado contrario al 
que queríamos alcanzar. En la actualidad hay 5.000 
recursos de inconstitucionalidad frente a esta ley; y no 
son solo recursos de inconstitucionalidad presentados 
en el ámbito exclusivo de la jurisdicción laboral. 
Sabemos que en todos los departamentos del interior 
existe acumulación de expedientes y cuando un Juez 
tiene que pronunciarse sobre una inconstitucionalidad 
de esta naturaleza, lo que estamos enfrentando -y es 
lo que ha sucedido- no solo es una actitud perjudicial 
frente al propio trabajador, sino además frente al resto 
de la administración de la Justicia, que ha ingresado, 
más allá de sus dificultades y de la falta de recursos 
tanto materiales como tecnológicos, en lo que podemos 
llamar como denegación de justicia. La denegación de 
la justicia se produce por un atosigamiento y por un 
cuello de botella, que se dio a pesar de que se planteó 
a la mayoría del Senado de que esto iba a ocurrir; y no 
por razones políticas, ideológicas o partidarias, sino por 
razones de prudencia y de técnica legislativa y, sobre 
todo, de capacidad de diálogo y de entendimiento. Acá 
prevaleció mucho más lo de “Yo tengo mayoría y si a 
usted no le gusta, lo veremos en otra instancia”, que 
la capacidad de diálogo que tenemos ahora para poder 
trabajar e ir mejorando un proyecto de ley en beneficio 
del trabajador y de los principios básicos del Derecho 
Laboral, como la celeridad, la gratuidad, la sencillez, 
la publicidad y la inmediatez, sin perjuicio de que 
podemos compartir algunas expresiones del señor 
Senador Pasquet sobre la manera en que los principios 
de la oralidad y la inmediatez se ven afectados en esta 
iniciativa. Pero lo que tenemos que aprender de esto, 
señor Presidente y señores miembros del Senado, 
es que cuando estamos frente a legislaciones y leyes 
de esta naturaleza, es preferible perder un poco de 
tiempo en dialogar e intercambiar ideas que imponer 
en forma casi dogmática determinados proyectos que 
terminan con este tema, con esta situación sobre 
la que han advertido la población, el sistema, la 
Suprema Corte de Justicia, el Instituto de Derecho 
Procesal y la Cátedra de Derecho Laboral, en muchos 
de sus aspectos. Además, este es un tema que está 
dentro de una discusión de fondo -que la podemos 
tener y sobre la que se puede discutir- que tiene que 
ver con confundir la autonomía del Derecho Laboral 
con la autonomía del Derecho Procesal Laboral. 
Podemos decir que existe una tendencia natural, 
de la mayoría de los especialistas en el Derecho, a 
decir que el Derecho Tributario y el Derecho Penal 
tienen cierta autonomía; pero lo que no entendemos 
es cómo se insiste en la separación de la autonomía 
del Derecho Procesal, cuando el Código General del 
Proceso ha sido en el Uruguay, en América Latina 
y en la legislación comparada un avance realmente 
ejemplar en lo que significa la participación y los 
entendimientos políticos en la aprobación de un 
Código del Proceso en el ámbito legislativo, con la 
participación de personalidades como los doctores 
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Torello y Véscovi, además de otros procesalistas de 
reconocidísima idoneidad técnica, intelectual y moral 
en el ámbito nacional e internacional. Entonces, hoy 
podemos discutir si es autónomo, procesal o no, pero 
más allá de ello quiero señalar que se ha ido contra la 
opinión mayoritaria de los que administran Justicia, 
los que se especializan en estos temas y los que 
tienen visiones y experiencias muy claras en el ámbito 
del Derecho Laboral. Lo que sucedió fue lo que 
habíamos planteado: hubo dos inconstitucionalidades 
claramente manifiestas. Una de ellas, precisamente, 
es la falta de igualdad o de afectación de igualdad 
entre las partes, nada menos que en un ámbito de 
relación laboral; y la otra refiere a aspectos como la 
necesidad del depósito del 50% que, a pesar de todas 
las veces que dijimos que se trataba de una situación 
absolutamente inexplicable e injustificable, se aprobó, 
lo que dio lugar, inmediatamente, a tres declaraciones 
de la Suprema Corte de Justicia que hoy se proyectaron 
a 5.000, que son las que realmente se plantearon en 
el ámbito judicial. 


Señor Presidente: creo que lo primero que tene- 
mos que discutir, si hay una coincidencia básica en 
estos temas, es que no se puede seguir trabajando 
con falta de técnica legislativa, con Legisladores que 
a veces no tienen la debida formación como uno pue- 
de no tenerla en otras áreas, y hacer valer el capricho 
antes que la capacidad de diálogo que puede existir a 
nivel político. El resultado de esto es lo que hoy tene- 
mos. Acordamos ahora un avance en la Ley de Abre- 
viación de los Procesos Laborales sobre los aspectos 
que la Suprema Corte de Justicia impugnó como in- 
constitucionales y sobre algunos otros en los que in- 
sistimos mucho como el de la importancia del recurso 
de casación. Este recurso no va dilatando sino que da 
garantías, en particular al trabajador en la medida en 
que cuando la Suprema Corte de Justicia se va pro- 
nunciando, lo hace formando jurisprudencia y dando 
las pautas de cómo va interpretando las normas. De 
alguna manera, estas son las últimas instancias, al 
máximo nivel jurisdiccional, que son garantía de una 
determinada y ajustada administración de Justicia. 
Parece que esto recién ahora se comienza a aceptar, y 
este era un tema muy importante pero no por razones 
de ilación. 


Obviamente, son muchas las situaciones que se 
producen en el Poder Judicial y compartimos el crite- 
rio de que el Derecho Laboral cuente con mayor cele- 
ridad para administrar justicia, pero estamos confun- 
diendo las cosas por no entender claramente cuáles 
son los motivos de la falta de celeridad. 


Señor Presidente: la falta de celeridad no se arre- 
ela acortando los plazos, llevándolos, por ejemplo, de 
cinco a tres días; eso es de un voluntarismo absoluta- 
mente ingenuo. Lo que realmente enlentece todo son 


564-C.S. 


las dificultades que existen en las oficinas de notifica- 
ción, en los trámites y en todo lo que forma parte de 
una dinámica weberiana -por decirlo así- en el ámbito 
de la burocracia estatal. El Poder Ejecutivo comienza 
a entender esto y se modifican algunos de los plazos, 
más allá de las observaciones que se puedan hacer; 
así se va ampliando el tema. 


Ahora bien; también es parte de la realidad -y no lo 
podemos modificar solamente con una expresión de 
voluntad- el hecho de que la audiencia única necesi- 
ta una prórroga. ¿Por qué? Porque en el diligencia- 
miento de la prueba, el volumen de lo que se aporta 
y discute es tal que el propio Juez no tiene tiempo 
de administrar todo lo que se le ofrece y, por tanto, 
corre el riesgo de tomar una decisión apremiado por 
los plazos, lo que terminaría perjudicando la adminis- 
tración de la Justicia en la eficiencia y, sobre todo, en 
la profesionalidad con que esta se debe manejar. Es 
obvio que este tema pasa por un artículo -que vamos 
a acompañar- relacionado con la implementación del 
tema electrónico dentro de la jurisdicción laboral -no 
la Justicia Laboral-, con lo que estamos de acuerdo. 


Asimismo, compartimos otros aspectos que plan- 
teaba el Senador Pasquet, como, por ejemplo, la ad- 
hesión a la apelación, que es una garantía y que de 
alguna manera ayuda a que todas las partes cuenten 
con cierto equilibrio y puedan ejercer los derechos. 
No es que no se pueda apelar; la adhesión a la ape- 
lación es la posibilidad de que alguien se adhiera a 
la apelación, con las particularidades específicas que 
tiene el Derecho Procesal en materia laboral. Sin em- 
bargo, tampoco esto ha sido acompañado, sin perjui- 
cio de nuestra preocupación por el tema. 


En definitiva, para ser breve y concreto, digo lo 
siguiente. 


A mi entender, hemos avanzado en corregir una 
experiencia realmente negativa que no me gustaría 
que se repitiera en este ámbito ni en otros de la es- 
pecialización. Espero que la legislación y el trámite 
legislativo sean producto de una discusión amplia y 
no de una imposición caprichosa, que es lo que nos 
ha llevado a esta situación. 


A su vez, la experiencia nos muestra que en el ám- 
bito del Derecho Laboral y de la jurisdicción laboral, 
hay realidades que están más allá de algunos aspectos 
que se plantean. Entonces, se debe entender que a 
la hora de ser asesorados -no necesariamente en for- 
ma preceptiva o de imposición-, cuando la Suprema 
Corte de Justicia, el Instituto de Derecho Procesal, 
la Cátedra o, incluso, los especialistas de seminarios 
sobre cómo abreviar los juicios laborales -recuerdo los 
celebrados, por ejemplo, en los años 2001 y 2004- tie- 
nen algo que decir sobre el tema, es bueno oírlos, por- 
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que cuando uno escucha las distintas opiniones, no 
está condicionado por lo que puedan considerar otras 
instituciones y sí se ve enriquecido en la capacidad de 
legislar y tomar decisiones. Somos Legisladores; apli- 
camos la ley con carácter general y, a partir de esta 
norma, se van a regir todos los juicios laborales que 
establece la ley. Así, habrá recursos, plazos y se van 
a establecer determinadas garantías, pero siempre 
sobre la base de que si existe una idea que comparti- 
mos, no podemos repetir la experiencia del año 2009, 
donde el único que se perjudicó fue el trabajador. En 
nombre del más débil, terminamos perjudicando jus- 
tamente al más débil, y no por mala intención, sino 
por capricho, ese capricho que a veces nos lleva a co- 
meter injusticias en este y otros temas, en el ámbito 
de la seguridad jurídica. Debemos tener en cuenta 
que la actividad legislativa requiere mayor profesio- 
nalidad y capacidad para escuchar, sobre todo cuando 
en los elementos de base de determinado proyecto 
de ley existen, como en este caso, coincidencias de 
sensibilidad a favor de los más débiles en el tema de 
la relación laboral. 


Vamos a acompañar esta iniciativa que, segura- 
mente, se discutirá artículo por artículo, pero que- 
ríamos dejar planteada esta reflexión y preocupación, 
que desearíamos trascendiera el ámbito de este pro- 
yecto. Los Legisladores debemos aprender del tre- 
mendo error cometido, producto de una falta de diá- 
logo y flexibilidad, y alcanzar acuerdos con madurez 
y profesionalidad, de manera de no vernos obligados 
a volver sobre estos temas tratando de corregir y de- 
fender a los más débiles, a quienes en forma ingenua 
quisimos amparar en su momento, pero finalmente 
terminamos perjudicando. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: en la Co- 
misión de Constitución y Legislación, el señor Sena- 
dor Lorier fue designado Miembro Informante del 
proyecto de ley que está a consideración. Quienes in- 
tegramos la Comisión en representación del Partido 
Nacional, firmamos con salvedades y, en consecuen- 
cia, es con salvedades que nos sentimos representa- 
dos por el Miembro Informante. 


Ciertamente, tenemos algunas puntualizaciones y 
diferencias con relación a esta iniciativa, las que han 
sido puestas de manifiesto por el señor Senador Pasquet 
quien -justo es decirlo- llevó la voz cantante respec- 
to de las discrepancias existentes en el ámbito de la 
Comisión. Por supuesto, también nos sentimos re- 
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presentados por las expresiones del señor Senador 
Abreu quien -justo es decirlo también-, después de 
conocidas las inconstitucionalidades declaradas por 
la Suprema Corte de Justicia en numerosas oportuni- 
dades, prestamente presentó un proyecto de ley que 
intentaba corregir muchos de los defectos de la ley. 
Como se recordará, en la misma instancia en que 
esta última fue aprobada por el Plenario, esos defec- 
tos ya habían sido puestos de manifiesto por nuestra 
Bancada, en particular por el Senador Abreu. 


Como dije antes, hemos firmado con salvedades. 
Entonces, lo que estamos señalando al Cuerpo, como 
así también a quienes vayan a aplicar e intentar inter- 
pretar esta ley en el día de mañana, es que estamos 
conformes con buena parte de las modificaciones que 
se han introducido. Nos parece muy bien que se eli- 
mine la obligatoriedad de realizar un depósito cuando 
se procede a realizar la apelación y consideramos to- 
talmente de recibo que el instituto de casación vuelva 
al proceso laboral, pues creemos que constituye una 
defensa de ambas partes, los trabajadores y el empre- 
sario o empleador. Asimismo, nos parece adecuado 
que se alarguen -aunque no se lo hace tanto como lo 
consideramos necesario- los plazos para contestar la 
demanda, para producir la prueba, realizar las apela- 
ciones que correspondan y presentar los recursos que 
también allí se establecen. 


Por lo tanto, vamos a dar nuestro voto afirmativo, 
aunque manteniendo nuestras diferencias con rela- 
ción a algunos aspectos que nos hubiera gustado mo- 
dificar. 


Por otra parte, quiero señalar -creo que corres- 
ponde hacerlo- que si recién hoy tenemos un pro- 
nunciamiento de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación acerca de un tema candente como este -una 
brasa caliente, porque como bien se señaló, hay miles 
de demandas de inconstitucionalidad que han obs- 
truido el normal funcionamiento de la Justicia La- 
boral-, ha sido por responsabilidad directa del Poder 
Ejecutivo. ¿Cuánto tiempo pasó entre el día en que 
el señor Senador Abreu presentó el proyecto de ley 
corrigiendo las inconstitucionalidades y el día en que 
el Poder Ejecutivo se decidió a presentar su propia 
iniciativa? Transcurrieron unos cuantos meses. Y no 
solo eso, sino que la Bancada oficialista había deci- 
dido no ingresar al estudio de este proyecto de ley 
hasta tanto no llegara la iniciativa del Gobierno, lo 
que en realidad no era indispensable porque el Poder 
Ejecutivo no tiene iniciativa privativa en esta materia. 
Pero lo cierto es que tuvimos que esperar a que lle- 
gara ese proyecto para recién entonces ingresar a su 
estudio en la Comisión y conformar una Subcomisión 
-como se hizo- con el propósito de acelerar el proce- 
so y recibir a delegaciones de sectores directamente 
involucrados en esta materia, como, por ejemplo, los 
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Magistrados vinculados a las áreas laborales, quienes 
presentaron su propio proyecto. 


Todo lo que hemos señalado fue enlenteciendo el 
trámite de un proyecto de ley que realmente urgía 
aprobar. Esperamos que la Cámara de Representan- 
tes le dé el tratamiento más rápido posible, a fin de 
desobstruir la acción del Poder Judicial, liberarlo para 
que pueda avanzar en materia laboral con mayor ce- 
leridad y resolver los numerosos asuntos que están 
pendientes de definición. 


¿Cuál es la sustancia conceptual de la diferencia 
que mantenemos con el Gobierno en esta materia? 
La sintetizaría de la siguiente manera: al proyecto de 
ley que estamos aprobando y a las loables intencio- 
nes del Gobierno para acortar los plazos en materia 
laboral les falta un baño de realidad. Muchas de las 
propuestas recibidas en la iniciativa del Poder Ejecu- 
tivo -defendidas a ultranza por la Bancada oficialis- 
ta, aunque esta luego flexibilizó sus exigencias y se 
allanó a realizar algunos cambios, bueno es señalarlo 
también- se deben al desconocimiento de la realidad 
y de lo que sucede en la Justicia Laboral. Hay tanto 
trabajo y tanta demanda, que un Juez no está en con- 
diciones de cumplir con los plazos establecidos en la 
norma anterior ni con alguno de los que se le estable- 
cen en la presente. Cuando se le pretendía dar seis 
días para fijar una prórroga de la audiencia única -a 
priori nos parece que cuanto antes se resuelvan estas 
situaciones es mejor, porque en muchos casos está en 
suerte la manutención del trabajador y su familia-, 
no se tenía en cuenta que seguramente su agenda 
estaría tan llena, que le sería casi imposible hacerlo 
en ese plazo. 


Además, no se toma en cuenta que en muchas 
oportunidades la celeridad no va de la mano con la 
Justicia. La Justicia lo sabe y el Derecho lo prevé; 
tanto es así que después de culminada la época dic- 
tatorial -a partir de 1986, si no me equivoco- hay un 
conjunto de acciones -no solamente en materia la- 
boral-, con plazos mucho más breves, donde nuestra 
legislación introdujo lo que se llama la demanda de 
amparo. Se trata de un juicio sumario, brevísimo, que 
admite revisión posterior a través de un juicio ordi- 
nario. Esta es la forma que se encontró para lograr el 
equilibrio entre celeridad y justicia, entre velocidad y 
respeto a los derechos. 


Por otro lado, este tema reviste gran importancia 
especialmente en el Derecho Laboral que, mucho 
más que todas las otras áreas del Derecho, tiene en 
cuenta la realidad en el momento de fallar. En el De- 
recho Laboral la realidad pesa especialmente en la 
conciencia, en la mente, en el pensamiento y en el 
razonamiento del Juez, de las partes y de sus ase- 
sores. En definitiva, se hace necesario partir de esa 
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premisa al momento de legislar en materia laboral y 
tener presente esa realidad para poder dictar justicia. 


Además, hay que tener en cuenta algo que no es- 
capa a quienes trabajamos en este proyecto de ley en 
la Comisión ni a los que integran este Cuerpo; me 
refiero a que a veces se necesitan plazos importantes 
para poder diligenciar debidamente la prueba. A su 
vez, quien tiene la carga de la prueba en la Justicia 
Laboral es el trabajador, que es el demandante, el ac- 
tor. En consecuencia, cuando restringimos los plazos, 
podemos estar conspirando contra los derechos del 
trabajador. 


Por estas razones, queríamos manifestar nues- 
tro beneplácito tanto por haber podido corregir las 
inconstitucionalidades que se desprenden de la ley 
que estamos modificando como por las coincidencias 
que fuimos logrando en la Comisión. Estas no fue- 
ron todas las que deseábamos pero, en buena medida, 
contemplan -por lo menos, en lo más importante- las 
aspiraciones que teníamos en la materia. Nuestras 
discrepancias, no solo en lo que refiere a lo que el 
nuevo proyecto de ley añade, sino también con res- 
pecto a lo que no incorpora y mantiene igual, que- 
darán de manifiesto al momento de la discusión del 
articulado. Me refiero especialmente al artículo 31 de 
la ley vigente, que tiene que ver con la integración 
del Derecho. Nos parece que esa norma no debería 
mantenerse, pues se da de bruces con la concepción 
de nuestro Derecho; en todo caso, debería conser- 
varse en lo que refiere exclusivamente a los temas 
procesales, lo que en definitiva es materia de la Ley 
N* 18.572 y también de este proyecto de ley que hoy 
vamos a aprobar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra para una 
moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Formulo moción en el sen- 
tido de que se suprima la lectura del articulado. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 1”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 3. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 4”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- El artículo 4% del proyecto de 
ley modifica el artículo 14 de la ley vigente. En el trabajo 
realizado en Comisión quedó constancia -es bueno que 
lo repitamos en Sala- de que nosotros tenemos discre- 
pancias con el acápite del artículo 14, en tanto señala: 
“La audiencia se iniciará con la acreditación de las par- 
tes o sus representantes y será presidida por el tribunal 
bajo pena de nulidad que compromete su responsabili- 
dad funcional”. A nuestro juicio, debería establecerse 
claramente la necesidad de que las partes participen di- 
rectamente en el proceso y, en particular, en la audien- 
cia Única que, prácticamente, es la que define la suerte 
del juicio. Lo que hace la ley es referirse expresamente 
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a la posibilidad de acreditación de las partes a través de 
sus representantes, pues nadie mejor que el trabajador 
para defender sus propios intereses. Por eso, en Comi- 
sión hicimos un señalamiento de estas características. 


23) PRÓRROGA DE LA HORA DE FINALIZACIÓN 
DE LA SESIÓN 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la 
señora Senadora. 


SEÑORA DALMÁS.- Propongo al Cuerpo que se 
prorrogue el tiempo de finalización de esta Sesión or- 
dinaria hasta que se haya terminado con la conside- 
ración de este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud 
planteada por la señora Senadora. 


(Se vota:) 


-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


24) ABREVIACIÓN DE LOS PROCESOS 
LABORALES 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el ar- 
tículo 5% sobre el que hay una propuesta sustitutiva 
firmada por los señores Senadores Michelini y Lorier. 


SEÑOR LORIER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LORIER.- Proponemos que el artícu- 
lo comience diciendo: “Sustitúyese”, en lugar de: 
“Modifícase”. Además, no incorporamos el inciso 
segundo del artículo 15 de la Ley N* 18.572, que es 
la que hoy está vigente. Por lo tanto, con esta mo- 
dificación estamos incorporando ese inciso. Con- 
cretamente, en el acápite del artículo 5% se cambia 
la expresión: “Modifícase” por: “Sustitúyese” y se 
incorpora el segundo inciso del artículo 15 de la 
Ley N* 18.572. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin perjuicio de que este 
material fue distribuido a todos los señores Senado- 
res, creo que es conveniente dar lectura a la propues- 
ta sustitutiva presentada por los señores Senadores 
Michelini y Lorier, a la que hemos hecho un pequeño 
cambio. En el segundo inciso del artículo 15 se ex- 
presa: “En aquellos casos que no se haya” cuando 
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debería decir: “En aquellos casos en los que no se 
haya implementado la comunicación”. 


Léase el artículo 5% tal como ha quedado redac- 
tado. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 5%.- Sustitúyese el artículo 15 de la 
Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 15.- (Sentencia definitiva).- El Tribu- 
nal podrá dictar sentencia definitiva en la audiencia 
única o fuera de audiencia y dentro de los 20 (vein- 
te) días siguientes. En este último caso, en la misma 
audiencia fijará fecha para su pronunciamiento. La 
sentencia se notificará electrónicamente el mismo 
día de dictada. 


En aquellos casos en los que no se haya imple- 
mentado la comunicación electrónica, se aplicará lo 
dispuesto en el inciso segundo del artículo 25 de la 
presente ley. 


En los procesos regulados por esta ley, las senten- 
cias que condenen al pago de créditos laborales de 
cualquier naturaleza deberán establecer el monto lí- 
quido de los mismos, incluidas las multas, intereses, 
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actualizaciones y recargos que correspondieren”. 
SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Mi propósito es desentrañar 
el alcance del artículo con la modificación que se in- 
trodujo en la Comisión. 


El inciso primero del artículo 15 establece que en 
la audiencia única, el Juez va a dictar la sentencia 
definitiva o a fijar la fecha en que lo hará. En el se- 
gundo caso, es decir, cuando fija la fecha para dictar la 
sentencia definitiva, se tratará de una audiencia ficta, 
es decir que no se llevará efectivamente a la práctica, 
y la sentencia será notificada electrónicamente. Aho- 
ra bien: en algunos lugares del país todavía no se ha 
puesto en práctica la notificación electrónica. En este 
caso, se aplica lo que dispone el inciso segundo de 
este artículo, que se remite a lo dispuesto en el inciso 
segundo del artículo 25 de la presente ley que, a su 
vez, también lo estamos modificando. El inciso segun- 
do del artículo 25 expresa: “Todas las demás providen- 
cias se notificarán electrónicamente (Ley N* 18.237, 
de 26 de diciembre de 2007), salvo en aquellos luga- 
res donde no se haya implementado la comunicación 
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electrónica, en cuyo caso, la notificación se hará ficta 
en la oficina”, va de suyo que las partes concurrirán 
a la oficina y allí se notificarán, “excepto los casos en 
que el Tribunal disponga”, a su criterio y de acuerdo 
a la dimensión e importancia de la resolución que se 
está tomando, “que se practique en el domicilio cons- 
tituido en autos.”, que no será, obviamente, el domi- 
cilio electrónico. Nosotros creemos que en todos los 
casos en que se trate de una sentencia definitiva, el 
Juez va a entender que corresponde la notificación en 
el domicilio constituido en autos. 


Este es el alcance que nosotros, desde la Comi- 
sión, pretendemos dar a la nueva redacción del inciso 
segundo del artículo 15 y a la nueva redacción del 
inciso segundo del artículo 25. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 5% con el texto que 
vino de Comisión. 


(Se vota:) 
-0 en 23. Negativa. 


Ahora pasamos a votar el texto sustitutivo que 
obra en poder de los señores Senadores. 


(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 6”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 7*. 


Quiero aclarar que hay un inciso aditivo de este 
proyecto presentado por los señores Senadores Lorier 
y Michelini que obra en poder de todos. De todos mo- 
dos, solicito que se le dé lectura. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “El recurso de casación se regirá por el artícu- 
lo 268 y siguientes del Código General del Proceso, 
con excepción del plazo para interponerlo, que será 
de 10 (diez) días contados desde el día siguiente a 
la notificación de la sentencia definitiva. El traslado 
será por igual término, y la sentencia definitiva debe- 
rá pronunciarse y notificarse en plazo máximo de 90 
(noventa) días.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería votar, 
en primer lugar, el artículo 7% tal como viene de 
Comisión. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: sim- 
plemente, quiero señalar la gran importancia del 
artículo 7” porque, al modificar el artículo 18 de la 
Ley N* 18.572, incorpora, ni más ni menos, el re- 
curso de casación. Este había sido derogado por la 
ley anterior, pese a que es inconstitucional eliminar 
un recurso de tales características, además de ge- 
nerar desigualdades para ambas partes en materia 
de comparecencia ante la Justicia. 


El recurso de casación tiene un valor sustantivo 
por dos motivos: en primer lugar, porque no refiere 
a los hechos sino exclusivamente a la correcta 
interpretación y aplicación del Derecho y, en 
segundo término, porque no se utiliza para lo que 
comúnmente se denomina una chicana, sino que 
está previsto para juicios de determinado monto, 
generalmente en el convencimiento de que se está 
haciendo una aplicación incorrecta del Derecho, y 
defiende los intereses tanto del trabajador como de 
la contraparte. 


En consecuencia, queremos reiterar la impor- 
tancia de este artículo y puntualizar que las disposi- 
ciones del Código General del Proceso serán las que 
alumbren la aplicación de este recurso. 


Finalmente, no me parece un tema menor nues- 
tro sistema de apelación ante la Suprema Corte de 
Justicia, porque no se divide en cámaras, sino que 
entiende en la universalidad del Derecho que se apli- 
ca en nuestro país. En consecuencia, nos parece de 
buena práctica y de principio que no quede excluida 
de pronunciarse en materia laboral. Si se eliminara 
el recurso de casación -como se había hecho-, esta- 
ríamos excluyendo a la Suprema Corte de Justicia de 
la posibilidad de intervenir en materia laboral. Por el 
contrario, debemos recuperar este principio que es 
muy importante porque creo que todos jerarquizamos 
la labor que cumple la Suprema Corte de Justicia en 
nuestro Derecho. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 
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SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: comparto lo 
expresado con respecto a la importancia del recurso 
de casación. 


En la Legislatura pasada no se interpretó debida- 
mente que la Suprema Corte de Justicia realiza un 
aporte significativo en materia jurisprudencial, sobre 
todo porque ha precisado institutos y protecciones en 
el Derecho Laboral uruguayo con posturas innovado- 
ras que, de alguna manera, son referencia en el ámbi- 
to del Derecho Comparado. Por ejemplo, basta men- 
cionar -por quienes hemos participado de parte de la 
vida judicial- las restricciones que ha establecido con 
respecto a la transacción en el ámbito individual; a la 
amplitud de la admisión de las situaciones de abuso 
de derecho en el despido que posibilita la reparación 
del daño por encima de la indemnización tarifada; a 
la aceptación de la acumulación del despido abusi- 
vo con el indirecto; a la aplicación del desarrollo del 
principio de la buena fe en la particularidad del ám- 
bito laboral; y a la admisión de los daños y perjuicios 
por incumplimiento de normas de la seguridad social, 
entre otros. 


Esto es parte de la jurisprudencia que ha sosteni- 
do la Suprema Corte de Justicia y, por tanto, pienso 
que se hace muy bien en corregir el gran error que se 
cometió al eliminarlo en la Ley N* 18.571, de octubre 
de 2009. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: simple- 
mente, recalco que en el seno de la Comisión este 
fue un trabajo muy constructivo y positivo, por cuanto 
fue discutido con profundidad el tema del recurso de 
casación. La decisión de mantenerlo o de incluirlo 
en el proyecto de ley respondía a cómo solucionar 
dos elementos en tensión planteados: por un lado, 
el valor del principio de la celeridad, que se procu- 
ra mantener como un mecanismo coherente en el 
desarrollo del texto legal -en definitiva, refiere a la 
abreviación de los procesos laborales-; y, por otro, el 
valor de la seguridad jurídica y el aporte que signifi- 
ca la intervención de la Suprema Corte de Justicia, 
habida cuenta de que cuando discute el recurso de 
casación, es la única instancia en que no analiza los 
hechos ya estudiados en primera y segunda instancia, 
sino únicamente los elementos de carácter jurídico, e 
interpreta debidamente las normas. 


Ese criterio fue sostenido por los señores Sena- 
dores Moreira, Gallinal, Pasquet y quien habla; final- 
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mente, fue compartido por la mayoría de la Bancada 
del oficialismo. Creo que es un buen elemento que se 
ha ganado en el trabajo compartido de la Comisión 
para lograr el perfeccionamiento de la ley, así como 
acelerar y abreviar los plazos posibles y compatibles 
con las debidas garantías que debe dar el proceso. Al 
mismo tiempo, el aporte de la Suprema Corte de Jus- 
ticia en última instancia puede ser muy importante 
para dilucidar cuestiones de Derecho o estrictamente 
formales que no hayan sido debidamente discutidas 
o bien interpretadas en la primera o segunda instan- 
cia del proceso. De manera que celebro este aspecto, 
porque me parece un aporte importante que se logró 
en el trabajo de la Comisión. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR MOREIRA.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: en sentido 
similar, adhiero a las manifestaciones realizadas por 
los señores Senadores preopinantes. 


Este proyecto de ley incluye no solo a la casación 
como medio impugnativo sino también a otros, tales 
como la aclaración, la ampliación y la queja por de- 
negación de justicia que, en definitiva, son garantías 
para el demandante y el demandado. No aceptar la 
casación significaba considerar al Derecho Laboral 
como de segunda clase, excluyéndolo del pronuncia- 
miento, en vía de impugnación, del máximo órgano 
jurisdiccional del país. Me parece, pues, que esta 
medida tiene el mérito de jerarquizar al Derecho 
Laboral, en la medida en que, en el régimen ante- 
rior, la propia Suprema Corte de Justicia había tenido 
pronunciamientos favorables a los trabajadores, por 
ejemplo, en materia de resarcimiento de aportes al 
Banco de Previsión Social. Con este proyecto de ley 
se podrá reeditar jurisprudencia muy rica, por lo que 
considero un acierto incluir la casación. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 7” tal como viene de 
Comisión. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 


inciso aditivo, que sería el final del artículo 7*, pro- 
puesto por los señores Senadores Michelini y Lorier. 
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(Se vota:) 


-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


25) EXPOSICIÓN ESCRITA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un asun- 
to entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑORA PROSECRETARIA (Yeanneth Puñales).- 
“El señor Senador Pedro Bordaberry, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 172 del Reglamento 
del Senado, solicita se curse una exposición escrita 
con destino a la Presidencia de la República, relacio- 
nada con los contratos de inversión firmados en el 
marco de lo dispuesto por el Decreto N* 477/08, de 7 
de octubre de 2008.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta exposición escrita 
ha sido repartida. Corresponde votar si se la remite a 
la Presidencia de la República. 


(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 
(Texto de la exposición escrita:) 
“Montevideo, 6 de setiembre de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 


Presente 


En mérito a lo dispuesto por el artículo 172 del 
Reglamento de la Cámara de Senadores, cumplo en 
efectuar la siguiente exposición escrita, solicitando se 
remita la misma a la Presidencia de la República. 


Las disposiciones del Decreto N” 477/008, de 7 de 
octubre de 2008, confieren al Poder Ejecutivo la facultad 
de negociar con empresas que prevén realizar en el 
Uruguay inversiones de alto monto, la celebración de 
negociaciones a efectos de determinar los compromisos 
que asumirá el inversor así como el propio Estado 
uruguayo (inversiones a realizar, beneficios fiscales, 
autorizaciones, etc.), teniendo como  colorario la 
suscripción de un Contrato de Inversión. Si bien la norma 
no establece, en ningún caso, la posibilidad de que dicho 
contrato tenga el carácter de reservado o confidencial, 
recientemente se ha tomado conocimiento que el Poder 
Ejecutivo había dado tal carácter al contrato firmado con 
la empresa MONTES DEL PLATA. 
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Por tanto, es de suponer, que puedan existir otros 
Contratos de Inversión que han sido rotulados de tal 
forma y, por tanto, su contenido permanece descono- 
cido para la opinión pública en general y los Legisla- 
dores en particular. 


Es por ello que resulta imperativo contar con in- 
formación veraz y fehaciente en relación a otros Con- 
tratos de Inversión que se pudieran haber firmado 
hasta la fecha, ya sea por el actual Gobierno o el an- 
terior. 


En tal sentido, a los efectos de cumplir adecua- 
damente la tarea de control que prescribe la Cons- 
titución de la República a los señores Legisladores, 
se solicita a la Presidencia de la República, se sirva 
informar: 


1. Cuántos Contratos de Inversión se han firmado 
en el marco de lo dispuesto por el Decreto N* 477/008, 
de 7 de octubre de 2008, con qué empresas, en qué 
fecha y cuál es el objeto de la inversión, en particu- 
lar, las vinculadas a minería, puertos, mineroductos, 
o cualquier otra temática que tenga alto impacto en 
el medio ambiente. 


2. En particular, si se ha firmado un Contrato 
de Inversión con la empresa ARATIRÍ, ZAMIN 
FERROUS u otros empresas vinculadas a dicha 
explotación minera que se proyecta realizar en el 
Uruguay. 


3. Se acompañe copia de los contratos respectivos. 


Pedro Bordaberry. Senador.” 


26) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedi- 
do de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑORA PROSECRETARIA (Yeanneth Puña- 
les).- “El señor Senador Pedro Bordaberry, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución de la República y el artículo 17 de la 
Ley N* 16.134, de 24 de setiembre de 1990, solicita 
se curse un pedido de informes con destino a la Ofi- 
cina de Planeamiento y Presupuesto, relacionado con 
los contratos de inversión firmados en el marco de lo 
dispuesto por el Decreto N* 477/08, de 7 de octubre 
de 2008.” 

- OPORTUNAMENTE SERÁ TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes: ) 
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“Montevideo, 6 de setiembre de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


En ejercicio de la facultad que me confiere el ar- 
tículo 118 de la Constitución de la República y con- 
siderando lo dispuesto por el artículo 1% de la Ley 
N* 17.673 y artículo 17 de la Ley N” 16.134, por los 
cuales se establece la obligatoriedad para la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto de proporcionar los 
datos e informes que soliciten los Legisladores para 
llenar sus cometidos, solicito tenga a bien remitir el 
siguiente pedido de informes a la referida Oficina. 


Introducción. Las disposiciones del Decreto 
N* 477/008, de 7 de octubre de 2008, confieren al 
Poder Ejecutivo la facultad de negociar con empresas 
que prevén realizar en el Uruguay inversiones de alto 
monto, la celebración de negociaciones a efectos de 
determinar los compromisos que asumirá el inversor 
así como el propio Estado uruguayo (inversiones a 
realizar, beneficios fiscales, autorizaciones, etc.), te- 
niendo como corolario la suscripción de un Contrato 
de Inversión. Si bien la norma no establece, en nin- 
gún caso, la posibilidad de que dicho contrato tenga 
el carácter de reservado o confidencial, recientemen- 
te se ha tomado conocimiento que el Poder Ejecuti- 
vo había dado tal carácter al contrato firmado con la 
empresa MONTES DEL PLATA. 


Por tanto, es de suponer, que puedan existir otros 
Contratos de Inversión que han sido rotulados de tal 
forma y, por tanto, su contenido permanece descono- 
cido para la opinión pública en general y los Legisla- 
dores en particular. 


Es por ello que resulta imperativo contar con in- 
formación veraz y fehaciente en relación a otros Con- 
tratos de Inversión que se pudieran haber firmado 
hasta la fecha. 


En tal sentido, se solicita la siguiente información: 


1. Cuántos Contratos de Inversión se han firmado 
en el marco de lo dispuesto por el Decreto N* 477/008, 
de 7 de octubre de 2008, con qué empresas, en qué 
fecha y cuál es el objeto de la inversión, en particu- 
lar, las vinculadas a minería, puertos, mineroductos, 
o cualquier otra temática que tenga alto impacto en 
el medio ambiente. 


2. En particular, si se ha firmado un Contrato 
de Inversión con la empresa ARATIRI, ZAMIN FE- 
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RROUS u otras empresas vinculadas a dicha explo- 
tación minera que se proyecta realizar en el Uruguay. 


3. Se remita copia de los contratos respectivos. 
Sin otro particular, lo saluda atentamente. 


Pedro Bordaberry. Senador.” 


27) ABREVIACIÓN DE LOS PROCESOS 
LABORALES 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado retoma la dis- 
cusión particular del proyecto de ley por el que se 
establecen modificaciones a la Ley N* 18.572, de 13 
de setiembre de 2009, sobre abreviación de los pro- 
cesos laborales. 


En consideración el artículo 8”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 9%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 10, sobre el cual hay 
un texto sustitutivo firmado por los señores Senado- 
res Lorier y Michelini. 


Léase el artículo sustitutivo. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 10.- (Proceso digital). El expediente 
electrónico será aplicable en el ámbito de la jurisdic- 
ción laboral.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría consultar a 
los proponentes si la intención de esta sustitución es 
dejar abierta la posibilidad de que no se implante el 
expediente electrónico, porque la Comisión sugiere 
un artículo que establece: “Dispónese la implantación 
del expediente electrónico”, mientras que el 
sustitutivo expresa que el expediente electrónico 
“será aplicable”. 


SEÑOR LORIER.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: es importante 
lo que manifiesta el señor Presidente para el análisis del 
artículo. En el original, al final del artículo se dice: “la 
justicia del trabajo”, y en el sustitutivo hablamos de la 
jurisdicción laboral. Eso es lo que queremos modificar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se me permite, sugie- 
ro mantener la redacción original y hacer una correc- 
ción en ese sentido, con lo que quedaría así: “Dispó- 
nese la implantación del expediente electrónico en 
el ámbito de la jurisdicción laboral”. Me parece que 
queda mucho más claro de esa manera. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
texto que viene de Comisión. 


(Se vota:) 
-0 en 23. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
10 con la redacción a la que se acaba de dar lectura. 


(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 11. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 12. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR  GALLINAL.- Señor 
aprovecho la oportunidad para fundar el voto y 
repetir lo que señalé en mi exposición durante la 
discusión general. 


Presidente: 
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Lamentablemente, se mantiene el artículo 31 de la 
Ley N* 18.572, que habla de la integración del Derecho 
y que establece un conjunto de normas que, a mi juicio, 
se contradicen con los principios que rigen nuestro 
sistema jurídico. En tal sentido, el artículo 31 dice: “Todo 
lo que no esté previsto en la presente ley se regirá por 
lo dispuesto en las disposiciones especiales en materia 
laboral y en el Código General del Proceso en cuanto 
sea aplicable, se ajuste a lo dispuesto en los artículos 
1% y 30 de esta ley y no contradiga los principios del 
Derecho del Trabajo”. Muy bien; forma parte de nuestro 
Derecho positivo, pero está referido exclusivamente a la 
materia procesal laboral y no a la materia de fondo, no al 
Derecho sustantivo. 


Con estas expresiones culmino mi fundamento de 
voto y adelanto que cuando esta instancia haya finali- 
zado pediré nuevamente la palabra al señor Presiden- 
te para solicitar la reconsideración del artículo 5* del 
proyecto de ley que estamos votando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Técnicamente corres- 
ponde hacer una reconsideración porque inclusive 
hay una propuesta de modificación del texto; no se 
trata de una simple rectificación de la votación. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: creo que 
es importante insistir en que la Ley N* 18.572, que 
regula el proceso laboral con escasas disposiciones 
-32 artículos en total-, deja sin considerar muchos 
aspectos procesales. Por lo tanto, compartimos la idea 
de que para dar mayor certeza jurídica sin afectar la 
particularidad del Derecho Procesal, simplemente 
habría que establecer que en caso de vacío se acudirá al 
Código General del Proceso. De esta manera evitamos 
referirnos a los pocos artículos de la legislación especial 
laboral -son algo más de 30- y hacemos remisión al 
Código General del Proceso, que es el que está habilitado 
para poder ser aplicable en caso de vacío o con criterios 
de integración. 


Esa es la posición que se ha sostenido y creo que 
es importante insistir al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, habría una 
propuesta de reconsideración del artículo 5% del pro- 
yecto de ley. 


Se va a votar si se reconsidera el artículo 5”. 
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(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Está nuevamente en consideración el artículo 5% 
del proyecto de ley. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: el 
artículo 5% modifica el 15 de la Ley N* 18.572, y 
en la Comisión resolvimos agregar, en el segundo 
inciso, la siguiente expresión: “En aquellos casos 
que no se haya implementado la comunicación 
electrónica, se aplicará lo dispuesto en el inciso 
segundo del artículo 25 de la presente ley”. En su 
momento pedí la palabra para explicar el alcance de 
este segundo inciso, pero cuando estaba hablando 
me di cuenta de que la redacción es tan complicada 
que me enredaba en la explicación. En realidad, el 
inciso debería decir: “En aquellos casos que no se 
haya implementado la comunicación electrónica, 
la sentencia definitiva se notificará en el domicilio 
constituido en autos”. Así de sencillo. Consulté al 
señor Senador Lorier en su condición de Miembro 
Informante y me manifestó que estaba de acuerdo 
con la modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debería decirse: “En 
aquellos casos en los que”, en lugar de “En aquellos 
casos que”. 


Léase el texto del artículo 5% incluyendo las modi- 
ficaciones propuestas. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 5%.- Sustitúyese el artículo 15 de la 
Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 15. (Sentencia definitiva).- El Tri- 
bunal podrá dictar sentencia definitiva en la au- 
diencia única o fuera de audiencia y dentro de los 
20 (veinte) días siguientes. En este último caso, en 
la misma audiencia fijará fecha para su pronuncia- 
miento. La sentencia se notificará electrónicamente 
el mismo día de dictada. 


En aquellos casos enlos que nose hayaimplementado 
la comunicación electrónica, la sentencia definitiva se 
notificará en el domicilio constituido en autos. 
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En los procesos regulados por esta ley, las senten- 
cias que condenen al pago de créditos laborales de 
cualquier naturaleza deberán establecer el monto lí- 
quido de los mismos, incluidas las multas, intereses, 


» 


actualizaciones y recargos que correspondieren”. 
SEÑOR ABREU .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABREU.- Como hay que notificar a am- 
bas partes, la expresión: “en el domicilio constituido 
en autos” debería figurar en plural; de esa manera 
quedan garantizados tanto el demandante como el 
demandado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, el in- 
ciso segundo terminaría así: “la sentencia definitiva 
se notificará en los domicilios constituidos en autos”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 5% con las modificaciones propuestas. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se 
comunicará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 1*.- Modifícase el artículo 3% de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 3%. (Conciliación previa).- Antes de 
iniciarse juicio en materia laboral, deberá tentarse 
la conciliación previa ante el Centro de Negociación 
de Conflictos Individuales de Trabajo en la ciudad de 
Montevideo o ante la Oficina de Trabajo dependien- 
te del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el 
interior de la República, según corresponda al domi- 
cilio del empleador o al lugar en que se cumplieron 
las prestaciones. 


La solicitud de inicio del procedimiento 
conciliatorio deberá realizarse por escrito presentado 
por el interesado o por apoderado, asistido de abogado, 
salvo que la reclamación fuera por sumas inferiores al 
equivalente de 20 UR (veinte unidades reajustables). 
En dicha solicitud deberán indicarse con precisión 
los hechos que fundamentan el reclamo y el detalle y 
el monto de los rubros reclamados. El Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social regulará los mecanismos 
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y la forma de presentación de la solicitud, así como 
el procedimiento que se sigue posteriormente a la 
misma”. 


Artículo 2 .- Modifícanse los incisos segundo y 
cuarto del artículo 4” de la Ley N* 18.572, de 13 de 
setiembre de 2009, los que quedarán redactados de la 
siguiente manera: 


“En Acta resumida deberán señalarse los datos 
identificatorios de cada una de las partes, los domi- 
cilios constituidos a los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 5” de la presente ley, los rubros y montos re- 
clamados por el citante, la respuesta del citado y el 
resultado final obtenido”. 


“El acuerdo al que se arribe en el procedimiento ha- 
bilitará su ejecución forzada por el proceso regulado en 
el Título V del Libro II del Código General del Proceso”. 


Artículo 3.- Modifícanse los artículos 9%, 11 y 
13 de la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, 
los que quedarán redactados de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 9”. (Traslado, emplazamiento y con- 
testación de la demanda).- Interpuesta la demanda 
en forma, el Tribunal decretará el traslado y emplaza- 
miento al demandado. 


El demandado contestará por escrito en la forma 
prevista en el artículo 130 del Código General del 
Proceso, dentro del término de 15 (quince) días de- 
biendo oponer al mismo tiempo, si las tuviere, todas 
las excepciones referidas en el artículo 133 del Códi- 
go General del Proceso”. 


“ARTÍCULO 11. (Traslado de las excepciones).- 
De las excepciones opuestas se dará traslado al actor 
por el plazo de 5 (cinco) días hábiles. Vencido el plazo 
o evacuado el traslado, se convocará a audiencia o se 
dictará resolución si correspondiere”. 


“ARTÍCULO 13. (Convocatoria a audiencia y dili- 
genciamiento de la prueba).- Dentro de las 48 (cua- 
renta y ocho) horas de recibido el escrito de contesta- 
ción de demanda o de traslado de las excepciones, o 
vencido el término, el Tribunal fijará provisionalmen- 
te el objeto del proceso y de la prueba, se pronunciará 
sobre los medios probatorios y ordenará a la oficina el 
inmediato diligenciamiento de los que corresponda, 
instrumentando todo lo que sea necesario para agotar 
su producción en la audiencia única que será convo- 
cada dentro de un plazo no mayor a los 60 (sesenta) 
días, contados a partir de la fecha de la contestación 
de la demanda o del traslado de las excepciones o del 
vencimiento del término. 
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En caso de allanamiento total a la pretensión o 
cuando no se hubiera contestado la demanda en 
tiempo, y sin necesidad de diligenciar otra prueba el 
Tribunal fijará fecha para el dictado de la sentencia 
definitiva”. 


Artículo 4?.- Sustitúyese el artículo 14 de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 14. (Audiencia única).- La audien- 
cia se iniciará con la acreditación de las partes o sus 
representantes y será presidida por el Tribunal bajo 
pena de nulidad que compromete su responsabilidad 
funcional. 


Iniciada la audiencia, se cumplirán las siguientes 
actividades: 


1. Las partes ratificarán, en su caso, el conte- 
nido de la demanda y de la contestación, y podrán 
aclarar sus extremos por iniciativa propia o sujetas 
a la decisión del Tribunal si resultaren oscuros o 
imprecisos. 


2. El Tribunal dictará sentencia definitiva parcial 
ordenando el pago de los rubros o montos no con- 
trovertidos con las condenas accesorias preceptivas y 
los recargos, reajustes e intereses que correspondan y 
tentará la conciliación en los demás. Esta resolución 
será apelable sin efecto suspensivo y constituirá título 
de ejecución. La apelación se regirá por el régimen 
aplicable a las sentencias definitivas. 


3. El diligenciamiento de toda la prueba pendiente 
que el Tribunal estime necesaria. 


4. Las resoluciones dictadas en el curso de la au- 
diencia, así como la que fija definitivamente el objeto 
del proceso y de la prueba y provee sobre los medios 
probatorios, admitirán recursos de reposición y apela- 
ción con efecto diferido, los que deberán proponerse 
en la propia audiencia. 


5. Las partes deberán formular sus alegatos de 
bien probado en la audiencia o reservarse hacerlo por 
escrito dentro del plazo de 6 (seis) días. 


6. La audiencia única podrá prorrogarse por 
única vez cuando exista prueba pendiente de 
diligenciamiento que no haya podido ser incorporada 
pese a la diligencia del Tribunal y de las partes. Si la 
falta de incorporación fuere imputable al Tribunal, 
generará su responsabilidad y si fuera imputable a 
una parte determinará que se prescinda del medio 
probatorio propuesto por la parte omisa, salvo que la 
contraparte lo solicitare o el Tribunal, en uso de las 
facultades previstas por el artículo 1% inciso segundo 
de esta ley y por resolución fundada, dispusiere 
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igualmente su diligenciamiento. La prórroga de la 
audiencia será por 6 (seis) días, pudiendo el Tribunal 
extender el plazo hasta 20 (veinte) días por motivo 
debidamente fundado, que será comunicado a la 
Suprema Corte de Justicia, quedando aquel sometido 
a eventual responsabilidad por la dilación si no se la 
considerase justificada. 


7. Los incidentes promovidos fuera de audiencia 
se sustanciarán con un traslado a la contraparte 
por 3 (tres) días. Los incidentes promovidos en la 
audiencia única se sustanciarán y resolverán en la 
misma. En ambos casos tanto la demanda como la 
contestación ofrecerán la prueba bajo las mismas 
reglas que para el proceso principal. Si fuera 
necesario, la prueba se terminará de producir en la 
audiencia que se celebrará en un plazo no mayor a 
3 (tres) días en la que además, se oirá brevemente 
a las partes y se dictará sentencia, salvo que por su 
complejidad y por resolución fundada el Tribunal 
resuelva diferirla por un plazo máximo de 3 (tres) 
días a cuyos efectos y sin convocatoria de nueva 
audiencia, fijará día y hora. 


La inasistencia no justificada de una de las partes 
no impedirá el desarrollo de la audiencia y la conti- 
nuación del proceso. 


En caso de inasistencia de ambas partes a la au- 
diencia, el Tribunal archivará las actuaciones sin más 
trámite”. 


Artículo 5%.- Sustitúyese el artículo 15 de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, por el si- 
guiente: 


“ARTÍCULO 15. (Sentencia definitiva).- El Tribu- 
nal podrá dictar sentencia definitiva en la audiencia 
única o fuera de audiencia y dentro de los 20 (vein- 
te) días siguientes. En este último caso, en la misma 
audiencia fijará fecha para su pronunciamiento. La 
sentencia se notificará electrónicamente el mismo 
día de dictada. 


En aquellos casos en los que no se haya imple- 
mentado la comunicación electrónica la sentencia 
definitiva se notificará en los domicilios constituidos 
en autos. 


En los procesos regulados por esta ley, las senten- 
cias que condenen al pago de créditos laborales de 
cualquier naturaleza deberán establecer el monto lí- 
quido de los mismos, incluidas las multas, intereses, 
actualizaciones y recargos que correspondieren”. 


Artículo 6”.- Modifícase el artículo 17 de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 
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“ARTÍCULO 17. (Apelación y segunda instancia).- 
El plazo para interponer el recurso de apelación con- 
tra la sentencia definitiva de primera instancia será 
de 10 (diez) días. Si la sentencia se dictare en au- 
diencia, el recurso deberá ser anunciado en la misma 
audiencia disponiendo de 10 (diez) días para expre- 
sar y fundar por escrito los agravios. Si la sentencia 
se dictare fuera de audiencia, el recurso será inter- 
puesto por escrito fundado en el que se expresarán 
los agravios y sus fundamentos. 


Del recurso de apelación se dará traslado a la con- 
traparte por el término de 10 (diez) días. Evacuado el 
traslado o vencido el término para hacerlo, se elevará 
el expediente ante el Tribunal que corresponda en un 
plazo no mayor a los 5 (cinco) días. 


El superior dictará sentencia dentro de los 30 
(treinta) días contados desde que los autos hayan in- 
egresado al Tribunal; en caso de discordia dicho plazo 
se extenderá proporcionalmente. Recibidos los au- 
tos por el Tribunal, en un plazo de 48 (cuarenta y 
ocho) horas se señalará la fecha del acuerdo deján- 
dose constancia y serán pasados a estudio simultáneo 
durante 7 (siete) días corridos. Finalizado el estudio 
se considerará en el acuerdo y, acordada sentencia, 
será dictada en un plazo de 10 (diez) días. En caso 
de discordia, en el mismo acuerdo se sorteará la in- 
tegración y, reunidos los votos necesarios, se dictará 
sentencia en el mismo plazo”. 


Artículo 7*%.- Sustitúyense los artículos 18, 21, 
22, 23,25 y 26 de la Ley N* 18.572, de 13 de setiem- 
bre de 2009, por los siguientes: 


“ARTÍCULO 18. (Recursos).- En el proceso ordi- 
nario solo se admitirán los siguientes recursos: acla- 
ración, ampliación, reposición, apelación, queja por 
denegación de apelación, revisión y casación. 


Los recursos de aclaración, ampliación y reposi- 
ción proceden contra todas las resoluciones dictadas 
en el curso del proceso. Contra las resoluciones dicta- 
das en audiencia, estos recursos se interpondrán ver- 
balmente, se oirá a la contraparte en el mismo acto 
antes de decidir y se resolverán en la misma en forma 
inmediata. Contra las resoluciones dictadas fuera de 
audiencia, estos recursos se interpondrán por escrito 
dentro del plazo de 3 (tres) días. Del recurso de re- 
posición se dará traslado a la contraparte por el mis- 
mo plazo. Evacuado el traslado o vencido el término 
para ello, el Tribunal deberá dictar resolución dentro 
del plazo de 3 (tres) días. Del mismo plazo dispondrá 
el Tribunal para resolver los recursos de aclaración y 
ampliación. 
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Los recursos de aclaración, ampliación, apelación 
y revisión proceden contra la sentencia definitiva y 
contra la sentencia interlocutoria que ponga fin al 
proceso. Los recursos de aclaración y ampliación se- 
rán interpuestos en la forma prevista en el inciso an- 
terior. 


El recurso de apelación procede contra la sentencia 
definitiva y contra la interlocutoria que pongan fin al 
proceso. Este recurso será interpuesto, sustanciado 
y resuelto en la forma prevista en el artículo 17 de la 
presente ley. El recurso de queja por denegación de 
apelación se interpondrá dentro del plazo de 5 (cinco) 
días, con un traslado a la contraparte por el mismo 
plazo y será resuelto en la forma prevista en el artículo 
anterior. 


El recurso de casación se regirá por el artículo 
268 y siguientes del Código General del Proceso, con 
excepción del plazo para interponerlo, que será de 
10 (diez) días contados desde el día siguiente a la 
notificación de la sentencia definitiva. El traslado será 
por igual término, y la sentencia definitiva deberá 
pronunciarse y notificarse en un plazo máximo de 90 
(noventa) días”. 


“ARTÍCULO 21. (Traslado, contestación de la 
demanda y convocatoria a audiencia única).- Inter- 
puesta la demanda en forma el Tribunal decretará el 
traslado y emplazamiento al demandado. El deman- 
dado contestará por escrito en la forma prevista por el 
artículo 9” de esta ley dentro del término de 10 (diez) 
días, debiendo oponer al mismo tiempo, si las tuviere, 
todas las excepciones referidas en el artículo 133 del 
Código General del Proceso. Será aplicable lo previsto 
por el artículo 10 de la presente ley. 


Contestada la demanda o vencido el plazo, el Tri- 
bunal fijará el objeto del proceso y de la prueba, se 
pronunciará sobre los medios probatorios y ordenará 
el diligenciamiento de los que corresponda, instru- 
mentando todo lo que sea necesario para agotar su 
producción en la audiencia única, que la convocará 
en un plazo no mayor a 10 (diez) días. 


En caso de allanamiento total a la pretensión o 
cuando no se hubiera contestado la demanda en 
tiempo, y sin necesidad de diligenciar otra prueba, el 
Tribunal fijará fecha para el dictado de la sentencia 
definitiva”. 


“ARTÍCULO 22. (Audiencia única).- En la audien- 
cia única que será presidida por el Tribunal bajo pena 
de nulidad que compromete su responsabilidad fun- 
cional se cumplirán las siguientes actividades: 
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1. Las partes ratificarán, en su caso, el conte- 
nido de la demanda y de la contestación, y podrán 
aclarar sus extremos, por iniciativa propia o sujetas 
a la decisión del Tribunal si resultaren oscuros o 
imprecisos. 


2. De las excepciones se dará traslado al actor 
quien deberá contestarlas en audiencia y todas serán 
resueltas en la sentencia definitiva. 


3. El Tribunal tentará la conciliación y fijará de- 
finitivamente el objeto del proceso y de la prueba y, 
acorde con ello, realizará el diligenciamiento de toda 
la prueba pendiente que estime necesaria. 


4. Se oirán los alegatos de ambas partes y el Tribu- 
nal dictará sentencia en la misma audiencia o dentro 
del plazo de 6 (seis) días y fuera de audiencia a cuyos 
efectos fijará la fecha y la hora. 


5. La audiencia no se suspenderá por la ausen- 
cia de una de las partes. El Juez producirá la prueba 
ofrecida y dictará sentencia. En caso de inasistencia 
de ambas partes a la audiencia, el Tribunal archivará 
las actuaciones sin más trámite. 


6. Los incidentes promovidos fuera de audiencia 
se sustanciarán con un traslado a la contraparte 
por 3 (tres) días. Los incidentes promovidos en la 
audiencia única se sustanciarán y resolverán en la 
misma. En ambos casos tanto la demanda como la 
contestación ofrecerán la prueba bajo las mismas 
reglas que para el proceso principal. Si fuera ne- 
cesario, la prueba se terminará de producir en la 
audiencia que se celebrará en un plazo no mayor a 
3 (tres) días en la que, además, se oirá brevemente 
a las partes y se dictará sentencia, salvo que por su 
complejidad y por resolución fundada el Tribunal 
resuelva diferirla por un plazo máximo de 3 (tres) 
días a cuyos efectos y sin convocatoria de nueva 
audiencia, fijará día y hora. 


7. La audiencia única solamente podrá prorro- 
garse cuando exista prueba pendiente de diligencia- 
miento que no haya podido ser incorporada pese a la 
diligencia del Tribunal y de las partes. Si la falta de 
incorporación fuere imputable al Tribunal, generará 
su responsabilidad y si fuera imputable a una parte 
determinará que se prescinda del medio probatorio 
propuesto por la parte omisa, salvo que la contrapar- 
te lo solicitare o el Tribunal en uso de las facultades 
previstas por el artículo 1%, inciso segundo de esta 
ley y por resolución fundada dispusiere igualmente su 
diligenciamiento. En ningún caso la audiencia podrá 
prorrogarse por más de 6 (seis) días”. 
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“ARTÍCULO 23. (Recursos).- Las resoluciones 
dictadas en el curso del proceso de menor cuantía 
admitirán recursos de reposición, aclaración y 
ampliación. Los recursos interpuestos contra las 
providencias dictadas en audiencia, se tramitarán 
a petición verbal de cualquiera de las partes, 
oyendo a la contraria y resolviéndose en la misma. 
Las providencias dictadas fuera de audiencia se 
impugnarán, sustanciarán y resolverán en un plazo 
de 3 (tres) días. 


La sentencia que pone fin al proceso será sus- 
ceptible de los recursos de aclaración y ampliación 
que se interpondrán, sustanciarán y resolverán en los 
mismos plazos”. 


“ARTÍCULO 25. (Notificaciones).- Salvo que ya se 
hubiera constituido domicilio electrónico en autos, el 
traslado de la demanda y emplazamiento se notificará 
en el domicilio del demandado. 


Todas las demás providencias se notificarán elec- 
trónicamente (Ley N* 18.237, de 26 de diciembre de 
2007), salvo en aquellos lugares donde no se haya 
implementado la comunicación electrónica, en cuyo 
caso, la notificación se hará ficta en la oficina, excep- 
to los casos en que el Tribunal disponga que se prac- 
tique en el domicilio constituido en autos”. 


“ARTÍCULO 26. (Plazos).- Todos los plazos previstos 
en la presente ley son perentorios e improrrogables. 


Salvo disposición en contrario, todos los plazos 
para la actuación del Tribunal serán de 48 (cuarenta 
y ocho) horas. 


Todos los plazos comenzarán a correr el primer 
día hábil siguiente a su notificación, salvo que sean 
comunes, en cuyo caso se contarán desde el primer 
día hábil siguiente a la última notificación. 


Los plazos que se cuentan por días solo se sus- 
penderán en las ferias judiciales y en la semana de 
turismo. 


Los plazos de hasta 15 (quince) días solo compu- 
tarán los días hábiles y los mayores a 15 (quince) días 
se contarán por días corridos. 


Los plazos que finalicen en día inhábil se enten- 
derán prorrogados hasta el primer día hábil siguiente. 


Son horas y días hábiles las indicadas por el 
artículo 96 del Código General del Proceso. 
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El incumplimiento de los plazos previstos para el 
Tribunal, deberá ser expuesto y comunicado a la Su- 
prema Corte de Justicia, quedando aquel sometido 
a eventual responsabilidad por la dilación si no se la 
considerase justificada”. 


Artículo 8.- Modifícase el artículo 28 de la Ley 
N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 28. (Gratuidad).- De conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 1 de la presente ley, 
todas las actuaciones administrativas y judiciales se- 
rán gratuitas para la parte trabajadora, incluidos im- 
puestos y tasas registrales y catastrales, expedición de 
testimonios de partidas del Registro de Estado Civil, 
certificados y sus legalizaciones”. 


Artículo 9%. (Aplicación de la ley en el tiem- 
po).- Las modificaciones introducidas por la presente 
ley serán de aplicación inmediata, alcanzando a los 
asuntos en trámite. Exceptúanse los actos y plazos 
procesales que hayan tenido principio de ejecución. 


Artículo 10. (Proceso digital).- Dispónese la 
implantación del expediente electrónico en el ámbito 
de la jurisdicción laboral. 


Artículo 11. (Proceso general de tutela de 
la actividad sindical).- Sustitúyese el procedimien- 
to previsto en el artículo 2%, numeral 1) de la Ley 
N* 17.940, de 2 de enero de 2006, por el proceso la- 
boral ordinario previsto en la Ley N* 18.572, de 13 de 
setiembre de 2009, con las modificaciones introduci- 
das por la presente ley. 


Artículo 12. (Proceso de infracción a la ley 
de igualdad de trato).- Sustitúyese el proceso 
previsto en el artículo 4% de la Ley N* 16.045, 
de 2 de junio de 1989, por el proceso ordinario 
previsto en la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre 
de 2009, con las modificaciones introducidas por 
la presente ley.” 


28) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa comunica a 
los señores Senadores que, en consulta con los 
coordinadores de Bancada, tal vez proponga celebrar una 
sesión extraordinaria -por supuesto que sin interferir 
con el funcionamiento de la Comisión de Presupuesto 
integrada con Hacienda- a los efectos de continuar 
considerando los asuntos que quedaron pendientes 
del Orden del Día de hoy. 
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No habiendo más asuntos a considerar, se levanta 
la sesión. 


(Así se hace, a la hora 13 y 47 minutos, presidiendo 
el señor Danilo Astori y estando presentes los señores 
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Senadores Abreu, Agazzi, Antognazza, Baráibar, 
Bordaberry, Couriel, Da Rosa, Dalmás, Gallinal, 
Gallo Imperiale, Gamou, Lorier, Martínez, 
Moreira (Carlos), Pasquet, Rondeau, Rubio, 
Solari, Tajam, Topolansky y Xavier.) 
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